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Las razones objetivas que han motivado la eleccidn del tema 
de la presente tesis son multiples, pudiéndose destacar en­
tre ellas las siguientes:
1-. La situacidn socio-econdmlca actual que ha producido en 
los ûltimos quince anos un gran Incremento de denuncias 
y querellas en nuestros Juzgados y Tribunales y la fre- 
cuente falta de disponlbilidades liquidas para garanti- 
zar las responsabilidades civiles.
2-. El hecho de que cada vez va siendo mâs frecuente el que 
haya que embargar frutos, rentas y productos de empre- 
sas tanto individuales como pluripersonales.
3-. La escasa y fragmentaria biblioqrafla que en nuestro 
pals estudia esta materia, y que sôlo la tratan de una 
manera incidental, sin profundizar, al examiner otras 
cuestiones procesales.
4-, La abundancia de textes législatives a que hay que acu- 
dir y la dispersion en que se encuentran en ellos las 
normes sobre la administraciôn de bienes que dificultan 
sobremanera el estudio de toda la materia y producen du 
des en muehas ocasiones.
Nuestra Ley de enjuiciamlento Criminal régula la administra 
ciOn de bienes en el titulo IX (de las fianzas y embargos) 
del libre II que régula el Sumario, en los articules 601, 
602, y 605 a 610 ambos inclusive, pero hay que estudiarlos 
junte con los demâs que forman el mismo titulo, con los ar­
ticules 615 a 621 de la misma ley que forman el titulo si- 
guiente (De la responsabilidad civil de terceras personas), 
con los articules 784, 5- y 6-, 785, 8- b y c, y 793 de la 
misma ley que estân entre las normas del procedimiento de 
urgencia para determinados delitos en el titulo III, y con
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las demâs normas générales.
Ademâs hay que acudira las normas que en nuestra ley de en- 
julclamlento civil se refieren al embargo y administraciôn 
judicial de bienes, especialmente los articules 1.447 y 
1.450, y a las que regulan la administraciôn de bienes del 
"ab-intestato", con especial atenciôn a los articules 1.007 
a 1.021, asi como a las normas que se dedican a la adminis­
traciôn del concurso de acreedores y de la quiebra.
Las conplejidades de la vida mercantil e industrial, como 
realidad insoslayable en un mundo en que las relaciones de 
intercambio comercial y de avances tëcnicos alcanzan propor- 
ciones imprévisibles en la época en que se publicaron nues- 
tras leyes procesales, unido a las repercusiones de carâcter 
general que sobre la economia, el trabajo y el crédito com- 
portan determinadas situaciones en que pueden encontrarse 
quienes tienen a su cargo la direcciôn de las Empresas, pa­
ra tutelar los intereses générales que el Estado estâ llama- 
do a protéger, llevô a la publicaciôn del Decreto-Ley 18/ 
1.969, de 20 de octubre sobre administraciôn judicial en ca­
ses de embargos de empresas, como dice su mismo preâmbulo, 
conteniendo la materia propiamente dieha seis articules, ya 
que tiene un septimo dedicado a la entrada en vigor de la 
disposiciôn legal.
No hay que olvicku: tanpoco que en ocasiones hay que acudir 
al Côdigo Penal, a los articules 19 a 22 al tratar de las 
personas responsables civilraente de los delitos y faltas e 
igualmente hay que acudir a algunos preceptos del Côdigo Ci­
vil.
Los articules que mâs concrëtamente se refieren a la mate­
ria, de todos los citados, son los siguientes:
"Si los bienes embargados fueron semovientes, se requer^ 
râ el procesado para que manifieste si opta porque se enaje-
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nen o porque se conservan en depôsito y administraciôn.
Si optare por la enajenaciôn, se procederâ a la venta 
en pûblica subasta, previa tasaciôn, hasta cubrir la canti- 
dad senalada, que se depositarâ en el establéeimiento pûbl^ 
co destinado al efecto.
Si optare por el depôsito y administraciôn, se nombrarâ 
por el Juez un depositario-administrador, que recibirâ los 
bienes bajo inventario y se obligarâ a rendir al Juzgado 
cuenta justificada de sus gastos y productos, cuando se le 
mande". (Art. 601 LECr.)
"El depositario-administrador cuidarâ de que los semo­
vientes den los productos propios de su clase con arreglo a 
las circunstancias del pals, y procurarâ su conservaciôn y 
aumento.
Si creyere conveniente enajenar todos o algunos somi- 
vientes, pedirS al Juzgado la correspondiente autorizaciôn.
Se enajenarân, aûn contra la voluntad del procesado y 
la opiniôn del depositario-administrador, siempre que los 
gastos de administraciôn y conservaciôn excedan de los pro­
ductos que dieren, a menos que el pago de dichos gastos se 
asegure por el procesado u otra persona en su nombre." (Art. 
602 LECr.)
"Si se embargaren sementeras, pueblas, plantîos, frutos, 
rentas y otros bienes semejantes, podrS el Juez decretar, si 
atendidas las circunstancias lo creyere conveniente, que con 
tinûe administrândolos el procesado, por si o por medio de 
la persona que désigné, en cuyo caso nombrarâ un interventor,
En el caso de que el procesado manifestare no querer ad- 
ministrar por si, o de que el Juez no estimare conveniente 
confiarle la administraciôn, se nombrarâ persona que se en-
Vcargue de ella, pudiendo en este caso designar el procesado 
un interventor de su confianza". (Art. 605 LECr.)
"El Juez determiners bajo su responsabilidad si el adm^ 
nistrador ha de afianzar el buen cumplimiento del cargo y 
el importe de la fianza en su caso".(Art. 606 LECr.)
"El administrader tendrS derecho a una retribuciôn:
1*. Del 1 por 100 sobre el producto liguido de la venta 
de frutos.
2*. Del 5 por 100 sobre los productos liquides de la ad 
ministraciôn que no procedan de la causa expresada 
en el pârrafo anterior.
3*. No se enajenaren bienes, o no hubiere productos li­
quides, el Juez senalarâ el apremio que haya de per 
cibir el administrador, segûn la costumbre del pue­
blo en que la administraciôn se ejerza" (Art. 607 
LECr.)
"El administrador pondrâ en conooimiento del interven­
tor los actos administratives que se proponga ejecutar; y 
si éste no los creyere convenientes, le harS las observacio 
nés oportunas.
Pero si el administrador insistiere en llevar a efecto 
los actos administratives a que se hubiere opuesto el inter 
venter, darâ este cuenta al Juez, quien resolverâ lo mâs 
conveniente". (Art. 608 LECr.)
"Cuando el administrador no hubiere dado fianza, el in­
terventor tendrâ una de las llaves del local o area en que 
se custodien los frutos o se deposite el precio de su venta, 
o adoptarâ el Juez las medidas que creyere convenientes pa­
ra evitar todo perjuicio". (Art. 609 LECr.)
"En todo lo que no esté previsto en este titulo, los
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Jueces y Tribunales aplicarân lo dispuesto en la legislaciôn 
civil sobre fianzas y embargos" (art. 614 LECr.).
Ademâs son especificos para la materia objeto de esta 
tesis los siguientes del Decreto-Ley 18/1969, de 20 de octu­
bre :
"Si se embargare alguna empresa o prupo de empresas, 
acciones o participaciones que representen la mayorfa del ca 
pital social del patrimonio comûn o de los bienes o derechos 
pertenecientes a las mismas o adscritos a su explotaciôn, el 
Juez podrâ decretar que continue la Administraciôn existante 
o que ésta sea sustitufda, nombrando, en este caso, persona 
o personas que se encarguen de la misma.
Si continuase la Administraciôn existante, el Juez de- 
signarâ uno o varies interventores.
Cuando se sustituya la Administraciôn de la Empresa por 
una Administraciôn judicial, los Administradores tendrân las 
mismas atribuciones que correspondieren al Consejo de Admi­
nistraciôn o Administradores sustitufdos, y estarân faculta- 
dos para actuar en juicio, asf como, atendida la naturaleza 
del negocio y sus circunstancias, para realizar, conforme a 
los usos mercantiles, los actos de direcciôn, administraciôn 
y disposiciôn que fueren necesarios o convenientes, sin mâs 
limitaciones que las establecidas en el articule 4®" (art.1).
"Constitufda la Administraciôn judicial a que se refie- 
re el pârrafo 3^ . del articule anterior, podrâ ser designado 
un Interventor por cada uno de los grupos siguientes:
a) Los propietarios o titulares de los bienes y derechos 
embargados.
b) Los propietarios o titulares de participaciones no em 
bargadas.
c) Los acreedores de la emrpesa embargada.
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d) Los empleados y trabajadores de la misma.
La designaciôn se harS por acuerdo de los componentes 
de cada uno de los grupos y, a falta de acuerdo, por mayoria 
de participéeiones o crédites en los grupos a), b) y c), y 
en el grupo d), por mayoria de los interesados o, en su caso, 
por acuerdo del Jurado de Empresa". (Art. 3).
"Para la enajenaciôn o gravamen de participaciones en la 
empresa o de esta en otras, de bienes inmuebles o de cuales 
quiera otros bienes o derechos que por su naturaleza o impor 
tancia el Juez hubiere exprésamente senalado, el Administra­
dor judicial convocarâ a los interventores, dando cuenta al 
Ministerio Fiscal, a una comparecencia de la que levantarâ 
acta el Secretario del Juzgado. Del resultado de esta com- 
parencencia se darà seguîdamente cuenta al Juez, el cual re­
solverâ en el plazo de veinticuatro horas. Cuando la deci- 
siôn fuersa contararia a la propuesta de enajenaciôn o grava 
men que no hubiera sido objeto de oposiciôn por el Ministe­
rio Fiscal o los interventores, podrâ, aquél y éstos, inter- 
poner recurso de apelaciôn; en otro caso, no se darâ recurso 
alguno." (Art. 4).
"Los Administradores judiciales rendirân cuenta de su 
gestiôn en los plazos que el Juez fije y cuenta general cuan 
do termine la administraciôn, y presentarân con una y otra, 
Memoria justificativa de las medidas adoptadas y de las ope- 
raciones realizadas. De las cuentas y Memorias se darâ vis­
ta a los interventores y al Ministerio Fiscal, quienes pod- 
rân impugnarlas en el plazo de cinco dias para las cuentas 
parciales y treinta para la general. El Juez, oldos los Ad­
ministradores, resolverâ lo que juzque pertinente. Contra 
el auto que se dicte podrâ interponerse el recurso de apela- 
ciôn en un efecto". (Art. 5).
"El nombramiento de los administradores e interventores 
por el Juez recaerâ en personas que reûnan acreditada idonei
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dad en actividades empresariales. El nombramiento de los 
administradores serâ inscrite, cuando procéda, en el Regis­
tre Mercantil.
Los administradores podrân ser designados con o sin re- 
levancia de fianza y serân retribuldos, asî como los inter­
ventores nombrados por el Juez, con la cantidad que discre- 
ciohalmente se fije segûn la importancia y productividad 
del capital administrado o intervenido y el grade de dedica 
ci6n que la administraciôn o interveneiôn precisen. La re- 
soluciôn del Juez sobre este particular serâ apelabre en un 
efecto por el Ministerio Fiscal y los interventores". (Art.
6) .
El Tribunal Supremo se ha pronunciado pocas veces sobre 
estos temas por no ser materia frecuentemente recurrida y, 
en muchas ocasiones, agotarse antes de llegar a aquél; no 
obstante hemos intentado en este trabajo recoger la doctri­
ne jurisprudencial directa o indiréctamente relacionada con 
nuestro tema.
Plantéase en el presente trabajo, y quizâs por vez pri­
mera, la construcciôn jurldica y el estudio unitario de la 
tan frecuente situaciôn en que se encuentran determinados 
bienes que al ser embargados deben quedar en administraciôn. 
Dentro del marco de esta coyuntatura se ha procurado desta­
car con caractères definidos el examen de las trascendentes 
figuras del administrador y de los interventores, sobre los 
que nuestra doctrine poco o casi nada ha dicho todavia. Por 
ello y por el évidente desacuerdo también existente entre la 
dispersa y fragmentaria regulaciôn positiva y el utilisimo 
desarrollo prâctico de la administraciôn de bienes en el pro 
ceso penal résulta -creeraos- innecesario justificar mâs el 
interés que ya en principio despertô en nosotros.
La verdadera dificultad ha estado en que en ésta, como 
en todas aquellas otras instituciones en las que escasean 
estudios,son minimos los preceptos aplicables. A pesar de
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ello, acogiéndos al aforismo latino de "ius nécessitas cons- 
tituit" ho hemos vacilado en acometer nuestra tentativa de 
construcciôn sistemâtica de la administraciôn de bienes en 
el proceso penal y de sus piedras fundamentales: el adminis 
trader y los interventores.
Nuestra legislaciôn procesal dejô casi en la orfandad esta 
materia, por ello, con esta tesis, pretendemos, sobre una 
amplia base analôgica, delimiter los contornos - que sepa- 
mos inédites- de nuestra instituciôn.
Hemos creido que esta exposieiôn debe seguir una forma 
dogmâtica en la que los textes légales aducibles son despla 
zados de sus câsilleros para quedar ordenados con arreglo a 
un plan o sistema previo.
Dividimos nuestro estudio en dos partes :
En la primera comenzaremos por exponer soméramente las 
ideas bâsicas de la responsabilidad civil en general, lo que 
nos llevarâ inmediâtamente a la responsabilidad civil ex de­
licto y a su àseguraraiento. En éste dedicaremos especial 
atenciôn a la fianza y sus clases as! como al embargo, susti 
tutivo de ella. Esto nos harâ llegar a la administraciôn 
judicial de bienes en el proceso penal.
La segunda parte esté constituida por el estudio de nue£ 
tro tema central que désarroilaremos en cuatro capltulos.
El primero dedicado al concepto y naturaleza jurldica con­
tiens un concepto general de administraciôn judicial, un es­
tudio sobre los actos propios de cualquier administraciôn y 
un rSpido examen de las distintas clases de administréeiones 
judiciales en nuestro derecho, a fin de encuadrar clâramente 
la que aqui nos ocupa, lo que facilitarâ, tras analizar su 
naturaleza juridica, la formulaciôn de su concepto especifi- 
co y la delimitaciôn de sus caractères. En el segundo, ded£ 
cado a la constituciôn, se tratan los distintos elementos 
que constituyen esta administraciôn judicial, distinguiendo-
los en personales, reales y formales. Se estudiarâ el con- 
tenldo en el tercero, con especial detenimiento en las fun- 
ciones, derechos, obligaciones y responsabilidades del adm£ 
nistrador y de los interventores. Se termina esta parte 
con un cuarto capltulo dedicado a las clases de administra- 
ciones judiciales en el proceso penal en el que se estudia 
el procedimiento a seguir en cada una de ellas segûn la le­
gislaciôn vigente.
Cierra la tesis las conclusiones que obtenemos después 
del estudio efectuado.
Hemos pretendido hacer una obra sin ânimo de dogmatizar; 
simplements nos ha arrastrado a tal empresa el deseo de alia 
nar las mûltiples dificultades que en este campo encuentran 
los profesionales del Derecho, utilizando para ello las ex- 
periencias cotidianas que obtenemos en nuestros Juzgados. 
Todo ello, creemos, con el lenguaje claro y la concisiôn pre 
cisa para asi conservar el hilo de la materia principal, 
sin el temor de perderlo en amplias disgresiones sobre las 
mûltiples relaciones y concomitancias que en el curso de la 
exposieiôn surgen por doquier.
Quedaria recorapensado nuestro esfuerzo, si, con este e£ 
tudio detenido sobre la administraciôn judicial de bienes-en 
el proceso penal, se abre una nueva ventana por la que se di 
vise una luz esclarecedora en este apartado del Derecho Pro­
cesal.
PRIMERA PARTE




Iftio de los temas que mâs dificultades créa para su defini- 
ci6n es el de la responsabilidad civil, por ello, como dicen 
Mazeaud y Tune, (1) se siente uno tentado de abordarlo sin 
definirlo. No obstante, entrareraos a tratar esta materia 
soméramente.
Responsabilidad, del latin "respondere", es estar obligado, 
lo que nos da idea de vlnculo, atadura o sujecién. Este sen 
tido, pero ampliado, lo sigue la Real Academia de la Lengua 
en su diccionario al decir que responsabilidad es "deuda, 
obligacién de reparar y satisfacer, por si o por toro, a con 
secuencia de delito, de una culpa o de otra causa legal".(2) 
La definiciôn académica, es sûmamente compléta, al recoger 
muehos elementos de los que exige nuestro Derecho; menciona 
el vlnculo -"obligacién de"-, va mâs allâ de la simple indem 
nizacién pecunaria -"resparar y satisfacer"-, recoge la res­
ponsabilidad del agente o de otra persona -"por si o por 
otro"- y tiene en cuenta diversas causas, recogiendo incluse 
la de poderse responder sin culpa -"o de otra causa legal".
Eïi sentido jurldico, es definida por Bonet, como el deber de 
responder ante un sujeto por la ya acaecida violacién imputa 
ble de cualquier norma de conducts precedente y presupuesta, 
sufriendo las sanciones preestablecidas (3). Se tiene en 
consideracién el vlnculo, la imputabilidad y la antijuridic^
(1) H. y L. MAZEAUD y A. TUNC. Tratado teérico y prâctico de 
la Responsabilidad civil delictual y contractual. Tomo 1' 
Volumen I. Traduccién de la 5â . edicién por Luis Alcalâ 
Zamora y Castillo. Buenos Aires, 1.961. Pâg. 1.
(2) Diccionario de la Lengua Espanola. Real Academia Espano- 
Tâl 19^ . edicién. Madrid. 1.970. Pâg. 1.140.
(3) F. BONET ROMAN. Compendio de Derecho Civil. Tomo I. 
Madrid. 1.959. Pâgs. 745 y 746.
dad, pero no se menciona el dano. Es mâs, la encontramos 
excesivamente amplia pues no siempre que se viola una norma 
de conducta hay responsabilidad; pero, al mismo tiempo, es 
deroasiado estricta al no recoger la posibilidad de responder 
por riesgo, sin malicia ni negligencia. Garraud, -segûn Lu- 
z6n- siguiendo criterios parecidos, al estudiar la res­
ponsabilidad delictual decia que ésta résulta de la imputa­
bil idad, ya que es responsable aquél que tiene la obligacién 
de sufrir las consecuencias, pénales o civiles, del delito.
Mâs précisa es la définieién que da De Miguel, al no exigir 
como base de la responsabilidad la imputabilidad del sujeto 
responsable, y recoger de esta forma la teorla de la respon­
sabilidad objetiva, al decir que "la responsabilidad supone 
un suceso, cuyas consecuencias illcitas, peligrosas o lesi- 
vas, han de encontrar un eco, en forma de una determinada 
actitud o prestacién, en una persona que, por ciertas rela­
ciones o circunstancias, es la que debe soportar, en lo pos£ 
ble, las consecuencias definitives del referido acontecimien 
to". La responsabilidad puede nacer de una accién u omi- 
sién, siempre que con ellas se de lugar a "un suceso”; trata 
del dano al hacerse mène ién a "las consecuencias"; establece 
la posibilidad de responder por hechos propios y ajenos 
-"por ciertas relaciones o circunst^ancias"-; da entrada a 
cualquier clase de deber de responder -"ilicitas, peligrosas 
o lesivas"- y finalmente recoge toda forma de reparar el mal 
causado -"en forma de una determinada actitud o prestacién"-.
La responsabilidad civil podria ser definida como la obliga­
cién, que tiene una persona fisica o juridica, de reparar 
con cualquier prestacién o actitud establecida en la ley.
(4) M. LUZON DOMINGO. Tratado de la culpabilidad y de la cul­
pa penal. Barcelona! 1.960. Pég. 113.
(5) A. DE MIGUEL GARCILOPEZ. La responsabilidad sin culpa.
Barcelona. 1.931. Pâg. 1.
las consecuencias de una accién u omisién propia o de otro, 
siempre que haya habido culpa del agente o, en su defecto, 
asi lo establezca una norma legal. Destacamos asi las si­
guientes caracteristicas; Cualquier persona puede estar su- 
jeta a esta responsabilidad, a diferencia de la penal, indu 
so la persona juridica al ser titular de un patrimonio con­
tra el que se puede actuar. La reparacién se extiende a to­
da clase de prestacién o actitud, con lo que se incluyen to­
dos los supuestos posibles, ya se trate del abono de una can 
tidad de dinero, ya del reconocimiento de hijos, ya de la 
publicacién de una sentancia, etc. El dano puede ser causa­
do por una actuacién positiva o negativa, y ha de hacer fren 
te a él, la propia persona que la ha realizado u otra distin 
ta. Se deja abierta la puerta para que la responsabilidad 
exista en los casos en que no hay culpa del agente, con lo 
que puede tener cabida tanto la culposa como la objetiva.
2. CLASES DE RESPONSABILIDAD CIVIL
Muchos son las criterios que pueden seguirse para hacer una 
clasificacién de la responsabilidad civil, pero aqui, para 
no extendernos dem^siado, puesto que sélo esta ouestién pod­
ria ser objeto de un tratado, nos limitaremos a hacer dos 
grandes grupos atendlendo al hecho y a la culpa.
Si fijamos muestra atencién en el suceso que da lugar a la 
responsabilidad se puede dividir ésta en civil propiamente 
dicha, y en civil originada por una infraccién criminal. Am 
bas tienen un tratamiento parecido, pero la ûltima esté regu 
lada no sélo en preceptos de nuestra legislaciôn civil, sino 
incluso en el Cédigo penal y en la Ley de Enjuiciamlento Cri 
minai; Su mayor peculiaridad esté en derivar de un delito o 
falta, y poderse pedir y obliger a su cumplimiento en un pro 
ceso penal. Es la que va a llevarnos al nucleo central de 
esta tesis.
Los estudios jurldicos modernos conducen a nuestra segunda
clasificacién, al propugnar que la responsabilidad civil corn 
prende dos érdenes: uno fundado en la idea de denamiento por 
culpa, que lleva anexa una responsabilidad moral o carâcter 
reprobable del hecho, y otra independiente de toda idea de 
culpa, e impuesta por la Ley en atencién a ciertas relacio­
nes causales o econémicas entre el denamiento y la persona 
declarada responsable. Asî tenemos, por un lado, la res 
ponsabilidad culposa que se basa en la culpa del agente y, 
por otro, la responsabilidad objetiva que prescinde de aque- 
11a y tiene su fundamento en el riesgo.
A) RESPONSABILIDAD CULPOSA
La doctrina civilista tradicional entendla que para que hu- 
bicra responsabilidad eran necesarios varios elementos taies 
como accién u omisién, imputabilidad, antijuridicidad, culpa 
bilidad, dano y relacién de causalidad entre éste y la ac­
cién u omisién.
Por accién se entiende todo obrar humano ; pero no basta ésto, 
contra la opinién de Mezger -recogida por Quintano-,sino 
que es necesario que haya una cierta conciencia de lo que se 
hace. No es accién, jurîdicamente hablando, lo que se reali­
ze en estado de inconciencia, bajo el sueno, la hipnosis, 
etc., ni lo que se realiza bajo una coaccién absoluta. Si 
hay accién, por el contrario, al ejecutarse un acto querido, 
aûn no querido, si se ha previsto o se ha podido prever; in­
cluso si el que obra es un nino o un enferme mental, pues 
siempre hay la posibilidad de un control de la conciencia
(6) A. DE MIGUEL GARCILOPEZ. Ob. cit. Pâg. 3.
(7) A. QUINTANO RIPOLLES. Compendio de Derecho Penal. Vol. I 
Madrid. 1.958. Pâg. 179.
(8) J. SANTOS BRIZ. La responsabilidad civil. Madrid. 1.970 
Pâg. 23.
La omisién también puede ser elemento de la responsabilidad 
al producirse un resultado danoso cuando una persona no ha 
hecho un determinado acto o no ha puesto los medios para im- 
pedir que ocurra.
Al referimos a la inputabilidad, no estâmes atendiendo a 
la mera atribucién fâctica de un suceso, sino a la capacidad 
del agente de comprender la injusticia de su accién y de su 
accién y de obrar en consecuencia . QuizS donde se plasma 
esta idea con mâs claridad es en el artlculo 85 del Cédigo 
penal italiano al decir que es imputable quien posea la capa 
cidad de comprender y de querer. En este sentido, segûn 
YAGUEZ, un comportamiento es jurîdicamente imputable cuando 
el agente ha actuado con voluntad libre y c a p a c i d a d .
la antijuridicidad supone el obrar contra derecho, con lo 
que podemos hacerla sinénima de ilicitud. Ahora bien, aun- 
que en principio un acto es ilîcito cuando vulnera un precep 
to legal imperativo o prohibitivo, en materia de responsabi­
lidad civil, debe tenerse présente que la ilicitud puede con 
sistir en la violacién del genérico deber jurîdico de no eau 
sar dano a otro (alterum non laedere) .
Para que hubiese responsabilidad no se consideraba bastante 
una accién u omisién imputable y antijurîdica, sino que se 
decîa que ademâs era necesario que se produjese un resultado 
dahoso, un perjuicio, ya fuese patrimonial o no. Pero el da 
ho sélo es merecedor de reparacién -independiéntemente de 
que ésta se produzca- cuando impiica la lesiôn de un interés 
jurîdicamente protegido. Se distinguîa, ademâs, entre danos 
materiales y morales, siendo ahadido, posteriormente, el da-
(9) S.T.S. de 24 de septiembre de 1.954.
(10) R. DE A. YAGUEZ. Lecciones sobre responsabilidad civil 
Deusto. 1.978. Pâg. 52.
(11) R. DE A. YAGUEZ. Ob. cit. Pâg. 45.
( 12 )no corporal que puede ser a la vez material y moral
La existencia de relacién de causalidad signifies que el ac­
to es la causa o una de las causas del resultado danoso, es 
decir, debe apreciarse una relacién de causa a efecto entre 
la accién u omisién causante del hecho y el dano producido, 
siendo éste consecuencia necesaria de aquella(13). Puede ma 
nifestarse de forma directa y clara, pero la trabazén de cir 
cunstancias que suele darse en los acontecimientos de la rea 
lidad hace que en ocasiones surjan dudas. Para solucionar- 
las se han eleborado diversas teorlas doctrinales como son 
las de la equivalencia de condiciones, la causalidad adecua- 
da, la causalidad préxima, etc., en las que no podemos en­
trer por salirse de los limites de esta tesis. Baste aqui 
expresar, con R0GEL(14), que la prSctica se reducirâ a una 
apreciacién del Juez, quien ha de resolver con criterios de 
experiencia y metajurldicos.
Se consideraba ademâs imprescindible, en la teorla tradicio­
nal, la existencia de culpabilidad. Todos los autores del 
antiguo Derecho admitlan, sin sospechar siquiera la posibili 
dad de una discusién, que no existia responsabilidad civil 
sin culpa(15). A pesar de ello el primer problema planteado 
era el de decir qué se entiende por culpa. Para Capitant se 
trata de una nocién fugitiva que résulta dificil de aprisio- 
nar en una férmula y que, no obstante, responde a algo real; 
puesto que, cuando se le dice a cualquiera: "La culpa es su- 
ya", cada cual comprends lo que eso significa. Existen asi, 
en el Derecho, como en todos los érdenes de investigaciones, 
algunas ideas esenciales que se resisten a la definicién(16).
(12) C. ROGEL VIDE. La responsabilidad civil extracontractual 
en el Derecho espanol. Madrid. 1.977. Pâg. 61.
(13) S.T.S. 13 de octubre 1978, 28 junio 1979, 17 marzo 1980, 
5 febrero 1957 y 28 octubre 1967.
(14) C. ROGEL VIDE. Ob. cit. Pâg. 68.
(15) H. y L. MAZEAUD y TUNC. Ob. cit. Pâg. 54.
(16) H. CAPITANT. Prefacio a la 1^ . edicién del Tratado de
Mazeaud y Tune. Ob. cit. Pâg. XXII.
No podemos detenefnos a fistudlcir los mûltiples problemas que 
se plantean con la culpabilidad y nos limitaremos a verla co 
mo un eleraento subjetivo, consistante en la malicia o en la 
negligencia.
La responsabilidad culposa existirâ, segûn lo expuesto, cuan 
do se ha cometido un dano o perjuicio, en virtud de una ac- 
cidn u omisiôn. Imputable, antijuridica y culpable, o, de 
otra forma, cuando el cutor de un acto ilfcito ha realizado, 
mediante él, una transgresiôn jurîdica subjetiva, es decir, 
ha cometido una infraccidn y conoce o ha debido conocer la 
naturaleza antijuridica o, cuando menos, lesiva de su actua- 
ci6n(17).
El Tribunal Supremo (18) tiene declarado que la acciôn u om^ 
si6n déterminante del dano se presume siempre culposa, a no 
ser que su autor, acredite, en debida forma, haber actuado 
con el cuidado y diligencia que las circunstancias requerlan.
Se puede dividir la responsabilidad culposa en contractual y 
extracontractual o aquiliana, si bien cabe senalar que este 
criterio no es compartido por toda la doctrina jurldica. 
MANRESA (19) distingue tres géneros o especies distintas de 
culpa o negligencia: 1-. La que représenta una acciôn u omi­
siôn voluntaria por la que resuite incumplida una obligaciôn 
anteriormente constituida. 2-, La que sin existencia de una 
obligaciôn anterior produce un dano o perjuicio que teniendo 
su origen en un hecho illcito, no reviste los caractères de 
delito o falta; 3-. La que teniendo por origen un hecho que 
constituya delito o falta produce una responsabilidad civil
(17) J . CASTAN TOBEflAS. Derecho Civil Espanol Comün y Forai 
9-. ediciôn, Tomo I~ Vol. 2l Madrid, 19 55 . P^g. 4851
(18) S.T.S. 17 marzo 1.980.
(19) J. M.^ . MANRESA Y NABARRO. Comentarios al CC. espanol. 
Tomo XII. 5-. ediciôn revisada por Lino Rodriguez Arias 
Busto. Madrid- 1.951. Pâg. 642.
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como accesoria de la responsabilidad criminal.
Dado que la responsabilidad culposa supone siempre la neces_i 
dad de un deber de conducta, bien contractual, bien impuesto 
por la ley, la doctrina cientlfica actual, siguiendo la di- 
recciôn alémana, tiende a subestimar las diferencias entre 
la culpa contractual y la extracontractual y a construit una 
teorla unitaria de la reparaciôn de los danos(20). El que 
la separaciôn entre ambos tipos de responsabilidad no sea 
tan férrea como pudiera pensarse se deduce, de otra parte, 
del hecho de considerarse unânimamente aplicables al campo 
de la responsabilidad aquiliana las normas contenidas en los 
articulos 1.101 y siguientes del Côdigo(21).
■i
Pero, ccroo dice FENBCH (22), lo mismo la responsabilidad con­
tractual que la extracontractual consitituyen especies del 
mismo gênero que se denomina responsabilidad civil; el res­
ponsable del incumplimiento de una obligaciôn o de la infrac 
ciôn de un deber, en definitive, y para todos los supuestos, 
viene sujerp a la indemnizaciôn genérica de danos y perjui- 
cios, aparté de otras sanciones civiles especificas de apli- 
caciôn limitada a ciertas hipôtesis concretes establecidas 
en las leyes civiles.
a) RESPONSABILIDAD CONTRACTUAL
Esta responsabilidad, que aparece regulada en los articulos 
1.101 y siguientes del Côdigo Civil, supone la transgresiôn 
de un deber de conducta que existe en virtud de una relaciôn 
obligetoria. Es aquelle situaciôn antijuridica que se pro­
duce cuando, por la actividad culpable del obligado a reali-
(20) J. CASTAN TOBENAS. Tomo I. Vol. 2°ob. cit. Pâg. 490
(21) C. ROGEL. ob- cit. Pâg. 43.
(22) M. FENECH. Enjuiciamiento y sentencia penal. Barcelona. 
1.971. Pâg. 22.
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zar la prestaciôn, no queda la relaciôn jurîdica satisfecha 
en el mismo tenor en que se contrajo, reaccionando el Dere­
cho contra aquél para imponerle las consecuencias de su con­
ducta (23) .
Hay que destacar que, a pesar de llamarse contractual, como 
dice BONET (24), esta terminologie no debe llevar a engano; 
existe ilicito contractual no sôlo en el supuesto de que se 
incumpla un contrato, sino en todos los casos en que se vio­
la cualquier obligaciôn particular que se tenga respecte a 
una persona, bien halle tal obligaciôn su fuente en un con- 
trato o en otro hecho jurldico. ^
Es precise, pues, esa relaciôn obligatoria previa y su in­
cumpl imiento para que haya resppnsabilidad contractual. Si 
no existe vînculo entre aquella y el hecho generador del da 
no, estarlamos en un caso de responsabilidad extracontrac­
tual (25) .
La responsabilidad contractual puede exigirse al que falta a 
sus compromises, unas veces por la ley directamente, otras 
por una estipulaciôn del contrato en la que se prevé la fal­
ta de cumplimiento, imponiéndose, si ésto llegara, por medio 
de una claûsula penal, una indemnizaciôn fijada, que al lado 
de este carScter de reparaciôn partimonial, présenta el as- 
pecto de contraimpulse para evitar el incumplimiento, aunque, 
como dice DE DIEGO, -segûn DE MIGUEL- (26) sôlo tiene en 
cuenta el aspecto de indemnizaciôn anticipSdamente evaluada.
(23) F. PUIG PEfîA. Culpa civil. Nueva Enciclopedia Jurldica. 
Tomo IV. Francesco Seix, Editer. Barcelona 1.954. Pâg. 
103.
(24) F. BONET RAMON. Ob. cit. Pâg. 739'
(25) H. y L. MAZEAUD y TUNC. Ob. cit. Pâg. 203.
(26) A. DE MIGUEL GARCILOPEZ. Ob. cit. Pâg. 9.
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b) RESPONSABILIDAD EXTRACONTRACTUAL
Bi la propia tradiciôn civilista, esta responsabilidad aün 
dentro del âmbito del Derecho prlvado, fué calificada de de­
lictual (27), designSndose hecho causante del dano con los 
nombres de delito y causidelito, supuestos ambos cuya dife- 
rencia percibiô la doctrina francesa en la existencia de do­
le o malicia, segûn las viejas definiciones dada por Pothier. 
Esta es todavia la terminologla usada por algunos autores co 
mo MAZEAUD, TUNC (28) y GARCIA VALDECASAS (29). No obstante, 
per parecernos mâs adecuada siguiendo la tendencia moderna 
siempre que hablemos de responsabilidad delictual nos refer_i 
mos a la responsabilidad penal.
La responsabilidad extra contractual, tambiûn conocida con el 
nombre de aquiliana por haber side sancionada en Roma por la 
lex AQUILIA, surge sin que haya un vinculo obligatorio o re­
laciôn jurldica preexistente entre el autor del dano y la 
victima del mismo(30) y estâ recogida en el Côdigo Civil al 
decir: "Las obligaciones nacen.... de los actos y omisiones 
illcitos o en que intervenga cualquier género de culpa o ne­
gligencia" (art. 1.089 in fine); "el que por acciôn u omi­
siôn causa dano a otro, interviniendo culpa o negligencia, 
estâ obligado a reparar el dano causado" (art. 1.902), Esta 
blece asl el legislador civil una obligaciôn que conlleva su 
responsabilidad corriendo pareja con la norma iusnaturalista 
del "neminem laedere", bajo el presupuesto ideal subjetivo 
de la culpa o negligencia y el real objetivo del dano (31).
(27) V. SILVA MELERO. El problema de la responsabilidad civil 
en el Derecho Penal, Madrid. 1. 951. Pâg. 9"!
(28) H. y L. MAZEAUD y A. TUNC. Ob. cit.
(29) G. GARCIA VALDECASAS. El problema de la acumulaciôn de 
la responsabilidad contractual y delictual en el Derecho 
espanol. Revista de Derecho Privado. 1.962.
(30) J. CASTAN TOBENAS. Ob. cit. Tomo IV 8§. ediciôn. Madrid. 
1.956. Pâg;. 817.
(31) A. QUINTANO RIPOLLES. Derecho penal de la culpa. Barcelo 
na. 1.958. Pâg. 146.
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Nace el deber deindemnizar como una obligaciôn nueva y sus- 
tantiva, respondiéndose siempre del dano causado por el ac­
to illcito, teniêndose en cuenta hasta la mâs ligera falta, 
segûn la regia romana "in lege Aquilia et levissima culpa 
venit", en atenciôn a que ésta clase de culpa afecta mâs que 
al interés privado, a relaciones de interés social(32). Pue 
de surgir incluse de los actos de los incapaces (art. 32, 
parr. 2® del CC.) pues, no se necesita gran madurez mental 
para discernir entpe la conducta licita u la ilïcita (33).
El legislador civil ho se limitô a recoger la responsabili­
dad por hechos propios, ya que tambiên estableciô el deber 
de responder por hecho de otros en el art. 1.903 del Côdigo 
Civil. La responsabilidad por hecho ajeno se impone, cuando 
entre el autor material del mismo y el que queda responsable 
hay un vînculo tal que la ley puede presumir fundâdamente 
que si hubo dano, éste debe atribuirse mâs que al primero, 
al que ha tenido descuido o defecto en la vigilancia de él. 
El fundamento de esta responsabilidad, es pues, una presun- 
ciôn de culpa que puede consistir en una falta de vigilancia 
(culpa in vigilando) o en una desacertada elecciôn (culpa in 
eligendo) (34).
Todavia podria citarse responsabilidad extracontractual debi^  
do a los danos causados por los animales que se poseen o ut^ 
lizan, o por las cosas que se tienen explotan o usan, y que 
recoge nuestro Côdigo Civil en los articulos 1.905 y siguien 
tes, materia esta situada en la dificil llnea divisoria de 
la responsabilidad culposa y de la responsabilidad objetiva. 
Entienden algunos autores que al no existir culpa ni negli­
gencia estamos ante unos supuestos de responsabilidad objet_i 
va. No obstante -creemos que- en los términos que esté la
(32) J. CASTAN TOBENAS. Ob. cit. Tomo I. Vol. 2.
(33) G. GARCIA VALDECASAS. Ob. cit. Pâg. 831.
(34) J. CASTAN TOBENAS. Ob. cit. Tomo IV. Pâgs. 829-830.
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regulaciôn del Côdigo Civil, hay siempre una responsabilidad 
culposa, la cual en algunos casos serâ extremâdamente leve, 
al ser éste el espiritu que anima a todo el texto legal como 
parece desprenderse de su articulado, al establecer que res- 
ponderâ el poseedor de un animal si no proviniera el dano de 
fuerza mayor o de culpa del que lo hubiere sufrido (art. 
1.905), el propietario de una heredad de caza cuando no haya 
hecho lo necesario para impedir su multiplicaciôn (art.1.906), 
etc.
B) RESPONSABILIDAD OBJETIVA
Fué en su memento histôrico, un gran avance jurldico el 11e- 
gar a que una persona respondiese de los hechos que se ha- 
blan caùsado por su culpa. Pero, en la évolueiôn del Dere­
cho, igualmente ha sido otro gran avance del mundo moderno 
el que se haya establecido la responsabilidad por todo dano, 
incluso del que se produce no culpéblemente,motivo este ori- 
ginado por el hecho de que en los ûltimos anos haya surgido 
mûltiples medios de producir riesgos.
El sistema de responsabilidad'. por culpa no puede satisfacer 
por si sôlo las exigencias sociales de la justicia distribu- 
tiva; una cierta objetivaciôn de la responsabilidad se hace 
précisa, en dosis mayores o menores, para que aquélla encuen 
tre su adecuada encarnaciôn en el ordenamiento jurldico (35), 
Se trata de una cuestiôn sûmamente sugestiva, tanto por el 
objeto sobre el que recae -la responsabilidad- como por el 
sentido nuevo y radical en que las direcciones de responsab^ 
lidad sin culpa tienden a resolver el problema abordado, re- 
volucionando un campo jurldico milenariamente dominado por 
el principio romano, segûn el cual nadie podrâ ser declarado 
responsable de un hecho si no ha habido dolo o culpo por su
(35) F. SOTO NIETO. La responsabilidad civil en el acciQente 
automovillstico~ ediciôn. Madrid. 1.972. Pâg. 8~!
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parte (36).
CASTEJCN (37), resume con precisiôn las razones que abonan la 
apertura legal hacia principios de responsabilidad objetiva: 
1®. El continuo perfeccionamiento industrial; 2®. La crecien 
te complicaciôn de las relaciones sociales, y 3°., la consi- 
guiente dificultad de comprobar las verdaderas causas produc 
toras de los hechos danosos, que frecuentemente tienen un 
origen oseuro y una causa incierta. YAGÜEZ (38) distingue 
dos causas de este nuevo criterio: 1? El considerable desa- 
rrollo del maquinisrao, fenômeno suficientemente conocido, 
verdadero signo de nuestro tiempo y fuente inagotable de 
riesgos y siniestros. 2®. La irrupciôn de una mentalidad co- 
lectiva mâs identificada con el designio de indemnizar a las 
victimas de los danos que con el de observa cuidadôsamente 
la culpabilidad de quien los produce.
Se ha dicho no ser justo que el agente responds de las conse 
cuencias imprévisibles del acto no culposo y que ésto parali- 
zarla o entorpecerla la actividad de los hombres mâs pruden­
tes, puesto que todo acto, hasta el mâs deseado, acarrearla 
el riesgo de la indemnizaciôn (39) . Realmente en estos razo 
namientos hay una visiôn incomplets del problema proyectândo 
se luz sôlo sobre uno de los factores personales permanecien 
do en la sombra el otro, la victima, a la que observada tam- 
bién aislâdamente, es aplicablë idéntico razonamiento. Am­
bos sujetos, autor y victims, son inocentes; sin embargo, so 
bre algunos de ellos, como factores de la relaciôn habrân de 
gravitar las consecuencias del dano (40) . Como dice Guija- 
rro Contreras, es justo que el que causa riesgo o saca prove
(36) A. DE MIGUEL GARCILOPEZ. Ob. cit. Pâg. 1.
(37) F. CASTEJON. Ensayo sobre las notas de diferenciaciôn e 
integraciôn de los Derechos penal y civil. Revista Gene- 
ral de Legislaciôn y Jurisprudencia. Tomo 121. Madrid. 
1.912. Pâg. 448.
(38) R. DE A. YAGUEZ. Ob. cit. Pâg. 16.
(39) F. BONET RAMON. Ob. cit. Pâg. 747.
(40) A. DE MIGUEL GARCILOPEZ. Ob. cit. Pâg. 42.
16
cho de él pague las consecuencias danosas que se derivan del 
mismo, y, en ûltimo instancia, si el agente productor del da 
no no ha tenido culpa en su producciôn, menos la ha tenido I
en determinadas circunstancias el que lo sufrié (41). No es, ;
por tanto, una muestra de deshumanizaciôn, como se ha repet^ I
do muchas veces con olvido del fenômeno de totalidad en que 
consiste el Derecho (42).
El riesgo creado por diversas actividades viene asl a const^ j;
tuirse en fuente de responsabilidad, a la par que la dériva- j
da del acto injusto, ya sea Indole méramente civil, ya reba- f
se la ôrbita privada e irrumpa en el cono de punibilidad de |
la Ley penal(43). Cuando el individuo, con los actos necesa |
rios a su vida, ha provocado, sin culpa por su parte, un ac- [
cidente, ha llamado a la fatalidad, que, sin ese acto, no se I
hubiese presentado. Justo es que los demâs no sufran las |
consecuencias de esa acciôn, de la que el autor, por lo me- |
nos, ha obtenido o pensaba obtener la satisfacciôn que produ |
ce la actividad en juego. El fundamento de esta responsabi- j
lidad no serâ la culpa, sino esa actividad (44) o su riesgo, j
y si, inicialmente se refiriô sôlo al llamado riesgo profe- |
sional, se ha pretendido después extenderla a todo género de |
actividades (45) . Hay una colisiôn de intereses, los de la !
victima y los del agente, y si bien es cierto que éste puede |
carecer de culpa, mâs inocente aûn es el danado (46) . '
(41) G. GUIJARRO CONTRERAS. En torno a una neceseria reforma 
de la Ley de 23 de diciembre de 1.962 sobre Uso y Circû- 
îaciôn de Vehiculos de Motor y de sus disposiciones rê^- 
lamentarias. Revista de Derecho de la Circulaciôn. Ju- 
lio-Agosto 1.966, Pâg. 334.
(42) J.L. HEREDERO HIGÜERAS. La extensiôn de la responsabili­
dad en el accidente de circulaciôn. Revista de Derecho 
de la Circulaciôn. Noviembre-Diciembre 1.966. Pâg. 570.
(43) F. SOTO NIETO. Ob. cit. Pâg. 9.
(44) A. DE MIGUEL GARCILOPEZ. Ob. cit. Pâg. 45.
(45) V. SILVA MELERO. Ob. cit. Pâg. 7.
(46) F. SOTO NIETO. Ob. cit. Pâg. 10.
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Ha s ido a través de la responsabilidad por actos ajenos como 
se ha llegado a la responsabilidad por riesgo (47) dentro 
del Côdigo Civil, pero fuera de él son la legislaciôn labo- 
ral y la de Uso y Circulaciôn de Véhicules de Motor las que 
mejor han recogido la teorla de la responsabilidad objetiva. 
No obstante podemos citar como normas concretas que la tie­
nen en consideraciôn:
1-. La Ley de Navegaciôn Area, de 21 de julio de 1.960, que 
en su articule 120 dice que "la razôn de indemnizar tiene su 
base objetiva en el accidente o dano, y procederS hasta los 
limites de responsabilidad que"..."se establecen, en cual­
quier supuesto, incluso en el de accidente fortuite y aûn 
cuando el transportista, operador o sus empleados justifi- 
quen que obraron con la debida diligencia".
2-. El articule 45 de la Ley de Energia Nuclear, de 29 de 
abril de 1.964 establece que "el explotador de una instala- 
ciôn que produzca o trabaje con materiales radiactivos o 
que cuenta con dispositivos que pueda producir radiaciones 
ionizantes, serâ responsable de los danos nucleares; esta 
responsabilidad serâ objetiva y estarâ limitada en su cuan- 
tia hasta limite de cobetura que se senala en la" misma ley.
3-. El Decreto de 21 de marzo de 1.968 que aprueba el texto 
refundido de la Ley de uso y circulaciôn de vehiculos de mo­
tor, en su articulo 1* expresa que "el conductor de un véhi­
cule de motor que con motivo de la circulaciôn cause danos a 
las personas o a las cosas estarâ obligado a reparar el mal 
causado, excepte cuando se prueba que el hecho fuera debido 
ûnicamente a culpa o negligencia del perjuidicado o a fuerza 
mayor extrana a la conduceiôn o al funeionamiento del vehicu 
lo; no se considerarâ como casos de fuerza mayor los defec­
to s de éste ni la rotura a fallo de alguna de sus piezas o 
mécanismes".
(47) J. SANTOS BRIZ. Ob. cit. Pâg. 10.
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4-, La Ley de Caza, de 4 de abril de 1.970, dice en su arti­
culo 33, nûmero 5 que "Todo cazador estarâ obligado a indem­
nizar los danos que causare con motivo del ejercicio de la 
caza, excepte cuando el hecho fuera debido ûnicamente a cul­
pa o negligencia del perjuicado o a fuerza mayor? en la caza 
con armas, si no consta el autor del dano causado a las per­
sonas, responderân solidariamente todos los miembros de la 
partida de caza".
5-. El articulo 40 de la Ley de Régimen Jurldico de la Admi- 
nistraciôn del Estade establece que "los particulares ten- 
drân derecho a ser indemnizados por el Estado en toda lesiôn 
que sufran en cualquiera de sus bienes o derechos, salve en 
casos de fuerza mayor, siempre que aquella lesiôn sea conse- 
cuencia del funeionamiento normal o anormal de los servicios 
pûblicos o de la adopciôn de medidas no fiscalizables en via 
contenciosa".
a) RESPONSABILIDAD CONTRACTUAL
Examinando el articulo 1.101 del Côdigo Civil se ve clâramen 
te que deja fuera de la responsabilidad contractual, previs- 
ta en la ley, el incumplimiento no culpable, pero, el articu 
lo 1.105 del mismo texto legal le abre la puerta, en virtud 
de pacto entre las partes, al decir que "fuera de los casos 
expresaraente mencionados en la ley, y de los en que asi lo 
declare la obligaciôn, nadie responderâ de aquellos sucesos 
que no hubieran podido preverse, o que, previstos, fueran 
inevitable". Por tanto, segûn este articulo las partes que 
constituyen una relaciôn obligatoria pueden pactar que, caso 
de haber un resultado danoso, responds de él una de ellas 
aunque no haya tenido ninguna culpa en que ocurriese el he­
cho .
b) RESPONSABILIDAD EXTRACONTRACTUAL
Es al aitparo de êsta donde se ha désarroi lado con mâs exten­
siôn y detenimiento toda la teoria de la responsabilidad
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objetiva.
los articulos 1.905 a 1.910 del Côdigo Civil sirvieron de ba 
se para que cierto sector doctrinal creyera que nuestra le­
gislaciôn habla intentado, en parte, introducir la teorla de 
la responsabilidad por riesgo, como hemos expuesto anterior­
mente. Pero -segûn creemos- la responsabilidad objetiva ex­
tracontractual se ve con mâs claridad en la legislaciôn es­
pecial. En la ley de Navegaciôn Area se establece para el 
accidente o dano, incluso fortulto, aunque se obrase con la 
debida diligencia. La Ley de Energia Nuclear la recoge para 
los danos nucleares en todo caso. El Texto refundido de la 
Ley sobre Uso y Circulaciôn de Vehiculos de Motor, la tiene 
en cuenta para los casos en que se cause dano a las personas 
o a las cosas excepto cuando fuere debido ûnicamente a culpa 
o negligencia del perjudicado o a fuerza mayor. En pareci- 
dos términos se pronuncian también la Ley de Caza y la Ley 
de Régimen Jurldico de la Administraciôn del Estado. La Ju­
risprudencia del Tribunal Supremo (48) viene inclinândose, de 
forma acusada hacia una apreciaciôn cada vez mâs objetiva de 
la llamada "culpa aquiliana" en virtud de lo cual, sin pres- 
cindir de los perfiles subjetivos todavia pondéra de manera 
fundamental, otros factores, como son el riesgo inherente a 
los movilizaciôn de determinados elementos, los que llevaron 
consigo la consagraciôn de una profesiôn determinada y los 
de la compensaciôn en los bénéficies de una actividad lucat^ 
va que tiene como contrapartida los consecuencias de aque­
llos riesgos.
Eh la nomativa estudiada, se recoge la responsabilidad cul­
posa tradicional y, ademâs, se adiciona impiicitamente la 
responsabilidad objetiva o sin culpa(49). Se deduce que la 
primera serâ exigida con preferencia a la segunda y que, en
(48) S.T.S. 3-2-1978, 15-6-1967 y 9-4-1963.
(4 9) F. PERA VERDAGUER. La Ley del automôvil. Barcelona. 
1.963. Pâg. 195.
20
aquellos casos en que hubiese fuerza mayor no habrâ respon­
sabilidad alguna, al estimarse que los hechos, aunque estu- 
vieren previstos, no podrian haberse evitado al quedar tota^ 
mente al margen la ôrbita del agente. En la ley de Uso de 
Circulaciôn de Vehiculos de Motor se llega a aclarar que no 
se considéra fuerza mayor la rotura o fallo de alguna de las 
piezas o mecanismos, por estimarse que el conductor debe ser 
siempre dueno de su vehiculo, hacerlo las revisiones conve- 
nientes y, en consecuencia, estar siempre en condiciones de 
dominarlo. No obstante -creemos- que el legislador no ha 
querido incluir, en la exclusiôn de fuerza mayor, los fallos 
o roturas de puezas por defecto de fabricaciôn ya que se sa­
le de todo lo prévisible, aunque es dificil que esta razona­
miento tenga éxito ante nuestros Tribunales por la clara li­
teral idad legal.
CAPITULO 2®.
RESPONSABILIDAD CIVIL EX DELICTO
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1.- CONCEPTO
Si siempre que hay un acto illcito, con resultado danoso, sur, 
ge el deber de repararlo, no podia suceder de otra forma cuan 
do hay una infracciôn criminal. Con ésta se infringe una nor 
ma penal y, puede haberse causado, al mismo tiempo, una per- 
turbaciôn civil, de aqui la posibilidad de que surjan dos cia 
ses de responsabilidad del mismo suceso: una penal, que supo
ne que alguien debe recibir una pena como retribuciôn por el 
hecho culpâblemente perpetrado; y otra civil, que importa la 
indemnizaciôn que alguien debe abonar por el dano producido 
(49bis). Ambas acciones son, por tanto, dos a spec to s o dos ver- 
tientes del mismo fênomeno jurldico-procesal (50). Tratando 
de evitar confusiones Viada-Aragoneses dicen que la acciôn ci 
vil no nace del delito ya que éste produce sôlo el efecto ju­
rldico de la pena? aquella nace del hecho, que, a la vez, es 
delito (51).
Expone Dorado Montero que cuando los tratadistas y las legis- 
laciones hacen depender la responsabilidad civil del agente 
de su responsabilidad penal, es porque confunden dos cosas 
que es preciso separar: la responsabilidad civil, o sea la
reparaciôn del mal causado, y la pena, dando a la primera ca- 
râcter penal y a la segunda carâcter reparador, de expiaciôn, 
retribuciôn, etc. (malum pasionis propter malum actionis) 
(52). Esto nos lleva a otro problema como es el de si el con
(49bis)-L. JIMENEZ ASUA. Tratado de Derecho Penal. Tomo V.
3^  ediciôn. Buenos Aires. 1976. Pâg. sT.
(50).- J. SAEZ Y E. LOPEZ FERNANDEZ DE GAMBOA. Compendio de 
Derecho procesal civil y penal. Tomo IV. Columen I. 
1966. Pâg. 1.186.
(51).- C. VIADA LOPEZ-PUIG CERVER y P. ARAGONESES ALONSO.
CurSO de Derecho procesal penal. 2® ediciôn I. Ma- 
drid. 1968. P3g. 223.
(52).- R. GAROFALO. Indemnizaciôn a las victimas del delito. 
Traducciôn y estudio crîtico de P. DORADO MONTERO. Ma 
drid. Pâg. 35.
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cepto de ilicitud es ûnico, o por el contrario podemos distin- 
guir una ilicitud penal y otra civil. Creemos, como Silva Me- 
lero, que el concepto de ilicitud es ûnico, lo que varlan son 
simplements las consecuencias; por consiguiente, el problema 
de la responsabilidad civil hay que derivarlo del acto jurldi­
co illcito, separSndolo totalmente del problema penal (53).
La norma establecida en el articulo 19 del Côdigo Penal, segûn 
FENECH (54) , al disponer que de todo delito nace, ademâs de la 
acciôn penal, una acciôn civil enderezada a obtener la indemn^ 
zaciôn o resarcimiento de los danos y perjuicios, no es sino 
un refrendo del precepto general que détermina que cualquiera 
que infrinja un deber jurldico incurre en responsabilidad ci­
vil, es decir, que en realidad la formulaciôn debe hacerse en 
forma inversa a la habituai, no es que haya una acciôn penal y 
como consecuencia una acciôn civil, sino que de tododelito nace 
una acciôn civil de resarcimiento, en virtud del principio ge­
neral y, ademâs, una acciôn penal para la actuaciôn de una san 
ciôn de este tipo. La infracciôn penal es, esencialmente y an 
te todo, una infracciôn civil sin que exista soluciôn de conti 
nuidad, en la teorla general del Derecho, entre ella y las de- 
mas infracciones. La infracciôn de un deber - tipificada en 
la ley penal -, constituye una infracciôn civil de un deber eu 
yo cumplimiento se ha' reforzado jurldicamente con la amenaza 
de la sanciôn penal, ademâs para el caso de incumplimiento. Sô 
lo asl se comprends que una sentencia absolutoria penal no 
produzca efecto de cosa juzgada en el proceso civil en que se 
reproduzca la pretensiôn de resarcimiento de los danos y per- 
juicios causados, con la sôla excepciôn prevista en el articu­
lo 116 de la ley de enjuiciamiento criminal, de que el hecho 
haya sido declarado inexistante (55).
(53).- V. SILVA MELERO. Ob. cit. Pâg. 6.
(54).- M. FENECH. El proceso penal. Barcelona 1956. Pâg. 10.
(55) . - M. FENECH. En juiciamiento y sentencia final. Ob. cit.,
Pâgs. 26 y 27.
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Tiens una gran iitçortancia todo lo relacionado con la responsabi­
lidad civil ex delicto, ya que, desde el punto de vista penal 
estricto, constituye en la vida judicial moderna la razôn fun 
damental de la persecuciôn criminal de los particulares en la 
mayorla de los casos (56). El Juzgador por motives de humani 
dad, y cierta deformaciôn en muchas ocasiones, contra el es­
tricto sentido de la justicia, va a encarnar el hecho de dife 
rente forma, si ha habido o no dano patrimonial, y, en ocasio 
nés, llegarâ hasta a condenar a una pena minima para asl po- 
der entrer a examinar la responsabilidad civil, de tal forma 
que, si no existiera ésta, pudiera haberse llegado a la abso- 
luciôn penal.
Ehtrando en el dificil campo de resumlr toda la operaciôn cog[ 
noscitiva que lleva la palabra concepto, en los meros térmi­
nos de una definiciôn, podemos decir que la responsabilidad 
civil ex delicto es el deber que, mediante una prestaciôn eco 
nômica o una actitud determinada, tiene una persona fisica o 
jurîdica para reparar las consecuencias de ciertas conductas, 
ilicitas, peligrosas o lesivas, motivadoras de un delito o 
falta.
En esta definiciôn recogemos:
1®.- La idea de débite u obligaciôn.
2®.- Que la reparaciôn consiste en una prestaciôn econÔmica o 
en una actitud determinada. De esta manera se tiene présente 
no sôlo aquellos casos en que hay obligaciôn de resarcir eco- 
nômicamente en la forma que establece el articulo 101 del Cô­
digo Penal, sino también los que comportan otros actos, como 
reconocer la proie, suspensiôn de la patria-potestad, etc.
(57) .
(56).- E. JIMENEZ ASENJO. Prôlogo a la obra de J. M^. REYES 
MONTERREAL, la acciôn y responsabilidad civil derivada 
de delitos y faites. Madrid 1955. P^g. 15
(57).- En este sentido se establecen determinadas obligacio­
nes en los articulos 444, 446, 456, 479 y 564 del Côdi 
go Penal.
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3®.- Que el hecho motîvador de la responsabilidad, pueda ser 
causado por una conducta humana, ya sea o no culposa. Asl se 
tendrSn en cuenta los supuestos tradicionales, y todos aque­
llos otros que en la actualidad proceden del riesgo de las co 
sas.
4®.- Que el acto illcito sea causante de una infracciôn crim^ 
nal; dejamos intencionâdamente fuera todos aquellos casos que, 
si bien pueden originar responsabilidad civil, no son objeto 
de nuestro estudio.
2.- CARACTERES DE LA ACCION POR RESPONSABILIDAD CIVIL EX DE- 
LICTO.
La doctrina jurîdica destaca diversas caracterîsticas de esta 
acciôn; FENECH (58) resalta el que es accesoria y contingen­
te. FLORIAN (59) y PADILLA (60) que es privada, patrimonial 
y contingente. REYES MONTERREAL (61) que es accesoria, patr^ 
monial, privada, transmisible y se extingue por modos propios.
Nosotros entendemos que la responsabilidad civil ex delicto 
en nuestro Derecho tiene los siguientes caractères:
1®.- Es accesoria a la infracciôn criminal misma. Surge cuan 
do se ha cometido un hecho que puede considerarse como delito
(58).- M. FENECH. El proceso penal. 3^ ediciôn. Madrid.
1978. Pâg. 166.
(59).- E. FLORIAN. Elementos de Derecho procesal penal. Tra­
ducciôn y referencias al espanol por L. PRIETO CASTRO. 
Barcelona. 1934. Pâg. 207.
(60).- H. PADILLA RUEDA. La acciôn civil en el proceso pe­
nal . Tesis de grado en la Facultad de Ciencias Jurîdi^  
cas y Econômicas de la Pontificia üniversidad Javeria- 
na de Colombia. 1953. Pâgs. 24 y 25.
(61).- J. Ma. REYES MONTERREAL. Ob. cit. Pâgs. 48 a 55.
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o falta; pero si mâs adelante se comprueba, en el curso del 
proceso penal, que realmente no existe aquél, se décréta el 
sobreseimiento libre (art.637-2® LECRI) y la acciôn civil de- 
berâ ejercitarse en otro proceso de esta naturaleza. No se 
habrâ extinguido la acciôn civil, por tanto, pero se transfor 
marâ y perderâ los privilegios que le concede la legislaciôn.
2®.- Es contingente. Puede nacer del delito o falta o no ha­
cerlo, ya sea porque no haya un dano patrimonial resarcible, 
porque el titular renuncie a ella, o porque se haya producido 
el resarcimiento con anterioridad.
3®.- Es privada al corresponder a la persona lesionada u ofen 
dida, y serlo las relaciones jurîdicas que constituyen su con 
tenido. Es cierto que el Ministerio Fiscal puede ejercitarla, 
pero su actuaciôn queda subordinada a la voluntad de aquél.
4® . -  Es patrimonial. Se establecen diversas formas de repa­
rar el dano causado; junto al resarcimiento patrimonial pro- 
pieunente dicho puede haber determinados modo s de conducta, pe 
ro, salvo en casos excepcionales, siCTipre repercute sobre un 
patrimonio. La norma general del art. 101 del Côdigo Penal, 
expresa clâramente este carâcter al decir que la responsabili 
dad civil comprends la restituciôn, la reparaciôn del dano 
causado y la indemnizaciôn de danos y perjuicios.
5®.- Es transmisible por muerte del titular.
6®.- Es privilegiada frente a la pûramente civil (62) nacida 
del incumplimiento de obligaciones no sancionadas penalmente. 
Viene a constituir como una tercera acciôn "cuasi criminal", 
por decirlo asi, que tiene sobre la pûramente civil notorias 
ventajas. Entre ellas, el amparo y defensa a cargo del Minis 
terio Fiscal, la preferencia sobre las demas responsabilida- 
des pecuniarias, la solidaridad entre los coparticipes de la
(62).- F. PUIG PERA. Culpa civil. Ob. cit. Pâg. 116
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infracciôn y la posibilidad de extensiôn automâticamente so­
bre personas ajenas a la responsabilidad criminal.
3.- ACCION CIVIL Y ACCION PENAL.
Queda expuesto, que como consecuencia de una infracciôn crimi 
nal, puede haber responsabilidad civil y responsabilidad pe­
nal. Pero es conveniente diferenciar las acciones dirigidas 
a exigir aquêllas.
GftRBAUD (63) distingue la acciôn penal y la acciôn civil nac^ 
das del mismo hecho delictivo porque:
1®.- Tienen una causa jurldica distinta. La acciôn penal na­
ce del delito, conteroplado como turbaciôn del orden social.
La acciôn civil nace del delito, considerado en las relacio­
nes privadas como un hecho reparable.
2®.- No tienen el mismo objeto. Una tiende a la aplicaciôn 
de una pena; la otra a la reparaciôn del perjuicio causado.
3°.- Pertenecen a personas diferentes. La penal pertenece a 
la sociedad que, no pudiendo intentarla ella misma, delega el 
ejercicio a funcionarios especiales. La civil pertenece a la 
parte lesionada tanto desde el punto de vista de su propiedad 
o pertenencia como de su ejercicio.
4°.- La acciôn penal puede ser ejercida sôlamente contra los 
autores o cômplices del delito y la acciôn civil puede ser 
ejercida, ademâs, contra sus herederos o contra las personas 
que la ley déclara responsables.
5°.- El interés social puede quedar satisfecho cuando el inte 
rés privado no lo esté y, a la inversa, el privado puede ser 
satisfecho cuando el social no lo es. La amnistia, la muerte, 
etc. dejan subsistir la acciôn civil y extinguen la acciôn pe 
nal.
(63).- R. GARRAUD. Instruction Criminelle. Vol. I. Pâg. 154
28
Podriamos anadir un sexto motivo para diferenciar la acciôn 
penal de la acciôn civil atendiendo a la extensiôn del dano 
causado. La reparaciôn de éste es asunto independiente del 
mayor o menor peligro que el criminal ofrezca; puede haberse 
cometido un delito grave y ser minima la indemnizaciôn y, vi 
ceversa, la falta mâs leve puede dar lugar a que aquélla sea 
elevadisima. Piênsese como una minima distracciôn de un con 
ductor de un vehiculo de motor darâ lugar a una falta de im- 
prudencia y, sin embargo, puede haber causado innumerables 
perjuicios. Por tanto, como decla GAROFALO (64) , la obliga­
ciôn de reparar el dano causado alcanza lo mismo, y en la 
misma proporciôn, a todos los que hayan producido un dano 
igual, sin distinguir, entre los que lo hayan causado, sin 
intenciôn culpable, y los que lo hayan causado con ella, en­
tre los mâs peligrosos y los menos peligrosos.
SAEZ y L. GAMBOA (65), diferencian las dos acciones atendien 
do a su naturaleza, ejercicio, nacimiento, unidad o plurali- 
dad de procedimientos, contenido, posiciôn en el proceso pe­
nal, transmisibilidad, indivisibilidad e irrenunciabilidad. 
Dicen que la acciôn penal es pûblica, su actuaciôn es ofi- 
cial y de orden pûblica, nace por el delito o falta, sôlo 
puede seguirse en un proceso penal, es punitive, correctora, 
preventive, principal y reponderante, y no es transmisible, 
indivisible ni renunciable. La acciôn civil, por el contra­
rio, es privada; sôlo puede ser actuada por quién tenga in­
terés legîtimo, nace por el dano o perjuicio, puede seguirse 
en el proceso penal o en un proceso civil, es patrimonial, 
sobordinada, subsidiaria y accesoria en el proceso penal, y 
finalmente es transmisible, divisible y renunciable.
Para DE IA OLIVA (66) tendria que reconocerse que se dan las 
siguientes diferencias entre la acciôn penal y la acciôn ci­
vil.
(64).- R. GAROFALO. Ob. cit. Pâg. 35.
(65).- J. SAEZ y E. LOPEZ GAMBOA. Ob. cit. Tomo IV. Vol.î. 
Pâgs. 1219 a 1227.
(66).- A. DE LA OLIVA SANTOS. Sobre el derecho a la tutela 
jurisdiccional, Barcelona 1980. Pâgs. 116 y 117.
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Las principales serIan:
1^.- La acciôn penal no presupone una relaciôn jurldico-nate 
rial entre acusador y acusado, por lo que la légitiméeiôn aç 
tiva se configura en uno y otro caso, de manera muy distinta. 
En el proceso civil, la legitimaciôn procesal proviens nor- 
malmente de la afirmaciôn de la titularidad de un derecho o 
de la afirmaciôn de hallarse en una determinada situaciôn ju 
ridico material, mientras que en el proceso penal se estâ ac 
tivamente legitimado si se tiene capacidad procesal y no con 
curren determinadas circunstancias (arts. 102 y 103 LECr.).
2&.- El dato legal de que en la querella, que constituye la 
manifestaciôn mâs normal (no la ûnica) del ejercicio de la 
acciôn, no se contiens una peticiôn de condena (art. 277 
LECr.).
3^.- En el proceso penal debe rëconocerse como innegable que 
la condena satisface en primer têrmino (incluso cuando el 
acusador particular sea el sujeto pasivo del delito) el inte 
rés pûblico. El demandante, por el contrario, pretends la 
actuaciôn de la ley que le tutela y le protege respecto al 
demandado.
Pero existen otras diferencias que conviens recorder, aunque 
se refieren, mâs bien, a la funciôn procesal de la afirma­
ciôn de ese presunto derecho a la sentencia de condena;
1®.- Innecesariedad de la acciôn de los particulares para la 
existencia del proceso y de la sentencia penal, cualquiera 
que sea el contenido de êsta.
2^.- La afirmaciôn de la acciôn -cuando se ejercita- no es 
condiciôn de apertura del proceso penal (en el que se inclu- 
ye la fase sumarial).
3^.- La afirmaciôn de la acciôn no provoca sin mâs el someti 
miento al juicio de la persona respecto de la cual se solici 
ta la tutela, es decir, del acusado.
30
Conviene aclarar que cuando se dice que la responsabilidad c^ 
vil estâ sobordinada a la penal, la relaciôn de subordinaciôn 
es meramente adjetiva y eventual, no sustativa. Basta que se 
produzca una crisis del proceso penal para que la dependencia 
desaparezca, lo cual estS proclamando que la vinculaciôn en­
tre las acciones dependerâ nada mâs de la conexidad procesal 
y que, debajo de êsta, no hay mâs que un vînculo convencional 
apoyado en razones de mera economîa procesal (67) . Piênsese 
en los casos de sobreseimiento, en que se suspende el ejerci­
cio de la acciôn penal y, sin embargo, puede seguirse la ac­
ciôn civil en un proceso de esta naturaleza.
4.- LA RESPONSABILIDAD CIVIL EN EL PROCESO PENAL.
Dadas las diferencias existantes entre acciôn civil y acciôn 
penal, y como consecuencia entre responsabilidad civil y res­
ponsabilidad penal, la doctrina jurîdica se ha planteado el 
problema de si estos dos responsabilidades deben verse en un 
sôlo proceso, o si, por el contrario, una corresponde a un 
juicio civil y la otra a un juicio penal. La cuestiôn cree­
mos que va ligada a la controversia de si se considéra que el 
Derecho es sôlo uno y, por ello, en la sentencia deben exami- 
narse todas las acciones que estén relacionadas con los he­
chos enjuiciados, o si, por el contrario, deben quedar sépara 
das la acciôn civil y acciôn penal derivadas de un delito o
(67).- L. ALONSO PRIETO. La incongruencia civil en los moti­
vo s de casaciôn de la Ley de Enjuiciamiento Criminal. 
Boletîn de Informaciôn Jurîdïca GESA. 4® trimestre.
1979. Pâg. 241.
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falta, pues, con la primera se atiende a retribuir el dano pri 
vado y con la segunda el dano pûblico (68).
El sistema de la independencia de tratamiento procesal de la 
acciôn civil se basa en la consideraciôn de que el fin especi- 
fico del proceso penal es la actuaciôn penal exclusivamente, 
por lo que, al obligarse al Juez a atender intereses de natura 
leza distinta, puede ser desvirtuado su propio fin ya que el 
Juzgado puede tender a la impunidad por haberse indemnizado, o 
a la dureza, para no frustar la indemnizaciôn (69).
Si tuvieran que seguirse dos procesos, uno para la acciôn ci­
vil y otro para la acciôn penal, de modo que los Tribunales pe 
nales debiesen declarer la responsabilidad penal y los civiles 
la civil, e imponer cada uno la sanciôn correspondiente, se 
comprenderîa mejor el principio general de la prioridad de la 
responsabilidad civil (70); pero los perjuicios para las vîcti 
mas serian grandisimos. Se ha podido comprobar este resultado 
en Espana, en los ûltimos anos, como consecuencia de publicar- 
se gran cantidad de induites en los que, incluso, se llegô a 
disponer que los procesos se sobreseyeran en el estado en que 
se encontraban; se ha causado a los perjudicados de esta for­
ma, mayores gastos, molestias, retraso en el cobro de indemni- 
zaciones por la larga duraciôn de los procesos civiles, etc. 
Podrian hacerse, ademâs, otras argumentaciones, como las de la 
conveniencia de la unidad de jurisdicciôn, economîa procesal, 
necesidad de evitar en lo posible resultados inconciliables, 
etc. (71).
(68).- Del delito surgen dos acciones que se enlazan a dos re­
laciones jurîdicas diferentes cuyo origen estâ en el de 
lito. La primera es la dirigida a obtener la aplica­
ciôn de la ley penal; la segunda trata de conseguir el 
resarcimiento del dano. Con la primera, el delito es 
considerado como un mal pûblico; en relaciôn con la se­
gunda, como un mal privado. E. FLORIAN. Ob. cit. Pâgs. 
205 y 206.
(69).- C. VIADA y P. ARAGONESES. Ob. cit. Pâg. 222.
(70).- M. FENECH. El Proceso penal. 3^  ediciôn.Ob.cit.Pg.165.
(71).- T. MUROZ ROJAS. Notas sobre la jurisdicciôn y la acciôn 
en el âmbito de proceso penal. Revista de Derecho Pro­
cesal. 1977. nûml TI i?âg. 175.
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Dice ffJlMANO RIPOLLES que, en interés precisamente de la vic­
tima del delito, defendiô el procedimiento publicista espanol 
la Escuela positiva de Derecho penal ya en el Primer Congreso 
de antropologia criminal por medio de FERRI, CAROFALO y FIO- 
RETTI, y en Francia por MONIS y MAXWELL. En la propia Espana, 
sin embargo SILVELA y GROIZARD criticaron nuestro sistema, pro 
pugnando la separaciôn, llegando DORADO MONTERO a sostener en 
esta direcciôn extrema, que la responsabilidad civil no es s6- 
1amente distinta de la penal, sino antagônica a ésta (72).
El Congreso Intemacional de Derecho Comparado de La Haya de 
1937 recomendô la adopciôn de medidas reguladoras de la respon 
sabilidad civil en los Côdigos pénales y que se pudieran hacer 
efectivas en via criminal con interveneiôn del Ministerior Pû­
blico. Côdigos pénales como los de Italia, Perû, Méjico y Ar­
gentina han seguido estas directrices. En la misma llnea se 
encuentra nuestro Côdigo penal que, en su articulo 101, dice: 
La responsabilidad civil comprends: 1®. La restituciôn. 2®.La 
reparaciôn del dano causado. 3®. La indemnizaciôn de perjui­
cios.
De igual modo, el articulo 100 de la Ley de en juiciamiento cri 
minai establece que, "de todo delito o falta nace acciôn penal 
para el castigo del culpable y puede nacer también acciôn ci­
vil". Finalmente el art. 1092 del CC. respeta expresamente la 
soberanla de lo criminal en esta materia: "Las obligaciones
civiles que nazcan de los delitos o faltas se regirân por las 
disposiciones del Côdigo Penal".
Queda claro, pues, que en nuestro Derecho positivo se recoge 
la idea de que de toda infracciôn criminal surge una acciôn pe 
nal, pero junto a ella puede haber una acciôn civil como medio
(72).- A. QUINTANO RIPOLLES. Compendio de Derecho Penal. Ob. 
cit. Pâg. 484.
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para hacer valer (73) , dentro del proceso pénal, el derecho 
que tienen los perjudicados a la reparaciôn (7 4) o resarci­
miento (75) en sentido amplio del dano que se les haya causa­
do por el hecho delictivo. Por tanto, el proceso penal espa­
nol es tlpicamente adhesivo y, su objeto, contenido, materia 
o asunto, puede estar integrado, ademâs de por la llamada pre 
tensiôn punitiva, que es de carâcter inexcusable, por la pre­
tensiôn reparatoria o civil ex delicto (76) - La responsabili^ 
dad civil como consecuencia de la infracciôn penal précisa de 
ser tratada conjûntamente, de un modo paralelo y armônico, 
por las normas civiles y pénales (77). En defnitlva, la ac­
ciôn civil y la acciôn penal, son dos acciones con personali- 
dad y fisonomlas propias. y que, sôlo por determinadas razones, 
el legislador permite su ejercicio conjunto, segûn se despren 
de del art. 111 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, en cuan 
to que dispone que "las acciones que nacen de un delito o fa^ 
ta podrân ejercitarse junta o separâdamente." (78).
(73).- E. GOMEZ ORBANEJA. La acciôn civil nacida del delito. 
Revista de Derecho Privado. Marzo 194 9. Pâg. 185..
(74).- E. GOMEZ ORBANEJA. Comentarios a la Ley de Enjuicia- 
raiento Criminal. Tomo II. Vol. I. Barcelona 1951.
Pâg. 318.
(75).- E. FLORIAN. Ob. cit. Pâg. 209.
(76).- T. MUfJOZ ROJAS. Ob. cit. Pâgs. 174 y 175.
(77).- V. SILVA MELERO. Ob. cit. Pâg. 4.
(78).- J. SAEZ JIMENEZ y E. LOPEZ FERNANDEZ DE GAMBOA. Ob.
cit. Tomo IV. Vol. I. Pâg. 1.205.
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La acumulaciôn al proceso penal de la acclôn civil y la régula 
ciôn de la responsabllidad de esta clase en el CÔdigo penal, 
présenta una serle de difIcultades dogmâticas segûn GOMEZ ORBA 
NEJA (79) que pueden resumirse asî;
a).- Que las acciones u omisiones penadas por la Ley sean tam- 
bién fuente de obligaciones civiles. Esto no quiere decir 
realmente otra cosa sino que todo delito o falta puede ser a 
la vez un acto lllclto civil.
b).- El CÔdigo penal refiere exclusîvamente la responsabllidad 
civil que régula a la infracciôn punible, con lo cual parece 
autorizar la conclusiôn, a que apuntan por su lado los artlcu- 
los 1.092 y 1.093 del CÔdigo civil de que una es la responsab^ 
lidad civil nacida de los delltos y faltas y otra la que se de 
rive de actos u omisiones culpables no penados por la ley, 
siendo la primera accesoria de lo criminal.
c).“ La acciôn y el proceso penal no se dan para la declara- 
ciôn de un delito, sino para el castigo del culpable. Cuando 
existe una causa de extinciôn o incluso de suspensiôn de la ac 
ciôn penal, queda subsistante la acciôn civil, por lo que es 
claro que la obligaciôn civil, reservada por la Ley penal en 
favor del ofendido, nace de un hecho objet1vamente penado por 
la ley, perd no es accesoria de la responsabllidad penal.
d).“ El hecho ilîcito que se concibe como delito es el que da 
origen a la acciôn civil. No es que comience a ser ilîcito pa 
ra este derecho cuando deje de ser delito d de perseguirse co­
mo si lo fuera para el penal, ya que en todo el ordenamiento 
jurldico no hay un sôlo precepto que autorice a decir que la 
acciôn reparatoria tenga un objeto y un contenido diferentes 
que la acumulada à la acciôn penal. Aquella -la acciôn repara 
toria- estarâ fundada en el hecho delictivo y el perjudicado
(79).- E. GOMEZ ORBANEJA. Comentarios a la LECRi. Ob. cit.
Pâgs. 318 a 323. La acciôn civil de delito. Ob- cit. 
PÔgs. 185 a 189.
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puede ejercitarla ante el Juez civil, antes o con posteriori- 
dad al proceso criminal -condenSndose en este segundo caso 
por el delito con la réserva expresa de la acciôn civil-, pe- 
ro no pendiente dicho proceso. Incluso puede ejercitarse de£ 
puês de haberse dictado auto firme de sobreseimiento de las 
actuaciones criminales (80).
La acciôn civil reparatoria existirîa igualmente aunque 
el CÔdigo penal no se ocupara de la obligaciôn reparatoria; 
y, en rigor, lo que hace ese CÔdigo, como ha observado CARNE- 
LUTTI, no es mâs que recoger, en el art. 107 (el principio 
mâs vasto consagrado para todo acto ilîcito civil en los art^ 
culos 348, 349 y 1.092 del CÔdigo Civil), determinadas normas 
de responsabllidad subsidiaria de la ley civil, y remitirse 
expresamente en todo lo demâs a êsta (art. 117 C.P.) (81).
Es indudable, por tanto, que todo aquêl que se considéra 
ofendido por la comisiôn de un hecho que reviste los caractè­
res de delito o falta, sea o no responsable criminalmente el 
que lo verified, ha de tener le^itimaciôn para lograr el re- 
sarcimiento de los danos y perjuicios (82); mâxime, cuando la 
acciôn civil puede ejercitarse junta o separada de la acciôn 
penal (art. 111 LECr).
El hecho de que la acciôn civil pueda ejercitarse en un 
proceso penal, segûn FENECH (83), no altera en modo alguno su
(80).- STS. 31 Mayo 1978.
(81).- E. GOMEZ ORBANEJA y V. HERCE QUEMADA. Derecho Proce- 
sal Penal. 6® ediciôn. Madrid. 1968. Pâg. 67.
(82).- M. FENECH. Derecho Procesal Penal. Vol. I. 2^  edi­
ciôn. Barcelona. 1952. Pâg. 360.
(83).- M. FENECH. Puntos de vista sobre el proceso penal es- 
panol. M. FENECH y JORGE CARRERAS. Estudios de Dere­
cho Procesal. Barcelona. 1962. Pâg. 710.
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naturaleza, de modo que debe aplicarse a su ejercicio las nor 
mas que regulan la acciôn civil, salvo en lo que se refiera 
al titular legitimado para ejercitarla; por ello lâs partes 
materiales, en cuanto ejercitan dicha acciôn y, afin sin ejer­
citarla, no sôlo tienen facultades de disposiciôn procesales, 
sino tambiên materiales, ya que las acciones civiles se extin 
guen por renuncia del ofendido, cualquiera que sea el delito 
o falta de que procedan (art. 106 LECr.).
5.- CLASES DE RESPONSABILIDAD CIVIL EX DELICTO.
Podémos dividir la responsabllidad civil, que nace como 
consecuencià de la realizaciôn de una infracciôn criminal en 
dos grandes grupos, segûn corresponds a aquella persona o en- 
tidad a quien la ley exîja, en primer lugar, abonar los da­
nos y perjuicios civiles ocasionados (directs), o a un terce- 
ro en su defecto (subsidiaria).
A). RESPONSABILIDAD CIVIL DIRECTA.
Subdividese a su vez, en dos clases: a) Del autor o par­
ticipe del hecho considerado como delito o falta; y b) de per 
sona flsica o jurldica distinta.
a). Responsabllidad del Autor o Participe.
Establece el CÔdigo penal, en el articulo 19, con una ex- 
presiôn demasiado categôrica, segûn QUINTANO RIPOLLES (84), 
que "toda persona responsable criminalmente de un delito o
(84).- Expresiôn demasiado categôrica, sin duda, ya que, son 
muchos los delitos y faltas que, por ausencia de dano 
estimable, no acarrean responsabilidades civiles de 
ningûn orden. A. QUINTANO RIPOLLES. Compendio de De­
recho Penal. Ob. cit. Pâg. 483.
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falta lo es tambiên civilmente". Este precepto, es errôneo 
al sentar, como hecho indiscutible, que, en todo caso, surgi 
râ la responsabllidad civil siempre que se dê la responsabi- 
lidad criminal y, si bien es cierto que el delito afecta 
siempre al interês social de la comunidad, puede haber, y de 
hecho los hay, supuestos en los que no existe una vîctima di­
recte subjetiva o un perjudicado privado (85).
El criminalmente responsable incurrirâ en responsabili- 
dad civil sôlo en la medida en que, en virtud de la infrac­
ciôn cometida, haya producido un resultado de desposesiôn de 
una cosa -que habrâ de restituir-, de causaciôn de dano -que 
deberâ reparar- o de un perjuicio -que tendrâ que indemnizar- 
(86) .
b). De Persona Flsica o Jurldica distinta.
a ' ) Culposa.
La responsabllidad civil directa no sôlo corresponde al 
responsable criminal, autor, cômplice o encubridor, sino que, 
en determinados casos, puede ser de otras personas distintas. 
Asî citareraos:
1®.- Al que por tltulo lucrativo hubiere participado de los 
efectos de un delito o falta que esté obligado al resarci- 
miento hasta la cuantla de su participaciôn (art. 108 C.P.). 
Claro es que para que êsto suceda, debe ignorar la proceden- 
cia del objeto de su acciôn y, en consecuencià, no puede ser 
considerado encubridor ni receptor; en otro caso, habrla te- 
nido responsabllidad criminal, y ya estarlamos fuera de este 
supuesto.
(85).J. SAEZ JIMENEZ y E. LOPEZ FERNANDEZ DE -GAMBOA. Ob. 
cit. Tomo IV. Vol. I. Pâg. 1.192.
(86).J. CORDOBA RODA y G. RODRIGUEZ MOURULLO. Comentarios 
al CÔdigo Penal. Tomo I. Barcelona. 1972. Pâg.949
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2“.- Los que tengan bajo su potestad o guarda legal, al ena 
jenado, al menor de dieciseis anos o al sordomudo por los 
hechos que ejecutaren estos ^si estuviesen exentos de res- 
ponsabilidad criminal al amparo de los nûmeros 1®, 2® y 3® 
del articulo 8® del CÔdigo Pénal-, a no constar que no hubo 
por su parte culpa ni negligencia. (art. 20 -1® C.P.).
3®.- Las personas en cuyo favor se haya precavido el mal 
que originô la légitima defense. (art. 20-2® C.P.).
4®.- Los que hubieren causado un miedo insuperable por el 
que se hubiese realizado el hecho delictivo (art. 20-3®C.P.)
Siempre hay una cierta culpa o negligencia del respon­
sable, en todos estos supuestos, lo que se ve claramente 
por el hecho de que dejarla de existir responsabllidad si 
se probase que no hubo aquêlla.
A pesar de la gran relaciôn existente entre acciôn pe­
nal y acciôn civil y de que, al condenarse a un imputado 
por la primera, debe condenSrsele tambiên por la segunda, 
caso de existir y no haber sido renunciado su ejercicio en 
el proceso penal, puede suceder que sea absuelto aquêl y, 
no obstante, que subsista su responsabilidad civil o la de 
terceras personas. Es mâs, segûn FENECH, (87) precisamente 
la aboluciôn del imputado es lo que hace nacer la responsa­
bilidad de estos terceros que, no obstante el principio -ne 
mo inauditu damnare potest-, pueden ser condenados, recono- 
ciêndoseles por la ley la facultad impugnaticia de la sen- 
tencia que los condena aunque no hubieran sido parte en el 
proceso en que la sentencia se dictô (art. 854 LECr.).
(87). M. FENECH, Derecho Procesal Penal. Vol. I. Ob. cit. 
Pâgs. 441 y 442.
39
b ' ) Objetiva,
1).- Contractual.
Se ha recogido en el Derecho moderno, la posibilidad de 
que, en virtud de una relaciôn obligatoria, responda ci- 
vilmente de las consecuencias de una infracciôn criminal una 
persona distinta de quien la cometiô. La consagraciôn del 
principio de la responsabilidad objetiva en determinadas par 
celas de la ordenaciôn legislativa ha hecho que sur]a un am- 
biente de inseguridad, de nerviosismo y preocupaciôn, porque 
una conducta totalmente diligente puede ser motivo de una 
obligaciôn de abonar cantidades muy elevadas. Los Estados, 
han buscado fôrmulas para que las consecuencias de los ries- 
gos se dispersen y prorrateen entre todos o parte de los 
miembros de una comunidad; de ahî la regulaciôn en Espana 
del Seguro Obligatorio para los véhicules de motor. Todo 
propietario de uno de estos véhiculés, para su use y circula 
ciôn, tiene obligaciôn de hacer un contrato de Seguro en los 
térrainos marcados en la ley. Pero este contrato va a moti- 
var que, en caso de accidente, conforme establece el art.
29,b) del Décrété 3.787/1.964 de noviembre, la entidad asegu 
radora quede dirêctamente obligada a abonar, hasta el limite 
del seguro obligatorio, la indemnizaciôn que senale la sen­
tencia penal.
2).- Extracontractual.
Partiendo del mismo razonamiento que exponlamos al tra- 
tar de la responsabilidad directa objetiva contractual, los 
Estados han llegado mâs allâ todavla y han establecido un 
sistema de responsabilidad objetiva extracontractual para 
que el perjudicado por un accidente de circulaciôn pueda re- 
sarcirse. De esta manera, en Espana, el Fondo Nacional de 
Garantie cubre la responsabilidad civil, directamente, en 
los casos que, mediante véhicules de motor, se hayan produci
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do muerte, incapacldades o lesiones y sean desconocidos el 
vehlculo o conductor causante o tambiên que, siendo conoci- 
dos, no estên asegurados (art. 7 del Decreto 632/1.968 de 
21 de Marzo).
Problems distinto es el que se plantea con los acciden 
tes de circulaciôn causados por ciclomotores que no exceden 
de 50 centlmetros cûbicos, pues, hay obligaciôn de asegurar 
todo artefacto o aparato, apto para circular por las vlas 
pûblicas, accionado mediante un mecanismo de motor y para 
cuya conducciôn se requiera permiso (art. 6D. 3.787/1.964 
de 19 de Noviembre). El Fondo Nacional de Garantis respon­
ds directamente de todos aquellos supuestos en que es obli­
gatorio la existencia del contrato de seguro, pero se desco 
noce la entidad aseguradora que debe hacer frente al pago, 
lo que no sucede en el presente caso. Esto puede llevar al 
absurdo; piênsese en un lesionado por un vehlculo, ignoran- 
do su clase u ocultSndole con mala fê, que al manifestar 
creer que sus lesiones se las ha producido un vehlculo de 
motor cobrarâ indemnizaciôn y no sucederâ lo mismo si, con 
buena fê, déclara la realidad. No obstante, reiterada jur 
risprudencia del Tribunal Supremo ha afirmado que al no es- 
tar los ciclomotores de la indicada cilindrada en las nor­
mas de la Ley del Seguro Obligatorio, las vlctimas causadas 
por ellos no gozan de la protecciôn del Fondo Nacional de  ^
Garantie (88).
No podemos aqul silenciar el hecho curioso de que las 
Companies Aseguradoras y el Fondo Nacional de Garantie, pue 
den ser responsables civiles directes y, sin embargo, no se 
las deje intervenir en el proceso penal nada mâs que para 
afianzar, pagar la indemnizaciôn o hacer alegaciones para 
la formaciÔn de tltulo ejecutivo. Su interveneiôn en el 
proceso estâ exprêsamente prohibida en el art. 784-5® de la
(88).SS. de 22-6-1968, 27-9-1968, 13-12-1968, 20-3-1970.
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ley de enjuiciamiento criminal, Ahora bien, si, por el lu­
gar sistemâtico que ocupa esa norma, no cabe duda que la 
prohibiciôn rige en los procesos de urgencia, cabe pregun- 
tarse si deberâ seguirse tambiên en los procesos ordina- 
rios. Entendemos que se debe llegar a una conclusiôn nega- 
tiva, pues, de lo contrario, caerîamos en la interpretaciôn 
extensive de un precepto penal perjudicial al reo. Si el 
asegurador comparece lo harîa buscando su beneficio o defen 
sa y al no dejarle comparecer se le priva de este derecho
(89) .
El Tribunal Supremo tiene declarado que: 1®. Las corn
panlas aseguradoras no son terceros, ya que el delito no 
les otorga tal condiciôn al no ser perjudicadas ni ofendi- 
das por êl. Exclusivamente intervienen por la contrapresta 
ciôn a que les obliga el contrato de seguro, que, precisa­
mente por esta causa, es aleatorio, y por ello no les conce 
de la condiciôn de parte procesal (90). 2®. Las entidades
aseguradoras y el Fondo Nacional de Garantie no tienen ca- 
râcter de parte, pero si la obligaciôn de satisfacer direc­
tamente al perjudicado hasta el limite del seguro. La in­
demnizaciôn que senale la sentencia penal es el correlate 
de la acciôn directa que se concede al perjudicado contra 
el asegurador del vehlculo, acciôn que se ejercita, como 
tal, tan sôlo en via civil (91).
(89). J. TOME PAULE. La intervenciôn del asegurador en el 
proceso penal. Revista de Derecho Procesal. IV.
1964. Pâg. 84.
(90).SS. de 23-5-1972, 8-6-1971, 25-1-1971, 27-11-1970, 
16-11-1970 y 30-10-1970.
(91). S. de 8-6-1971.
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B). RESPONSABILIDAD CIVIL SUBSIDIARIA.
Existe cuando el responsable principal o directe, ha si 
do declarado insolvente, dândose contra las personas natura- 
les o jurîdicas que se encuentran en uno de los casos que 
mâs adelante estudiaremos (92).
Las notas caracterfsticas de esta responsabilidad son 
las siguientes:
1®.- Existencia previa de un responsable civil directe. Si 
no existe éste no puede imaginarse la existencia de una per­
sona que responda en su lugar.
2®.- Estado de insolvencia del responsable principal. En el 
caso de que éste sea solvente, no habrla lugar a que otra 
persona tuviera que hacer trente por êl a las consecuencias 
civiles del delito (93). En el supuesto de que el culpable 
de un delito o falta fuere solvente en parte, la responsabi­
lidad subsidiaria sôlo se extenderâ a las cantidades que ex- 
cedan de las pagadas por aquêl.
3®.- Poder repetirse, por el que hubierepagado, contra quien de 
biera haberlo hecho, si êste 11ega a mejor fortuna y no ha 
prescrito la acciôn.
4®.- Tener la ley prévisto un procedimiento especial para 
oposiciôn del tercero considerado responsable (arts. 617 y 
SS. de la LECr.).
(92).- J. M®. REYES MONTERREAL. En ob. cit. pâg. 56, dice 
que se da contra las personas naturales o jurîdicas a 
cu^as ôrdenes prestaba un servicio con motivo u oca- 
siôn del cual se cometiô el delito, pero nosotros en­
tendemos que êsta es una visiôn muy limitada.
(93).- SAP Castellôn. 29 de Enero de 1977.
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5®.- DeclaraciÔn en la fase sumarial, a instancia de parte, 
necesitSndose en el proceso ordinario que sea procesado el 
acusado; si se niega ésto iraplîcitamente se niega su respon 
sabilidad (94). No obstante algûn autor estima que puede 
acordarse de oficio (95).
6“.- Concede libertad de intervenciôn en la prâctica de la 
prueba testifical. No puede limitSrsele al responsable a 
que realice sôlo las preguntas que se refieran a la cuantla 
de la indemnizaciôn ni a la persona responsable y al hecho 
o relaciôn de dependencia de la que se dériva la responsab^ 
lidad de terceros, y a que segûn los articulos 735, 736 y 737 de 
la Ley de enjuiciamiento criminal, al no ponerse limitaciôn 
en el informe a los responsables civiles subsidiaries, como 
lo hace al defepsor del acto civil, résulta indiscutible, 
que pueden aquêllos intervenir en la prueba testifical, y 
hacer a los testigos, las preguntas o repreguntas sobre los 
hechos originarios del proceso penal, y clarœ estâ, siempre 
a salvo de la declaraciôn de pertinencia o impertinencla 
que de las mismas haga el Tribunal por boca de su Présiden­
te (96) .
(94).- STS. de 18 de Junio de 1971.
(95).- A. MAJADA. Manual de formularios pénales. 3® edi­
ciôn. Tomo II. Bosch. Casa Editorial. Barcelona 
1971. Pâg. 1.366. Para este autor esta actividad 
se realiza al entender el Juez de Instrucciôn, con 
buen criterio^que si estâ facultado para procesar y 
asegurar las responsabilidades civiles directes, no 
existe motivo razonable para que deje de estarlo en 
cuanto al aseguramiento de las subsidiaries, ademâs 
esta actividad de oficio carece de vicio sustancial 
déterminante de su nulidad y sirve mejor a la econo- 
mîa del proceso, para evitar la posterior revocaciÔn 
del auto de conclusiôn del sumario.
(96).- STS. de 24 de Abril de 1953.
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La ley de enjuiciamiento criminal, trata de la response 
bilidad civil subsidiaria en diverses articules (97), pero 
no dice cuando existe êsta, remitiêndose a tal fin al CÔdigo 
Penal. En êste hay varies preceptos que regulan esta mate­
ria, y a travês de ellos podemos distinguir los siguientes 
supuestos:
1®.- Los autores, los cômplices y los encubridores, cada uno 
dentro de su respective clase^ son responsables subsidiaria- 
mente por las cuotas correspondientes a los demâs responsa­
bles. La responsabilidad subsidiaria se harâ efectiva, pri- 
mero en los bienes de los autores; después, en los de los 
cômplices, y, por Ultimo, en los de los encubridores (art. 
107-1 y II C.P.).
2®.- No habiendo persona que tenga bajo su potestad o guarda 
legal al enajenado, menor de dieciseis anos o sordomudo, 
exento de responsabilidad criminal con arreglo a los nûmeros 
1®, 2®, o 3® del articulo 8 del CÔdigo Penal, o siendo aqué- 
11a insolvente, responderân con sus bienes los mismos auto­
res de los hechos, dentro de los limites que para el embargo 
de bienes senalan las leyes de Enjuiciamiento Civil y Crimi­
nal (art. 20, 1^-11 C.P.). Es curioso que segûn el precepto 
anterior, el actor directo es responsable subsidiarlamente, 
y por el contrario, indirecto lo es de modo principal (98).
Surge un problema de interpretaciôn, pues si bien el 
guardador de la persona que, de no medlar exenciôn deberla 
ser responsable criminalmente de los hechos, no responds
(97).- Cuando en la instrucciôn del sumario aparezca indica­
da la existencia de la responsabilidad civil de un 
tercero con arreglo a los articulos respectives del 
CÔdigo Penal, o por haber participado alguno por tltu 
lo lucrativo de los efectos del delito (art. 615) 
"...los que pudieran resultar responsables civiles di 
rectos o subsidiaries", (art.785, 8®, b);..."el res­
ponsable directo o subsidiario vendrâ obligado a..." 
(art.784, 5®); "Cuando aparezca indicada la existen­
cia de la responsabilidad civil de un tercero.."
(art. 793).
(98).- A. QUINTANO RIPOLLES. Comentarios al CÔdigo Penal. 
Madrid. 1966. Pâg. 295.
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cuando conste que, por su parte, no ha habido falta de culpa 
y negligencia, no nos dice aqul la legislaciôn penal, que de 
ba seguirse el mismo criterio del caso examinado en el pârra 
fo anterior. Teniendo en cuenta que, al parecer, el legisla 
dor lo que quiso fué buscar un responsable, de alguna forma 
relacionado con la ejecuciôn del hecho, e incluso, sin olvi- 
dar, que en casos mâs extremos se garantiza la reparaciôn 
del dano causado con las modernas teorlas de la responsabili 
dad objetiva. Nos parece claro que tambiên aqul deberâ res­
ponder con sus propios bienes el enajenado, menor o sordomu­
do (99).
3®.- En el caso del nûmero 10 del articulo 8 del Côdigo Pe­
nal responden subsidiarlamente los que hubieren ejecutado el 
hecho, dentro de los limites que para el embargo de bienes 
senalan las leyes de enjuiciamiento civil y criminal (art. 
20-3^ C.P.).
Puede surgir problema cuando el que hubiere causado el 
miedo fuera una de las personas que estân exentas de respon­
sabilidad criminal mencionadas en el supuesto que heraos estu 
diado anteriormente, es decir, por un loco, un menor, o un 
sordomudo. Con responsabilidad directa -segûn entendemos- 
deberla reparar el dano causado el guardador; después, subsi 
diariamente,en primer lugar el que produjo el miedo, pero co 
mo responsable civil subsidiario, y de acuerdo con el articu 
lo 20, 1®. del Côdigo Penal; finalmente, tambiên como respon 
sable civil subsidiario, pero de inferior rango, el que rea- 
lizô materialmente el hecho (100).
4®.- Son tambiên responsables civiles, en defecto de los que 
sean criminalmente, los posaderos, taberneros, y cualesquie- 
ra personas o Empresas, por los delitos o faltas que se corne 
tieren en los estableciraientos que dirijan, siempre que por 
su parte o la de sus dependientes hayan intervenido en la in
(99) .- J. CORDOBA RODA Y RODRIGUEZ MOURULLO. Ob. cit. Pâg,
968.
(100).- En parecido sentido se pronuncia A. QUINTANO RIPO­
LLES. Comentarios.. Ob.cit. Pâg. 298.
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fracclôn de los Reglamentos générales o especiales de Poli- 
cla que esté relaclonada con el hecho punlble cometido. Son 
ademâs, responsables subsidiarlamente los posaderos de la 
restituclôn de los efectos robados o hurtados dentro de sus 
casas a los que se hospedaren en ellas, o de su indemniza­
ciôn, siempre que êstos hubiesen dado anticipâdamente cono- 
cimiento al mismo posadero, o al que lo sustituya en el car 
go, del depôsito de aquellos efectos en la hospederîa y, 
ademâs, hubiesen observado las prevenciones que los dichos 
posaderos o sus sustitutos les hubiesen hecho sobre cuidado 
y vigilancia de los efectos. No tendrâ lugar la responsabi 
lidad en caso de robo con violencia o intimidaciôn en las 
personas, a no ser ejecutado por los dependientes del posa­
dero (art. 21 C.P.).
Del precepto citado podemos deducir dos formas de res­
ponsabilidad civil subsidiaria; 1®. Cuando exista infrac­
ciôn de los Reglamentos générales o especiales de Policla 
que esté relacionado con el hecho punible cometido. 2^ . Si 
se observasen aquêllos, pero, no obstante, hubieren sido 
sustraidos los efectos depositados.
En la primera no queda lugar a dudas sobre la posibil^ 
dad de responder, ademâs de personas fisicas, personas jur^ 
dicas, al hacerse referenda a "cualesquiera personas o em­
presas ".
Tambiên queda claro que no es suficiente con la infrac 
ciôn de un Reglamente de Policla, pues es necesario que es­
té relacionada con el hecho punible; pero de tal forma, que 
si no hubiera existido aquêlla, tal vez no se habrla podido 
cometer êste (101).
(101).- J. CORDOBA RODA y G. RODRIGUEZ MOURULLO, dicen que 
"en quien valiéndose de la oscuridad reinante en un 
establecimiento fabril en el que se encuentra oca- 
sionalmente, asesta un golpe a un obrero, enemigo 
del primero, causândole la muerte", no puede enten- 
derse que concurre el requisite del primer pârrafo
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En la segunda, en la que sôlo responden los posaderos, 
se exige un primer requisite; El dar anticipâdamente conoc^ 
miento del depôsito de los efectos. Ya PACHECÔ observaba 
que, al no curaplirse nunca en la prâctica, deberla en rigor 
conducir a la real inaplicaciôn del precepto. A fin de evi­
tar êsto ûltimo, deben tenerse en cuenta las consideraciones 
que hacen PEREZ y ALGUER; Para que se tenga por cumplido el 
requisite del conocimiento, no es menester una comunicaciôn 
expresa del huesped al fondista, sino que basta que las co-
sas sean introducidas a la vista de aquêl y no clandestlna- 
mente (102). Es necesario, ademâs, un segundo requisite;
Que se hayan observado las prevenciones hechas por los posa­
deros o sus sustitutos. PEREZ SERRANO estudlande la concor- 
dancia de la norma estudiada con los articulos 1.783 y 1.784 
del Côdigo civil consideraba superflue la disposiciôn penal, 
dada la mayor amplitud de las disposiciones civiles que abar 
can toda especie de danos y no tan sôlo el robo y hurto, ex- 
ceptuando, ûnicamente el supuesto de "robo a mano armada"
(103). Tambiên -en nuestro criterio- se debe tener presents 
el articulo 1.766 en relaciôn con el 1.101, ambos del Côdigo 
Civil (104), con lo que se puede apreciar la diferencia en-
....  del articulo 21; "aûn cuando desde un punto de vista
literal concurren los requisites légales -perpetra- 
ciôn del delito en el establecimiento e infracciôn 
de reglamentos de policla, relacionada con el hecho 
punible-, no puede en rigor afirmarse que la infrac­
ciôn reglamentaria esté relacionada con el delito co 
metido " ob. cit. pâg. 974. Indudâblemente que en 
el caso expuesto, el hecho se habrla cometido aunque 
la oscuridad no existiese, êsta sôlo sirviô para fa- 
cilitar la ejecuciôn del hecho.
(102).- J. CORDOBA y G. RODRIGUEZ MOURULLO. Ob. cit. Pâg. 
975.
(103).- A. QUINTANO RIPOLLES. Compendio... Ob. cit. Pâg. 
486.
(104).- J. SANTOS BRIZ. Ob. cit. Pâg. 335.
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tre los dos cuerpos legales. En el civil hay una responsabi­
lidad por culpa en general, mientras que, en el penal, no es 
necesaria esa actuacidn culposa, eatando ante un nuevo caso 
de responsabilidad objetiva o por riesgo.
5°.- Son tambiên responsables subsidiarios los amos, maestros, 
personas, entidades, organismes y empresas dedicadas a cual- 
quier gênero de industrie, por los delitos o faltas en que hu 
biesen incurrido sus criàdos, disclpulos, ofIciales, anplea- 
dos o dependientes en el desempeno de sus obligaciones o ser­
vicio (art. 22 C.P.)(105).
(105).- Nos parece mSs compléta la regulaciôn que se contiene 
en el articulo 118 del Proyecto de Côdigo Penal remi- 
tido recientemente al Congreso, al mencionarse como 
responsables civiles subsidiarios; 1® al Estado, la 
Comunidad Autônoraa, la provineia o el Municipio, se­
gûn los casos, por los delitos cometidos por las Auto 
ridades o sus agentes o por los funcionarios pûblicos, 
en el ejercicio de sus cargos y funciones o con oca- 
siôn de ellos. 2®. Los padres, por los danos y per­
juicios causados por los delitos cometidos por los h^ 
jos sujetos a su patria potestad y que vivan en su 
companla, a no ser que prueben que emplearon toda la 
diligencia necesaria para prévenir el dano. 3®. Las 
personas naturales o jurîdicas, en los casos de deli­
tos cometidos en los establecimientos de su propie- 
dad, cuando por parte de los que los dirijan o admi- 
nistren o de sus dependientes o empleados se hayan in 
fringido los Reglamentos de Policla o las disposicio­
nes de la Autoridad que estuvieren relacionados con 
el hecho punible cometido. 4®. Las personas jurîdi­
cas, por los delitos cometidos por sus représentantes 
o gestores, de derecho o de hecho, con ocasiôn del de 
sempeno dê las funciones o actividades que les fueren 
encomendadas o estuvieren ejerciendo en nombre de la 
entidad. Tambiên responderân en esos casos, con sus 
bienes propios y en defecto de los de la entidad, 
quienes, formando parte de sus ôrganos directives, co 
legiada o individualmente, tuvieran obligaciôn de co- 
nocer el desarrollo de la actividad en cuya ejecuciôn 
se cometiô el delito. 5®. Las personas naturales o 
jurîdicas propietarias de éditoriales, periôdicos, re 
vistas, estaciones de radio o televisiôn o de cual- 
quier otro medio de difusiôn escrita o visual por los 
delitos cometidos utilizando los medios de que sean 
duenos, 6®. Las personas naturales o jurîdicas dedi-
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Conviens aclarar que merece la consideraciôn de "auno" to 
da persona que actûa como principal de otra; y de "maestro" 
cualquiera que ejerza la ensehanza (106); y que, al hablarse 
de "personas, entidades, organismes y empresas dedicadas a 
cualquier gênero de industrie", se estâ haciendo referencia a 
cualquier persona flsica o jurldica, debiendo quedan incluî- 
dos aqul el Estado y las entidades pûblicas (107).
  cadas a cualquier gênero de industrie o comercio por
los delitos o faltas, tanto dolosos como culposos, 
que hubiesen cometido sus empleados o dependientes en 
el desempeno de sus obligaciones o servicios. Esta 
responsabilidad serâ extensive, en las mismas condi- 
ciones, a los patronos, maestros y profesionales por 
los delitos dé igual clase que cometan sus servidores, 
disclpulos, aprendices, mandaterlos, agentes y demâs 
personas que dependan directamente de aquêllos. 7®. 
Las personas naturales o jurîdicas propietarias de ve 
hlculos, medios o instruraentos susceptibles de crear 
riesgos para terceros por los delitos o faltas cometi 
dos en la utilizaciôn de los mismos por sus dependien 
tes o représentantes. 8®. Los aseguradores que hubie 
ren asumido el riesgo de las responsabilidades pecuna 
rias derivadas del uso o explotaciôn de cualquier ob­
jeto, empresa o industriâ cuando, como consecuencià 
de un hecho previsto en es-te Côdigo, se produzca el 
evento que determine el riesgo asegurado y hasta el 
limite de la indemnizaciôn legalmente establecida o 
convenientemente pactada.
(106).- J. CORDOBA RODA y G. RODRIGUEZ MOURULLO. Ob. cit.
Pâg. 988.
(107).- En igual sentido se pronuncian: A. QUINTANO RIPOLLES.
Comentarios... Ob. cit. Pâg. 303, y J. CORDOBA RODA
y G. RODRIGUEZ MOURULLO. Ob. cit. Pâgs. 988 a 992.
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Dos requlsitos exige el articulo citado: 1®. Relaciôn
de dependencia del ejecutor del hecho con la persona que va a 
ser considerada responsable civil subsidiaria; y 2®. Que el 
acto se ejecute en el desempeno de las obligaciones o servi­
cio. Veâmoslo con mâs detenimiento.
La relaciôn de dependencia ha de ligar al responsable di­
recto, autor del delito o falta, con aquêl a quien se atribu- 
ye la responsabilidad civil secundaria, aûn cuando esta rela­
ciôn de dependencia se origine por simples acuerdos, conform! 
dad o aquiescencia (108). Es decir que en la ejecuciôn del 
acto en ouestiôn, el primero ha de depender, al menos en cier 
to grado, de la voluntad del segundo, de modo que no ha de ac 
tuar solamente segûn su propia experiencia y a su propio arbi 
trio, sino sometido, potencialmente cuando menos, a la supe­
rior direcciôn y a la posible intervenciôn del ûltimo (109)- 
Pero la jurisprudencia del Tribunal Supremo todavla ha ido 
mâs allâ, y asi, ha anadido que esta responsabllidad se esta­
blece no sôlo por consecuencià de relaciones laborales y de 
subordinaciôn o dependencia, sino tambiên cuando la actuaciôn 
ordenada o diriglda por el mandante haya sido cometida redun- 
dando en beneficio de êste, aunque sea sôlo moral o espiri- 
tual (110), como sucede en el caso de que el conductor de un 
vehlculo que carece de permise lo conduzca a peticiôn del duè 
no por hallarse indispuesto el conductor habitual (111).
(108).- STS. de 10 de Marzo de 1952, S. de la A.P. de Alican­
te de 27 de Febrero de 197 0, y S. de la A.P. de Mur- 
cia de 7 de Diciembre de 1971.
(109).- STS de 14 de Enero de 1963 y 30 de Septiembre de 
1965.
(110).- STS. de 30 de Mayo de 1964.
(111).- STS. de 15 de Febrero de 1966.
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El delito o falta ha de cometerse en el desempeno de las 
obligaciones o servicios inherentes al vînculo de dependencia
(112). ^Pero gué sucede si hay extralimitaciôn en el desempe 
no de êstas? La jurisprudencia tiene declarado que no existe 
el requisite necesario para la exigencia de responsabilidad 
civil subsidiaria (113) razôn por la que no pueden decretar- 
se consecuencias de resarcimiento, ante los actos del servi- 
dor, que estân radicalmente efectuados fuera de su misiôn o 
encargo, por realizar actuaciones diferentes de las encomen­
dadas, o por obrar en pro de empresas ajenas y en su exclusi­
ve provecho, aunque para ello usare el cargo desempenado o de 
los objetos puestos a su servicio (114). Del mismo modo se 
dijo que no habla responsabilidad civil del patrôn por los de 
litos del servidor si résulta patente que el dependiente se 
extralimitô en sus funciones u obrô fuera de las instruccio- 
nes y prohibiciones que le hiciera su mandante y no resultare 
el servicio en beneficio del principal (115). Es decir, no 
existe responsabilidad civil subsidiaria del amo o patrôn 
cuando se dan estos requlsitos: 1“. Extralimitaciôn del em-
pleado notoriamente fuera de su misiôn, encargo, obligaciôn o 
servicio o realizarse contra las ôrdenes de su mandante. 2®. 
El servicio no résulta, ni siquiera potencialmente, en benefi_ 
cio de su principal. Por no darse estas circunstancias se es^  
timô (116) que no tenla relevancia jurldica el hecho de que 
el empleado se excediese en sus atribuciones.
(112).- S- de A.P. de Alicante de 27 de Febrero de 1970.
(113).- S, de la A.P. de Teruel de 1 de Julio de 1974 y S. de
la A.P. de Zamora de 28 de Septiembre de 1977.
(114).- STS. de 25 de Mayo de 1969.
(115).- STS. de 11 de Junio de 1971.
(116).- SAP de Madrid. 13 de Diciembre de 1975, SAP de Bada- 
joz de 12 Septiembre de 1977, SAP de Burgos de 3 de 
Octubre de 1977.
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La relaciôn paterno-filial, por si sôla, es insuficiente 
para originar responsabilidad civil en contra del padre, y 
por ello no existe cuando el hijo conduce un tractor por su 
propia cuenta y sin solicitar autorizaciôn de su padre (117), 
o un automôvil propiedad de su padre, con autorizaciôn de ês­
te, pero sin hacerlo por orden y cuenta del mismo ni menos en 
virtud de ninguna clase de dependencia (118). Lo mismo se ha 
manifestado tratândose de cônyuges (119). No obstante, a ve- 
ces, la Jurisprudencia ha interpretado de otra forma la rela­
ciôn parental, basândose en que quien autorisa a su hijo, no 
puede desentenderse, en detrimento ajeno, de las consecuen­
cias lesivas de un riesgo que ël mismo puso voluntarlamente 
en juego. Si se tiene en cuenta las teorlas de responsabili­
dad objetiva, es lôgico que se considéré mâs natural que so- 
porte las consecuencias del hecho el pariente que, con su 
autorizaciôn o descuido, diô lugar a que por el autor del he­
cho se pudiera cometer êste, que no el perjudicado por la in­
fracciôn (120).
Cercano a lo anterior es el hecho de la posible responsa 
bilidad civil subsidiaria por mera relaciôn de amistad o pa- 
rentesco, cuando se cediô un vehlculo con el que se causô una 
infracciôn criminal. Se exige alguna utilidad o beneficio pa
(117).- STS 22 de Febrero de 1980.
(118).- STS. de 24 de Septiembre de 1966, S. de la A.P. de
Côrdoba de 2 de Marzo de 1970, S. de la A.P. de Avlla
de 9 de Octubre de 1974, y S. de la A.P. de Valencia 
de 13 de Junio de 1972.
(119).“ STS de 23 de Septiembre de 1965 y 30 de Noviembre de
1965.
(120).- En este sentido podemos citar; S. de la A.P. de Pam­
plona de 22 de Noviembre de 1974, S. de la A.P. de Ge 
rona de 11 de Febrero de 1976. S. de la A.P. de Gero
na de 4 de Octubre de 1977, S. de la A.P. de Huesca
de 5 de Noviembre de 1977.
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ra el cedente en unos casos (121), pero, en otros, se ha di­
cho que basta la mera utilizaciôn del vehlculo cedido (122). 
Se déclara que existe en los supuestos de comisiôn, encargo, 
encomienda, acuerdo, conformidad y aquiescencia, por crearse, 
aunque circunstancial y esporâdica, una relaciôn de orden y 
dependencia, mandate y encargo (123). Nunca se entiende que 
existe responsabilidad civil subsidiaria cuando el vehlculo 
se toma sin conocimiento de su dueno (124).
Problema que se plantea con cierta frecuencia ante nue£ 
tros Juzgados y Tribunales es el de si el propietario de un 
vehlculo alquilado es tambiên responsable civil subsidiario. 
La mayorla de la jurisprudencia se pronuncia declarândola, 
por entender que el alquiler de coches, redunda en beneficio 
del alquilador (125); pero, claro es, siempre que el uso del 
vehlculo no sea contrario a lo pactado, sin permitirse nunca 
el ejercicio anormal de las facultades de utilizaciôn cedi- 
das (126).
(121).- S. de la A.P. de Jaên de 24 de Junio de 1970, y S.
de la A.P. de Almerla de 11 de Septiembre de 1973.
(122).- S. de la A.P. de Santander de 4 de Octubre de 1972 y
S. de la A.P. de Alicante de 24 de Octubre de 1977.
(123).- STS de 13 d,e Febrero de 1978, 4 de Diciembre de 1976 
y 17 de Abril de 1973.
(124).- S. de la A.P^ de Toledo de 2 de Mayo de 1969.
(125).- STS. de 27 de Diciembre de 1967, 11 de Marzo de 1968 
y 17 de Octubre de 1968. S. de la A.P. de Jaên de 
18 de Septiembre de 1969, S. de la A.P. de Orense de 
3 de Junio de 1970 y S. de la A.P. de Avila de 16 de 
Febrero de 1973.
(126).- SS. de la A.P. de Sevilla de 4 de Julio de 1974 y 26 
de Mayo de 1976.
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En el caso de dejar un vehlculo en un taller, para*que 
sea reparado, si ocurre un accidente al probarlo un empleado 
asalariado de dicho taller, o el hijo del titular del mismo, 
se desplaza la responsabilidad civil subsidiaria al dueno 
del negocio, no correspondiendo, por tanto, al propietario 
del vehlculo (127).
6.- EXTENSION DE LA RESPONSABILIDAD CIVIL. [
i
Dice el Tribunal Supremo (128) que el efecto jurldico |
de la responsabilidad civil que con carâcter general y dogmâ I
tico prescribe el articulo 19 en relaciôn con el 101, ambos I
del Côdigo Penal, presupone no sôlo la existencia de una res [
ponsabilidad penal, sino ademâs, que como consecuencià del [
hecho motivador de êsta, haya tenido lugar la causaciôn de f
danos y perjuicios, lo que détermina, conforme al resultado |
producido, la aplicaciôn de una u otra de las très modalida- ;
des de responsabilidad civil prévistas en la ley (y que des- |
i
puês examinaremos), debiendo precisarse las bases de hecho ;
en virtud de las cuales se llega a la fijaciôn de cantidad t
sobre perjuicios de toda indole. Por todo ello podemos expo . v 
ner, siguiendo a QUINTANO RIPOLLES (129) que la extensiôn de 
la responsabilidad civil ex delicto présenta dos aspectos: [
El cuantitativo y el cualitativo, segûn que se refiera al im t
porte en que tal responsabilidad se cifre, o al tîtulo que 
la misma comprenda. El primero es de la absoluta soberanla 
del Juzgador, en cambio el segundo queda marcado por el art^ 
culo 101 del Côdigo Penal, al establecer que la responsabil^ 
dad civil comprends : 1®. La restituciôn. 2". La reaparaciôn 
del dano causado. 3°. La indemnizaciôn de perjuicios, se em 
plean los mismos têrminos que se utilizan en el art. 100 de
(127).- STS. de 5 de Octubre de 1964 y 23 de Enero de 1964,
S. de la A.P. de Madrid de 9 de Junio de 1971 y S.
de la A.P. de Valencia de 2 de Julio de 1971.
(128).- STS. de 24 de Septiembre de 1979.
(129).- A. QUINTANO RIPOLLES. Compendio  Ob. cit. Pâg.
493.
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la ley de enjuiciamiento criminal (130).
Se trata en primer lugar la restituciôn, por considerar- 
se que es la mâs sencilla y natural de las responsabilidades 
civiles (131) y tiene como funciôn especifica dejar las cosas 
como estaban; restaurar o reintegrar el "status quo ante"
(132). "Deberâ hacerse de la misma cosa, siempre que sea po­
sible, con abono de deterioros o menoscabo, a regulaciôn del 
Tribunal" (art. 102-1 C.P.). Creemos que si bien no cabe nin 
guna objeciôn a la primera parte, si se puede hacer a la se­
gunda, pues el "abono de deterioros y menoscabos" deberla en­
tender se comprendida en "la reparaciôn del dano" que después 
estudiaremos.
La devoluciôn de la cosa puede ser material, si se con­
crets a la efectiva tradiciôn, y sirabôlica, como en los casos 
de consignaciôn de llaves, remociôn de linderos, démolieiôn 
de construcciones, etc. (133).
(130).- En el Proyecto de Côdigo Penal enviado al Congreso re 
cientemente en el articulo 110 dice que la responsabi 
lidad comprends : "1®. La restituciôn. 2°. La repara­
ciôn del dano cauSado. 3®. La indemnizaciôn de perjui 
cios materiales y morales". Creemos que este ûltimo 
apartado es mueho mâs preciso que el que consta en 
nuestra legislaciôn vigente.
(131).- A. QUINTANO RIPOLLES. Comentarios... Ob. cit. Pâg. 
426.
(132).- E. GOMEZ ORBANEJA. La acciôn... Ob. cit. Pâg. 204.
(133).- En los dos ûltimos pârrafos del articulo 111 del Pro­
yecto de Côdigo Penal se dice que "en los delitos con 
tra el honor se considerarâ que la restituciôn com­
prends tambiên la reintegraciôn de la fama por medio 
de la publicaciôn de la sentencia condenatoria, a cos 
ta del condenado por taies delitos, y siempre que lo 
solicitare el ofendido o sus herederos; los directo- 
res o editores de los periôdicos en que se hubiere 
propagado un delito de aquêlla clase insertarân en 
ellos gratuitconente, dentro del término que senalen 
las leyes o, en su defecto, fije el Tribunal la satis 
facciôn o sentencia condenatoria, si se diere igual 
solicitud. La misma obligaciôn tendrân los directo- 
res o duenos de otros medios de difusiôn a travês de 
los cuales se hubiere cometido el delito.
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Cuando la cosa no se halle en poder del autor de la in­
fracciôn criminal, tambiên procédé la restituciôn, pues, se 
harâ aunque se encuentre "en poder de un tercero y êste la 
haya adquirido por un medio legal, salvo su repeticiôn con­
tra quien corresponde", pero, "esta disposiciôn no es apiica 
ble en el caso de que el tercero haya adquirido la cosa en 
forma y con los requisitos establecidos por las Leyes para 
hacerla irreivindicable" (art. 102-11 y III C.P.. Se recoge 
asI la acciôn reivindicatoria y los casos en que êsta no tie 
ne eficacia en virtud de otras normas legales (134).
La reparaciôn del dano causado "se harâ valorândose la 
entidad del dano por regulaciôn del Tribunal, atendiendo al 
precio de la cosa, siempre que fuere posible, y el de afec- 
ciôn del agraviado" (art. 103 C.P.).
"La indemnizaciôn de perjuicios materiales y morales 
comprenderâ no sôlo los que se hubieren causado al agraviado, 
sino tambiên los que se hubieren irrogado, por razôn del de­
lito, a su familia o a un tercero. Los Tribunales regularân 
el importe de esta indemnizaciôn en los mismos têrminos pro­
ven ido s para la reparaciôn del dano en el articulo précédan­
te" (art. 104 C.P.).
El legislador penal ha intentado distinguir conceptos 
que, en el Derecho moderno, son équivalentes, y parece que 
la diferencia la centra en los efectos, y en el sujeto pasi- 
vo a tener en cuenta: Con el dano habrâ reparaciôn, y se
atenderâ al precio de afecciôn del agraviado. Con la indem­
nizaciôn se abonarân perjuicios causados ademâs de al agra­
viado, a su familia o a un tercero. A pesar de ello -enten­
demos que- deben estudiarse conjuntamente, al igual que hace 
el Côdigo civil en su articulo 1.101.
(134).- Arts. 348, 349, 464, 1.955 y 1.956 del CC, y 85, 86, 
195, 320, 324 y 545 del C. de Com. entre otros.
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El Tribunal Supremo (135) ha declarado que la forma de 
hacer frente a la responsabllidad derivada de la culpa ex- 
tracontractual o aquiliana, no puede quedar, en nuestro Or­
denamiento Jurldico, al arbltrio del agente productor del 
dano, de cuyo resarcimiento se trate, ni al de las personas 
comprendIdas en el articulo 1.903 de la Ley Civil sustanti- 
va, ni, en su caso, al de las Companlas aseguradoras de es­
tas ûltimas, de forma tal que gocen de la facultad de ele- 
gir libremente entre reponer la cosa damnificada al estado 
que tenla con anterioridad al momento en que se le ocasiona 
ron sus desperfectos, o sustituirla por otra distinta y de 
condiciones anâlogas a las que sea objeto de debate, que se 
pueda adquirir de segunda mano en el mercado:
A).- Porque si bien es cierto que los verbos "indemnizar" a 
que alude entre otros muchos el articulo 1.101 de dicho Tex 
to legal, y "reparar", empleado en el articulo 1.902, res­
ponden a la misma finalidad de restablecer la situaciôn eco 
nômica y patrimonial del perjudicado, con lo que cunbos es­
tân incluldos en el concepto jurldico que la palabra indem­
nizaciôn asigna el articulo 1.106 de aquêl Côdigo, no los 
es menos que el primero de ellos constituye una forma de re 
sarcimiento del dano de mayor aunplitud y generalidad que
el segundo, cuyo significado, segûn el Diccionario Oficial 
de la Lengua, se limita a "componer, aderezar o enmendar el 
menoscabo que ha padecido una cosa".
B).- Porque, aûn cuando la cuantla de la reparaciôn del 
bien correspondiente pudiera ser superior al valor en venta 
que éste alcanzase en el momento de sobrevenir el hecho, 
ello no podria obligar al perjudicado a admitir que se le 
sustituya por otro de idênticas o similares caracterlsticas 
y estado de conservaciôn del que tenla, en lugar de proce- 
derse a su restauraciôn, no sôlo por la difIcultad de encon 
trar en el mercado otro bien de ocasiôn de semejantes cond^
(135).- STS 3 de Marzo de 1978.
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clones, por un precio justo y equitativo, y con la urgencia 
requerida para que no se resienta o entorpezca el desenvolv^ 
miento del objeto a que aquêl se dedicaba, sino taonbiên por 
los vlclos o defectos ocultos que pudiera tener el adquirido 
y la falta de seguridad en cuanto a su ulterior funcionamien 
to, aparte de la imposibilidad de calculer de antemano si el 
importe del arreglo superaria o no el de aquella adquisicidn, 
sobre todo ambos valores se aproximan senslblemente.
idn)iC) .- Porque, si se adnritiera que la indemnizaciôn por los da 
nos ocasionados en el bien correspondiente debiera reducirse 
como consecuencià de la desvalorizaciôn del mismo y al mismo 
tiempo se advirtlera que las tarifas de los seguros han 
aumentado en ese periodo de tiempo, no sôlo se llegarla a 
una conclusiôn que por absurda debe rechazarse, sino que se 
contravendriâ la norma de hermeneûtica consignada en el art^ 
culo 1.284 del Côdigo Civil y se producirla un enriquecimien 
to injusto para la aseguradora, contrario al principio gene­
ral de derecho "nemo debet lucrari ex alieno damno".
El deber de resarcimiento, no puede extenderse a todos 
los danos y perjuicios ocasionados por la infracciôn (136) y 
es susceptible de ser eliminado o reparado, en todo o en par 
te, tanto por la condena civil como, con anterioridad, por 
la prestaciôn voluntaria del obligado. Ahora bien, en el 
proceso, se deben fijar siquiera las bases de hecho que sir- 
van para hacer una fijaciôn de cantidad (137) y, para deter- 
minar êsta finalmente, deberâ atenderse a la situaciôn que 
exista, respecto a esas consecuencias o efectos, en el momen 
to de dictarse la resoluciôn judicial que establezca la res­
ponsabilidad civil (138).
(136).- J. CORDOBA RODA y G. RODRIGUEZ MOURULLO, sostienen 
que debe hacerse una interpretaciôn restrictiva so­
bre los danos y perjuicios causâlmente desencadena-
dos por la infracciôn. Ob. cit. Pâg. 952.
(137).- STS. de 8 de Octubre de 1966.
(138).- STS. de 10 de Noviembre de 1966 y 26 de Diciembre de
1966.
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Un problema Interesante es el que se plantea en relaciôn 
al concurso culposo, que si bien se suele resolver, con refe^ 
rencia a la responsabilidad penal en el sentido de considerar 
que no puede haber compensaciôn de culpas, sî se aprecia este 
en la responsabilidad civil (139).
Es importante, ante lo expuesto, adoptar una serie de me 
didas de seguridad para poder atender al resarcimiento de la 
responsabilidad civil, como despuês veremos, pero, "en el ca- 
so de que los bienes del penado no fueren bastantes para cu- 
brir todas las responsabilidades pecunarias, se satisfarân 
por el orden siguiente: 1®. La reparacidn del dano causado e
indemnizaciôn de perjuicios. 2®. La indemnizacidn al Estado 
por el importe del papel sellado y demâs gastos que se hubie- 
ren hecho por su cuenta en la causa. 3®. Las costas del acu- 
sador privado. 4®. Las demâs costas procesales, incluso las 
de la defensa del procesado, sin preferencia entre los intere 
sados. 5®. La multa. Cuando el delito hubiere sido de los 
que no pueden perseguirse a instancia de parte, se satisfarân 
las costas del acusador privado con preferencia a la indemni- 
zaciôn del Estado (art. 111 C.P.).
Finalmente diremos que la responsabilidad civil de terce 
ro no se extenders a costas y multa, es decir que s6lo le com 
prenderâ la responsabilidad civil propiamente dicha. Aqui 
puede inducir a confusidn la redacciôn de los artîculos 784, 
5® y 785, 8^ , b de la ley de enjuiciamiento criminal; pero 
-creemos que- a pesar de ello se pueden hacer las siguientes 
puntualizaciones; La multa, en cuanto pena impuesta al culpa 
ble de un delito o falta, debe ser personal y, por ello, no 
puede ser suplido su pago por persona distinta; tiene carSc- 
ter de responsabilidad pénal y caso de no ser abonada produci_ 
rS el que el condenado deba cumplir un arresto sustitutorio.
(139)-- En el Proyecto de Côdigo penal, en el artîculo 112 se 
dice que "si la vîctima hubiese contribuîdo con su 
conducta culpable a la causaciôn del dano o perjuicio 
sufrido, los Tribunales podrân moderar el importe de 
su reparaciôn o inderanizaciôn.
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Mayor problema pueden representar las costas procesales, pero 
tamblén en este caso parece que sôlamente debe responder el ■ 
condenado y que esa es la idea que tiene nuestro legislador, 
en el artlculo 108 del Cddigo Penal, al decir que "las costas 
procesales se entienden irapuestas por la ley a los criminal- 
mente responsables de todo delito o falta”; mSs clara afin es- 
tS la redaccidn del artfculo 240 de la ley de enjuiciamiento 
criminal al establecer que los autos o sentencias que pongan 
término a una causa o a cualquiera de sus incidentes pueden 
condenar al pago de las costas a los procesados; en ningün lu 
gar se menciona a los responsables civiles subsidiaries. Es­
te no obsta para que, en rauchas ocasiones, en les Juzgados, 
las entidades aseguradoras también afiancen las costas volun- 
tariamente como consecuencia de otros centrâtes que tengan 
contraldos con los presuntos culpables.
CAPITULO 3“ .-
ASEGURAMIENTO DE LA RESPONSABILIDAD CIVIL 
EN EL PROCESO PENAL.
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1.- FUNDAMENTO Y NATURALEZA.
Al tenerse conocimiento, en un Juzgado, de oficlo, o me- 
diante denuncia o querella, de un hecho que puede ser const! 
tutlvo de delito, se empieza la tramitacidn de una serie de 
actuaciones que van a durar cierto tiempo, varies meses en 
el mejor de los cases y, en ocasiones, hasta anos. Ante es­
ta realidad évidente de nuestra prâctica forense es lôgico 
que el legislador haya queride dictar unas normas dirigidah 
a intentar evitar los perjuicios a que podria dar lugar una 
insolvencia del autor, sobrevenida con posterioridad, con 
perjuicios que pueden ser irréparables tante para el Estado 
como para los ofendidos o perjudicados, «
Si se establece en una sentencia penal el deber de abo- 
nar unas cantidades, en concepto de responsabilidad civil, 
el condenado tiene que hacer frente con todos sus bienes, 
présentes y futures, en virtud de lo establecido en el art. 
1.911 del Côdigo Civil, que sienta, como dice J. CARRERAS
(140), el principle de responsabilidad patrimonial en que in 
curre cualquiera que infrinja un deber impuesto por la nor­
ma, de cualquier clase que este deber sea.
La doble significaciôn que posee en la ley de enjuicia­
miento criminal la acciôn penal, en cuanto tiende al castigo 
del culpable y al resarcimiento de los danos y perjuicios 
causados détermina otro doble y correlativo sistema de medi- 
das asegurativas o cautelares para asegurar el resultado fi­
nal del proceso penal (141). AquI s61o nos ocuparemos de
(140).- J. CARRERAS. La ejecuciÔn forzosa de los bienes de 
las Autoridades y serviciôs pûblicos. M. FENECH y
J. CARRERAS. Estudlos de Perecho Procesal. Ob. cit. 
Pâg. 547.
(141).- E. JIMENEZ ASENJO. Derecho Procesal Penal. Vol. II. 
Madrid. Pâg. 95.
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las segundas, es decir, de las que se dirigen a que, en su 
memento, puede hacerse frente a la responsabilidad civil.
Este aseguramiento s61o podrâ acordarse, en el proceso pe 
nal, cuando se dê la funciôn satisfactiva; por tanto, nada 
mâs en el caso de que junto al objeto penal se acumule la 
pretensiôn de resarcimiento de los danos producida por el he 
cho punible (142). No debe olvidarse que la responsabilidad 
civil derivada de un delito puede exigirse mediante un proce 
so civil.
Dos objetivos primordiales se han de tener con el asegu­
ramiento de la responsabilidad civil; que la cantidad garan- 
tizada sea bastante para responder de la que en su dla se 
je y haya de hacerse efectiva, y no perjudicar mâs que lo me 
ramente indispensable a la persona contra quien se dirigen 
aquellas medidas; ha de tenerse présente que, en el momento 
en que se dicta el auto acordândolas, s6lo existen indicios 
de culpabilidad de una persona, pero, mâs adelante, puede 
probarse su inocencia. Como dice REUS (143) no deja de ofre 
cer dificultad el encontrar armonla entre los dos objetivos 
citados -el hallar un medio de que la responsabilidad pecu- 
niaria quede segura y los intereses del presunto culpable e£ 
câsamente castigados-, no siendo posible determiner cosa al- 
guna con fijeza y exactitud pues la variedad de casos que en 
la prâctica se ofrecen hacen ilusorio e imposible la determi 
naciôn de reglas fijas y permanentes.
(142).- M. FENECH. Derecho Procesal Penal. Volumen 1° . 
ediciôn. Ob. cit. Pâg. 84.
(143).- E. REUS. Ley de Enjuiciamiento Criminal. Tomo I, 
Madrid 1883. Pâg. 348.
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Estamos, por tanto, ante una serie de medidas que pode- 
mos conceptuar en principio, de cautelares al tratar de pro 
teger la eficacia de una resolucidn judicial, tutelando o 
garantizando su viabilidad prâctica en el future (144) , pa­
ra lo que se limita la libertad de disposiciôn que tiene 
una persona sobre una parte de su patrimonio (145). Veamos 
este punto con mâs detenimiento, pero sin entrau: en el debate 
sobre los caractères que son necesarios para estimar si una 
medida o un proceso son cautelares, por salirse del marco 
de nuestro estudio, limitândonos por tanto a examinar si se 
cumplen los que senala la doctrina.
Destaca FONT (146) que la justicia cautelar tiene dos 
notas caracterîsticas: la instrumentalidad y la provisions
lidad. FAIREN (147), ademâs de admitir esos dos caractères 
cree que existen otros como son los de "periculum in mora", 
urgencia, alterabilidad, extinciôn a término o plazo y bre- 
vedad de procedimiento. DE MIGUEL (148) estima que se de-
(144).- J. GUASP. Derecho Procesal Civil, 






(145).- M. FENECH. Derecho Procesal Penal. Volumen 2“. Ob. 
cit. Pâg. 119.
(146).- E. FONT SERRA. Las medidas cautelares como manifes- 
taciôn de la Justicia preventiva. El sistema de me- 
didas cautelares. IX Reuniôn de Profesores de Dere 
cho Procesal de las Universidades espanolas. Pam­
plona 1974. Pâg. 143.
(147).- V. FAIREN GUILLEN. La reforma del proceso cautelar 
civil espanol. Revista de Derecho Procesal, IV.^  Oc 
tubre-Diciembre 1966. Pâgs. 49 a 56.
(148).- C. DE MIGUEL Y ALONSO. Notas sobre el proceso cau­
telar . Revista de Derecho Procesal. N^ero IV.
Octubre-Diciembre 1966. Pâgs. 91 y 92.
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ben dar las siguientes condiciones; jurisdiccionalidad, "pe 
riculum in mora", provisionalidad, sumariedad e instrumenta- 
lidad. V. HERCE (149) cita los caractères de jurisdicciona­
lidad, "periculum in mora", provisoriedad, instrumentalidad, 
discrecionalidad y "fumus boni iuris". Finalmente, GUTIE­
RREZ DE CABIEDES (150) considéra como elementos definidores 
de las medidas cautelares, su efecto asegurativo, el estar 
preordenadas a un proceso pendiente, la exhibiciôn de tîtulo, 
la homogeneidad y no identidad entre la medida cautelar y el 
Derecho sustantivo tutelado, el carâcter dispositivo, exis- 
tencia de contracautela y el levanteuniento o modificaciôn de 
las medidas.
1“. El aseguramiento de las responsabilidades civiles en el 
proceso penal tiene el carâcter de instrumentalidad al estar 
dirigido a asegurar la eficacia prâctica de la sentencia que 
en su dla se dicte. Cumple una relaciôn de servicio respec- 
to al proceso a fin de que no resuite vana la resoluciôn fi­
nal en su aspecto civil.
2®. Hay provisionalidad al tener los efectos de las medidas 
asegurativas una duraciôn temporal limitada. S6lo van a ser 
eficaces hasta que adquiera firmeza la sentencia absolutoria 
o hasta que se procéda a la ejecuciÔn, si es condenatoria. 
Por tanto, la provisionalidad se debe al fin principal perse 
guido de poder hacerse frente a los pages que se establezcan 
por responsabilidad civil.
3®. Existe "periculum in mora". La duraciôn de los trâmites 
procesales, como exponlamos anteriormente, producen el ries- 
go de que desaparezcan los bienes del patrimonio de quien ha
(149).- E. GOMEZ ORBANEJA y V. HERCE QUEMADA. Derecho Pro­
cesal Civil. Vol. 2®. Madrid 1976. Pâgs.231-232.
(150).- E. GUTIERREZ DE CABIEDES. Elementos esenciales para 
un sistema de medidas cautelares. El sistema de me- 
didas cautelares. IX ReuniÔn de Profesores. Ob. 
cit. Pâgs. 12 a 18.
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de responder no exlstiendo cantidad suflclente cuando sea ne 
cesarlo.
4®. La urgencia en la adopciôn de las medidas va ligada tam­
bién al riesgo que acabamos de mencionar. Se desprende de 
la misma regulaciôn, asî, en el artlculo 299 de la ley de en 
juiciamiento criminal, primero de los dedicados al sumario, 
se establece que deben asegurarse las responsabilidades pecu 
niarias de los delincuentes, y, mâs adelante, en el artlculo 
589, se ordena asegurar las responsabilidades pecuniarias 
cuando del sumario resulten indicios de criminalidâd contra 
una persona. No cabe duda de que si, cometido un hecho, in- 
mediatamente después, se pudieran tener todos los elementos 
necesarios para la celebraciôn de juicio y se pudiera dictar 
sentencia, siendo ésta, en el mismo momento, ejecutoria, no 
habrîa que acudir a las medidas aqui estudiadas.
5®. Mientras se cumpla el principio "rebus sic stantibus" no 
habrâ variaciôn alguna en el aseguramiento, mâs en otro caso 
se producirâ su variaciôn, de aqui el que pueda afirmarse 
que existe alterabilidad. Cuando renuncia el perjudicado a 
las posibles indemnizaciones que pudieran corresponderle, o 
se demuestre que los danos son mayores de lo calculado ante­
riormente habrâ que procéder en consecuencia. Por ello, en 
la ley de enjuiciamiento criminal, se dice que, si durante 
el curso del juicio sobrevinieren motivos bastantes para 
creer que las responsabilidades pecuniarias que en definiti­
ve puedan exigirse excederân de la cantidad prefijada para 
asegurarlas, se mandarâ por auto aunpliar la fianza o embargo 
(art. 611); también se dictarâ auto mandando reducir la fian 
za y el embargo a menor cantidad que la prefijada si résulta 
ren motivos bastantes para creer que la cantidad mandada 
afianzar es superior a las responsabilidades pecuniarias que 
en definitive pudieren imponerse al procesado (art. 612).
6®. El carâcter de extinciôn a término o plazo se da desde 
el momento en que los efectos, terminarân con la firmeza de 
la sentencia o de la resoluciôn poniendo fin al procedimien­
to. Si aquélla fuese condenatoria, las medidas cautelares
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serlan absorbldas por la ejecuc±6n, y perderîan su considéra 
ciôn anterior.
7“. El procedimiento que se sigue es sûmamente breve, pues, 
una vez dictado el auto en que se acuerden las medidas asegu 
rativas, se requiere al procesado, para que preste fianza y, 
si éste no lo hace al dla siguiente se procédé al embargo 
(art. 597 LECr.).
8°. Existe jurisdiccionalidad al ser el ôrgano jurisdiccio- 
nal que conoce del asunto principal, el que entiende también 
del aseguramiento de la responsabilidad civil. El Estado aç 
tûa por medio de sus ôrganos jurisdiccionales no dejando la 
funciôn a los ôrganos administrativos.
9®. Hay discrecionalidad, al apreciar el Juez libremente si 
se dan las circunstancias necesarias para la adopciôn de me­
didas, e incluso para senalar la cantidad que debe ser asegu 
rada.
10°. Por ûltimo, hay homogeneidad, pero no identidad entre 
las medidas adoptadas y el Derecho sustantivo. Las medidas 
para asegurar la responsabilidad civil y todo el.proceso 
principal surgen y se siguen por el mismo hecho, pero los f^ 
nés son distintos. Cuando se produzca la identidad real en­
tre el Derecho tutelado y la medida cautelar, ésta ya no se- 
râ tal, sino que se estarâ ejecutando.
No se dan los caractères que para el proceso civil se 
exigen de fumus boni iuris, régir el principio dispositivo, 
y exigirse contracautela, por las diferencias que conlleva 
el proceso penal.
No es necesario que haya "fumus boni iuris" basado en 
un documento que, "prima facie", conduzca a la adopciôn de 
la medida, al surgir la responsabilidad del mismo hecho que 
origina el procéso. Por ésto basta la existencia de la pre- 
sunciôn de culpabilidad de una persona para que se pueda
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obrar en consecuencia. PRIETO CASTRO (151) nos destaca en 
este sentido, cômo ante una demostraciôn de que hay un buen 
derecho, el Juez, aunque no haya "fumus boni iuris" no de­
be negar la medida.
No cabe duda de que en el proceso civil debe régir el 
principio dispositivo, para tutelar los intereses de los 
particulares, pero no es éste el caso del proceso penal, en 
que se quieren tutelar, ademâs los intereses pûblicos. An­
te esta realidad, podemos decir que hay una inversidn total, 
y mientras en el primero, el Juez, s61o en casos de extrema 
necesidad debe adoptar medidas por sî, pero sierapre con ca­
râcter excepcional, en el segundo el acordar el aseguramien 
to debe hacerse como norma general; s6lo dejarâ de efectuar 
se en casos excepcionales (reserva o renuncia de la acciôn 
civil).
Tampoco se debe exigir contracautela en el proceso pe­
nal, como consecuencia de que sea el propio Juez el que nor 
malmente considéré la necesidad de adoptar alguna medida 
aseguratoria.
Resumiendo, podemos decir que el aseguramiento de bie­
nes para garantizar el pago de las responsabilidades civi­
les en el proceso penal es una medida cautelar, al tener 
los caractères de instrumentalidad, provisionalidad, acor­
darse por existir "periculum in mora", urgencia, alterabil^ 
dad, extinciôn a término o a plazo, procedimiento breve, ju 
risdiccionalidad, discrecionalidad, homogeneidad y no iden­
tidad entre la medida y el Derecho sustantivo.
(151).- L. PRIETO CASTRO Y FERRANDIZ. Resultados de la II 
ReuniÔn de Profesores de Derecho Procesal. Revista 
de Derecho Procesal IV. Octufare-Diciembre 1966.
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2.- REQUISITOS DEL ASEGURAMIENTO.
A ) PERSONALES.
El aseguramiento de la responsabilidad civil se acuerda 
por el Juez que instruye el sumario o sigue las diligencias 
previas o preparatorias, segûn los casos, contra el presunto 
responsable civil de la infracciôn criminal. En los supues- 
tos en que el hecho se ha producido mediante el uso y circu- 
laciôn de vehlculos de motor, al mismo tiempo de acordarse 
medidas contra un.conductor, se adoptarân contra las entida­
des aseguradoras, o contra el Fondo Nacional de Garantie, 
cuando procéda, para asi cubrir la cantidad que se senale 
hasta el limite que corresponde al seguro obligatorio (art. 
784, 5^ . LECr.).
El aseguramiento también puede adoptarse sobre los bie­
nes del responsable civil subsidiario, pero sôlamente en el 
caso de que, los de los responsables directos, sean insufi- 
cientes.
B).- REALES.
Del cumplimiento de las obligaciones se responds con to- 
dos los bienes, présentes y futuros (art. 1.911 CC.) por lo 
que sobre todos ellos puede adoptarse las medidas que se 
acuerden en un proceso penal para garantizar el pago de las 
responsabilidades civiles.
El problema surge al senalarse la cuantia que ha de que- 
dar cubierta. iCômo se fija ésta? lA qué criterios debe 
acudir el Juez para senalarla? La ley sÔlo dice que debe 
ser "bastante" (art. 793 LECr.), sin que pueda bajar de la 
tercera parte mâs de todo el importe probable de las respon­
sabilidades pecuniarias (art. 589 LECr.). No existen, pues
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limites, mSximos- Al intentar conciliai: los intereses del 
perjudicado y del presunto responsable, no causando a éste 
excesivos maies, se deberâ tener en cuenta los danos y per­
juicios causados con el acto delictivo, pero con un crlterio 
amplio. No obstante, si durante el curso del proceso se lie 
ga a la cantidad prefijada hasta ese momento, se acordarS la 
reducciôn o ampliaclôn de la fianza o embargo, segûn los ca­
sos (arts. 611 y 612 LECr.). No podemos silenciar aqui que, 
a pesar de la regulaciôn expuesta, en la prâctica forense, 
aunque se dictan resoluciones ampliatorias, son prâcticamen- 
te desconocidas las contrarias, es decir, las dirigidas a la 
disminuciôn de la cuantia asegurada.
C).- FORMALES.
Sôlamente nos interesa examinar aqui, el momento de aco£ 
darse, forma de hacerlo y la documentaciôn y constancia pro­
cesal.
a). Momento de acordarlo.
Es necesario como hemos expuesto, que la responsabilidad 
civil quede cubierta, pero también es preciso que no se cau- 
Sen perjuicios irréparables a personas inocentes. Pero, al 
iniciarse las actuaciones procesales, no se sabe quien es de 
lincuente, y menos si éste, u otra persona en su lugar serâ 
responsable civil. Sôlamente se conocerâ con exactitud todo 
ello cuando se dicte la sentencia. El legislador, no obstan 
te, estableciô que para decretarse el procesamiento de una 
persona basta con que exista "algûn indicio racional de cri­
minal idad " contra ella (art. 384 LECr.), y continuô con el 
mismo criterio para el aseguramiento de la responsabilidad 
civil al décir que "cuando del sumario resulten indicios de 
criminalidad contra una persona se mandarâ por el Juez que 
preste fianza bastante para asegurar las responsabilidades 
pecuniarias que en definitive puedan declararse procedentes" 
(art. 589 LECr.).
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Se observa c6mo la redacciôn de ambos articules coincide 
casi literalmente; la diferencia estâ en que para el procesa 
miento se exige que el indicio sea "racional", palabra no 
mencionada para las responsabilidades civiles. No se quiso 
hacer distinciôn alguna,-segûn creemos- puesto que, tanto 
con el procedimiento como con el aseguramiento de sus bienes, 
se causan una serie de perjuicios al presunto culpable y es 
lôgico suponer que, en ambos casos, el Juez antes de dictar 
la resoluciôn que procéda harS un estudio racional, y si, 
con él, encuentra motivos suficientes para procesar también 
los encontrarâ para asegurar las responsabilidades pecunia­
rias. Por ello es prâctica corrlente en nuestros Juzgados 
que en una misma resoluciôn se acuerde el procesamiento y 
las medidas para asegurar aquellas responsabilidades. Ade­
mâs, y completando todo lo expuesto, el articule 793 de la 
ley de enjuiciamiento criminal establece que en el sumario 
de urgencia al dictarse el procesamiento "se fijarâ la cant^ 
dad en que se calcule el importe de la responsabilidad pecu- 
naria".
Mâs amplia es la expresiôn que se adopta en la regula­
ciôn del procedimiento de urgencia para determinados déli­
tes, ya que no se limita a que existan indicios de criminal^ 
dad, sino que establece que el aseguramiento de las response 
bilidades pecuniarias se harâ a las personas que pudieran ré­
sulter responsables (art. 785, 8®, b) LECr.). Si bien en un 
primer momento pudiera entenderse que se quiso decir lo mis­
mo que en los preceptos examinados -(indicios de criminali­
dad)-, entendemos que la expresiôn "que pudieran ser respon­
sables" es de mayor contenido. Siempre que hay indicios de 
criminalidad contra una persona, ésta puede resultar respon­
sable, pero no siempre ocurrirâ lo contrario. Es lôgico, 
que el legislador, situara esta norma entre las que se ocu- 
pan de los delitos de menor entidad puesto que es en los de- 
rivados del uso y circulaciôn de vehîculos de motor donde 
tiene mayor aplicaciôn. Cuando existe una colisiôn, un atro 
pello, etc., se desconoce al principio, en muchisimos casos.
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quien puede ser el culpable, pero sî se sabe generalmente 
qué conductores han partieipado y, por tanto, quienes pueden 
ser responsables. Si se espera a que haya indicios ciertos 
de criminalidad puede suceder, en muchas ocasiones,que cuan­
do se acuerde el aseguramiento sea demasiado tarde -no nos 
referimos s6lo al supuesto de una insolvencia posterior, si­
no, incluso, al elevado nûmero de accidentes en los que se , 
ven implieados, de una u otra forma, conductores extranjeros 
que, al estar de paso o turismo, van a regresar inmediatamen 
te a sus paîses de origen-.
La responsabilidad civil, como ya hemos estudiado, puede 
corresponder a quien no ha sido parte en la ejecuciÔn de los 
hechos, y también debe ser asegurada. Pero ien qué momento? 
Si acudimos a las normas del sumario ordinario se dice "cuan 
do aparezca indicada la existencia de la responsabilidad de 
un tercero con arreglo a los artîculos respectivos del Côdi­
go Penal, o por haber participado alguno por tîtulo lucrati- 
vo de los efectos del delito" (art. 615 LECr.). Es decir, 
puede acordarse que se asegure la responsabilidad civil sub- 
sidiaria al mismo tiempo que la directa, para el caso de que 
éste responsable sea insolvents total o parcial, pero es po­
sible hacerlo en otro momento. No es suficiente con el re- 
quisito anterior, pues el legislador exige peticiôn previa 
de una parte : Al regular el procedimiento ordinario se dice
"a instancia del actor civil" (art. 615 LECr.). En las nor­
mas que tratan el procedimiento de urgencia se establece que 
"el Juez, a instancia del actor civil o de oficlo" procederé 
segûn lo ordenado en..." el artîculo 615 (art. 793 LECr.).
La expresiôn del ûltimo precepto estudiado es mueho mâs am­
plia que la del anterior; en éste, al mencionarse exclusiva- 
mente al actor civil (creemos que en sentido amplio), se es­
té diciendo que es necesario que haya peticiôn del Ministe- 
rio Fiscal, del acusador particular o del actor civil en sen 
tido estricto, pero en el otro, no existe obstéculo a que se 
pueda acordar por el propio Juez, sin esperar la peticiôn de 
parte. En la prâctica forense, no se da esa diferencia.
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siendo frecuente que los Jueces acuerden la adopciôn de estas 
medidas, incluso en el procedimiento ordinario, aunque no lo 
haya pedido parte alguna. iQuê sucederîa si el responsable 
civil subsidiario, en este supuesto, formulase recurso? Que, 
aunque se accediese a lo solicitado en éste, no obtendrîa la 
parte récurrente ventaja alguna, ya que el Ministerio Fiscal, 
u otra parte interesada si la hubiere, pedirîan seguidamente 
la adopciôn de aquellas medidas, con lo que se habrîa subsana 
do el defecto.
b). Forma de acordarlo.
El aseguramiento de la responsabilidad civil en un proce- 
so penal debe acordarse en resoluciôn fundada y, por ello, en 
los artîculos 589 y 785, 8®, b, de la ley de enjuiciamiento 
criminal se exige que se décrété mediante "auto". De igual 
modo se dice que si, durante el curso del juicio, sobrevinie­
ren motivos bastantes para creer que las responsabilidades pe 
cuniarias, que en definitiva puedan exigirse, excederân de la 
cantidad prefijada para asegurarlas, se mandarâ por "auto" am 
pliar la fianza o embargo (art. 611 LECr.); también se dicta­
râ "auto", mandando reducir la fianza y el embargo a menor 
cantidad que la prefijada, si resultaren motivos bastantes pa 
ra creer que la cantidad ordenada afianzar es superior a las 
responsabilidades pecuniarias que en definitiva puedan impo­
nerse al procesado (art. 817 LECr.).
La resoluciôn, debe contener ademâs de los hechos y razo- 
nes por los que se dicta : •
1). La persona o entidad contra la que se han de adoptar las 
medidas.
2). La cuantîa que debe ser asegurada, no pudiendo bajar de 
la tercera parte mâs de todo el importe probable de las res­
ponsabilidades pecuniarias.
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3). La clase de medida que ha de exigirse o adoptarse, esto 
es, la obligaciôn de afianzar las cantidades senaladas y, pa 
ra el caso de que, en el dfa siguiente al de la notificaciôn 
del auto, no se hubiese prestado aquélla, el que se procéda 
al embargo. Creemos acertado, por razones de economia proce 
sal, el que en la ley se establezca la necesidad de que la 
fianza y el embargo subsidiario se ordenen en el mismo auto.
c). Documentaciôn y constancia procesal.
Todas las actuaciones para el aseguramiento de la respon 
sabilidad civil han de constar en pieza separada por exigir- 
lo as! la ley de enjuiciamiento criminal al decir: "Todas
las diligencias sobre fianzas y embargos se instruirân en 
pieza separada" (art. 590 LECr.); y, en el mismo sentido, 
anadir que el aseguramiento de las responsabilidades pecunia 
rias, en el procedimiento de urgencia, se formalizarân en 
pieza separada (art. 785, 8®, b, LECr.).
No nos aclara el legislador el nûmero de piezas que han 
de formarse. Se limita a exigir una para el responsable di- 
recto (art. 590 LECr.) y otra para el responsable civil sub­
sidiario al establecer que "para todo lo relativo a la res­
ponsabilidad civil de un tercero y a los incidentes a que 
diere lugar la ocupaciôn y en su dla restituciôn de cosas 
que se hallaren en su poder se formarS pieza separada, pero 
sin que por ningûn motivo se entorpezca ni suspends el curso 
de la instrucciôn (art. 619 LECr.).
La finalidad perseguida con la formaciôn de las piezas 
es la de facilitar el que cuando sea necesario, râpidamente, 
sin pêrdidas de tiempo, con un simple ojeo en ocasiones, se 
pueda apreciar lo que se quiere ver, lo que no se consegui- 
rîa si hubiese que acudir a los autos principales, formados 
por un elevado numéro de folios al integrarse con todas las 
resoluciones que se dictan y diligencias que se practican en
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el curso del proceso penal.
Creemos que,atendiendo a la finalidad expuesta,deben 
formarse tantas piezas separadas como personas o entidades 
haya contra las que se acuerden medidas de aseguramiento.
En la prâctica forense varia el nûmero de las que se forraan 
y, si bien en todos los Juzgados se forma una para la res­
ponsabilidad civil del presunto culpable y, otra mâs, cuan­
do hay responsable civil subsidiario, en algunos se hace 
una mâs cuando se exige responsabilidad civil directa a una 
entidad aseguradora o al Fondo Nacional de Garantis.
En el caso de constituîrse una administraciôn de bienes 
como consecuencia de la naturaleza de los bienes embargados 
habrâ que constituir una nueva pieza en la que se recogerân 
todas las incidencias y actuaciones, relacionadas con ella, 
que se practiquen.
Las piezas separadas se inician con testimonio de la re 
soluciôn acordando el aseguramiento de bienes, aunque no lo 
exige nuestra ley, extendido por el Secretario del Juzgado, 
por ser lôgico que, ya desde el primer folio, se pueda ver 
en ellas todo lo que se ha acordado relativo a las responsa 
bilidades civiles (no habrla inconvénients en que se inicia 
ran también por una diligencia, extendida asl mismo por el 
Secretario, y vendrla a tener un valor similar al del testi^  
monio). El auto original quedarâ en la causa para que, de 
esta forma, haya una unidad en todo el proceso y se aprecie 
exactamente en qué momento del mismo se acordô el asegura­
miento. A la pieza separada se irân uniendo todas las dili 
gencias que se extiendan y resoluciones que se acuerden, re 
lacionadas con la responsabilidad civil correspondiente, 
hasta que en su dia se alcen las fianzas o embargos o se 
abone con su importe las indemnizaciones que se fijen en 
sentencia.
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3.- MODOS DE ASEGURAMIENTO.
Para garantizar el pago de las posibles responsabilida­
des civiles, puede constituirse fianza, en cualquiera de las 
formas que luego estudiaremos y, en defecto de ello, deberâ 
procederse al embargo de bienes -lo que puede dar lugar a la 




Aparece regulada la fianza en los artîculos 1.822 y si­
guientes del Côdigo Civil, en el que no se da un concepto de 
esta instituciôn jurîdica, limitândose a establecer en el ar 
ticulo 1-822 que "por la fianza se obliga uno a pagar o cum­
plir por un tercero, en el caso de no hacerlo este". CASTAN
(152) nos dice que "en un sentido amplio, se llama fianza o 
cauciôn a cualquier garantie prestada para el cumplimiento 
de una obligaciôn; pero en un sentido estricto y técnico, 
fianza es la garantie personal que se constituye asumiendo 
un tercero el compromiso de responder del cumplimiento de la 
obligaciôn, si no la cumple el deudor principal".
En las definiciones anteriores se destaca el carâcter de 
garantis que tiene esta figura, pero no son totalmente tras- 
ladables al supuesto que nos ocupa. En el proceso penal pue 
de no haber un tercero al afianzarse el propio requerido.
Por ésto el que entendemos que la palabra fianza, como su de 
rivada "confianza", impliean la idea de seguridad sobre la 
conducta de una persona, fiada en la buena fe de su promesa; 
la fianza représenta en ûltimo extremo la garantis moral
(152).- J. CASTAN TOBENAS. Derecho Civil Espanol, Comûn y
Forai. Tomo IV. Obi cit. Pâg. 687.
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ofrecida por una persona de que en determinado momento harâ 
o se abstendrâ de hacer aquello a que se comprometiô (153).
Podemos terminer este concepto diciendo que la fianza 
para el aseguramiento de responsabilidades civiles en un 
proceso penal, es una garantîa, procesal, accesoria que tie 
ne por fin fundamental el afectar determinados bienes al po 
sible pago de cantidades que en aquel concepto se fijen en 
sentencia.
b)-- Naturaleza Jurîdica.
Algunos autores, fundados en la comunidad que debe exis 
tir entre los efectos probables del procedimiento penal, y 
teniendo en cuenta que las resultas del mismo pueden afec­
tar al reo no s6lo pecuniariamente, sino también en cuanto 
a su libertad personal, debiendo responder del delito ante 
la sociedad y ante el ofendido y dar garantîas de realiza- 
ci6n a la vez de esas diferentes responsabilidades, entien­
den que la instituciôn de la fianza dentro del enjuiciamien 
to criminal debe ser una, si bien con très fines distintos;
1°. Evitar que el perseguido en la causa pueda sustraerse a 
la acciôn de la justicia.
2°. Permitir que el procesado en aquellos casos en que no 
sea absolûtamente précisa su prisiôn, pueda disfrutar de 1^ 
bertad provisional bajo una garantîa material previamente 
establecida, a condiciôn de que no resuite ineficaz.
3°. Asegurar la efectividad de la acciôn civil y de las de­
mâs responsabilidades pecuniarias en los casos en que hubie 
re lugar a ellas; asegureimiento que se considéra indispensa
(153).- E. JIMENEZ ASENJO. Derecho Procesal Penal. Volu-
men II. Ob. cit. Pâ g . 96^ !
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ble para que no resulten defraudados los intereses pûblicos 
o los particulares (154).
o
Nosotros creemos que mâs bien estamos ante très clases 
distintas de fianzas, que se distinguen por su funciôn. La 
primera lleva consigo el autorizar a un presunto autor de 
una infracciôn criminal el ausentarse a un pals extranjero. 
La segunda el asegurar que el imputado acudirâ a la presen- 
cia judicial cuando sea citado, o cuando deba hacerlo -asl 
puede estar obligado a comparecer ante el Juzgado por una 
obligaciôn apud acta- (155). La fianza que aqui nos ocupa, 
la tercera, como dice FENECH (156) , se exige y constituye 
para garantizar el pago de las llamadas costas procesales
(154).- E. AGUILERA DE PAZ. Comentarios a la ley de enjui- 
ciamiento criminal. 2^ ediciôn. Tomo IV. Madrid 
1924. Pâg. 361.
(155).- Dice HERCE que existe diferencia entre la fianza co 
mo garantîa en la libertad provisional (fianza car- 
celaria), que tiene por finalidad asegurar la pre- 
sencia del procesado cuando fuere llamado por el 
Juez o Tribunal que conozca la causa, y la fianza 
en el aspecto de medida cautelar (iudicatum solvi) 
que tiene por objeto asegurar todas las responsabi­
lidades pecuniarias que en definitiva puedan decla­
rarse. La primera si no se constituye, détermina 
la prisiôn provisional del inculpado; la segunda, 
caso de no prestarse, provoca el embargo de los bie 
nés del inculpado y del responsable civil en su ca­
so. E. GOMEZ ORBANEJA y V. HERCE QUEMADA. Derecho 
Procesal Penal. Ob. cit. Pâg. 190.
(156).- M. FENECH. Derecho Procesal Penal. Volumen II. 
Ob. cit. Pâg. 159.
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y el resarcimiento de los danos causados por el delito, que 
alcanza, como sabemos, a la restituciôn de la cosa, la repa 
raciôn del dano y la indemnizaciôn de perjuicios. También 
podria entenderse que cubre la cantidad que pueda senalarse 
en concepto de multa, pero aqui vamos a prescindir de este 
supuesto. Podemos destacar, por tanto, en esta fianza los 
siguientes caractères ;(157)
1°. Es procesal, porque se constituye mediante una actua- 
ciôn compleja y natural del Juez o Tribunal que la exige, 
de la parte que la constituye y del Secretario que la docu­
menta o légitima.
2°. Es accesoria puesto que su virtualidad estâ sujeta a la 
acciôn principal que es la penal, en este proceso. Si se 
déclara la insolvencia o se acuerda el archive o sobresi- 
miento libre de la causa, habrâ que cancelar las fianzas 
que se hubieren constituldo.
3°. Es un acto de garantie, por cuanto se sujetan détermina 
dos bienes al pago eventual de las responsabilidades econô- 
micas.
4°. Es de afecciôn de determinados bienes sobre los que se 
constituye el aseguramiento.
5°. Cubre las costas y demâs responsabilidades civiles del 
inculpado (158).
(157).- E. JIMENEZ ASENJO, cree que en la fianza se dan los 
caractères de ser un acto procesal, accesoria, sub- 
sidiaria, de garantîa, y afecciôn actual o poten- 
cial de determinados bienes. Derecho Procesal Pe­
nal. Ob. cit. Pâgs. 97 y 98.
(158).- R. DE ARMAS Y SAEZ y A. DOMINGUEZ ALFONSO, dicen 
que las responsabilidades pecuniarias cubiertas por 
fianza con arreglo al art. 589 de la LECr. son: 1®. 
La cantidad que en concepto de multa senale el Côd^ 
go al delito que se presume. 2®. La cantidad en 
que debà evaluarse el dano o perjuicio causado aûn
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6°, Debe ser sufIciente, declarSndose asl por medio de auto, 
contra el que dabe interponer recurso de apelaciôn (art. 596 
LECr.).
La fianza que estamos estudiando, es, en definitiva una 
cauciôn procesal, al darse los requisitos necesarios para 
ello como son (159) el constituir medios de garantie, im- 
puestos por el Juzgado cumpliendo el mandate de la ley -"se 
mandarâ por el Juez" art. 589 LECr.-, siendo el sujeto obli 
gado una de las partes -el inculpado- o un tercero -respon­
sable directe objetivo o responsable subsidiario-, consis- 
tiendo su objeto un derecho obligacional o real (segûn la 
clase de fianza que mâs adelante estudiaremos), y teniendo 
una finalidad ûnica como es el abono de la responsabilidad 
de tipo pecuniario.
c).- Clases de Fianza.
De entre las diversas clasificaciones de fianza que pue 
den practicarse nos limitaremos a examinar la que se hace 
en nuestra legislaciôn procesal penal para garantizar las 
responsabilidades civiles.
Al publicarse la ley de enjuiciamiento criminal, se es­
tableciô en ella que "la fianza podrâ ser personal, pignora 
ticia o hipotecaria" (art. 591-1). Pero las exigencias de
  no restituida u ocupada. 3 . El importe a que pru
dencialmente debe suponerse ascenderân las costas. 
Prâctica del nuevo enjuiciamiento criminal, 1® par­
te. Madrid 1882.
(159).- J. TOME PAüLE. Teorîa general de las cauciones 
procesales. REvista de Derecho Procesal. Pâgs.
102 a 104. *
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la vida moderna, con el desarrollo de la técnica y el eleva­
do porcentaje de incremento de los delitos de vehîculos de 
motor que se van produciendo en.las ûltimas dêcadas (160) , 
motivaron que, al modificarse determinados artîculos de aque 
lia ley por otra de 8 de Abril de 1967, se dijera que, en 
los procesos de urgencia, "las fianzas que se exijan para 
asegurar las responsabilidades pecuniarias, incluso costas, 
podrân constituirse conforme a lo establecido en el artîculo 
591 de esta Ley -es decir, en cualquiera de las clases antes 
citadas- y, ademâs, mediante el depôsito del metâlico en la 
Mesa del Juzgado o por garantîa bancaria o de la entidad en 
que tenga asegurada la responsabilidad civil la persona con­
tra quien se dirija la medida" (art. 784, 5^-1); se diô asi- 
mismo una norma regulando la fianza pignorâtica prestada en 
una causa por una empresa que explote serviciôs estatifica- 
dos (art. 784, 6®).
Por todo ello, estudiaremos las fianzas dividiêndolas en 
dos apartados: 1®. ’ Las que pueden prestarse en cualquier
clase de proceso penal. 2®. Las que se pueden constituir en 
los procesos de urgencia.
(160).- Segûn las Memorias de las Fiscalîas del Tribunal Su­
premo, los delitos del automôvil, representaron en 
1950, el 5,10 por ciento del total, en 1956 el 13,40 
por ciento, y en 1967 el 40,60 por ciento, -en este 
ûltimo ano hubo 87.677 causas por vehîculos de motor 
de un total de 215.657 asuntos pénales-.
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a').- Fianzas que pueden prestarse en cualquier clase de 
de proceso penal.
Segûn el artlculo 591 de la Ley de enjuiciamiento crimi­
nal la fianza puede ser: personal, pignoraticia e hipoteca­
ria.
1).- Fianza personal.
Se entiende por fianza personal la obligaciôn que cen­
tras una persona, extrada al proceso y al hecho enjuiciado, 
de abonar las cantidades que se senalen en la sentencia, en 
concepto de responsabilidad civil, para el caso de que no 
las pague el condenado a ello. Su caracterîstica principal 
estâ en el hecho de que una tercera persona, afecte sus bie­
nes hasta una deterrainada cantidad. La regulaciôn de esta 
materia en la ley de enjuiciamiento criminal, fué, en su mo­
mento, a juicio de diverses autores como REUS (161) y AGUILE 
RA (162), una forma de buscar mâs la garantîa por medio de 
alguna de las otras clases de aseguramiento, que por esta 
clase de fianza y, para ello, se la pusieron poderosas tra- 
bas.
Para ser fiador personal se requiere:
1“. Ser espanol.
2“. Observar buena conducta.
3°. Estar avecindado dentro del territorio del Tribunal.
4®. Tener el pleno goce de los derechos civiles y politicos.
(161).- E. REUS. Ob. cit. Pâg. 350.
(162).- E. AGUILERA DE PAZ. Ob. cit. Pâg. 380.
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5°. Venir pagando con très de anticipaciôn una contribuciôn 
que, a juicio del instructor, corresponds a la propiedad de 
bienes o al ejercicio de industrie, suficientes para acredi 
tar su arraigo y su solvencia para el pago de las responsa­
bilidades que eventualmente puedan exigirse.
5®. No ser fiador de otro, salvo que esté cancelada la pri­
mera fianza o tenga, a juicio del Juez o Tribunal, responsa 
bilidad notoria para ambas (Art. 592 LECr.).
Varias cuestiones pueden plantearse sobre los requisi­
tos que acabeunos de ci tar, como son: Si puede ser fiador
personal una persona jurîdica o ha de serlo una persona in­
dividual, criterio para entender suficientes los bienes, y 
qué se entiende por fiador de otro.
Al exigirse que se observe buena conducta, parece claro 
que el legislador pensô sôlamente en las personas fisicas, 
lo que se refuerza al tener que estar en el pleno goce de 
los derechos civiles y politicos. No pueden ser fiadores 
personales, por tanto, las personas jurldicas. Forzando la 
interpretaciôn del artlculo estudiado, podria llegar a de- 
cirse que los requisitos citados como segundo y cuarto debe 
rian referirse al gerente o legal représentante de una enti 
dad, con lo que quedarla subsanada la dificultad; pero -se­
gûn entendemos- hay que distinguir la personalidad de una 
sociedad y la de la persona que esté al frente de su geren- 
cia o representaciôn, y, por ello, ésta, como tal particu­
lar puede ser fiador personal, pero nunca aquélla (163).
La ley de 14 de Abril de 1955, que modified diverses ar 
ticulos de la ley de enjuiciamiento criminal, reformô los
(163).- En igual sentido se pronuncia A. MAJADA. Ob. cit. 
Pâg. 1.289.
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requisitos necesarlos, relacionados con la contribuciôn. En 
la redaccidn anterior se decfa claramente la cantldad que de 
bla pagarse por este concepto tributarlo, mSs al establecer- 
se un tipo Igual para todos los casos, sin tener en cuenta 
las circunstancias dlverteas de las distintas localidades, se 
originaban muchos problemas, de ahl la modificacidn, y el 
que se deje al arbitrio del Instructor, la determinacidn de 
la suficiencla o Insuficiencia. Ahora no existe una regia 
que obligue, por lo que podrân tenerse en cuenta, junto a la 
cantidad que se pague por contribucidn, rdstica o urbana, la 
naturaleza de los bienes, lugar en que se ertcuentren, facil^ 
dad de realizaciôn, etc.
Cuando se exige no ser fiador de otro, no se aclara mâs, 
y êsto nos lleva a buscar la interpretaciôn que quiso dar el 
legislador. iSe hace referenda a cualquier clase de fian- 
za? iSe estS. hablando de "otro inculpado" o de otra persona 
cualquiera? Creemos que se estâ haciendo referenda a otra 
fianza personal, pùes de ser pignoraticia o hipotecaria, ya 
habrîan quedado afectados unos bienes determinados. En la 
fianza estudiada se responde con todos los bienes del fiador, 
con lo que la situacidn es diferente; Se pretende que haya 
eleraentos suficientes para hacer en su dîa el pago, no obs­
tante, al no estar identificados aquêllos, en el supuesto de 
tenerse que hacer frente a las responsabilidades de varias 
fianzas, podrla suceder que el aseguramiento de las ûltimas 
resultare ilusorio.
Dice AGUILERA DE PAZ (164) que,del espiritu de la dispo- 
sicidn que régula esta materia, se deduce que la intenciôn 
del legislador fuê preceptuar que no pudiera ser fiador per­
sonal de un procesado el que a la sazôn fuere fiador perso­
nal de otro procesado tarabiên o lo hubiere sido mientras no
(164).- E. AGUILERA DE PAZ. Ob. cit. Pâg. 382.
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estuvxere cancelada dicha fianza. No obstante -nosotros cree 
mos que- si el legislador hubiera querido dar aquélla inter- 
pretacidn habrfa redactado el articulo de otra forma. Es mâs 
si hacemos un estudio detenido del articulo 592 de la ley de 
enjuiciamiento criminal, en ningûn lugar se observa que se ha 
ble de procesado, por lo que una interpretaciôn gramatical 
nunca nos llevarla a entender que se le hubiera tenido presen 
te al hablarse del fiador que "sea o hubiese sido de otro".
Si tenemos en cuenta el espiritu de toda esta normativa y la 
intenciôn de establecer la seguridad de que la garantie, que 
se constituye con la fianza, tendrâ plena eficacia en su mo- 
mento, no se puede suponer que se haya querido decir "fiador 
de otro procesado". La fianza resultarla ineficaz, tanto si 
el fiador se ve privado de sus bienes al garantizar a un in­
culpado, como si se debe a haber afianzado a cualquier otra 
persona. De todas formas se deja a juicio del Juez o Tribu­
nal, el apreciar si se tienen bienes suficientes para poder 
ser fiador personal de mâs de una fianza.
El criterio restrictive contra las fianzas personales se 
mantuvo con el Decreto de 6 de Noviembre de 1933 a través del 
cual se pretendiô contrôler a estos fiadores, estableciêndose 
lo siguiente;
"Las Secretarlas de Gobierno de las Audiencias Territoria 
les y las de las Provinciales que no se ha11en unidas a una 
Territorial, llevarân un registre de todas las personas que 
hubieran prestado fianza personal para responder de la liber- 
tad provisional de los procesados a quienes hubiere concedido 
ese bénéficié cualquiera de las Secciones de la respective 
Audiencia Provincial o cualquiera de los Juzgados de Instruc- 
ciôn del partido que corresponde a la capitalidad de la pro- 
vincia. Las Secretaries de Gobierno de los Juzgados decanos 
de los restantes partidos judiciales donde exista mâs de un 
Juzgados de Primera Instancia e Instrucciôn, llevarân un re­
gistre de todas las personas que hubieren prestado fianza per 
sonal a quienes hubiere dispensado tal bénéficie cualquiera
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de los Jueces del respective partido Judicial. Estos regis­
tres se hallarân bajo la inmediata inspecciôn de los respec­
tives Jueces y Présidentes" (art. 1).
Sôlamente se cita a los fiadores personales para respon­
der de la libertad provisional de los procesados, pero a pe- 
sar de elle creemos que debe extenderse a cualquier clase de 
aquellos fiadores para que cumpla los verdaderos fines pre- 
tendidos. De esta forma tendrîa plena eficacia el requisite 
que se establece en la raisma disposiciôn de que "antes de ad 
mitir como fiador personal a quien con tal carâcter se haya 
ofrecido" se le exigirâ la presentaciôn de una certificaciôn 
expedida con relaciôn al registro de fiadores personales 
(art, 3).
"Cuando se declare bastante la fianza personal, se fija- 
râ tambiên la cantidad de que el fiador ha de responder"
(art. 592-11 LECr.). Algûn sector doctrinal (165), cree que 
esta disposiciôn legal no es acertada, toda vez que se dice, 
en el articulo 589 de la misma ley, que la fianza no podrâ 
bajar nunca de la tercera parte mâs de todo el importe proba 
ble de la responsabilidad pecuniaria y parece haber un crite 
rio diverse en este caso, lo que nos llevarla a exigir una 
cantidad determinada cuando la fianza se preste por el mismo 
procesado y otra cuando lo es por un extrano. Nosotros en- 
tendemos que hay que ver los dos articules conJùntamente, es 
decir, mediante una interpretaciôn sistemâtica, en el senti- 
do de que no dicen cosas distintas, sine complementarias.
Con los dos articules, 589 y 592, se persigue el mismo fin, 
el aseguramiento de las responsabilidades, por lo que no se 
puede querer una cosa en un lugar y otra en el segundo; la 
cantidad que- se fijarâ en virtud de lo establecido en el ûl- 
timo articulo citado, serâ,por tanto, la que determine el 
Juez, quien deberâ tener présente que no podrâ bajar nunca 
del limite indicado con arreglo al primero.
(165).- E. REUS. Ob. cit. P â g . 352
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Al no regularse totalmente la materia reLativa a esta 
fianza en la ley de enjuiciamiento criminal, habrS que acu- 
dir supletoriamente a lo que se establece en el tîtulo XV 
del libre IV del Côdîgo Civil (arts. 1.822 a 1.856).
Las dificultades y restricciones que se establecen por 
las norraas vigentes, y las que plantean los Juzgados y Tri- 
bunales motivan el que en la prâctica forense no sea fre- 
cuente el acudir a este medio de garantis.
2).- Fianza pignoraticia.
Consiste en la entrega de metâlico, o de otros bienes y 
valores, para garantizar el pago de las responsabilidades 
senaladas. Segûn la clase de objetos entregados deben ado£ 
tarse diferentes clases de medidas con ellos.
El articulo 591, en su pârrafo 2°, de la ley de enjui­
ciamiento criminal empieza diciendo "podrâ constituirse en 
,metâlico o..." -segûn creemos- por ser éste, el bien con 
que mâs fâcilmente podrâ abonarse, en su dia, la responsab^ 
lidad que se senale en sentencia. Serâ necesario que se en 
tregue y deposite "en el establecimiento destinado al efec- 
to", es decir, en la Caja General de Depôsitos, que extende 
râ el oportuno resguardo que deberâ ser entregado en el Ju£ 
gado (166).
En segundo lugar se dice que podrâ constituirse "en 
efectos pûblicos". Se recoge, por tanto, los bienes que, 
después del metâlico, se consideran de mâs fâcil realiza-
(166).- Cada resguardo de la Caja General de Depôsitos, se 
registre en los Juzgados, en el libro expresamente 
llevado para ello, con numeraciôn correlativa que 
empieza el dîa 1 de Enero de cada ano, y queda en 
poder del Secretario tras extender un testimonio 
que se unirâ a la pieza correspondiente.
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ci6n; mSs, se exige que se tenga en cuenta "el precio de co 
tizaciôn". No dice la ley como ha de conocerse éste, pero 
si se tiene en cuenta en el sumario ordinario el articulo 
594 de la ley procesal penal, en relaciôn con el articulo 
1.482 de la ley de enjuiciamiento civil, parece que deberâ 
acudirse al dictamen que hagan dos Agentes de Cambio y Boi­
sa , y donde no los hubiere al de dos Corredores de Comer- 
cio. No obstante, la lôgica indica que deberia bastar un 
sôlo Agente o Corredor. A pesar de los términos en que se 
expresa el articulo 594 citado, y éste es el criterio que 
puede seguirse en los procesos de urgencia al ser posible 
prestar el informe pericial por un sôlo perito cuando el 
Juez lo considéré suficiente (art. 785, 7®. LECr.), la ré­
gla no puede entenderse absolute e invariable, pues aunque 
tiene aplicaciôn en la raayoria de los casos, hay, algunos 
efectos pûblicos que, por su especial carâcter o por las 
normas que regulan su emisiôn, tiene que ser admitidos para 
el efecto de constituir fianza por su "valor nominal" (167). 
Finalnente, estos efectos también deberân ser depositados 
en la Caja General de Depôsitos (168). Se considéra que lo 
principal es la garantis perseguida, y de ahi el que los 
efectos pueden ser del procesado o de otra persona (art. 
591-11 LECr.).
(167).- En este sentido se expresan M. FENECH, en Derecho 
Procesal Penal. Volumen II. Ob. cit. Pâg. 145, 
al referirse a los efectos pûblicos consistentes en 
titulos de la Deuda amortizable del Estado, en vir­
tud de RD. 19 de Mayo 1900 y L.26 de Junio de 1908, 
y E. AGUILERA DE PAZ, Ob. cit. Pâg. 374.
(168).- Ver nota 166.
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"Serân también admisibles", "las acciones y obligaciones 
de ferrocarriles y obras pûblicas, y demâs valores mercanti­
les e industriales" (art. 591-III LECr.) que cumplan lôs si- 
guientes requisitos:
1®. Que el Juez o Tribunal los estime admisibles a su juicio, 
sin que exista limitaciôn alguna a esa apreciaciôn.
2®. Que su cotizaciôn en Boisa hâya sido debldamente autori- 
zada. La forma de saber su precio de cotizaciôn como del de 
pôsito de los valores se debe régir por los mismos criterios 
que hemos expuesto para los efectos pûblicos.
Finalmente, se adroite que se pueden constituir "fianzas 
sobre prendas que consistan en cualesquiera otros bienes 
muebles" exigiéndose:
1®. Que el Juez o Tribunal, al igual que en el caso anterior 
los estime admisibles a su juicio; (art. 591-IV LECr.).
2®. Que los bienes sean tasados por dos peritos nombrados 
por el Juez instructor o Tribunal que conozca de la causa 
(art. 594 LECr.) -puede bastar uno en los procesos de urgen­
cia (art. 785, 7^ LECr.)-, y que se depositen, segûn su cla­
se, de la manera prescrite en los artlculos 600 y 601 de la 
Ley de enjuiciamiento criminal, lo cuâl examinaremos con de- 
tenimiento al estudiar el embargo (169).
No es obligatorio, ni détermina preferencia alguna, el 
orden que establece la ley y que hemos seguido en nuestra ex 
posiciôn. Algûn autor, atendiendo al espiritu del precepto, 
cree que debe seguirse aquél y se funda en dos razones para 
estimarlo asî:
(169).- Pâgs. 129 a 136.
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1). En las dificultades que, en la prâctica, llevan consigo 
las fianzas sobre prendas. 2). En que, no limitando la 
fianza la administraciôn y disfrute de los bienes en que es 
tuviere constitufda, sino tan sôlo su enajenaciôn, pueden, 
sin embargo, hacerse deëaparecer. Résulta, por todo ello, 
mucho mâs segura, y fâcilmente realizable, si se presta si- 
guiendo aquêl orden (170).
3).- Fianza hipotecaria.
Es la que se lleva a cabo afectando bienes hipotecables 
siguiendo las normas que se establecen en el ordenamiento 
positive hipotecarlo. Puede constituirse en dos manerass 
1). Por escritura pûblica. 2). Por acta que extiende el Se 
cretario del Juzgado o Tribunal (apud acta).
En el primer caso, hay que tener en cuenta, para la 
constituciôn de hipoteca, que ésta debe ser inscrite en el 
Registro de la Propiedad segûn lo establecido en el articu­
le 145 de la ley hipotecaria en relaciôn con el articulo 
1.875 pârrafo 1°, del Côdigo Civil.
Si la fianza hipotecaria se constituye "apud acta", tam 
bién se deberâ inscribir en el Registro de la Propiedad 
(art. 595 LECr.), pero para ello se librarâ un mandamiento, 
por duplicado, dirigido al Registro de la Propiedad, donde 
serâ achivado uno de los ejemplares y el otro se devolverâ 
al Juzgado o Tribunal, con diligencia acreditativa de la 
inscripciôn, a fin de que se una a la pieza oportuna (171) . 
El hecho de haberse previsto la posibilidad de constituirse 
esta forma de fianza, sin escritura pûblica, responde al 
propôsito de dar facilidades, prescindiendo de dilaciones y 
formalismes que pudieran dificultarla.
(170).- E. AGUILERA DE PAZ. Ob. cit. Pâg. 375.
(171).- En el articulo 595 de la ley de enjuiciamiento cri­
minal simplemente.se dice que se librarâ mandamien­
to para su inscripciôn en él Registro de la Propie­
dad, y devuelto éste por el Registrador se unirâ a 
la causa.
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Los bienes que queden afectos por esta clase de fianza, 
serân tasados por dos peritos -pudiendo bastar uno para los 
procesos de urgencia (art. 785-73 LECr.)-, nombrados por el 
Juez instructor o Tribunal que conozca de la causa, y debien 
do ser examinados los titulos de propiedad relatives a las 
fIncas por el Ninisterio Fiscal (art. 594 LECr.).
Es de destacar que "la fianza hipotecaria podrâ susti- 
tuirse por otra en metâlico, efectos pûblicos, o valores y 
demâs muebles de los enumerados en el articulo 591 de la ley 
de enjuiciamiento criminal en la siguiente proporciôn: el
valor de los bienes de la hipoteca serâ doble que el del me­
tâlico senalado para la fianza, y una cuarta parte mâs que 
éste el de los efebtos o valores al precio de cotizaciôn. Si 
la sustituciôn se hi^ ciere por cualesquiera otros muebles da­
dos en prenda, deberâ ser el valor de éstos doble que el de 
la fianza constituida en metâlico". (art. 593 LECr.).
Haclan notar ARllAS y DOMINGUEZ (172)que el pârrafo ûlti- 
mo no contiene expretiôn clara del pensamiento del legisla­
dor, pues pudiera creerse que se autoriza o supone autoriza- 
da la sustituciôn de la fianza en metâlico por la de otros 
muebles. Por el contrario, dado el sentido general del art^ 
culo y la razôn fundamental de sus preceptos, lo que dispone 
es que la sustituciôn de la fianza hipotecaria por otros mue 
bles distintos de los expresados, se harâ por el doble valor 
que si se sustituyese por metâlico.
La fianza hipotecaria indudâbleraente lleva consigo mayo- 
res gastos que la fianza en metâlico, o en otros bienes de 
mâs fâcil realizaciôn, por eso es lôgico que el cômputo que 
establece la ley sobre el valor de los bienes, varie segûn 
la naturaleza de éstos.
(172).- R. DE ARMAS Y SAENZ y A. DOMINGUEZ ALFONSO. Ob. 
cit. Pâg. 380.
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No dice la ley én quê momento se puede hacer la sustitu­
ciôn de la fianza hipotecaria y algunos autores (173) se han 
pronunciado en el sentido de que la sustituciôn habrâ de ha­
cerse antes de llegar a constituirse, presentando la que me- 
jor cuadre al procesado o persona que por él la prestase. 
Después de presentada, y aûn después de constituida, también 
podrâ hacerse la sustituciôn siempre que intereses légitimes 
la justifiquen a juicio del Juez, ya que desaparece el dere­
cho absolute de la opciôn desde el momento que, por la pre- 
sentaciôn de la fianza, media ya un contrato consencual al 
que sôlo falta ser solemnizado mediante ciertos requisitos o 
condiciones légales. Al no haberse puesto limitaciôn alguna 
por el legislador, y ser perjudicial, al fiador, interpreter 
se en el sentido expuesto el articulo estudiado, debe tener- 
se otro criterio -segûn nosotros creemos-, esto es, se enten 
derâ que la sustituciôn puede hacerse en cualquier momento 
ya que eso bénéficia a dieho fiador y no causa perjuicio al- 
guno al seguir asegurados los intereses légitimés que se ga- 
rantizan (174).
b').- Fianzas que se pueden constituir en los procesos 
de urgencia.
Ademâs de las fianzas estudiadas anteriormente, regula- 
das en el articulo 591 de la ley de enjuiciamiento criminal, 
cabe senalar las siguientes formas de afianzar: 1). Median­
te el depôsito del metâlico en la Mesa del Juzgado. 2). Por 
garantia bancaria o de entidad aseguradora o del Fondo Nacio 
nal de Garantia, en su caso. 3). Pignoraticia prestada en 
una causa por una empresa que explote servicios estatifica­
dos , provincializados o municipalizados.
(173).- R. DE ARMAS y A. DOMINGUEZ ALFONSO. Ob. cit. Pâg. 
381.
(174).- En el mismo sentido se pronuncia E. AGUILERA DE PAZ 
Ob. cit. Pâg. 387.
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Es de destacar que los informes periciales que se pres- 
ten, para el avalûo de bienes de cualquier clase de fianza, 
pueden ser prestados por un sôlo perito (arts. 785, 7® y 
800, 2^  de la LECr.). Tambiên tiene importancia el hecho de 
que el Juez pueda acordar la interveneiôn inmediata del veh^ 
culo y la retenciôn del permiso de circulaciôn del mismo por 
el tiempo indispensable, cuando fuere necesario, para asegu- 
rar las responsabilidades pecuniarias, en tanto no conste 
acreditada la solvencia del encartado o del tercero response 
ble civil (art. 785, 8^ , c, de la LECr-).
1).- Mediante depôsito del metâlico en la Mesa del 
Juzgado.
Esta fianza es una variedad de la fianza pignoraticia en 
metâlico, residiendo la diferencia fundamental, en que se 
constituye en el propio Juzgado, y no en la Caja General de 
Depôsitos, en principio.
Estâ recogida esta modalidad en el articulo 784, 5^  de 
la ley de enjuiciamiento criminal; pero los trâmites poste- 
riores que han de seguirse con el dinero depositado quedaron 
regulados por el Decreto 2.472/1.971 de 14 de Octubre y las 
Ordenes de 23 de Noviembre y 21 de Diciembre de 1971, en las 
que se dictaron normas complementarias.
Una vez depositado el metâlico en el Juzgado, y tras dar 
cuenta el Secretario, el Juez debe acordar el ingreso del d^ 
nero que puede hacerse directamente en la Caja General de De 
pôsitos; pero, con objeto de evitar movimientos materiales 
de metâlico, desplazâmientos no necesarios de personas, en 
el Decreto citado se establece otra forma, segûn dice la Ex- 
posiciôn de Motives "utilizando instrumentes de eficacia ya 
comprobada en el âmbito de la gestiôn de la Tesoreria del Es 
tado". Para ello se ordena que cada Organo Jurisdiccional 
deberâ tener abierta en entidad bancaria de su localidad ins 
crita en el Registro Central de Bancos y Banqueros, o en Ca-
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ja de Ahorros dependiente del Banco de Espana, una cuenta 
que llevarâ el nombre del ôrgano en cuestiôn, adicionado con 
la denominaciôn de "Cuenta de Depôsitos y Consignaciones en 
la Caja de Depôsitos" (art. 2-1).
El metâlico consignado en el Juzgado, se ingresarâ en la
cuenta bancaria mencionada anteriormente, por persona que
présente el mandate judicial, especificândose el importe y 
el asunto que lo motivÔ (art. 2-1). El documente bancario 
acreditativo del ingreso serâ conservado por el Secretario 
del Juzgado que lo practique para unirlo al resguardo del De
pôsito Judicial tan pronto lo reciba (art. 3 Orden 23 de No­
viembre de 1971).
Se establecîa que las cantidades ingresadas serîan trans 
feridas simultâneamente a dicho ingreso a una cuenta corrien 
te ûnica para cada provincia, abierta en la sucursal del Ban 
co de Espana en la capital de la provincia o en la central 
del Banco de Espana, en Madrid, con carâcter restringido y 
bajo la denominaciôn "Tesoro Pûblico. Cuenta restringida de 
depôsitos y consignaciones judiciales" (art. 2-2). La lite- 
ralidad de la norma parecla Indicar que la transferencia de- 
bla ser hecha por la propia entidad receptora del ingreso; 
no obstante la Orden de 21 de Diciembre aclarô las dudas al 
decir que el mandate debfa ser dado por el propio Organo Ju­
risdiccional (art. 2-II).
El Banco de Espana debe comunicar diariamente a la Caja 
General de Depôsitos las transferencias recibidas, mediante 
relaciôn duplicada, en la que consignarâ los siguientes da­
tes: fecha de recepciôn de la transferencia en el Banco de
Espana, Entidad transférante, localidad de procedencia, Orga 
nismo jurisdiccional, nûmero de procedimiento e importe(art. 
2-II Orden de 21 de Diciembre).
Las oficinas de la Caja General de Depôsitos sentarân 
diariamente, en un libro de cuenta corriente dedicado a es-
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tos efectos, las comunicaclones de transferencias recibidas. 
flensualmente, por dichas dependencias se expedirân los manda 
mientos de ingreso y pago procédantes para transferir el sal 
do que ofrezca en el balance de la Caja, el concepto de "Te­
soro Pûblico. Cuenta registrada de depôsitos y consignacio­
nes judiciales" a la cuenta de "Tesoro Pûblico. Cuenta de 
suplementos", mediante talones de cuenta corriente nominati­
ves a favor del Tesoro Pûblico y cruzados al Banco de Espa­
na, que serân autorizados con las firmas del Administrador 
de la Tesoreria del Estado y de la Caja General de Depôsitos 
o Delegado de Hacienda, Interventor y Cajero. En la Central, 
dicha transferencia se verificarâ a la "Cuenta del Tesoro 
por operaciones de la Caja Central de Depôsitos". Las Sueur 
sales, cuyo volumen de operaciones asi lo aconsejare, podrân 
constituir los depôsitos por talôn de cargo directamente en 
la Secciôn de Caja, mediante la expediciôn del correspondien 
te talôn contra la cuenta "Tesoro Pûblico. Cuenta restringi 
da de depôsitos y consignaciones judiciales". En tal caso 
no serâ précisa la utilizaciôn del concepto abierto en el ba 
lance de la sucursal para reflejar el movimiento de dicha 
cuenta (art. 3 Orden 21 de Diciembre).
El Juzgado una vez dado el mandato para pasar el metâli­
co al Banco de Espana, remitirâ un juego de impresos, para 
la constituciôn del depôsito, a la oficina correspondiente, 
central o provincial de la Caja General de Depôsitos. Esta, 
tan pronto tenga noticia de haberse efectuado la transferen- 
cia, expedirâ el oportuno resguardo del depôsito, que remit^ 
râ de oficio a la Abogacia del Estado correspondiente (art. 
2-4 del Decreto).
La Abogacia del Estado extenderâ sobre dicho resguardo 
nota de suspensiôn del Impuesto General sobre Transmisiones 
Patrimoniales y Actos Juridicos Documentados hasta que se or 
dene la dévolueiôn del Depôsito, por el Organo jurisdiccio­
nal a cuya disposiciôn se hubiere constituido. Una vez es- 
tendida esta nota, la Abogacia del Estado devolverâ el res-
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guardo a la Caja General de Depôsitos o sucursal, que a su 
vez lo remitirâ al Organo jurisdiccional correspondiente. En 
dicho resguardo se estamparâ la siguiente diligencia: "Ingre 
so en Tesoro Pûblico. Cuenta restringida de depôsitos y con 
signaciones judiciales, Decreto 2.472/1.971". Las oficinas 
de la Caja General de Depôsitos deberân anotar diariamente 
en el libro de cuenta corriente con el Banco de Espana "Teso 
ro Pûblico, Cuenta restringida de depôsitos y consignaciones 
judiciales", los resguardos expedidos. (art. 4 del Decreto, 
y art. 3 Orden 21 de Diciembre).
Recibido el resguardo del depôsito en el Juzgado y unido 
al mismo el documente bancario justificante del ingreso del 
metâlico, procederâ el Secretario:
1®. A incorporar a las actuaciones correspondientes testimo­
nio o fotocopia autorizada del resguardo.
1®. A extender asiento en el Libro Registro de Depôsitos es­
tablecido al efecto. En éste los asientos se practican por 
orden correlative de constituciôn de los depôsitos, iniciân- 
dose la numeraciôn al comienzo de cada aho natural y consig- 
nândose en cada asiento el nûmero de orden, el nûraero del 
resguardo, la cantidad depositada, el nûmero, ano y clase 
del procedimiento en que se acordô su constituciôn, la fecha 
de la resoluciôn que lo ordenare, el concepto o finalidad a 
que responde, la fecha de la resoluciôn que acuerde su cance 
laciôn y la firma de la persona que en este supuesto recibe 
el resguardo, a cuyo fin se dejarâ el espacio oportuno en ca 
da llnea que contega los datos relativos a cada resguardo.
3®. A archivar el resguardo ordenado segûn el nûmero de re­
gistro (arts. 4 y 5 de la Orden de 23 de Noviembre de 1971).
Como notas especfficas de los ingresos efectuados tene­
mos que citar:
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1). Que no se puede disponer de cantidad alguna posteriormen 
te a su ingreso en la "Cuenta de Depôsitos y Consignaciones 
en la Caja General de Depôsitos" abierta en la entidad banca 
ria o Caja de Ahorros (art. 2,5 del Decreto repetido).
2). Que no se devengan intereses de ninguna clase por dichos 
ingresos (art. 2 de la Orden de 21 de Diciembre de 1971)
(175).
2).- Garantia bancaria o de Entidades aseguradoras 
Del Fondo Naclonal de Garantia.
La forma mâs corriente de garantizar las responsabilida­
des pecuniarias en los delitos cometidos con ocasiôn del uso 
y circulaciôn de véhicules de motor es, en nuestros Juzgados, 
la que autoriza, para el procedimiento de urgencia, el arti­
cule 784, 53 de la ley de enjuiciamiento criminal, de garan­
tis bancaria o dé la entidad en que tenga asegurada la res­
ponsabilidad civil la persona contra quien se dirija la medi 
da, formalizada por escrito o por comparecencia ante el Juz­
gado o Tribunal, por los interesados o por persona que osten 
te la légitima representaciôn de cualquiera de los Bancos o 
banqueros autorizados para operar en el territorio nacional, 
o de la Entidad aseguradora correspondiente.
En los supuestos en que las responsabilidades civiles ha 
yan sido afianzadas por Entidades aseguradoras, o por el Fon 
do Nacional de Garantia, por el régimen del Seguro Obligato- 
rio, en ningûn caso y por concepto alguno podrân tener otra
(17 5).- Nos parece absurde que no se devenguen intereses, ya
que de esta forma se viene a perjudicar sensiblemen-
te a quien ha prestado esta clase de fianza en rela­
ciôn con otros fiadores, porque éstos si pueden ha­
cer suyo los frutos de los bienes o tienen la posib^ 
lidad de destinarlos a la disminuciôn de la deuda.
El problems adquiere mayor importancia, en un memen­
to como el actual en que son elevados incluse los in
tereses que se abonan en las emisiones de titulos pff
blicos.
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interveneiôn que la mera fiadora (art. 784-5^-111 de la 
LECr.). Contrasta esta normativa del proceso penal con el 
articulo 32 del Reg1amento del Seguro Obligatorio por el 
que el asegurador si puede intervenir en el caso de seguir­
se juicio civil ordinario.
La Jurisprudencia del Tribunal Supremo (176) ha admiti- 
do la acciôn directa del perjudicado contra el asegurador 
del véhicule hasta el limite del seguro obligatorio o com- 
pleraentario del obligatorio, en cuanto a la indemnizaciôn 
que exceda de los limites previstos por este ûltimo, con la 
consecuencia obligada de que pueda ejercitarse en el proce­
so penal, conforme con .el principio de rogaciôn de los art^ 
culos 100, 108 y 111 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal y 
dando correlativa entrada en el proceso a la Companla asegu 
radora declarada tercero civil responsable, con todas las 
consecuencias légales que tal legitlmaciôn pasiva entrana, 
para la defensa de sus derechos.
En el mismo sentido la Orden del Ministerio de Hacienda 
de 31 de Marzo de 1977, que régula como una de las modalida 
des del seguro voluntario de automôviles la que ampara la 
responsabilidad civil suplementaria que exceda del Seguro 
Obligatorio de vehîcuios de motor, dice que esta modalidad 
reafirma la posibilidad de accionar el perjudicado en el 
proceso penal para obtener de la entidad aseguradora decla­
rada tercero civil responsable la efectividad de aquella 
responsabilidad civil suplementaria, como contrariamente si 
la acciôn no se ejercita por el perjudicado y en su consè- 
cuencia no se déclara la responsabilidad civil, en concepto 
de tercero, de la entidad aseguradora, no podrâ condenarse 
a la misma por razôn del seguro voluntario, sin perjuicio 
de que se dilucide tal responsabilidad en via civil.
(176).- STS. de 7 de Mayo de 1975, 21 de Mayo y 14 de Junio 
de 1977.
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Se distingue, por tanto, entre el Seguro Obligatorio de 
responsabilidad civil, derivada del uso y circulaciôn de vé­
hicules de motor, -respecte del cual, las entidades asegura­
doras son meros fiadores "ex lege", sin mâs intervenciôn en 
el proceso penal que la perraitida por la régla 5® del artîcu 
lo 784 de la Ley de Enjuicieuniento Criminal-, y el Seguro vo 
luntario de automôviles, suplementarie, hasta ser complemen- 
tario del obligatorio, en cuyo supuesto de existencia, el 
perjudicado podrâ, conforme al criterio jurisprudencial ex­
puesto, accionar dentro del proceso penal contra la entidad 
aseguradora del responsable para que se declare la responsa­
bilidad civil de tercero derivada de dicho contrato privado 
de seguro, con la consiguiente legitlmaciôn pasiva de esta 
ûltima para personarse como parte en el procedimiento (177).
3).- Fianza pignoraticia prestada por empresas que 
exploten servicios estatificados, provincia­
lizados o municipalizados.
Para poderse constituir esta clase de fianza es necesa­
rio que la empresa explote los servicios con capital aporta- 
do en su mayorîa por la respectiva Corporaciôn, y la que se 
preste en una causa serâ bastante para asegurar las responsa 
bilidades civiles que puedan exigîrselas en otras causas in£ 
truldas por Juzgado del mismo partido, siempre que la cuan- 
tla de éstas no sea superior a la primera. En otro caso de­
berâ constituirse por la diferencia entre ambas. La fianza 
asî constituida, quedarâ afecta al pago de las responsabili­
dades civiles que puedan imponerse en todas las causas hasta 
el mâximo de la cantidad asegurada en cada una, pero hechas 
efectivas sobre la fianza las responsabilidades impuestas en 
una de ellas , deberâ reponerse en el plazo que a tal efecto 
senalarâ el Juzgado o Tribunal ante quien pendan las otras
(177).- En el mismo sentido la Circular de la Fiscalîa del 
Tribunal Supremo de 7 de Diciembre de 1978.
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causas. En su defecto, se decretarS el embargo de los bie­
nes necesarios para cubrir las respectives responsabilida­
des. A estos efectos debe funcionar en cada partido un re­
gistro de estas fianzas, encomendado al Decanato cuando haya 
mâs de un Juzgado (art. 784-6® LECr.).
La disposiciôn que régula esta materia plantea una serie 
de complicaciones taies como:
1°.- El tener que llevarse un registro de estas fianzas 
en cada partido, o en el Decanato donde hubiere varios.
2®.- El deber de comunicar las variaciones correspon­
dientes para la reposiciôn de la fianza, lo que puede suce­
der por haberse ampliado la cantidad que se asegura, y por 
procederse a la ejecuciôn de sentencia firme.
3°.- La dificultad de coordinar todas las fianzas, para 
saber, en cada momento, cual es la que asegura una cantidad 
mayor.
B).EMBARGO
Establece el articulo 589 de la ley de enjuiciamiento 
criminal que en el mismo auto en que se mande prestar fianza 
bastante para asegurar las responsabilidades pecuniarias de­
be decretarse el embargo de bienes suficientes para cubrir 
éstas, si no se prestase aquélla, razôn por la que debemos 
estudiarle aqul como segunda forma de aseguramiento.
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a).- Concepto y naturaleza jurldlca.
Define FENECH (178) el embargo de bienes en un proceso 
penal, como "el acto cautelar, subsidiario de la fianza,con- 
sistente en la determinaciôn de los bienes que han de ser ob 
jeto de realizaciôn forzosa de entre los que posee el imputa 
do o el responsable civil -en su poder o en el de terceros-, 
fijando su sometimiento a la ejecuciôn futura, y que tiene 
como sentido una intimaciôn al sujeto pasivo para que se ab£ 
tenga de realizar cualquier acto dirigido a sustraer los bie 
nes determinados y sus frutos a la garantia de las responsa­
bilidades pecuniarias que resulten del proceso" (179).
El embargo se caracteriza por-ser un acto procesal com- 
plejo (180), desde el momento en que, se necesita un auto 
acordSndolo, unas actividades de determinadas personas para 
trabar los bienes -Agente, Secretario, etc.-, e incluse unas 
actividades posteriores para anotaciôn en Registres, depôsi­
to o administraciôn de bienes (181) .
(178).- M. FENECH. El proceso penal. Madrid 1978. Ob.cit. 
Pâg. 154. En la obra del mismo autor, Derecho Proce 
sal Penal. Vol. II. Ob. cit. en su pâg. 163, se da 
la misma definiciôn, si bien hace referencia no sÔlo 
a las "responsabilidades pecuniarias", sino teimbién 
a las "econômicas".
(179).- R. M. ROCA SASTRE, define el embargo como un acto 
del Juez que sujeta determinados bienes del deudor a 
la responsabilidad del pago de una deuda pecuniaria, 
responsabilidad que se localize o concrete en bienes 
determinados, eliminândose as! los peligros liberato- 
rios de la fungibilidad patrimonial. Mediante el em­
bargo se constituye una verdadera vinculaciôn del va­
lor de realizaciôn de una cosa en funciones de garan­
tie del cumplimiento de una obligaciôn dineraria. De­
recho hipotecario, tomo III. Barcelona 1954. Pâg.185.
(180).- G. ARIRO ORTIZ, dice que.es un acto, o mejor, una si- 
tuaciôn procesal mediante la cual se pretende garanti 
zar la ejecuciôn de unos derechos sobre los que recae 
un proceso. Inembargabilidad de fondos pûblicos. Re- 
vista de Derecho Privado 1970. Madrid. Pag. 7 52-153.
(181).- Para J. GUASP, el embargo, en todas sus variedades, 
es un derecho real de carâcter procesal, una potestad 
real que el Juez adquiere sobre ciertos bienes, un de 
recho real que no puede exceder ni hacerse valer fue- 
ra del âmbito del proceso en que se obtiene. Tomo I. 
Ob. cit. Pâg. 422.
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No se puede acordar si se presta fianza en tiempo y for­
ma; sôlo podrâ realizarse, en el caso de que esto no ocurra, 
siendo, por tanto, subsidiario.
Reune los caractères de ser instrumental, provisional, 
acordarse por existir "perlculum in mora", existir urgencia, 
alterabilidad, extinciôn a término o a plazo, tener un proce 
dimiento breve, jurisdlccionalidad, discrecionalidad, homoge 
neidad y no identidad entre la raedida y el Derecho sustanti^  
vo, que veiaraos anteriormente como necesarios para considé­
rer un acto como cautelar (182).
Consiste, como dice ESCRICHE (183) en una "ocupaciôn, 
aprehensiôn o retenciôn de bienes". No se priva de la pro­
piedad de los bienes embargados , en principio, sino sôlo de su 
posesiôn, o de su administraciôn, o de su lus disponendi, en 
tanto en cuanto no estên cubiertas dç otra forma las cantida 
des garantizadas.
Conviens distinguir el embargo que aqul analizamos, es 
decir, el que se realiza para asegurar responsabilidades ci­
viles, del que puede practicarse en ejecuciôn de sentencia. 
En el primer caso se pretende un efecto asegurativo, por lo * 
que la traba es provisional y queda supeditada a la resolu­
ciôn que se dictarâ poniendo fin al proceso; su fin es el de 
amparar a quien en su dîa tenga derecho a ser indemnizado.
En el segundo caso, ya no se tiene ese fin, sino el de ejecu 
tar actos dirigidos a obtener forzôsamente las cantidades se 
naladas en sentencia, que no se hayan pagado voluntariamen- 
te (184).
(182).- Pâgs. 84 a 68.
(183).- Recogido por José Ma. RAMOS GONZALEZ. El âmbito del 
embargo. Madrid 1964. Pâg. 3.
(184).- Diferencia similar se senala en el proceso civil en­
tre el embargo preventive y el embargo en el proceso 
de ejecuciôn. Jorge CARRERAS. El embargo de bienes. 
Barcelona 1957. Pâg. 112.
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Teniendo en cuenta todo lo expuesto, podemos définir el 
embargo que se practice en un proceso penal para asegurar 
las responsabilidades civiles, como un acto procesal comple- 
jo, cautelar, subsidiario de la fianza, que consisten en una 
ocupaciôn, aprehensiôn o retenciôn de bienes de la persona 
que, en principio, aparece como responsable civil directe o 
subsidiario, que se practica antes de que haya sentencia fir 
me, y que tiene como fin el asegurar el pago de las sumas, 
en metâlico, que se establezcan en ésta.
b).- Requisitos.
a').- Personales.
El sujeto active emisor del embargo es el Juez o Tribu­
nal que entienda del proceso en que se acuerde. El sujeto 
ejecutor lo serâ el alguacil (hoy Agente Judicial), en vir­
tud de lo establecido en el articulo 599 de la ley de enjui­
ciamiento criminal; y junto a éste debe estar el sujeto que 
de fê de la diligencia que se practique, es decir el Sécréta 
rio Judicial (o el Oficial que le sustituya, en su caso). 
Tambiên pueden intervenir como sujetos auxiliares funciona- 
rios de la Policla Judicial si fuere necesario.
Sujeto pasivo serâ la persona contra quien, en princi­
pio, se pueda exigir la responsabilidad directa, o subsidia- 
ria, si procédé ésta.
Hay ademâs otra serie de sujetos que pueden tener inter­
venciôn en el embargo por realizar determinadas funciones so 
bre los bienes embargados, como son el depositario, adminis­
trador e interventor, de los que nos ocuparemos al estudiar 




En principio, el embargo puede trabarse sobre todos los 
bienes de la persona contra quien se dirige, tanto los pré­
sentes como los futuros (art. 1.911 CC) (185). Pero no so­
bre todos los que posee, sino sobre aquellos que son de su 
pertenencia. Esto, aparenteraente, no ofrece dificultad al­
guna; no obstante, cuando se practica el embargo, se desco- 
noce por quién realiza la diligencia, en muchas ocasiones, 
quê bienes son de una persona y quê bienes son de otra. Pa 
ra evitar que se burle la acciôn de la comisiôn judicial, 
se deberâ atender a la manifestaciôn externa sensible, por 
lo que podrâ realizarse la diligencia embargândose los bie­
nes muebles que estên en posesiôn del presunto responsable 
civil (sea el procesado o no) y los bienes inmuebles que es 
tén inscrites a su nombre en el Registro de la Propiedad, e 
incluse sobre todos aquêllos, de cualquier clase, que apa- 
rentemente sean de su propiedad (186) .
Si se exhibe al Agente Judicial, en el momento de prac­
ticarse la diligencia, algûn documente acreditando que los 
bienes son propiedad de tercero y, a pesar de êsto, le que- 
dan dudas, debe trabar sobre ellos el embargo, si no hay 
otros que cubran la cantidad que se quiere asegurar, hacien­
do constar el fedatario, en la diligencia que se extienda, 
todo lo sucedido, a fin de que posteriormente el Juez resue^ 
va lo que estime oportuno (187). Como dice PRIETO CASTRO, el
(185).- E. JIMENEZ ASENJO en El embargo, Barcelona 1956.
Pâg. 45, dice que para que una cosa o bien pueda em- 
bargarse ha de reunir ciertas condiciones fundamenta 
les: 1® que la cosa sea el deudor o procesado. 2^ . 
que posea aptitud têcnico-jurldica. 3®. Que no esté 
exceptuada.
(186).- E. JIMENEZ ASENJO considéra que deberân trabarse to­
das aquellas cosas que se encontraren en la casa y 
demâs dependencias del procesado. El embargo. Ob. 
cit. Pâg. 45.
(187).- C. ONECHA SANTAMARIA, se muestra mâs cauteloso y di­
ce que atender sôlo al estado posesorio en que se en 
cuentra el sujeto que sustenta la tenencia de los
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Agente simplemente actûa con arreglo a sus conocimlentos, 
por que la Ley no le exige ni puede exigirle mâs, por ello 
-creemos que- en caso de duda debe embargar. De lo contra­
rio sucederla, como anade el profesor, que "mientras el 
Juez resuelve acerca del documente, muebles, aparato de ra­
dio, mâquina de escribir, y hasta clavos han desaparecido; 
después, iqué utilidad puede reporter al acreedor un suma­
rio criminal por el articulo que sea del Côdigo punitive, 
contra un deudor ya tan insolvents como una rata? Es la 
justicia pura y simplemente burlada y fracasada" (188). Mâs 
tarde si el Juzgador entendiera que la propiedad ha quedado 
suficientemente demostrada alzarâ dicho embargo. De todas 
formas, al perjudicado por el hecho de que no se alce, es 
decir, al propietario de los bienes que no tiene que asegu­
rar cosa alguna en el proceso, siempre le quedarâ la posibi 
lidad de hacer valer su derecho por la via de la tercera de 
dominio. La ley ha previsto este proceso civil, como medio 
de defensa por la facilidad con que se puede cometer erro- 
res en esta materia; no obstante, es conveniente evitar es­
tos problemas, siempre que sea posible, para lo cual habrâ 
que actuar con el mâximo escrûpulo posible.
  bienes ofrece algûn riesgo, toda vez que la pose­
siôn es un hecho de suyo equlvoco; de ahl que, en 
la prâctica, se deba extremar el cuidado, asegurân- 
dose previamente de que la persona poseedora del 
bien embargado es propietaria u ostenta otro tltulo 
que otorga una investigadura jurldica y, para ello, 
el medio de prueba, a fin de justificar la titular! 
dad del bien embargado, no es menester que llegue a 
alcanzar una demostraciôn absolute o inatacable. El 
embargo preventivo. Revista de Derecho Procesal, 
197 3, nûm. 2-3 Pâg. 635.
(188).- L. PRIETO CASTRO. Agentes Judiciales y eficacia 




Hay bienes que, siendo de la propiedad de la persona con­
tra quien se practica la medida de garantia, no pueden ser em 
bargados. En la ley de enjuiciamiento criminal se da una nor 
ma general, pero junto a ella existen otra serie de disposi- 
ciones que la amp11an (189).
La prohibiciôn genêrica dice que no se pueden embargar 
los bienes contenidos en los artlculos 1.448 y 1.449 de la 
Ley de enjuiciamiento civil (art. 598 LECr.) (190). Estos 
son:
1°. Las vlas férreas abiertas al servicio pûblico, sus 
estaciones, almacenes, talleres, terrenos, obras y edificios 
que sean necesarios para su uso, las locomotoras, carriles y 
demâs efectos de material fijo y môvil, destinados al movi­
miento de la llnea (191).
(139).- M. SERRA DOMINGUEZ, dice que cabe distinguir dos cate 
gorlas de inembargabilidad, segûn que ésta sea debida 
a la propia naturaleza del objeto del embargo sustrai 
do en forma definitive o temporal al comercio, o bien, 
aûn siendo el bien susceptible de enajenaciôn o de 
ejecuciôn, por motivos de interês pûblico o social se 
halle excluido por una disposiciôn legal del embargo. 
Estudios de Derecho Procesal. Barcelona 1969. Pâg.
538.
(190).- Dice HERCE QUEMADA, siguiendo a FABREGAS CORTES, que 
como esta materia es de Indole casi civil, la ley pro 
CGsal se remite mucho a la ley de enjuiciamiento ci­
vil, y seguramente hubiera omitido dar reglas especia 
les sobre el particular si los autores de la ley de 
enjuiciamiento criminal no hubiesen creldo que en 
cuestiôn de embargos era susceptible de mejorar la 
ley procesal civil. E. GOMEZ ORBANEJA, V. HERCE QUE- 
MADA. Derecho Procesal Penal. Ob. cit. Pâg. 192.
(191).- Lo que estâ de acuerdo con la prohibiciôn que se esta 
blece en el Côdigo de Comercio, al regularse la sus­
pensiôn de pagos y quiebras de las Compahîas y Empre­
sas de Ferrocarriles y demâs obras pûblicas, al decir 
se que "por ninguna acciôn judicial ni administrative 
podrâ interrumpirse el servicio de explotaciôn de los 
ferrocarriles ni de ninguna otra obra pûblica (art. 
931).
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2®. El lecho citidiano del embargado, de su cônyuge e 
]os, las ropas del preciso uso de los mismos, el mobiliario, 
libros e instruraentos necesarios para el ejercicio de la pro 
fesiôn, arte u oficio a que aquél pueda estar dedicado, el 
salario, jornal, sueldo, pensiôn, retribucién o su equivalen 
te que no exceda de 50 pesetas diarias, salvo que el salario 
minimo legal sea f i j ado en otra cifra superior, y aquellas 
otras cantidades asI declaradas por disposiciones especiales 
(192) .
Los restantes bienes que son inembargables podemos clasi 
ficarlos de la siguiente forma:
1®. Por presupuestos de derecho material,
1). Los bienes no patrimoniales, de carâcter personal, 
de familia y politicos o corporêftivos, como son el derecho a 
la vida, a la libertad, al nombre, a la patria potestad, al 
voto, etc.
(192).- Segûn el Real Decreto de 6 de Junio de 1980 el sala­
rio minimo interprofesional para cualesquiera activ^ 
dades en la agricultura, en la industrie y en los 
servicios, sin distincièn de sexo de los trabajado- 
res, quedan fijados en las cuantls siguientes:
Uno. Trabajadores desde dieciocho anos. Setecientas 
cincuenta y nueve pesetas/dia o veintidos mil sete­
cientas setenta pesetas/mes, segûn el salario esté 
fi]ado por dias o por meses.
Dos. Trabajadores de diesiete anos. Cuatrocientas 
sesenta y cinco pesetas/dia o trece mil novecientas 
cincuenta pesetas/mes, segûn el salario esté fijado 
por dias o por meses.
Très. Trabajadores hasta diecisiete anos. Doscien- 
tas noventa y cuatro pesetas/dia u ocho mil ochocien 
tas veinte pesetas/mes, segûn el salario esté fijado 
por dias o por meses.
En estos salaries minimes se computan tanto la retr^ 
buciôn en dinero como en especie.
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2). Las situaciones de hecho que carecen de existencia 
real e Independiente, aûn cuando puedan ser valorados econd- 
mlcamente, entre las que podemos citar la clientela, la orga 
nizacidn industrial o econômica, etc. . .
3). Los bienes inaliénables por su naturaleza pûblica, 
asî los de dominio pûblico (art. 339 CC.), municipal, provin 
cial o de las Comunidades autônomas; los del Patrimonio del 
Estado y del Patrimonio Nacional; los bienes y lugares sagra 
dos segûn la Iglesia catôlica, y los bienes destinados a los 
cultos de otras confesiones religiosas, si les ha sido reco- 
nocido legalmente.
4). Los bienes inaliénables por hallarse Intimamente li- 
gados a otros derechos, como sucede con las servidumbres 
(art. 534 CC); con los bienes reputados Inmuebles por incor- 
poraciôn (art. 334 nûmeros 2, 3, 7 y 8 CC.); con los dere­
chos de tanteo o de retracto legales de comuneros (art.
1.521 CC.), de colindantes (art. 1.523 CC.), de coherederos 
(art. 1.067 CC.), enfiteuta (art. 1.639 CC.), etc., y los de 
rechos de hipoteca, prenda y anticresis, con independencia 
del crêdito que garantizan (art. 1.878 CC.).
5). Los bienes inaliénables por expresa disposiciôn le­
gal. Este es el caso de los derechos de uso y habitaciôn 
que no pueden arrendarse ni traspasarse por ningûn tltulo 
(art. 525 CC.); del derecho conferido por el contrato de 
arrendamiento de fincas rûsticas (art. 4, Ley de 15 de Marzo 
de 1935); derecho del inquilino en virtud del contrato de 
arrendamiento de vivienda (art. 23 Texto Refundido de la Ley 
de Arrendamientos Urbanos de 24 de Diciembre de 1964); del 
derecho a los alimentos (art. 151-1 CC.) aunque si podrân 
ser embargadas las pensiones atrasadas (art. 151-11 CC.) e 
incluso las pensiones futuras dentro de los limites del art. 
1.451 de la Ley de enjuiciamiento civil (193), y las presta-
(193).- STS de 7 de Julio de 1902 y 27 de Febrero de 1903.
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clones de la Seguridad Social (art. 22 Texto refundldo Ley 
General de la Seguridad Social de 30 de Mayo de 1974).
2°. Por presupuestos de derecho procesal:
1). Los blenes del Estado, de las Corporaclones locales, 
y de determinadas organlzaclones paraestatales entre las que 
podemos cltar el Institute Naclonal de Colônlzacldn, el Fon- 
do Monetarlo Internaclonal y las Instltuclones de beneflclen 
cia.
2). Los blenes destInados al servlclo pûbllco o de Inte- 
rês naclonal, como son: las conceslones de vîas de peaje 
(autovlas y autoplstas) aunque no son Inembargables la parte 
de los productos obtenldos, prevla autorlzacldn acordada por 
el Mlnlsterlo de Obras Pûbllcas (art. 13 Ley 26 Febrero 
1953); los buques si estuvleren cargados y despachados para 
hacerse a la mar salvo por deudas contraîdas para aprestar y 
avltuallar el buque en aquel mlsmo vlaje o en el caso de que 
se encontraren fuera del puerto de su matricule (art. 584 C 
de C.); las aeronaves perteneclentes a empresas de trSflco 
aéreo si se produce Interrupclôn del servlclo pûbllco (art. 
132 Ley sobre Navegaclôn Aérea de 21 de Julio de 1960); las 
aeronaves de los Estados contratantes del Convenlo Interna­
clonal de Chicago sobre avlaclôn civil de 7 de Dlciembre de 
1944 -ratlflcado por Espana- mlentras estên empleadas en la 
navegaclôn aérea Internaclonal y se le haya autorlzado la en 
trada en el terrltorlo de otro Estado contratante o el tran­
site a travês de dlcho terrltorlo, con o sln aterrlzaje 
(art. 27 del expresado Convenlo), y en determlnados supues- 
tos jas minas y sus productos (art. 115 Ley de 21 de Julio 
de 1973).
3). Determlnados blenes que cumplen una flnalldad so­
cial, entre los que estân, los Inmuebles que constltuyen la 
base del patrlmonlo familiar y de conceslones de tierras que 
se destlnen a constltulr explotaclones agrïcolas o comunlta-
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rias (arts. 31 y 38 de la Ley de Reforma y Désarroilo Agra- 
rlo de 12 de Enero de 1973); las llamadas casas baratas 
(art. 112 Reglamento de 8 de Septlembre de 1939), etc.
Establece el artîculo 1.450 de la ley de enjuiciamiento 
civil que cuando se embargaren salaries, jornales, sueldos o 
retrlbuclones superlores a 50 pesetas los dos primeros -jor­
nales o salaries-, o de 18.000 pesetas anuales los segundos 
-sueldos o retrlbuclones-, el haber anual que reste a percl- 
blr el deudor, en ningûn caso ni por nlngûn concepto podrS 
ser inferior a dlchas cantldades.
Las retenclones de salarlos, sueldos, penslones, jorna­
les o retrlbuclones que excedan de las sumas Indlcadas se re
girân por una de las dos slgulentes escalas; La primera se 
apllcarâ (inlcamente a los embargos que se efectûen a fin de 
subvenir a la obllgaciôn legal del deudor de prestar alimen­
tes con arreglo a lo que détermina el articule 142 del Côdl- 
go Civil; la segunda se apllcarâ a los embargos que se decla 
ren para garantlzar el page de toda clase de deudas.
Con arreglo a la primera escala, s6lo se embargarS la
séptlma parte desde 18.001 hasta 22.000 pesetas anuales; la 
sexta parte, desde 22.001 a 26.000; la qulnta parte, desde 
26.001 a 30.000; la cuarta parte, desde 30.0001 a 34.000; la 
tercera parte, de esta cantldad a 38.000 pesetas, y la ml- 
tad, de esa clfra en adelante.
En las retenclones que procedan con arreglo a la segunda 
escala subslstlrâ Inembargable la base de 18.000 pesetas y 
varlarâ el tanto por clento a descontar de cada 5.000 pese­
tas que excedan de dlcha base. La escala serâ la slgulente:
Para las primeras 5.000 pesetas que excedan de la base 
Inembargable el 25 por 100. Para las segundas 5.000, el 30 
por 100. Para las terceras 5.000, el 35 por 100. Para las 
cuartas 5.000, el 40 por 100. Para las qulntas 5.000, el 45
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por 100. Para las sextas 5.000 y restantes que excedan de 
la base inembargable el 50 por 100.
Cobrândose por dias, sémanas, quincenas o meses se compu 
taré el Ingreso por el mûltiplo que corresponderîa a las in- 
dicadas anualidades. Si dichos salaries, jornales, sueldos 
o penslones estuvleren gravados con descuentos permanentes o 
transiterlos, Impuestos, arbltrlos, repartlmlentes o cargas 
pûbllcas, la cantldad liquida que, deducldos éstos, perclba 
el deudor, serâ la que slrva de tlpo para regular el embar­
go, segûn lo estableoldo en el pSrrafo anterior.
La Inembargabllldad dlspuesta en los pârrafos anterlores 
no reglrâ cuando la retenclôn tenga por objeto el page de 
alimentes debldos a la esposa o a los hljos, medlante résolu 
cl6n que se dicte por los Trlbunales en pleltos de nulldad o 
separaclôn o de alimentes provlslonales o definitives, o pa­
ra la adopclôn de medldas provlslonales en relaclôn con la 
mujer casada, en cuyos supuestos el Juez fljarâ la cantldad 
a retener, por analogia con lo establecldo en los articules 
142 y 146 del Côdlgo Civil.
El articule estudlado -segûn nuestro crlterlo- deberia 
ser modlfIcado casl totalmente, pues las escalas que hemos 
expuesto no tlenen apllcaclôn prâctlca al ser el salarie mi­
nime superior a las cantldades minlmas senaladas, deblendo 
slempre, por elle conslderarse Inembargable el 50 por 100.
Séria mâs justo que se fueran apllcando las partes o porcen- 
tajes correspondlentes, por trames, pero de forma que se Ini 
claran en la cantldad que perlôdlcamente senala el Goblerno, 
por aquél concepto. Tamblén hay que tener présente los pro­
blèmes que pueden surgir, para hacer el cSlculo correspon- 
dlente, por el hecho de tenerse que descontar de los sala- 
rlos, sueldos, jornales o penslones, los Impuestos, cuando / '
algunos, como el general sobre la renta de las personas fis(^  r.
cas, se abona varlos meses después de la anualldad vencida, 
y, en ocaslones, dleclsels o dleclslete meses después de ha-
i-.IBLIOTGCA
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berse cobrado por el trabajador la cantldad retrlbutlva de i
su trabajo. i
c')• Formales.
Podemos dlstingulr aquf requlsltos de lugar, tlempo y 
forma.
1).- De Lugar.
El embargo se acuerda en el lugar del Organo jurlsdlcclo 
nal, es declr, en su circunscrIpclôn, sede y local, pero pos 
terlormente la prâctlca del mlsmo, aunque en ocaslones, y se 
gûn la naturaleza de los blenes embargados puede reallzarse 
en el local del Juzgado, generalmente la Comlslôn Judicial 
tlene que desplazarse al domlcillo de la persona contra la 
que se dirige la dlllgencla, e Incluso al mlsmo sltlo donde 
se encuentran los blenes que van a ser embargados. SI la di 
llgencla ha de hacerse fuera de la poblaclôn en que tlene su 
sede el Organo Jurisdicclonal, podrâ acudlrse a las normas 
del auxlllo judicial, llbrândose escrlto o carta-orden para 
su prâctlca.
2).- De Tlempo.
Debe reallzarse, segûn el artîculo 597 de la ley de en­
juiciamiento criminal, si no se ha prestado flanza en el dîa 
slgulente al de la notlfIcaclôn del auto acordândola e Indu 
so si la prestada es InsufIclente, pero enfonces el embargo 
deberâ practicarse para cubrlr s6lo la cantldad no aflanza- 
da. El plazo Indlcado es sumamente breve, pues es prâctlca- 
mente Imposlble consegulr en tan reducldo tlempo las cantlda 
des suflclentes para poder aflanzar; pero es que en el caso 
de que la garantîa haya de ser prestada por una entldad ase- 
guradora, los trâmltes Internos de la mlsma, cuya sede puede
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estar incluso en poblaclôn muy distante del Juzgado requiren 
te, hacen que no se pueda, en la realidad, evltar el embar­
go. Decîa REUS en 1883 (194)que conceptuaba impracticable 
la premura de la Ley y, en su consecuencia, hubiera sido pre 
ferible haber determinado un plazo mayor, siquiera de très o 
cuatro dîas, para considerar que la fianza no se prestaba y 
procedîa el embargo. Hoy con los anos transcurridos y las 
complicaclones de la vida moderna, incluso ese plazo séria 
insuficlente.
Podemos preguntarnos, si el plazo de velntlcuatro horas 
es Improrrogable. SI tenemos en cuenta la llteralldad del 
artîculo 202 de la ley de enjuiciamiento criminal, al declr 
que "serân Improrrogables los têrmlnos judlclales cuando la 
Ley no dlsponga exprésamente lo contrario", parece que no ca 
be dlcha prôrroga (195). En su consecuencia, de sollcltarse 
tendria necesarlamente que ser desestlmada cualqulera que 
fuese la causa que se alegase como fundamenteo de dlcha pre- 
tenslôn. No obstante, hay que tener présente que, pese a to- 
do, como la flnalldad pretendlda es que no se haya desapare- 
cer blenes en perjulclo de la garantie que se qulere tomar, 
no exlstlrâ obstâculo alguno para alzar el embargo si la 
flanza se presta posterlormente, después de haberse trabado 
aquél.
Otra cuestlôn séria el que se puslesen, en el plazo de 
velntlcuatro horas, ante el Organo jurisdicclonal los medlos 
adecuados para la constltuclôn de la flanza, pero por dlfl- 
cultades de éste, flslcas o materlaies, no pudlese quedar 
constltulda. Aqul, como el Interés asegurado estarla cubler 
to, no habrla que llegar a hacer el embargo.
(194).- E. REUS. Ob. cit. Pég. 354.
(195).- En el mlsmo sentldo se pronuncla E. AGUILERA DE PAZ.
Ob. cit. Pâg. 392, pero por el contrario cree prorro
gable el plazo R. DE ARflAS Y SAEZ. Ob. cit. Pâg.
367.
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De hecho, por el gran volumen de trabajo existante en 
nuestros Organos jurisdiccionales, sÔlo excepcionalmente se 
atlende al plazo legal.
El embargo debe practicarse en dlas y horas hâbiles, pe 
ro no hay que olvidar que los dlas en que los Juzgados y 
Trlbunales vacaren con sujeciôn a la Ley, serân, sln embar­
go, hâblles para las actuaclones del sumarlo (art. 201 
LECr.), y entendemos que en caso de manlflesta urgencla, 
justlfIcada, podrîa hacerse a cualquler hora (196).
3).- Forma.
Para la prâctlca del embargo se deben segulr los trâml­
tes procedlmentaies que mâs adelante estudlaremos, pero que 
remos resaltar aqul très aspectos; Que la dlllgencla debe 
extenderse por escrlto, que ha de segulrse el orden que esta 
blece la ley al deslgnarse blenes y que puede plantear gran 
des problèmes el saber hasta que valor de aquellos debe lie 
garse.
1'). Documentaclôn.
No existe unas normas especlfIcas sobre como ha de redâc 
tarse la dlllgencla, por lo que serâ vâllda, en cualquler 
caso, slempre que se haga constar lugar, dîa, mes y ano, ho 
ra, personas présentes en el acto, éxposlclôn de lo sucedl- 
do en la dlllgencla y de lo embargado, e Incluso del lugar
(196).- M. FENECH en el proceso civil dice, con un crlterlo 
parecldo, que a su entender, "no deben ser utlllza- 
dos los dias Inhâblles (art. 259 LEG) para efectuar 
el embargo de blenes, salvo el caso de que el resu^ 
tado del acto dependa de la celerldad en su prâctl­
ca en caso de manlflesta urgencla, que se harâ con£ 
tar asi por dlllgencla en los autos. Derecho pro­
cesal civil. Madrid, 1980. Pâg. 387.
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en que quedan los bienes (si fuere posible), persona que que 
da encargada de su custodia, y las firraas que segûn los di­
ver sos supuestos exlja la ley.
2')• Prelaciôn de bienes.
Como dice CARNELUTTI (197) se deberia conocer al menos 
sumarlamente, como esté compuesto el patrlmonlo del deudor 
para eleglr en êl aquellos blenes que pueden .ser sometldos a 
la exproplaclôn con mayor ventaja para el acreedor y con me- 
nor dano para el deudor; pero en la realidad ésto no es pos 
ble. La ley de enjulclaunlento criminal se remlte, una vez 
mâs, a su correlative, la Ley de enjuiciamiento civil y dice 
que debe guardarse el orden del art. 1.447 de ista (art.598) 
-razôn por la cual algûn autor (198) entlende que es de obser 
vancla obllgatorla para el ejecutor-, en el cual se han trata 
do de combiner, coordlnândolos, el Interés del acreedor a la 
mâs râplda y eflcaz efectlvldad de la garantis, con el del 
deudor o procesado a que se le cause el quebranto manor pos^ 
ble en su économie doméstlca.
Hay que hacer una Interpretaclôn conjunta de los articu­
les 597 y 598 de la ley procesal penal -segûn entendemos-.
En el prlmero se dice cjue para procéder al embargo de blenes 
se requerlrâ al procesado "para que senale los suflclentes a 
cubrlr la cantldad que se hublese fijado para las responsab^ 
lldades pecuniarlas". No se hace menclôn alguna al orden. 
Por tanto, como éste puede ser perjudicial para el embargado, 
no puede Irse mâs allâ de lo que ha querldo el leglslador, y 
habrâ que ester a lo que haya preferIdo la persona contra 
quien se dirige la medlda. Los perjudlcados por la Infrac-
(197).- F. CARNELUTTI. Derecho Procesal Civil y Penal I. 
(Traducciôn de Santiago Sentis Melendo).Buenos Aires.
1971. Pâg. 386.
(198).- E. JIMENEZ ASENJO. El embargo. Ob. cit. Pâg, 46.
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ciôn criminal, no sufrlrân perjuiclo alguno, puesto que, con 
uno u otro orden, las cantldades que haya de ajjonârseles en 
su dia estarân garantlzadas plénamente.
Pero es que, ademSs, se dice en el artîculo slgulente 
que si no se encontrare al procesado, a su mujer, hljos, apo 
derado, crlados u otras personas en el domlcillo, de aquél, 
o si las que se encontraren o el procesado o apoderado en su 
caso no qulsleran senalar blenes, se procederâ a embargar 
los que se reputen de la- pertenencla del procesado, guardSn- 
dose el orden establecldo en el artîculo 1.447 de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil. Es declr, s6lo es obllgatorlo segulr 
este orden cuando no hublere deslgnaclôn de blenes, por aigu 
na de las personas antes menclonadas.
En suma, creemos que si la persona contra qulen se diri­
ge la medlda, o cualqulera de las otras que se cltan en el 
artîculo 598 de la Ley de enjuiciamiento criminal désigna 
blenes sobre los que trabar el embargo, hay que accéder al 
orden que se proponga, y sôlamente en el supuesto de que 
aquellas, por la razôn que fuere, no hlcleren uso de su dere 
cho, serâ cuando el Agente Judicial deberâ segulr el orden 
legal.
Es dé destacar que a pesar de no deslgnarse los frutos y 
rentas de toda especle al practicarse la dlllgencla de embar 
go, posterlormente puede hacerse extenslva à ellos si el 
Juez lo estima convenlente, en el caso de que se hubleren em 
bargados blenes Inmuebles (art. 603 LECr.). Ho existe una 
norma similar en la ley de enjuiciamiento civil, y realmente 
es un precepto que puede hacer varlar la estructura de todo 
el embargo. iCômo es posible embargar blenes Inmuebles sln 
haberlo hecho antes en los frutos y rentas? Sôlamente si el 
orden se ha efectuado por la persona requerlda a deslgnarlos, 
o si el que practice el embargo, Ignoraba la exlstencla de 
los ûltlmos, Pero, una vez que se ha hecho la dlllgencla 
êcômo es posible su modlfIcaclôn y ampllaclôn si la cantldad
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senalada estâ suficienteraente garantizada? Parece que el le 
gislador ha querldo, en este supuesto, que sea el proplo 
Juez, qulen observe y determine la mâs convenlente para la 
garantia, y de ahl que dlga "el Juez deterihlnarâ". Una vez 
dlctada la resoluclôn procédante se sabrâ si los frutos y 
rentas estân o no embargados en este supuesto. Seguramente 
se quiso soluclonar los problèmes derlvados del hecho de que 
los frutos pendientes, mlentras estuvleren unldos a la tle- 
rra o formaren parte intégrante de un Inraueble son considéra 
dos tamblén Inmuebles (art. 334-2“CC.), y pasan a ser mue- 
bles desde que se separan, pero a pesar de ello, el propleta 
rlo del bien Inmueble matrlz tlene a derecho por acceslôn a 
dichos frutos (art. 353, CC.). Lo mlsmo parece que se pensô 
con las crias y demâs productos de los animales que, al ser 
frutos naturales (art. 335-1 CC) , tamblén pasan a pertenecer 
por acceslôn al propletarlo de los semovlentes regulando el 
leglslador la admlnlstraclôn de taies productos, al estable- 
cer que se "procurarâ su conservaclôn y aumento" (art. 602- 
I LECr.).
Pero, aûn en el caso de que haya que segulr el orden es­
tablecldo en la ley no podemos hacerlo en têrmlnos absolutos, 
pues el artîculo 1.447 de la Ley de enjuiciamiento civil di­
ce; "SI hublere blenes dados en prenda o hlpotecados espe- 
clalmente, se procederâ contra ellos en primer lugar. No ha 
blêndolos, o slendo notorlamente InsufIclentes, se guardarâ 
en los embargos el orden slgulente: 1®. Dlnero metâllco, si
se encontrare. 2®. Efectos pûbllcos. 3®. Alhajas de oro, 
plata o pedrerîa. 4®. Crédites reallzables en el acto. 5°. 
Frutos y rentas de toda especle. 6®. Bienes semovlentes,7®. 
Blenes muebles. 8®. Blenes Inmuebles. 9°. Sueldos o penslo 
nés. 10®. Crédites y derechos reallzables en el acto" . Hay 
que tener présente, que si se hubleren dado blenes en prenda 
o se hubleren hlpotecado especlalmente por la causa orlgen 
del embargo, no habrîa que procéder a éste, toda vez que 
realmente ya tendrîamos flanza plgnoratlcla en un caso, o h^ 
potecarla en el otro, y la constltuclôn de flanza évita 
aquél.
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Se ha planteado por la doctrina el problema de poder embar 
gar determlnados bienes, derechos o expectatives, no descritos 
especlfIcamente en la ley, y, en su caso, el lugar que les co­
rresponde en el orden expuesto, como veremos a contlnuaclôn.
El problema de la letra de camblo va unldo al de si puede 
haber embargo material y flslco de la letra, con el Intrlnseco 
valor que représenta, o si es posible el embargo excluslvo del 
valor de la mlsma, Independlêntemente del documente que la ampa 
ra. Entendemos que habrâ que hacerlo en la primera de las dos 
formas senaladas (199), por el carâcter especial de dlcho tltu- 
lo-valor (200) y en consecuencia debe estar Inclulda en el nûme 
ro 10.
No cabe duda la embargabllldad de las acclones obllgacio- 
nes y partlclpaclones en socledades de responsabllldad llmltada 
al formar parte del actlvo del patrlmonlo de la persona que es 
erabargada, la cüal como expusImos, responds con todos sus ble­
nes présentes y futuros (201). No podemos Integrar taies tltu- 
los en nlngûn nûmero concrete del artîculo 1.447, qulzâs porque, 
en su momento, el leglslador no les dl6 la Importancla que tle­
nen actualmente. En principle, en la actualldad, tendremos que
(199).- En el mlsmo sentldo se pronunclan la STS de 8 de No- 
vlembre de 1933, J. CARRERAS. El embargo de blenes. 
Ob. cit. Pâg. 226 y J. A. DE VEGA RUIZ. El embargo de 
la letra de camblo. Boletin de Informaclôn del Minls- 
terlo de Justlcla nûm. 1.119 de 15 de Enero de 1978. 
Pâg. 7.
(200).- No sustentan esta opinlôn, R. GAY DE MONTELLA. Côdlgo 
de Cornercio. 1948, torao III, volûmen 2? pâg. 576, y 
J. GARRIGUES. Curso de Derecho Mercantll, I, Madrid 
1955. Pâg. 786.
(201).- Para P.F. OJALVO, los valores moblllarlos son embarga- 
bles; 1. Porque son blenes embargables como cualquler 
otro. 2. Porque como tal bien enclerra un valor econô 
mlco y monetarlo. 3. Porque la propla Ley de Enjulcla 
mlento civil, en su artîculo 1.482, lo reconoce como 
ejecutable, aunque se olvlde que para ejecutar se ha 
de embargar anterlormente. 4. Por su sencllla conver-
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distinguir la obligaciôn, la acciôn o la participaciôn de sus 
intereses o dividendes, cuando lo ideal es que formasen un to 
do unitario. No existe inconveniente alguno de que para que 
queden embargados los ûltimos, habrâ que mèneionarlos exprêsa 
mente en la diligencia de embargo, y podrân ser considerados, 
como frutos y rentas de toda especie, incluîdos en el nûmero 
5®. Mayor problema présenta el tîtulo en si, pero entendemos 
que debe ser considerado como comprendido en el nûmero 2®, si 
son cotizables en Boisa y en el 7® como bienes muebles, en 
otro caso. No puede olvidarse que el artîculo 600 de la ley 
de enjuiciamiento criminal, hace una enumeraclôn de blenes, 
fâcllmente reallzables, y los describe en forma parecIda al 
artîculo 1,447 de la ley de enjuiciamiento civil, pero no 
coïncide exâctamente, y asî establece que los blenes embarga­
dos pueden ser metâllco, efectos pûbllcos, valores mercanti­
les o Industriales cotizables, alhajas de oro, plata o pedre­
rîa. Se Intercala entre efectos pûbllcos, y alhajas, a los 
valores cotizables, pero al no haber nûmero expreso para 
ellos en la ley procesal civil, entendemos que tlene clerta 
slmllltud, en algunos aspectos, con los efectos pûbllcos, y 
de ahî el considerar que debe estlmarse que estâ comprendldos 
en el nûmero 2®.
Las expectatlvas de derecho, o derechos de future, cree­
mos que tamblén pueden ser embargados, pues si se puede con- 
tratar vâlldamente toda obllgaclôn que recae dlrectamente so­
bre cosa futura (art. 1.271 CC), no vemos Inconvénients algu­
no en que tamblén pueda quedar afectada por el embargo (202) . 
En este supuesto deberemos entender que estâmes en un caso 
del nûmero 10 del art. 1.447 de la ley de enjuiciamiento ci­
vil.
  tlbllldad y transmlslôn. Los valores moblllarlos y
su embargo. Revlsta de Derecho Procesal, 1.960-1.
Pâg. 149. En el mlsmo sentldo se pronuncla A. MAJADA. 
Ob. cit. Torao II. Pâg. 1.289.
(202).- Tamblén opina de esta manera J. M^ . RAMOS GONZALEZ.
Ob. cit. Pâg. 16.
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Problema de gran actualldad es el de la poslbllldad de 
embargar empresas. No lo contemplé el leglslador, tanto el 
hacer la ley de enjuiciamiento civil, como la ley de enjulcla 
mlento criminal, dada la escasa Importancla que tenla en 1881. 
Pero la realidad es que ha evoluclonado el mundo econômlco y 
ha adqulrido tal magnltud la cuestiôn que el 20 de Octubre de 
1969 hubo que publlcar un Decreto Ley regulândola. De esta 
forma no queda duda alguna sobre la poslbllldad de que se pue 
da embargar a estas entldades, pero ien qué nûmero del artlcu 
lo 1.447 pueden encuadrarse para saber el orden que les co­
rresponde? La cuestlôn es sûmamente compleja y serfa de de- 
sear que quedara soluclonada en las mlsmas leyes de enjuicia­
miento. Entendemos que deben quedar Incluldas en el nûmero 
10 entre los crédltos y derechos no reallzables en el acto, 
si bien con unas especlalldades que examlnaremos mâs adelan­
te.
3'). Valor de los blenes embargados.
El valor de los blenes, objeto de la traba debe ser pro­
porc lonado a la cantldad que se qulere garantlzar, pero es 
convenlente advertlr, que el Agente Judicial, al practicarse 
la dlllgencla Ignora el valor real de los mlsmos, por ello 
deberâ dejar vlnculados blenes que, a priori, tengan un pre- 
clo en venta muy superior a aquella cantldad. No se puede o^ 
vldar que los blenes, no nuevos, han perdIdo gran parte de su 
valor Inlclal y que, en su momento, puede ser necesarlo reali 
zar varias subastas con dlsmlnuclôn del tlpo en cada una de 
ellas, etc. (203). Pero todo ello no debe nunca conduclr al
(203).- El temor de que los blenes sufran devaluaclôn por fal 
ta de postores, en la primera y segunda subasta, o la 
baja cotlzaclôn ofreclda en las posturas lleva, fre- 
cuentemente al ânlmo de aumentar la relaclôn de los 
blenes que deben resultar afectados. C. ONECHA SANTA 




Para la prâctlca del embargo, es necesarlo segulr 
unos trâmltes procedlmentaies que afectan, prlmordlalmen- 
te, a la deslgnaclôn de blenes y a la garantia de la 
afecclôn sobre los mlsmos. Como dice PRIETO CASTRO(205), 
por elemental que parezca son de gran Importancla las nor 
mas que regulan toda esta materla. No obstante, empezare 
mos por examiner otra cuestlôn como es la de si debe rea­
llzarse la dlllgencla cuando el que ha de ser embargado 
es considerado pobre en el sentldo legal de la palabra.
a'). Con declaraclôn de pobreza.
Cuestlôn especial que puede plantearse es si se pue 
de presclndlr de efectuar el embargo cuando el que ha de 
ser embargado ha sIdo declarado pobre en el sentldo legal 
de esta palabra. Son dos casos dlferentes -a nuestro ju^ 
cio- la habllltaclôn de pobreza y el embargo que ha de 
llevarse a efecto, necesarlamente, en todo proceso, si no 
se ha prestado flanza, para asegurar la efectlvldad de 
las responsabllldades civiles. El beneflclo de pobreza-
(204).- Hemos podldo comprobar en la prâctlca como, en a^ 
guna ocaslôn, para cubrlr una cantldad de 25.000 
pts. se han embargado blenes que valen mlllones 
de pesetas.
(205).- L. PRIETO CASTRO. Temas de Derecho actual y su 
prâctlca. Salamanca. 1,979.
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afecta ûnica y excluslvamente a la defensa de las partes 
particulares en el proceso, facilitândoles los medios ne 
cesarios para la mlsma o para el ejerclclo de los dere­
chos y recursos que la ley le concede, sln el obstSculo, 
a veces Insuperable, que representarîa la necesldad de 
la constltuclôn de los oportunos depôsltos en los casos 
exlgldos por la ley para dlcho fin, o llbrândola de la 
obllgaclôn de abonar los honorarlos de su defensor y los 
derechos de su procurador, en tanto no llegue a mayor 
fortuna antes de que prescrlban dichos honorarlos o dere 
chos, o se encuentre en algûn otro de los casos expresa­
do s en el artîculo 140 de la ley de enjuiciamiento crlm^ 
nal. Por el contrario, el embargo que aquî nos Interesa 
sôlo tlene relaclôn con el aseguramlento de las responsa 
bllldades pecunlarlas. Esa dlversldad de objetos Implde 
que se les estlmen como concurrentes a un mlsmo fin, y, 
por lo tanto, no puede resolverse en sentldo aflrmatlvo 
la cuestlôn que hemos estudlado. Es mâs, aunque no fue- 
ren cosas dlstlntas por su dlverso objeto las actuaclo­
nes para la habllltaclôn referlda y para el aseguramlen­
to Indlcado, no podrîan confundlrse nunca porque de nln­
gûn modo puede la ley dispenser al responsable civil, en 
sentldo lato, del pago de las responsabllldades pecunla­
rlas que pueden serle Impuestas, y de aquî que slempre y 
en todo caso, Incluso el de que se halle declarado pobre, 
debe practicarse embargo sufIclente o agotarse el proce­
dimiento hasta llegar a la declaraclôn de su Insolvencia.
b’)- Deslgnaclôn de los blenes.
En el caso de que lo Comlsiôn Judicial tuvlere a su
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presencla a la persona contra quien se dirige la medida 
asegurativa, la requerirâ para que senale los bienes so 
bre los que se ha de trabar el embargo (art. 597 LECr.). 
SI aquella no fuere habida, el requerimiento se harâ a 
su mujer, hljos, apoderado, crlados o personas que se 
eiîcuentren en su domlcillo (art. 598-1 LECr.).
Al reallzarse el embargo contra una entldad asegu- 
radora se efectuarâ la dlllgencla con su legal represen 
tante, si fuere habldo, y, en su defecto, por analogia 
a lo anterior, con sus empleados o personas que se en- 
cuentren en el domlcillo social, al personarse alll la 
Comlsiôn Judicial.
De no encontrarse alguna de las personas menclona­
das en los supuestos anterlores, se practlcarâ el embar 
go con uno de los veclnos mâs prôxlmos (art. 172-11 LECr.)
Cuando no se hallare a las personas menclonadas en 
los dos casos primeros o, si présentes no qulsieren sena 
lar blenes, los deslgnarâ el Agente Judicial (o el Juez 
en su caso) (art. 598-11 LECr.). Aunque se hublesen de- 
signados por aquellas, si fueren insuficlentes a julclo 
del ûltlmo, éste embargarâ, ademâs, los que considéré ne 
cesarios (art. 599 LECr.).
Al tener que practicarse el embargo contra el Fonde 
Naclonal de Garantia, se slgue procedimiento dlferente, 
pues todo requerimiento que haya de hacérsele sobre en- 
trega de cantldad o aflanzamlento, deberâ efectuarse en
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sus oficinas centrales o en las de sus Delegaciones régionales 
y dispondrâ para atenderlo de un plazo de dlez a contar desde 
la entrada del requerimiento en el Registre (art. 9 Decreto^ 
Ley 3 Octubre 1964).
De lo expuesto se desprende que el criterio del legisla 
dor penal es dlferente del que tuvo el leglslador civil al e^ 
tablecer éste, que el acreedor puede concurrlr a los embargos 
y deslgnar los blenes del deudor en que hayan de causarse 
(art. 1.454-1 LECr.). En el proceso penal no hay nlnguna nor 
ma que establecer que, el Mlnlsterlo Fiscal el acusador partly 
cular o el acusador prlvado, puedan tener una actuaclôn simi­
lar a la del actor en un proceso civil.
Puede suceder que el procesado fuere declarado rebelde 
después del embargo reservândose enfonces, en el auto de sus- 
penslôn del proceso, a la parte ofendlda por el dellto la ac- 
clén que le corresponde para la restltuclôn de la cosa, la re 
paraclôn del dano causado y la Indemnlzaclôn de perjulclos, a 
fin de que pueda ejercltarla por la via civil contra los que 
fueren responsables; a este efecto no se alzarân los embargos 
hechos ni se cancelarân las flanzas prestadas (art. 843 LECr.)
El problema surge cuando la declaraclôn de rebeldla es 
anterior al requerimiento que se exige en los articules 597 y 
598 de la ley de enjuiciamiento criminal. iSe puede reallzar 
enfonces el embargo? Parece que si se efectûa, al no haberse 
prevlsto exprésamente esta clrcunstancla por el leglslador, 
se va mâs allé del esplrltu de la ley; por esto, dice MAJADA, 
que, al ser declarada de modo Inmedlato la rebeldla, no se 
produce el requisite del requerimiento al rebelde para presta 
clôn de flanza (el cual se omlte en las requlsltorlas) y, se­
gûn el slstema legal, parece que no cabe la apertura a la tra 
ba o embargo de blenes del asI declarado en rebeldla (206) .
(206).- M. Arturo MAJADA. Ob. cit. Totto II. PSgs. 1.290 y 
1.291.
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Posiciôn contraria es la de VIADA al sostener que, como la ley 
dice en el artîculo 840, en relaclôn con el 839, que una vez 
declarado rebelde el ausente, si la causa estuvlere en sumarlo, 
se contlnuarâ hasta que se declare termlnado, suspendlêndose 
durante su curso, puede continuer el sumarlo con la consecuen­
cia de la formaclôn de plezas y, transcurrldo el plazo prevls­
to en el artîculo 597, podrâ procederse al embargo de blenes 
(207). Hosotros creemos que es mâs ajustada esta segunda pos^ 
clôn; pero es que ademâs el obstâculo que ofrece MAJADA no es 
Insuperable, como. vamos a ver:
1“. En nlngûn lugar se establece que la notlfIcaclôn del auto 
acordando la fianza o el embargo en su caso, haya de notlfIcar 
se personalmente, y menos aûn, que el embargo sôlo pueda prac­
ticarse con el procesado. Todo lo contrario, en el art. 598 
se dice que se puede practlcar la dlllgencla de embargo con 
otras personas, si aquél no fuere habldo.
2°. Aûn en el caso de que se entêridlese que es necesarlo la 
notlfIcaclôn y requerimiento, podrân reallzarse éstos por me- 
dlo de edlctos, en la forma estableclda en el artîculo 178 de 
la ley de enjuiciamiento criminal, es declr Insertândose la cé 
dula correspondlente en el Boletîn Oflclal de la provlncla de 
su ûltlma resldencla y en la Gaceta de Madrid, si se considéra 
se necesarlo.
Ahora bien, tenlendo en cuenta el fin que se pretende con 
la medlda de garantîa y que, si se esperase a la publlcaclôn 
de edlctos se tendrîa que dejar transcurrlr bastante tlempo, 
es necesarlo procéder Inmedlâtamente al embargo de blenes, aûn 
sln necesldad de que se cumpla e strict cimente el requisite pre- 
vlo; de lo contrario podrîa eludlrse la acclôn de la Justlcla 
si cuando el rebelde regresara, y tuvlera conoclmlento de ello
(207).- C. VIADA LOPEZ-PUIGCERVER y P. ARAGONESES. Ob. cit.
Tomo II. Pâg. 59. C. VIADA LOPEZ-PUIGCERVER, N. GON- 
ZALEZ-DELEITO DOMINGO y E. SERRANO Y GIL DE SANTIVAREZ. 
Apuntes de Derecho Procesal Civil y Penal. 2^  edlclôn. 
Madrid. 1955. Pâgs. 370-371.
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el Organo Jurisdiccional, hubiera hecho desaparecer los bienes 
de su propiedad.
c'). Garantîa de la afecclôn.
Segûn la naturaleza de los blenes embargados, el leglsla­
dor ha prevlsto dlferentes formas de garantlzar la afecclôn, 
como son la anotaclôn reglstral, el depôslto, o la admlnlstra­
clôn.
1). Anotaclôn reglstral.
Como dice FENECH (208) el establecimlento de la garantîa 
reglstral del embargo tlene como fin, que el posible adqulren- 
te del bien conozca la exlstencla del embargo y asuma, si lo 
adqulere, la responsabllldad a que estaba afecto el bien.
1).- Cuando se embarguen blenes Inmuebles se expedlrâ manda- 
mlento para que se haga la anotaclôn prevenlda en la Ley Hlpo- 
tecarla (art. 604 LECr.). Es declr, se tendrâ que dlctar una 
resoluclôn acordando llbrar dlcho mandaralento, por duplIcado, 
dlrlgldo al Reglstrador de la Propiedad, en el que se harâ 
constar:
1®.- El proceso que haya dado lugar a ello y el Importe 
de la obllgaclôn que los hublere orlglnado (art. 72-11 LECr.).
2®.- La resoluclôn respective, llteralmente, con su fe- 
cha y la clrcunstancla de ser firme (art. 165-1 RH).
3®.- La naturaleza, sltuaclôn y llnderos de los Inmue­
bles objeto de la anotaclôn, y su medlda superficial, nombre y 
nûmero, si constaren (art. 9-1^ . LH).
(208).- M. FENECH. Derecho Procesal civil. Ob. cit. Pâg.
390.
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4®.- El derecho sobre el cual se constituye el que sea 
objeto de la anotaclôn (art. 9-3^. LH).
5®.- El titular de los bienes y la persona contra la que 
se ha dlctado la medlda (art. 166-3® RH).
SI se hubiera embargado de los blenes que pertenecleren a 
la socledad de gananclales, la mltad Indlvlsa propiedad del ma 
rldo, o de la mujer, en su caso, serâ necesarlo, antes de ha­
cer la anotaclôn, que se comunlque el embargo al otro conyuge, 
y después que se haga constar en el mandamlento el haber cum- 
plldo este requisite, todo ello a los efectos del art. 144, pâ 
rrafo 1® de la Ley Hlpotecarla, en relaclôn con los articules 
96 de su Reglamento y 1.413 del Côdlgo Civil.
El mandamlento ha de ser expedldo por el Juez del Juzgado 
en cuyo terrltorlo esté el Registre de la Propiedad, razôn por 
la cual, si qulen acuerda la anotaclôn es otro Organo Jurlsdlc 
clonal dlstlnto, deberâ envlar el oportuno despacho, con todos 
los dates necesarios, a fin de que aquél pueda cumpllmentarlo.
2).- No sôlamente los blenes Inmuebles pueden ser objeto de 
anotaclôn reglstral, al haberse establecldo un nuevo Registre 
con la Ley de hlpoteca moblllarla y prenda sln desplazamlento 
en el que pueden anotarse el embargo de estableclmlentos mer­
cantiles, automôvlles y otros vehlculos de motor, asi como los 
tranvias y vagones de ferrocarrll de propiedad particular, las 
aeronaves, la maqulnarla Industrial, la propiedad Intelectual 
y la Industrial (art. 12 LHM). Tamblén el embargo de los fru­
tos pendientes y las cosechas esperadas dentro del ano agrico­
le , los frutos separados o productos de dlchas explotaclones, 
los animales asi como las crias y sus productos, las mâqulnas 
y aperos de las referldas explotaclones (art. 52 LHM). Flnal- 
mente, el embargo de las mâqulnas y demâs blenes muebles Iden- 
tlflcables por caracter1stIcas proplas, como marca y numéro de 
fabrlcaclôn, modelo y otras anâlogas, que reûnan los requlsl­
tos exlgldos para la hlpoteca Industrial, las mercaderlas y ma
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terias primas almacenadas, las colecciones de objetos de valor 
artlstico o histôrico como cuadros, esculturas, porcelanas o 
llbros, bien en su totalldad o en parte, e incluso dichos obje 
tos, individualmente, aunque no formen parte de una colecciôn 
(arts. 53 y 54 LHM).
Es curloso destacar que no se suele hacer anotaciones por 
nuestros Juzgados en estos Registres, y si es frecuente, en 
camblo, anotar los embargos de vehlculos en la Jefatura Provin 
clal de Traflco correspondlente, aunque no tenga la mlsma efl- 
cacia jurîdlca. Esto es debldo a ventajas prâctlcas, pues ba£ 
ta con un simple oficlo, sln tantos requisites como el manda­
mlento correspondlente, y caso de quererse camblar la tltulari^  
dad del propletarlo del bien embargado, antes de hacerse es co 
municado al Juzgado para que pueda obrar en consecuencia.
3).- SI lo embargado fuera un buque deberâ anotarse en el Re­
gistre Mercantll en que esté Inmatrlculado (art. 45 LHM) y en 
la Comandancla de Marina compétente (D. de 7 Novlembre 1876, 
R.O. de 23 Septlembre 1922 y D. de 12 Julio 1947).
4).- De la mlsma manera que puede ser objeto de prenda, puede 
ser objeto de embargo judicial, y asi como para garantlzar 
aquêlla debe ser Inscrite en el Registre mercantll la escrltu- 
ra pûbllca en la que necesarlamente debe documentarse su cons­
tltuclôn (art. 25-11 LSL) anâlogamente, aunque la ley haya ol- 
vldado su regulaclôn, el mandamlento de embargo de la partici­
pée lôn de un soclo en una socledad llmltada emitIdo por el 
Juez ejecutor, y dlrlgldo al Reglstrador mercantll, deberâ ser 
anotado por éste. De esta forma, dice FENECH (209) queda ga- 
irantlzado el embargo, ya que medlante la publlcldad del Regis­
tre mercantll, la transmlslôn posterior a la anotaclôn lleva 
conslgo que el tercero adqulrente conozca la exlstencla del em
(209).- M. FENECH. Derecho Procesal Civil. Ob. cit. Pâg. 
400.
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bargo y asuma la responsabllldad a la que se hallaba afecta 
la partlclpaclôn adqulrlda.
5).- Tamblén cabe la anotaclôn preventlva cuando se embarga­
ren; 1®. Los crédltos hlpotecarlos o plgnoratlclos Inscrltos 
en el Registre (art. 68, d, LHM). 2®. Las conceslones admi­
nistratives de minas, ferrocarrlles, canales, puentes y otras 
obras destlnadas al servlclo pûbllco (art. 107, 6® LH). 3®. 
El derecho de retracto convenelonal sobre un Inmueble (art. 
107, 8®. LH).
6).- Menclôn especial, puede hacerse de las empresas, pues en 
el Decreto-Ley de 20 de Octubre de 1969, se régula su admlnls 
traclôn mlentras dure el embargo, pero no dice cômo se deben 
asegurar los blenes propiedad de la entldad. No cabe duda, 
que hay que tomar medldas a este respecte por lo que serâ ne­
cesarlo hacer las anotaciones reglstrales pertinentes, ya que 
de no hacerse de esta forma podrîa suceder que un embargo pos 
terlor sobre alguno de los bienes, propiedad de la empresa, 
dlere lugar a que el embargo sobre ésta resultare flctl- 
clo. En la prâctlca, nuestros Trlbunales se han encontrado 
con algûn supuesto parecldo, como el del embargo de una empre 
sa dedlcada a la construcclôn, sln anotarse en el Registre de 
la Propiedad, lo que dlô lugar a que un embargo posterior de 
alguno de sus Inmuebles, hecho por otro Organo, debîdamente 
anotado, orlglnara el que tuvlera preferencla la ûltlma de 
las dos trabas, y desaparecleran los blenes del patrlmonlo em 
presarlal, con perjuiclo de las cantldades garantlzadas en el 
pro'ceso en que se acordô el embargo de la entldad.
2). Depôslto de los blenes
1).- Cuando los blenes embargados conslstleren en metâllco, 
efectos pûbllcos, valores mercantiles e Industriales cotiza­
bles, se deposltarân segûn los casos, en la Caja General de
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Depôsltos, en el Banco de Espana o en cualquler otro estable­
cimlento pûbllco destlnado al efecto (art. 600-1 LECr.). Pa­
ra el Ingreso habrâ que cumpllr los trâmltes que hemos expues 
to anterlormente al tratar de la flanza (210).
No dice nada la ley de enjuiciamiento criminal para el 
caso deque los blenes anterlores se encontraran en poder de 
un tercero. Por ello, se le requerlrâ para que los entregue 
en el Juzgado, lo mlsmo que hubiera ocurrldo si hubleran es­
tado en poder de la persona embargada. No obstante, cuando 
se encuentran en entldades bancarlas, al estlmarse que hay su 
fIclentes medldas de seguridad, frecuentemente por los Orga­
nos Jurisdiccionales, se dirigen oflclos a las mlsmas, a fin 
de que taies blenes sean alll retenldos.
El Tribunal Supremo tlene declarado (211) que cuando el 
embargo recae sobre crédltos, sueldos o penslones se harâ re­
tenclôn en poder de la persona o funclonarlo que deba pagar- 
lo, y en su dîa, es declr, cuando se hagan efectlvos, se depo 
sitarân en la Caja General de Depôsltos, no cablendo aqul el 
nombramlento de deposltarlo.
2).- Cuando lo embargado fueran alhajas de oro, plata o pedre 
ria, se tasarân por uno o dos peritos -segûn se trata de pro­
cedimiento de urgencla u ordinarlo- y seguldamente serân depo 
sltadas tamblén en la Caja General de Depôsltos, Banco de Es­
pana o establecimlento adecuado destlnado al efecto (art. 
600-1 LECr.).
3).- En el supuesto que se embargaren blenes semovlentes, se 
requerlrâ a la persona propletarla de los mlsmos, para que ma 
nlfleste si opta porque se enajenen o porque se conserven en 
depôslto y admlnlstraclôn. SI optare por la enajenaclôn, se
(210).- Para metâllco, pâgs.93 a 97; para efestos pûbllcos, 
pâg. 87 y para valores mercantiles e industriales, 
pâgs. 89 y 90.
(211).- STS 17 de novlembre de 1978.
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procederâ a la venta en pûblica subasta,previa tasaciôn(212), 
hasta cubrlr la cantldad senalada, que se deposltarâ en el es 
tableclmlento pûbllco destlnado al efecto (art. 600-1 y II 
LECr.). No existe una norma similar en la ley de enjuicia­
miento civil, por lo que sln duda, la ley penal es mâs perfec 
ta en este punto. No qulere declr ello que la regulaclôn an­
terior sea compléta, pues es excesîvamente simple -segûn nos 
parece- dando lugar a numerosos problèmes prâctlcos. El le­
glslador, qulso Introduclr la norma que aqul tratamos, dando 
el derecho al embargado de optar por la forma que menos per­
julclos pudlera causarle, pero, qulzâs, deberia haberse dl­
cho, que qulen decldlese fuera el Organo Jurisdicclonal, pre­
vla audlencla de las partes.
Antes de la actual ley, la experlencla habla ensenado 
que, por régla general, el embargo de los blenes semovlentes 
suele ocaslonar gastos considerables por la necesldad de aten 
der a la manutenclôn y a las demâs necesldades de los mlsmos, 
que, en muehas ocaslones, excedlan del valor de los proplos 
semovlentes trabados o del producto de su enajenaclôn, espe­
clalmente en las causas de larga duraclôn, vlnlendo a resul­
tar por complète Ineflcaz o contraproducente el embargo prac- 
tlcado. Para evltar taies consecuenclas se solia adoptar, en 
multltud de casos, el medlo de constltuclôn en depôslto "fru­
tos por alimentes" para ahorrar los gastos de manutenclôn, si 
bien se perdla el aprovechamlento o utlllzaclôn de los gana- 
dos embargados (213) pero, aparté de ese Inconvénients, el de 
pôslto en taies condlclones solia produclr perjudlclales efec 
tos, pues la codlcla y el deseo de obtener de los bienes el 
mayor producto posible con el menor gasto, trala aparejado co
(212).- Que tendrâ que reallzarse por uno o dos peritos segûn 
la clase de procedimiento.
(213).- En los procesos civiles, segûn M. FENECH, se slgue 
utlllzando la fôrmula de frutos por alimentes. Dere 
cho procesal civil. Ob. cit. Pâg. 405.
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mo consecuencia, muchas veces, el desmerecimiento del ganado 
utilizado en esa forma, y aûn la pérdida por exceso de trabajo 
o por falta del necesarlo culdado (214) ,
Para dar soluclôn a todos estos problemas es por lo que 
se estableclô el derecho de optar aunque olvldândose de que 
tamblén hay otras partes con Interés en la cuestlôn. Para que 
se cumplan todas las garanties poslbles -creemos que- deberia 
ser el Organo que acordô el embargo qulen tuvlese que resolver 
en definitive.
Cuando se dice que se ha de "cubrlr la cantldad senalada", 
no hay que olvidar, que segûn el art. 1.447 de la ley de enju^ 
ciaralento civil, existen clnco clases de blenes preferentes a 
los que aqul nos ocupan y que Incluso ese orden puede haber s^ 
do alterado; sôlamente se cubrlrâ, debldo a ello, la parte de 
la cantldad senalada no asegurada ya por el embargo de alguno 
de los blenes, que en el orden que corresponde, segûn los ca­
sos, se hayan considerado preferentes a éstos.
4).- Los demâs blenes muebles embargados se entregarân en depô 
slto, bajo Inventerlo, por el encargado de hacer el embargo, 
al veclno con casa ablerta que nombre. No obstante, cuando el 
embargo se hublere hecho de blenes existantes en poder de un 
tercero, se le ordenarâ que los conserve a dlsposlclôn del Ju£ 
gado bajo su responsabllldad y se pondrâ la dlllgencla en cono 
clmlento de la persona contra la que se hublere decretado el 
embargo (215). El deposltarlo flrmarâ la dlllgencla del recl- 
bo, obllgândose a conservar los blenes a dlsposlclôn del Juez 
o Tribunal que conozca de la causa, o en otro caso, a pagar la 
cantldad para cuyo aflanzamlento se haya hecho el embargo, sln 
perjuiclo de la responsabllldad criminal en que pudlere Incu- 
rrlr (art. 600 LECr.).
(214).- E. AGUILERA DE PAZ. Ob. cit. Pâg. 411.
(215).- STS de 17 de Novlembre de 1978.
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Es lôgico que haya que practlcar un Inventarlo de los ble 
nés que se entregan en depôslto, deblendo extenderse la corre£ 
pondlente dlllgencla de entrega, que flrmarâ el que los reclbe 
en prueba de ello. Por eso, y para evltar complicaclones pos- 
terlores deberâ exlglrse que vayan suflclentemente IdentlfIca- 
dos . Pero, no se slgue aquî tampoco la normatlva de la ley de 
enjuiciamiento civil totalmente, pues se varia la forma de nom 
brar el deposltarlo, y se aclara las poslbles responsablllda­
des de éste.
En vlrtud del artîculo 1.454 de la ley de enjuiciamiento 
civil, el acreedor podrâ hacer la deslgnaclôn del deposltarlo, 
bajo su responsabllldad,no pudlendo concederse esta deslgna­
clôn al deudor; pero ya, en la mlsma ley, al tratarse el embar 
go preventive (art. 1.409 II), no se dice nada sobre la Inter­
vene lôn del acreedor, aunque la doctrina entlende que debe se- 
gulrse el mlsmo crlterlo, por conexlonarse esta medlda muchas 
veces con el julclo ejecutlvo, como se desprende del artîculo 
1.411 de la mlsma ley (216). La postura, por tanto, del legls 
lador procesal civil es dar opclôn al acreedor, y, cuando éste 
no haga uso de ello corresponderâ al nombramlento al encargado 
de hacer el embargo. En la ley de enjuiciamiento criminal se 
varîa el crlterlo entendléndose que es el Organo Jurlsdlcclo- 
nal el que debe hacer la deslgnaclôn; ésto no obsta para que 
las partes Interesadas puedan proponer una persona, y que sea 
nombrada si Inspira mâs conflanza que cualquler otra que pudle 
ra ser eleglda, al no estar prohlblda esta proposlclôn, y no 
debe olvidar que el deposltarlo puede quedar obllgado a pagar 
la cantldad aflanzada con los blenes embargados, si no cumplle 
se flelmente en el cargo.
Otro problema a soluclonar es, ^qulén désigna el deposlta 
rlo: el Juez o el Agente Judicial? Para JIMENEZ ASENJO (217)
(216).- M. CALVO TEIXEIRA. La deslgnaclôn de deposltarlo. Re­
vlsta de Derecho Procesal. 1969, N° 2, Pâgs. 48 3 y 484.
(217).- E. JIMENEZ ASENJO. El embargo. Ob. cit. Pâg. 47.
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la deslgnaciôn se réserva al Organo Jurisdiccional en la per­
sona de su AGente. Sin embargo otros aütores (218) entienden 
que debe corresponder al Juez, al tratarse de un cargo de con 
fianza y siendo a él a quien debe inspirârsela, puesto que es 
el encargado de hacer que queden debidamente aseguradas las 
responsabilidades que la ley ha querido garantizar disponien- 
do lo necesario para que no desaparezcan los bienes embarga- 
dos y baya siempre quien pueda responder de ellos, o en otro 
caso, de la cantidad para cuyo aflanzeuniento se hubiere hecho 
el embargo. Nosotros estiraamos que la letra de la ley no dé­
jà lugar a dudas, al referirse "al encargado de hacer el em­
bargo" . Es prâctica general que sea realizado por el Agente 
Judicial, luego serâ éste quien harâ la designaciôn; no obs­
tante, püede hacerlo el propio Juez, si lo estima convenien- 
te. El legislador, quiso, en esta ocasidn con acierto, bus- 
car una fôrirtula que facilitase poder hacer el nombramiento.
Sin embargo el problems puede plantearse en otros dos supues- 
tos: 1®. Que los bienes no estuvieren en el lugar en que se 
practice el embargo; no existiendo la urgencia de nombfar de- 
positario parece claro que debe ser el propio Juez el que eli 
ja la persona idônea. 2®. Que hubiere que procéder a la remo 
ci6n de depositario, en el que el criterio a seguir deberla 
ser el mismo, nombramiento por el propio Juez.
No resuelve el legislador en qüé casos la persona nombra 
da debe aceptar obligatorlamente el cargo, ni cuândo es posi- 
ble renunciar o excusarse, ni siquiera en qué supuestos debe 
ser removida del mismo. Un cargo que puede resultar muy eno- 
joso al ocasionar problemss y responsabilidades, y por el que 
no se establece remuneraciôn, salvo en circunstancias especia 
les, -creemos que- debe ser voluntario, pues en otro caso asî 
lo habrîa establecido especialmente la ley (219). En el mo-
(218).- E. AGUILERA DE PAZ. Ob. cit. Pâgs. 405 y 406.
(219).- Criterio contrario sustenté la STS. de 31 de Diciem- 
bre de 1872 al decir que la negativa a la aceptacién 
y desempeno constituye un delito de desobediencia cas 
tigado en el Côdigo Penal.
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mento que el depositario, después de haber aceptado el cargo, 
por una raz6n justificada, desease dejarlo, lo expondrS al Or 
gano Jurisdiccional que deberâ aceptar la renuncia, sin que, 
pese a ello, aquël pueda abandonar los bienes hasta que se ha 
ya nombrado un nuevo depositario al que se los deberâ entre- 
gar, tarabién previo inventario. La remocién podrâ procéder 
en cuanto aquêl Organo tenga conocimiento de algûn hecho que 
ponga en peligro la existencia o conservacién de los bienes 
embargados, sin perjuicio de exigir las correspondientes res­
ponsabilidades .
Se establece la necesidad de que el depositario sea "un 
vecino con casa abierta" (220) con lo que se ha querido garan 
tizar que los bienes no sean trasladados de la misma pobla- 
ciôn y que el depositario sea solvente. Pero estos requisi­
tes son insuficientes, por lo que quien le nombre deberâ te- 
ner en cuenta todas aquellas otras circunstancias que se con­
sider en de importancia, en cada caso en concrete. Pero êqué 
sucederâ si el depositario cambia de domicilie y va a vivir 
en otra poblaciôn distinta? Ante el silencio legal -entende- 
mos que- deberîa poner el hecho, con tiempo suficiente, en co 
nocimiento del Organo Jurisdiccional para que se nombrase 
otro depositario que se hiciese cargo de los bienes antes que 
se realizase el traslado.
Se fijan claramente en la ley procesal penal, a diferen- 
cia de la civil, dos clases de responsabilidades: Una de ca-
râcter civil, al comp rorne terse el depositario, en el caso de 
no conserver los bienes, a pagar la cantidad afianzada. Otra 
penal, que serâ la que corresponde a un delito de malversa- 
ciôn de caudales pûblicos con arreglo al artîculo 399 del Cé- 
digo Penal.
Mâs detalle todavîa hay en la ley de enjuicianiento cri­
minal, al decirse donde quedarân los bienes, correspondiendo
(220).- Este requisite tampoco se establece en la ley de en- 
juiciamientô civil.
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al depositario elegir entre recogerlos y conservarlos en su 
poder, o dejarlos, bajo su responsabilidad, en el domicilio 
de la persona embargada (art. 600-111). Si los bienes quedan 
en éste ûltimo lugar, la figura es sûmamente curiosa, pues ha 
brâ un depositario de hecho que de derecho no lo es -el dueno 
de los bienes- y otro que lo es de derecho, pero en realidad 
no tlene los bienes, aunque eso si, serâ el responsable de la 
conservacién; sin perjuicio de las responsabilidades que se 
le pudiera exigir tamblên a aquêl, por la participacién que 
hubiere podido tener en lo que ha ocurrido.
3). Administracién judicial.
La garantia de la afecciôn, puede realizarse mediante ad 
ministracién judicial sobre la que nos detendremos en la se- 
gunda parte de esta tesis. Baste aqul con decir que procede- 
râ en los siguientes casos:
1®.- Si no se optare por la enajenacién de los bienes 
semovientes (art. 601-1 LECr.).
2®.- Cuando se embargaren sementeras, pueblas, plantios, 
frutos, rentas y otros bienes semejantes (art. 605-1 LECr.).
3®.- Al trabarse el embargo sobre alguna empresa o gru- 
po de empresas, acciones o participaciones que representen la 
mayorla del capital social, del patrimonio comûn o de los bie 
nés o derechos pertenecientes a las mismas o adscritos a su 
explotaciôn (art. 2-1 DLEE).
4). Otras garantlas.
Si se hubiera trabado el embargo sobre crédites realiza- 
bles en el acto, habrâ que comunicarlo inmediâtamente al deu- 
dor, requeriéndole para que retenga la prestaciôn o el pago
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lo haga en el Juzgado y no al acreedor al que le ha sido embar 
gado, advirtiéndole que no serâ liberatorio el que haga a éste 
después de recibir aquel requerimiento. Si todavîa no se pu- 
diesen cobrar, por cualquier raz6n, se practicarân las diligen 
cias necesarias hasta quedar totalmente asegurado el abono 
(221) . Las cuentas corrientes que el embargado pudiere tener 
en establecimientos bancarios, aunque fueren a plazo, siempre 
que no deriven de crédites concedidos por estas entidades, si 
fueren embargadas deberân conservar congelado el saldo corres- 
pondiente, por la cantidad que haya ordenado el Organo Juris­
diccional, desde el momento que aquella oficina bancaria reci- 
ba la notificacién en forma que, a tal efecto, deberâ hacérse- 
le.
No hay en la ley de enjuiciamiento criminal, ni en la ley 
de enjuiciamiento civil ninguna norma especffica sobre la for­
ma de garantizarse el embargo de creditos y derechos no reali- 
zables en el acto. Ante esto habrâ que acudir a las normas ge 
nerales. Los créditos se garantizarân requiriendo al deudor 
del embargado. Los derechos no realizables en el acto acudlen 
do a las acciones subrogatorias y revocatorias ejercitadas en 
el juicio correspondiente.
(221).- En este caso se encuentran los sueldos o pensiones 
que haya de recibir el deudor, ordenândose por el 
Juzgado a la entidad pûblica o persona privada que 
retenga a disposicién suya las cantidades que resul 
ten de la detracciôn del porcentaje del salario, 
sueldo o pensién que haya sido objeto del embargo.
M. FENECH. Derecho Procesal Civil. Ob. cit. Pâg.404.
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1. CONCEPTO DE ADMINISTRACION JUDICIAL
El concepto de "administrar"es metajuridlco; estâ en el len 
guaje popular, por ello como dice FENECH, "pese a la gran 
proliferaciôn de actos de administraciôn que se contienen en 
nuestro Derecho positivo, ningün precepto define qué sea el 
acto de administraciôn o la administréeiôn misma, ya que el 
legislador se limita a considérât el concepto como conocido 
o entendido, llegando como mâximo a distinguir entre actos 
de administraciôn ordinarios y extraordinarios, pero sin cia 
rificar el fundamento de la diversificaciôn, ni establecer 
un criterio de diferenciaciôn que pueda aplicarse con absolu 
ta seguridad(222).
Nos encontramos asl con una situaciôn en la que un término 
no juridico es trasplantado al campo del Derecho, motivando- 
se mûltiples problèmes, pues la palabra "administrar" repré­
senta una cosa o una actividad, con diferente contenido, se- 
gûn la instituciôn jurîdica a que se aplique. La dificultad 
que todo ello origina no puede hacernos soslayar el teraa, 
por lo que haremos un exhaustive anâlisis.
Etimolôgicamente dériva del latin "administrate" (de "ad"-a-, 
y "ministrare" -servir-), siendo entonces su significado el 
de servir a, el de acciôn, el de actividad. Para GIL ROBLES 
y SANTAMARIA (223) dériva de "ad manus trahere", traer a mémo 
no siendo sinônimos administrar, ejecutar, servir, aplicar.
El general, en la lenguaje corriente, se utiliza la palabra 
administrât para dar idea de cuidar, gobernar y régir. Para
(222) M, FENECH. La administraciôn de bienes en el proceso. 
Barcelona. 1.974 . Pâg. î~. ~
(223) J. GASCON Y MARIN. Tratado de Derecho Administrative. 
Tomo 1®. 9°ediciôn. Madrid. 1.94 6.
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algûn autor (224) administraciôn es gestiôn, gobierno de los 
intereses o bienes, en especial de los pûblicos. GOLDSCHMIDTT
(225) dice que administrar es primêramente, y ante todo, tra- 
tar los bienes segûn su destino natural, inspirândose, no en 
puras circunstancias de hecho, sino en la naturaleza misma de 
las cosas.
De estos .primeros conceptos se pueden deducir dos elementos; 
Uno, la idea de servicio, de subordinaciôn a un fin; otro el 
cuidado y demâs actos necesarios para conservar algo, para 
evitar su pérdida. Lo que nos lleva a poder distinguir dos 
funcioness 1-. Preventive, que tiene como fin el que se con­
serve n los bienes en el estado que se encuentran para que, en 
su caso, pueda cumplirse la funciôn satisfactiva de la ejecu- 
ciôn. 2-. Tuitiva o de protecciôn del patrimonio administra- 
do al sustraerse o limitarse las facultades de libre disposi- 
ciôn que tendria su titular.
La cuininis trac iôn es un a rte que es necesario que sea bien 
realizado; mal entendido, puede suponer un grave riesgo so­
cial (226). Constituye a la vez la acciôn y el efecto de ad­
ministrar por lo que comprends todos los actos propios de es 
ta funciôn, debido a lo que COLIN y CAPITANT (227) afirman 
que se trata de una nociôn elâstica y vaga que varia segûn 
las materias y las categorlas. CARNELÜTTI(228) formula un
(224) G- CABANELLAS. Diccionario de Derecho usual. Tomo I.
5a. ediciôn. Madrid. 1.963. Pâg. 107.
(225) GOLDSCHMIDTT. Etude sur l'acta d'administration en 
droit civil français, These, Paris 1898 Pâg. 145. Cl- 
tado por; T. AGUILERA DE LA CIERVA en Actos de adminis 
traciôn,de disposiciôn y de conservaciôn. Madrid. 1.974 
Pâg. 53.
(226) 0 TEAD. El arte de la administraciôn. Madrid. 1.964. 
Pâgs. 24 y 25.
(227) COLIN-CAPITANT. Cours de droit civil français, 2a. edi- 
ciôn. Tomo 1. 1.909 . Pâg. 4 38.
(228) F. CARNELÜTTI. Institueiones del Proceso Civil. Traduc- 
ciôn de Santiago Sentis Melendo. Volumen I. Buenos 
Aires. 1.959. Pâg. 448.
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concepto recogiendo los dos elementos antes destacados -ser­
vir y conservar- al decir que la administraciôn es una acti­
vidad dirigida a hacer servir alguna cosa en provecho de al- 
guien, siendo su caracterlstica fundamental la custodia.
La administraciôn en el sentido que nos interesa consiste en 
la actividad cotidiana que se manifiesta en mil pequenas co­
sas, que imprime vida a los propios bienes, exigiendo casi 
siempre una asistencia asldua, que tiende a mantener a aqué- 
llos en su marcha normal sin disminuciones ni paradas, en 
progresivo mejoraraiento, si es posible, pero también sin so- 
bresaltos, sin hacerlos correr riesgos excesivos con la mira 
de râpidos engrandecimientos. Por ello como dice GITRA^(229) 
adoptando el définir de Escriche, la administraciôn es "la 
direcciôn, gobierno y cuidado que uno tiene a su cargo de 
los bienes de una herencia, de un menor, de un demente, de 
un prôdigo o de cualquier particular".
En ocasipnes, se usa la palabra estudiada con signif icado 
totalmente diferente y asî se utiliza para designar la casa 
u oficina en la que el administrador o sus dependientes rea- 
lizan las actividades que le son propias (p. ej. administra­
ciôn de loterîas, etc.). Nosotros, cuando hablemos de admi­
nistraciôn a lo largo de esta tesis, prescindiremos de este 
ûltimo sentido y nos referiremos ûnicamente al concepto fun- 
cional.
Pero, todavîa no es suficiente, pues la administraciôn de 
bienes, puede ser voluntaria, legal y judicial. Es volunta- 
ria cuando el vînculo nace por la voluntad de las partes; le 
gai cuando surge como consecuencia de un mandate de la ley y 
judicial, que es la que realmente nos interesa, cuando es < 
llevada a efectos por resoluciôn del Organo Jurisdiccional 
correspondiente-
(229) M. GITRAMA. La administraciôn de la herencia en el De­
recho espanol. Madrid. 1,950. Pâg. 10.
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Tambiën recibe el nombre de Administrée iôn Judicial la rama 
de la Administraciôn puesta al servicio de la Justicia, que 
se diferencia de las otras ramas administratives por su 
objeto, por sus ôrganos y por sus caracteristicas(229bis,); 
pero quizâs sea mâs propio usar para este caso la denomina- 
ciôn de Administraciôn de Justicia, reservando la de admi­
nistraciôn judicial, para aquellos casos, no correspondien­
tes al Derecho Administrativo, en los que el Juez o Tribu­
nal correspondiente determine que ciertos bienes se conser­
va n o, en su caso, se pueda realizar con ellos actos de ad­
ministraciôn .
2. ACTOS DE ADMINISTRACION.
El concepto de administraciôn va ligado a los actos que és- 
ta comprends, de ahl que no podamos seguir adelante, sin de 
tenernos en ellos.
Para saber qué son àctos de administraciôn, conviens exami- 
narlos y compararlos, con los actos de conservaciôn y de 
disposiciôn, como hace la doctrina francesa, e incluso dis­
tinguir entre actos de ordinaria y extraordinaria adminis­
traciôn , cuestiôn que ha preocupado principalmente a la 
doctrina italiana.
A) ACTOS DE CONSERVACION, DISPOSICION Y ADMINISTRACION.
Cabria pregunrarse si se puede llegar a hacer esta diferen­
cia en una administraciôn o, por el contrario, no es posi­
ble .
AUBRY y RAU (230) consideran a la administraciôn como sinô-
(229bis) A. GUAITA. Administraciôn de Justicia y Administra­
ciôn Judicial. Separata de la Revista de Derecho 
Procesal N°IV. Octubre-Diciembre 1.968. Pâgs.21-22.
(230) AUBRY Y RAU. Cours de droit civil français d'après 
la méthode de Zachaïrlaei 6l"| ediciôn. T. Ï1 Pâgs. 
661—662.
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nimos de gestiôn y creen que no se debe hacer aquella dis- 
tinciôn. El campo utilizado por estos autores fué la tute 
la, y velan que el tutor podrîa realizar todos los actos 
necesarios y ütiles para la gestiôn de un patrimonio. Si 
la misiôn del tutor consiste en conservar, hacer fructifi- 
car y aumentar, si es posible, el patrimonio del menor, de 
be tener facultades semejantes a las que goza un buen padre 
de familia respecte de su patrimonio. De este forma cual­
quier acto realizado por el administrador es acto de admi­
nistraciôn .
NAST (231) identifies actos de administraciôn y de conser­
vaciôn, y entiende que el administrador debe realizar los 
actos necesarios para mantener el patrimonio en su estado 
normal. Son, por tanto, diferentes los actos de disposi­
ciôn que son aquellos que no le competen al administrador.
LAURENT (232) dice que el acto de administraciôn es radical^  
mente distinto del de disposiciôn, ya que éste supone siem­
pre enajenaciôn, por ello quien administra bienes pertene­
cientes a un tercero sôlo puede realizar actos de adminis­
traciôn; el propietario es el ûnico que tiene derecho a di£ 
poner de sus bienes, porque el derecho de disposiciôn cons­
tituye uno de los artibutos de la propiedad. El hecho de 
que puedan enajenarse frutos por un administrador, se debe 
a la finalidad de conservar el patrimonio.
En el diccionario de derecho (233) son actos de administra­
ciôn los actos de la vida corriente; los actos jurldicos 
que tienden por procedimientos normales a la conservaciôn y 
explotaciôn de un patrimonio, asi como al empleo de las ren 
tas. Por el contrario, no son actos de administraciôn aque 
llos que tienen un carâcter anormal o excepcional en al ges 
tiôn del patrimonio: asi la aceptaciôn o repudiaciôn de
(231) M. NAST. Notes du Traité practique de Planiol et Ripet 
Volumen VIII. Nums. 593 y 595.
(232) P. LAURENT. Principes de droit civil français. 2a. edi­
ciôn Tomo III Bruylant, Bruxelles 1878-1903. Nums.304-305.
(233) Dictionnaire de droit. 12S.ediciôn. Tomo I Paris 1.966. 
Pâg. 31.
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una herencia, las enajenaciones de inmuebles, constitucidn 
de servidumbres y de hipotecas. Son actos de disposiciôn 
en un primer sentido, todos los actos de enajenaciôn por 
los cuales una persona hace voluntarlamente salir un bien 
de su patrimonio; en un segundo sentido, el acto de dispo­
siciôn se opone al acto de administraciôn, designando en­
tonces todo acto que exceda por su gravedad de los limites 
del acto de administraciôn.
Otros autores como TRASEOT (234) distinguen los actos de 
disposiciôn, administraciôn y conservaciôn, y destacan como 
los primeros corresponden sôlo al senorio pleno del patrimo 
nio, raientras que los ûltimos van dirigidos a la superviven 
cia de éste; los actos de administraciôn sôlo tienen impor­
tancia cuando no hay pleno senorio del patrimonio y estarSn 
integrados por todas las actividades dirigidas a asegu- 
rar a la vez la conservaciôn y la puesta en valor normal 
del patrimonio o de uno de varios de sus elementos. Como 
dice FENECH (235) para esta doctrina francesa, los actos de 
conservaciôn son los que se realizan para evitar un peligro 
inminente sobre el patrimonio o sobre uno de sus elementos; 
los actos de administraciôn, por el contrario, son los que 
tienen por objeto, aparté de la conservaciôn del mismo, su 
explotaciôn y el empleo de las rentas; los actos de disposi 
ciôn, por fin, son aquelloa por los que se transfieren, to­
tal o parcialmente, el patrimonio de una persona o alguna 
de sus elementos. En el mismo sentido PALLARES (236) dice 
que los actos de conservaciôn son los que se realizan para 
conservar la integridad de los derechos reales o personales 
que uno tiene; los actos de disposiciôn se oponen lôgicamen 
te a los de simple administraciôn, y es necesario distin- 
guirlos en forma lo mâs clara posible, ya que en muehos ca­
sos la validez del acto depende de que sea o no sea de adm£ 
nistraciÔn porque quien lo ejecuta sôlo tenga facultades
(234) A. TRASBOT. L'acte d 'administration en droit privé 
français. Bordeaux 1921 Pâgs. 199-200.
(235) M. FENECH. La administraciôn de bienes. Ob. cit. Pâg.7
(236) E. PALLARES. Diccionario de Derecho Procesal Civil. 
Méjico 1.960. Pâgs. 50-52.
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adiainistrativas y no dispositivas. Por regia general, para 
realizar actos de disposiciôn se necesitan poderes especia- 
les, autorizaciôn judicial o el consentimiento unânime de 
los duenos del bien de que se trate.
Podemos decir pox tanto, que sin perjuicio de que el admi 
nistrador, pueda realizar distintos actos, segûn los pode­
res que tenga, serân; De disposiciôn los que produzcan una 
enajenaciôn, de conservaciôn los que se dirijan al manteni- 
miento de los bienes y de administraciôn los que se propon- 
gan la obtenciôn de los rendimientos de que son suscepti­
bles.
A) ACTOS DE ORDINARIA Y EXTRAORDINARIA ADMINISTRACION
la doctrina italiana, ha estudiado los actos de administra­
ciôn desde otra perspectiva. No attende a la naturaleza 
objetiva del acto, sino a la funciôn que desempena; de esta 
forma un acto serâ de administraciôn, con independencia de 
que produzca una enajenaciôn, asegure una produceiôn, vaya 
dirigido a la conservaciôn de un patrimonio.
FERRARA (237) considéra que el acto de administraciôn se ca 
racteriza porque, sin alterar la integridad del patrimonio, 
va dirigido al mantenimiento, fructificaciôn y majora del 
mismo; los poderes del administrador legal encuentran su 1^ 
mite en la prohibiciôn absolute de enajenar la sustancia de 
la cosa administrada y de realizar cualquier acto innovador 
que, aûn pudiendo resultar ventajoso, contenga también, des 
de un punto de vista hipotético, la posibilidad de una pér­
dida . Indudâblemente que no todos los administradores pue­
den realizar los mismos actos, por ello, las facultades del 
administrador que considéra tipo -el tutor- son las que co­
rresponden a la ordinaria administraciôn, y las que exceden 
integrarân la extraordinaria administraciôn.
(2 37) F. FERRARA. Scritti giuridici (atti di amministrazio- 
ne). Milano. 1.954 .
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REIÆNTI (238) dice que la administraciôn ordinaria concier- 
ne a la administraciôn, conservaciôn y mejora del patrimo­
nio, a recoger los frutos y emplearlos en interés del repre 
sentado, o bien capitalizarlos. La extraordinaria adminis­
traciôn produce la consecuencia de mudar la consistencia o 
el modo de empleo del patrimonio.
MIRABELLI (239) entiende que lo verdadêramente importante 
es la distancia entre actividades libre y limitada del adm^ 
nistrador por lo que considéra complétamente inûtil la dis- 
tinciôn entre ordinaria y extraordinaria administraciôn.
Haestro Derecho civil al igual que sucede en otras legis- 
laciones extranjeras, distingue entre actos de ordinaria y 
extraordinaria administraciôn, entendiendo por la primera 
la que tiende al gozo, a la explotaciôn del patrimonio y al 
empleo de las rentas, y por la segunda todos aquellos actos 
que tratan de obtener rendimientos no normales o de compro- 
meter la existencia o composiciôn de un patrimonio, es de­
cir, actos que afectan al capital, dentro de los que cabia 
incluir los actos de disposiciôn, esto es, aquellos por los 
que transmite, grava, modifica o extingue inmediâtamente un 
derecho de contenido econômico (240).
3. CLASES DE ADMINISTRACIONES JUDICIALES
Se pueden distinguir diverses adminis trac iones judiciales 
en el conjunto de nuestras disposiciones légales, y para su 
somera exposiciôn, seguiremos en lo fundamental la clasifi- 
caciôn formulada por FENECH (241)
(238) E. REDENTI. I contratti nelia pratica commerciale. Pa­
dova. 1.931. Pâg. 257.
(23 9) MIRABEL!. I cosidetti atti di amministrazione (scritti 
giuridici in onore di Antonio Scialoja). Volumen III. 
Bologna 1.953. Pâgs. 351 y ss. Citado por T. AGUILERA 
DE LA CIERVA. Ob. cit. Pâg. 99.
(240) M. FENECH. La administraciôn de bienes. Ob. cit. Pâg.8,
(241) M. FENECH. La administraciôn de bienes. Ob. cit. Pâgs.
48 a 52.
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De esta forma podemos ver, en primer lugar, dos grandes ti- 
pos: En el primero incluiremos todas aquellas que tratan de 
administrar la totalidad de un patrimonio, con independen­
cia de los bienes que en él existan y las denominaremos. 
por ello, administraciones patrimoniales. En el segundo e£ 
tarân todas las demâs, es decir, las que se refieran a cier 
tos bienes limitados, con independencia del patrimonio, aun 
que en ocasiones puedan tener que administrarse todos los 
bienes que integran éste, y las llamaremos administraciones 
singulares.
A) ADMINISTRACIONES PATRIMONIALES
Surgen estas administraciones como consecuencia de quedàr 
un patrimonio, temporalmente, sin titular alguno por el fa- 
llecimiento del que lo era hasta ese momento, bien por lle­
gar una persona a un estado de insolvencia tal que se cons£ 
dera necesario separarla de su propio patrimonio, para in- 
tentar salvarlo en todo o en parte, en beneficio, principal 
mente, de sus acreedores a bien por desconocerse el pasade- 
ro del titular del mismo. Se puede hacer, en atenciôn a lo 
expuesto, una subdivisiôn en administraciones mortis causa 
e intervivos.
a) ADMINISTRACIONES MORTIS CAUSA
En la ley de enjuiciamiento civil, se regulan las correspon 
dientes al abintestato, testamentarla, y a la adjudicaciôn 
de bienes a que estân llamadas varias personas sin designa- 
ciôn de nombres; pero no siendo compléta la regulaciôn pro­
cesal, en ocasiones, hay que acudir al Côdigo Civil para 
ver algunas normas especificas.
a’) ADMINISTRACION DEL ABINTESTATO
Surge, no sôlo cuando no hay testamento (lo que parece indi^ 
car la expresiôn "ab intestate"), sino también en otras oca­
siones en que si existe aquél pero procédé la sucesiôn legi-
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tima al amparo del artîculo 912 del Côdigo civil. Es mâs, 
incluso habiendo testamento vâlido en su totalidad, puede 
tener que realizarse una administraciôn interina, durante 
el eseaso tiempo que ha de transcurrir hasta que se com- 
pruebe el otorgamiento,comparezcan los descendientes, as- 
cendientes o colaterales del finado dentro del cuarto gra­
de o el cônyuge que tuviera en su compahîa, o, finalmente 
hasta que se les provea de tutor, si no lo tuvieren, cuan­
do alguno de ellos sea menor o incapacitado,
Por tanto conviene distinguir en el abintestato, dos par­
tes, una preventive y otra definitive.
La primera se constituye de oficio (art. 960 LEC) o a ins- 
tancia de los interesados -pariantes mâs prôximos del fina 
do que se crean con derecho a la herencia, cônyuge sobrev£ 
viente y acreedores que presenten un tîtulo escrito que 
justifique cumplîdamente su crédite y no lo tengan asegura 
do con hipoteca u otro garantie (art. 973 LEC)-. Al ser 
efîmera y provisional se debe limitar a las medidas indis­
pensables para la seguridad de los bienes (art, 961 LEC), 
por lo que se dejarâ en lugares seguros, cerrados y sella- 
dos, los bienes, papeles, libres y efectos susceptibles de 
sustracciôn u ocultaciôn, depositando en persona abonada, 
bajo la responsabilidad del Juez y mediante inventario, 
aquellos a cuya conservaciôn o mantenimiento se deba aten- 
der, adoptando respecte a créditos, fincas, rentas y produc 
tos recogidos o pendientes las providencias y precauciones 
necesarias para evitar abuses y fraudes (art. 959 LEC).
La administraciôn définitive se constituye cuando ya se ha 
comprobado la no existencia de testamento o de los parian­
tes a que antes nos hemos referido y durarâ hasta que, tras 
hacerse la declaraciôn de herederos, se practique la divi- 
siôn y adjudicaciôn del caudal relicto. Como se trata de 
administrar todo un patrimonio se dan diverses normas en 
atenciôn a la naturaleza de los bienes que lo componen, lie 
gando a establecerse que la apertura de la correspondencia
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se realice con ciertas formaiidades -el Juez la abrlrS en 
presencia del administrador nombrado y del actuario (art. 
969 LEC)-. El depositario-administrador debe ser el cônyu 
ge sobreviviente que habitare en companla del finado, caso 
de haberlo (art. 976 LEC), y, en otro caso, quien désigné 
el Juez, pero se le exigirâ fianza, a no ser que, a juicio 
de éste, tenga bienes propios suficientes para ifesponder 
de los que no le pertenezcan, siendo el cargo amovible 
(art. 967 y 976 LEC). La administraciôn se lleva en una 
pieza separada con los ramos necesarios para evitar confu- 
siôn (art. 1.005 LEC).
b')ADMINISTRACION ORIGIHADA POR LA EXISTENCIA DE UN TESTA­
MENTO.
Cuando una persona fallece dejando testamento en el que de 
signa a sus herederos, puede tener que constituirse una 
administraciôn. Las normas relatives a ellas variarân, en 
atenciôn, a la diverse finalidad que se persiga segûn los 
casos.
Puede ser que la probleroâtica se origina en el propio nom­
bramiento de heredero y asi, tendremos que distinguir la 
testamentarla, la designaciôn de herederos condicional o a 
plazo, la instituciôn de heredero en persona que no ha nac£ 
do todavîa, esté o no concebido la disposiciôn de los bie­
nes en favor del alma y la adjudicaciôn a favor de personas 
innominadas.
También es posible que haya que atender a la administraciôn 
de los bienes del fallecido por la propia actitud del here­
dero, como sucederâ si répudia la herencia, o si la acepta 
a beneficio de inventario.
a*') ADMINISTRACIONES SURGIDAS POR LA FORMA DE HACERSE EL 
NOMBRAMIENTO DE HEREDERO.
1-. Administraciôn de testamentarla.
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Hay que constituirla cuando los herederos son designados ex 
présamente en el testamento, pero hasta la divisiôn y adju­
dicaciôn de los bienes pueden verse perjudicados y, es lôg£ 
co,deben ser oîdos; ante ésto el legislador les da la facu^ 
tad de ser ellos mismos quienes dispongan sobre la adminis­
traciôn (art. 1.068 LEC). Sôlo en el caso de que no consi- 
quieren llegar a un acuerdo es cuando el Juez determinarS 
lo que corresponda y, aûn aqul, con limitaciones, tanto en 
cuanto al depôsito de metâlico, efectos pûblicos, alhajas, 
muebles, semovientes y frutos recolectados, como en cuanto 
a la persona que debe ser nombrada administradora al exigir 
se que sea el viudo o viuda y, en su defecto, el interesado 
que tuviere mayor parte en la herencia, si reûne, a juicio 
del Juez, la capacidad necesaria para desempenar el cargo; 
sôlamente en el caso de que no concurriere esta circunstan- 
cia en quien tuviere la mayor parte de la herencia, o fuere 
igual la participaciôn de todos los interesados o de alguno 
de ellos es cuando el Juez puede nombrar a cualquiera de Ô£ 
tos e incluso a un extrano (art. 1.069 LEC).
Una vez constitulda esta administraciôn, la final idad perse 
guida es la misma que en la administraciôn ab intestate, 
por ello, cuando el testador no hubiese dispuesto lo que de 
ba hacerse se debe régir por las normas establecidas para 
ésta (art. 1.097 LEC), pero con la particularidad de que a 
la apertura de la correspondencia también podrân concurrir 
los herederos (art. 1.099 LEC) y que a instancia de los in­
teresados, el Juez podrâ mandar que, de los productos de la 
administraciôn, se entregue por via de alimentes a los here 
deros y legatarios, y al cônyuge sobreviviente, hasta la 
cantidad que respectivamente pueda corresponderles como ren 
ta liquida de los bienes a que tenga derecho, fijândose la 
cantidad y los plazos en que el administrador haya de hacer 
la entrega (art. 1.100 LEC).
2-. Administraciôn por designaciôn de heredero condicional 
o a plazo.
Cuando la designaciôn de heredero es bajo condiciôn suspensiva
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no puede aceptar la herencia, puesto que no sabe si llegara 
a serlo hasta que la condiciôn se realice o haya certeza de 
que no podrâ cumplirse, por lo que los bienes deben quedar 
en administraciôn (art. 801 ICC). Pero también habrâ que 
constituirla si la condiciôn impuesta el heredero o legata- 
rio fuese potestativo negatico, o de no hacer o no dar y é£ 
tos no afiansasen que no harân o no dàrân lo que fué prohi- 
bido por el testador y que, en caso de contraveneiôn, devo^ 
verân la percibida con sus frutos e intereses (art. 801-1 
en relaciôn con art, 800 CC).
Pero es curioso destacar que aqui el legislador da una s no£ 
mas especificas diferentes de las que hemos estudiado ante- 
riormente. La administraciôn se ha de confier a quien tie­
ne mâs interés en la herencia, es decir, al heredero o here 
dero instituldos sin condiciôn, cuando entre ellos y el he­
redero condicional hubiere derecho de acrecer, entendiôndo- 
se esto mismo respecto de los legatarios (art. 802 CC) .
Puede ocürzir que èl heredero condicional sea el ûnico lla­
ma do a la herencia, esto es, que carezca de coherederos, o 
bien que, teniéndolos, no exista entre ellos el derecho de 
acrecer, en cuyo caso es lôgico no se interesen en absoluto 
en el cuidado y gestiôn de su patrimonio que nunca ha de 
ser para ellos; en esta hipôtesis serâ el propio heredero 
condicional quien entrarâ en la administraciôn, si bien, 
dando fianza (art. 803-1 CC).
Si el herredero condicional no da fianza, se conferirâ la ad 
ministraciôn al heredero presunto, también bajo fianza, y 
si tampoco éste afianzare, los Tribunales nombrân tercera 
persona, que se harâ cargo de ella, previo afianzamiento el 
cual se prestarâ con intervenciôn del heredero (art, 803-11 
CC) .
Al lado de la instituciôn de heredero sometida a condiciôn 
suspensiva, debemos exarainar la instituciôn sujeta a térmi-
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no o plazo suspensivo, vâlida al establecerlo asî el art. 
805-2 del Cddigo Civil que anade que hasta que llegue el 
término senalado, la administraciôn de la herencia compete 
al sucesor legitimo. Estima a este respecto GITRAMA(242) 
que, aunque el Côdigo no lo diga, si el testador désigné 
para la administraciôn a alguna persona ha de desplazar al 
sucesor legitimo.
Tanto en un caso como en el otro, el administrador no entra 
râ en posesiôn de los bienes sino después de prestar cau- 
ciôn suficiente, con intervenciôn del instituido que, en 
definitive, es el primer interesado en la buena gestiôn de 
lo que tràscurrido el plazo, ha de hacer definitivamente su 
yo.
3-. Administraciôn por designaciôn como heredero del conce­
bido y no nacido.
Se puedefcdistinguir dos casos, atendiendo al hecho de que 
los bienes hereditarios procedan del padre que muere antes 
del nacimiento del hijo, o de un extrano.
1® En el primer supuesto, es decir, cuando el hijo es pôstu 
mo, es posible que exista una instituciôn de heredero formu 
lada a favor del concebido y no nacido, o no se haya tenido 
en cuenta a éste en el testamento o el causante haya falle­
cido intestado. El Côdigo Civil, en los articulos 959 a 
967, régula esta materia, bajo el espigrafe "de las precau- 
ciones que deben adoptarse cuando la viuda queda encinta". 
Realmente, hay una situaciôn que tiene influencia decisive 
para saber quien tiene que herederar, bien testamentariamen 
te o bien por aplicarse las normas de la sucesiôn forzosa o 
de la abintestato y, por ello, el que se tengan que poner
(242) M. GITRAMA. Ob. cit. Pâg. 3 9
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los bienes que constituyen la masa de la herencia en admi­
nistraciôn.
El cirtîculo 965 del Côdigo Civil, prescindiô de nuestra tra 
diciôn jurîdica que concedia la administraciôn a la viuda, 
al establecer que "en el tiempo que media hasta que se ver^ 
fique el parto, o se adquiera la certidumbre de que éste no 
tendrS lugar, ya por haber ocurrido aborto, ya por haber pa 
sado con exceso el término mâximo para la gestaciôn, se pro 
veerâ a la seguridad y administraciôn de los bienes en la 
forma establecida para el juicio necesario de testamentarla" 
Claro es que esta administraciôn sôlo surgirâ cuando haya 
desavenencias,o se quiera evitar que llegue o haberlas en­
tre la viuda, que cree haber quedado encinta, y los que ten 
gan un derecho a la herencia de tal naturaleza que debe de- 
saparecer o disminuir por el nacimiento del pôstumo. Serân 
estas las ocasiones en que, por acudir los ûltimos al Juzga 
do, habrâ de procederse a la aplicaciôn rîgida de los pre- 
ceptos légales.
2“ El segundo caso que citâbamos, se produce cuando un con­
cebido y no nacido cualquiera tiene derecho a una herencia. 
Segûn GITRAMA (243) es razonable que la administraciôn se 
otorgue desde el principle a sus padres, sobre quienes regu 
larmente ha de recaer después del alumbramiento (art. 159 
CC). Ahora bien; si faltan los padres o uno de ellos y el 
otro ha perdido la patria potestad, o la han perdido los 
dos, el raedio mâs adecuado para la gestiôn de los intereses 
econômicos del concebido y su representaciôn legal serâ el 
nombramiento de un tutor especial que serâ el encargado de 
aquella administraciôn.
4-, Administraciôn por instituciôn de heredero a favor del
no concebido todavîa.
No entrâmes en ladiscuslôn doctrinal de si el no concebido
(243) M. GITRAMA. Ob. cit. Pâg. 45.
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puede o no ser instituido heredero, por salirse de los lîmi 
tes de esta tesis. Para el supuesto de que se considéré 
tal posibilidad habrâ que acudir, siempre que sea posible, 
a los preceptos que el Côdigo Civil dedica a la administra­
ciôn de la herencia deferida bajo condiciôn suspensiva, an­
tes estudiada, y, en su defecto el Juez, con intervenciôn 
del Ministerio Fiscal, deberâ acordar lo que estime mâs con 
veniente.
5-. Administraciôn de herencia en favor del alma.
Cuando el testador dispusiere del todo o parte de sus bie­
nes para sufragios y obras piadosas en beneficio de su aima, 
haciéndolo indeterminâdamente y sin especificar su aplica­
ciôn, los albaceas los venderân y distribuirân su importe, 
dando la mitad al Diocésano para que los destine a los ind^ 
cados sufragios y a las atenciones y necesidades de la Igle 
sia, y la otra mitad al Gobernador civil correspondiente pa 
ra los establecimientos benéficos del domicilio del difunto, 
y en su defecto, para los de la provincia (art. 747 CC).
Vemos aqui dos clases de administradores;
l®Los albaceas, con. facultades de disposiciôn, pero que ter 
minan sus funciones al entregar los bienes al Diocésano y 
al Gobernador civil.
2®Estas dos ûltimas personas, que deben realizar los objeti 
vos concretos que establece el propio Côdigo civil. Quizâs 
deberla preguntarse qué puede suceder hoy, cuando el falle­
cido no sea catôlico, aunque,por analogia, creemos que se 
entregarâ la mitad correspondiente a aquella persona que 
desempene un cargo similar al de Diocésano para que puedan 
practicarse los actos procédantes.
6-. Administraciôn por adjudicaciôn de bienes a que estân 
llamados varias personas sin designaciôn de nombres.
Su finalidades conservar los bienes del patrimonio del fa-
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llecido a fin de poder ser entregados en su dîa a los here 
deros. Constituye por tanto, una situaciôn intermedia en­
tre las que hemos estudiado para el abintestaro y la testa 
mentaria; de ahl que, en primer lugar, haya de estarse a 
lo dispuesto por el testador y, en su defecto o cuando los 
bienes se hallaren abandonados por cualquier motivo, el 
Juez deba adopter las medidas necesarias para la seguridad, 
custodia y conservaciôn de dichos bienes, observândose lo 
dispuesto para la administraciôn de los ab intestatos (art. 
1.124 LEC}. Lo que no obsta para que el Juez deba cuidar 
de que con la renta se cumplan puntualmente las cargas que 
sobre los bienes hubiere impuesto el testador (art. 1.125 
LEC) .
b'') ADMINISTRACION ORIGINADAS POR LA ACTITUD DEL HEREDERO.
1-. Administraciôn por no aceptaciôn o repudiaciôn de la
herencia.
La aceptaciôn y repudiaciôn de la herencia son actos entéra 
mente voluntaries y libres (art. 988 CC), por lo que la con 
ducta, en tal sentido, del heredero, puede afectar a ios 
bienes, debiendo constituirse una administraciôn de los mis 
mos.
El hecho de c[ue la aceptaciôn se haga exprésamente, en docu 
mento pûblico o privado, o bien sôlo tâcitamente, por actos 
que suponen necesarlamente la voluntad de aceptar, o que no 
habrâ derecho a ejecutar sino con la cualidad de heredero 
pondria término a la administraciôn; pero hay que tener pre 
sente que los actos de mera conservaciôn o administraciôn 
provisional no implican la aceptaciôn de la herencia, si 
con ellos no se ha tomado el titulo o la cualidad de herede 
ro (art- 999 CC). Es decir, que lo circunstancia de estar 
los bienes en posesiôn del heredero, conservândose o admi- 
nistrândose, no quiere decir que acepte la herencia.
Résulta, por tanto,que hay una clara distinciôn entre actos
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de administraciôn provisional y actos de administraciôn de 
finitiva, confiriendo la ûltima la cualidad de heredero.
El hecho deque en el artîculo estudiado se hable de los 
"actos de mera conservaciôn o administraciôn provisional" 
no nos deja distinguir con claridad si se equiparan los dos 
clases de actos o si se diferencian unos de los otros.
Creemos que, enrealidad, por actos de conservaciôn se ha 
pretendido hacer referencia a aquellos urgentes, sin los 
cuales la totalidad o parte de la herencia correria peligro 
de perderse; en cambio por actos de administraciôn provisio 
nal a los que, siendo meramente administrativos se deben a 
circunstancias que surgen en cadà momento, aunque realmente 
se hace dificil su delimitaciôn.
El legislador ha querido esclarecer en lo posible la mate­
ria y dice que se entiende aceptada la herencia: 1® Cuando 
el heredero vende, dona o cede su derecho a un extrano, a 
todos sus coheredores o a alguno de ellos. 2° Cuando el he 
redero la renuncia, aunque sea gratuitamente, a beneficio 
de uno o mâs sus coherederos. 3® Cuando la renuncia por 
precio a favor de todos sus coherederos indistintamente; pe 
ro si esta renuncia fuere gratuite y los coherederos a cuyo 
favor se haga son aquellos a quienes debe acrecer la por- 
ciôn renunciada, no se entenderâ aceptada la herencia (art. 
1.000 CC). E incluso el hecho de haber sustraido u oculta- 
do algunos efectos de la herencia hace que se pierda el de­
recho a repudiarla (art- 1.002 CC).
Hay que destacar ccmo la administraciôn, en este supuesto, 
no corresponde a un extrano sino al heredero por el momento. 
Pero c,qué sucede una vez que ha renunciado o repudiado la 
herencia?. No dice nada el Côdigo Civil y entendemos, debe 
rân ponerse los bienes a disposiciôn del Juez compétente, 
para que a partir de ese momento, puedan seguirse las nor­
mas que correspondan al abintestato o a la testamentarla.
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segûn los casos.
2® Administraciôn de herencia aceptada a beneficio de in­
ventario .
Puede suceder que el heredero no quiera recibir, por éste 
concepto, deudas que no pueda pagar con los propios bienes 
de la masa hereditaria, y la acepte a beneficio de inventa 
rio. Pero, aqui, el patrimonio hereditario no sôlo requie 
re su conservaciôn mientras se realiza dicho inventario, 
sino que halla afecto al pago de las deudas y cargas de la 
sucesiôn. De ahl que también tengan que ser administrados 
los bienes del causante.
La legislador dice que "con el fin de que no desaparezcan 
los bienes que integran la masa hereditaria, el Juez puede 
proveer, a instancia de parte interesada, durante la forma 
ciôn del inventario y hasta la aceptaciôn de la herencia, 
a la administraciôn y custodia de los bienes hereditarios 
con arreglo a lo que se prescribe para el juicio de testa­
mentarla en la ley de enjuiciamiento civil", (art. 1.020CC)
La administraciôn dura hasta que resulten pagados todos 
los acreedores conocidos y los legatarios (art. 1.026-1 CC)
Los administradores tienen que hacer aquéllos pages, si- 
guiendo el orden que la propia ley les Impone (art. 1.027 
a 1.029 CC); pero ademâs, por la finalidad especifica que 
se persigue, tienen no sôlo facultades de conservaciôn y 
administraciôn en sentido estricto, sino también de dispo­
siciôn aunque sujetSndose a las normas establecidas para 
los abintestatos y testamentarlas (art. 1.030 CC).
Administrador puede ser cualquier persona, tanto un extrano 
como un heredero; pero, en este ûltimo supuesto, no actuarâ 
como tal heredero, sino sImplements como administrador, in­
cluso en el caso de haber aceptado ya la herencia.
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C'*) ADMINISTRACION DE LA HERENCIA INDIVISA.
Puede suceder que se designen herederos, pero sin dlvisiôn 
de la herencia. En nuestro Derecho, ûnicamente el articu­
le 1.063 del Côdigo civil parece darla per supuesta al dis 
poner que los coherederos deberân abonarse reclprocamente 
en la particidn las rentas y frutos que cada uno percibie- 
ra de los bienes hereditarios, las impensas dtiles y nece- 
sarias hechas en los raismos. asf como los danos causados.
No existendo mSs preceptos sobre esta materia, parece que 
la administraciôn serâ llevada por los propios coherederos 
y que, en lo posible, tendra que seguirse las normas que 
el mismo C6digo dedica a la comuhidad de bienes (arts. 392 
y ss) .
b) ADMINISTRACIONES INTER VIVOS.
Podemos aqui hacer una nueva subdivisiôn antendiendo a que 
su origen se deba a un estado de insolvencia o a la ausen- 
cia del titular de los bienes.
a') ADMINISTRACIONES POR INSOLVENCIA.
Cabe distinguir segdn la insolvencia sea o no de comercian- 
te, y tenga carâcter provisional o definitivo.
1°) Administracidn por suspensidn de pagos.
Cuando se sigue un expediente de suspensiones de pagos, por 
encontrarse un comerciante o una entidad mercantil en inso^ 
vencia provisional o definitiva, es necesario proveer al 
cuidado de los bienes en beneficio de los acreedores e in­
cluse del mismo comerciante.
Sin perjuicio de tratar con mâs detenimiento la diferencia 
que puede existir entre la suspensiôn de pagos y la adminis 
traciôn de empresas embargadas, examinaremos aqui los ras-
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gos générales de aquélla.
^ La administraciôn y garante de los négocies sigue siendo
desempenada por el suspense hasta que la propuesta de con- 
venio obtenga la aprobaciôn de los acreedores, pero con 
las llmitaciones que, en cada caso, fije el Juzgado, pre- 
Q vio informe especial que sobre este punto emitirSn los in-
terventores, pudiendo tomarse las medidas precautorias y 
de seguridad convenientes y llegar hasta la suspensiôn y 
sustituciôn del comerciante, Gerente o Consejo de Adminis­
traciôn. Mientras no se provea sobre este extremo, el su£ 
penso ajustarâ sus operaciones a las reglas siguientes: 1® 
Verificarâ con el concurso de los interventores, todo co- 
bro que hubiere que hacer, cualquiera que fuere su cuantia 
y procedencia, asî como cualquier operaciôn de aceptaciôn, 
endoso o protesto de efectos comerciales. 2® Necesitarâ 
asimismo el acuerdo de los Interventores para toda obliga- 
ciôn que pretenda contraer y para celebrar todo contrato 
o verificar todo pago. 3® ContinuarS, también con acuerdo 
de los Interventores, las operaciones ordinaries de su trâ 
fico, pudiendo procéder a la venta de los bienes, géneros 
o mercaderlas que sea necesario enajenar por mutua conve- 
niencia de los interesados o por résulter la conservaciôn 
imposible, perjudicial o costosa (art. 6 LSP).
En relaciôn con estas funciones el suspense tendrS las si­
guientes obligaciones:
1-. Resistirse al pago de cualquier obligaciôn mercantil y 
no alterar su carâcter. No entran aqui las obligaciones
de indole civil y administrative, taies como la manutenciôn 
del suspense y su familia, el pago de las contribuciones, 
los gestes de conservaciôn de active y otros anâlogos, que 
pueden hacerse efectivos.
2-. Conserver las mercaderlas y demâs bienes que constitu- 
yan el active declarado en su balance, porque siendo dicho
 ^ active la garantie de los acreedores para cobrar sus crédi-
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tos, sin rebaja, cesarS el estado de suspensiôn de pagos 
en el momento que, por cualquier merma en los bienes del 
suspense, ya no resuite el active superior, ni igual cuan 
do menos, al pasivo, salvo lo establecido en la regia 3- 
del art. 6® de la Ley de 26 de julio de 1.922.
3-. Poner en conocimiento del Juzgado las modificaciones 
que durante la tramitaciôn del expediente ocurran en las 
relaciones de acreedores y de bienes (244)
Pero es que ademâs, tiene prioridad la administraciôn ju­
dicial aqui constituida, con respecto a otras que pudie- 
ran existir sobre bienes del suspense y, asi se dice por 
el legislador que, desde que se tenga por solicitado la 
suspensiôn de pagos, todos los embargos y administracio- 
nes judiciales que pudiera haber constituidos sobre bie­
nes no hipotecados ni ignorados, quedarân en suspense y 
sustituidos por la actuaciôn de los Interventores, mien­
tras ésta subsista, con arreglo a las normas que senale 
el Juzgado. Todo lo cual se entenderâ sin menoscabo del 
derecho de los acreedores privilegiados y de dominio al 
cobro de sus crédites (art. 9-V LSP).
Por un lado se pretende unir todos los bienes que consti- 
tuye el patrimonio del suspense, con el fin de saber si 
realmente su insolvencia es provisional o definitiva, y 
después, se intenta salvar dicho patrimonio.
Los interventores ejercen funciones de auxiliares adminis­
tratives del propio Juez que, en definitiva, es quien debe
(244) F. DE P.RIVES Y MARTI. Teoria y prâctica de actuacio- 
nes judiciales en materia de concurso de acreedores 
y quiebras . Tomo 2 °. 3% ediciôn corregida y adicio- 
nada por José Saura Juan. Madrid. 1.954.
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vigilar, por intermedio de elles, la actividad de la perso 
na o entidad declarada suspensa.
2°) Administraciôn por concurso de acreedores.
Cuando una persona no comerciante se encuentra en estado 
de insolvencia, al no tener suficientes bienes en su patri 
monio para satisfacer a todos sus acreedores, deben tomar­
se las medidas oportunas para impedir que, por actos del 
propio deudor, de dichos acreedores, o de todos ellos, su- 
Era perjuicio el contenido insuficiente de aquél patrimonio.
El primer efecto que se produce en el deudor es diferente 
del que veîamos en la suspensiôn de pagos, pues desde que 
se notifique al concursado el auto en que se accéda a la 
declaraciôn de concurso queda incapacitado para la admini^ 
traciôn de sus bienes (art. 1.161 LEC). Esto queda amplia 
do en el articule 1.914 del Côdigo civil al decir que la 
declaraciôn de concurso incapacité al concurso para la ad­
ministraciôn de sus bienes y para cualquier otra que por 
la ley le corresponde.
"I
Con la declaraciôn de concurso bay que asegurar la conser­
vaciôn de los bienes existantes y de ahi que en el mismo 
auto en que se haga aquelle, deba acordarse: 1® El embargo 
y depôsito de todos los bienes del deudor, la ocupaciôn de 
sus libros y papeles y la retenciôn de su correspondencia.
2® El nombramiento de depositario que se encargue de la 
conservaciôn y administraciôn de los bienes ocupados al 
deudor. 3® La acumulaciôn al juicio de concurso de las 
ejecuciones que haya pendientes contra el concursado en el 
mismo Juzgado o en otros, con la excepciôn de aquellas en 
que sôlo se persigan los bienes hipotecados (art. 1.1^3 LEC)
POr lo tanto, hay unas primeras medidas de aseguramiento; 
pero, es curioso observer que, mientras se establece que se 
dejen en depôsito el metâlico, los efectos pûblicos, los
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frutos y demâs bienes muebles y los semovientes, en cambio 
se dice que los bienes inmuebles se pondrân bajo la admi­
nistraciôn del depositario, tomândose afiotaciôn preventiva 
del embargo en los respectives Registres de la Propiedad. 
(art. 1.175 LEC). Para la apertura de la correspondiencia, 
no se siguen las mismas normas que vimos al tratar del 
abintestate y de la testamentarla, sino que en el dîa y ho 
ra que al efecto se senale, el deudor la abrirâ en presen- 
cia del Juez y del actuario, reteniéndose en poder de éste 
la que pueda interesar al concurso, entregando al deudor 
la restante. Ahora bien, si éste no compareciese o se hu- 
biese ausentado sin dejar apoderado, el Juez abrirâ la co­
rrespondencia en presencia del actuario, acreditândolo en 
los actos (art. 1.177 LEC).
Para el nombramiento de depositario-administrador se deja 
libertad al Juez para que désigné una persona cualquiera 
entre las que reûnan los requisitos de ser de crédite res- 
ponsabilidad y aptitud, sea o no acreedor del concursado 
(art. 1.179 LEC).
La administraciôn que corresponde a este depositario-admi­
nistrador es provisional pues también la representaciôn 
del concurso hasta que los Sindices tomen posesiôn de su 
cargo, teniendo funciones méramente conservativas y admi­
nis trativas , pero pudiendo proponer al Juez la enajenaciôn 
de los bienes muebles que no puedan conservarse (art. 1.181 
LEC). Para la cobranza de los crédites obtendrâ previamen 
te la venia del Juzgado, que se consignarâ, bajo la firma 
del Juez y del actuario, en los titulos de los mismos cré- 
ditos, si los hubiere, y no habiéndolos, se acreditarâ con 
testimonio de la providencia en que se haya concedido la 
venia; para todo lo demâs se observarâ lo prevenido para 
iguales casos en la administraciôn de los abintestatos 
(art. 1.181 LEC).
Los fondos que recaude el adminis trader se depositarân sin 
dilaciôn, a disposiciôn del Juzgado, en el establecimiento
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püblico destinado al efecto^ aunque el Juez, sin embargo, 
puede dejar en poder de aquél la cantidad que estime indis 
pensable para cubrir las atenciones del concurso (art.
1.18 3 LEC).
Una vez nontorados los Sîndicos por la Junta de acreedores 
en cuanto tomen posesiôn de su cargo, cesarâ el deposita­
rio y harâ entrega a aquellos de la administraciôn y de 
los bienes puestos bajo su custodia (art. 1.185 LEC).
Las fundiones de los SÎndicos en lo concerniente a la ad­
ministraciôn son de conservaciôn, administraciôn e incluso 
de disposiciôn, pues lo que se pretende es que quede una 
masa liquida de bienes. Por analogla serSn aplicables a 
su administraciôn las disposlciones establecidas en los 
articules 1.016 al 1.029 para la administraciôn de los ab­
intestatos, sin necesidad de dar audiencia al concursado 
(art. 1.229 LEC). La enajenaciôn de bienes se llevarâ a 
efecto con las formaiidades establecidas para la venta de 
cada clase de bienes en la via de apremio del juicio ejecu 
tivo (art. 1.236 LEC)..
3°) Administraciôn por guiebra.
Hay lugar a ellacuando un comerciante se sobresee en el 
pago corriente de sus obligaciones (art. 874 C. de Com.) y 
es declarado en quiebra, pues, desde ese momento, quedarâ 
inhabilitado para la administraciôn de sus bienes (art.878 
C. de Com.) debiendo ocuparse ëstos, previo inventario 
(art. 1.350 LEC).
En la administraciôn de la quiebra hay très figuras funda- 
mentales: el Comisario, el Depositario y los Sîndicos.
El Comisario que es una especie de Juez instructor del ju_i 
cio de quiebra (245) es nombrado por el Juez de la causa
(245) F. DE P. RIVES Y MARTI. O b . cit. Pâg. 289
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entre los comerciantes matriculados e idôneos,pero donde 
no se encuentre persona que reûna taies cualidades, ejer- 
cerâ las funciones el propio Juez de Primera Instancia 
(art. 1.333 LEC). Inspeccionarâ todas las operaciones 
del depositario y de los sîndicos, autorizarâ toda extrac 
ciôn que se haga de los almacenes o del area de depôsito 
de efectos, dinero, letras, pagarés y demâs documentes de 
crédite pertenecientes a la masa -la ejecuciôn se harâ 
constar por diligencia que firmarân este, el depositario 
y el actuario- (art. 1.352 LEC); con la misma formalidad 
se procederâ a hacer ingresos de caudales en la misma ar­
ea, en la cual sôlo se conservarân los que sean necesa- 
rios para las atenciones de la quiebra, depositândose el 
metâlico restante y los efectos pûblicos en el estableci­
miento autorizado por el Gobierno (art. 1.353 LEC): y da- 
râ permiso para las ventas urgentes de los efectos de la 
quiebra, o para los gastos indispensables que haya de ha­
cerse para su conservaciôn (art. 1.354 LEC). Para la 
apertura de la correspondencia se citarâ al quebrado, su 
apoderado, si lo tuviera, o el sujeto a cuyo cargo hubie- 
ra quedado la direcciôn de sus negocios, en el caso de ha 
berse ausentado antes de la declaraciôn de quiebra, y si 
éste no concurriere se verificarâ la apertura solo por el 
Comisario y el Depositario (art. 1.339 LEC).
El depositario, nombrado por el Juez, es quien se encarga 
realmente de la administraciôn provisionalmente, hasta 
que se nombren los Sîndicos. Sus funciones son slmplemen 
te de conservaciôn y administraciôn, no de disposiciôn, 
pues se pretende que llegue Intègre todo el active de la 
quiebra a manos de los Sîndicos que serân los administra- 
dores definitives.
Los Sîndicos, que se nombran en Junta de acreedores, se­
rân los que tendrân que realizar las restantes activida- 
des, pero con la intervenciôn, en los casos precisos del 
Comisario e incluso, a veces, necesitando la autorizaciôn
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del Juez (art. 1.357, 1.360 y ss de LEC). Si los bienes 
del quebrado, son susceptibles de producir frutos, rentas 
e intereses, todo lo concerniente a ellos debe correspon- 
der a los Sîndicos. En la quiebra se pretende, al igual 
que en el concurso, obtener una masa liquida de bienes, 
con la que poder pagar a los acreedores, para lo que se 
autoriza la venta del caudal si bien con ciertos requisi­
tos y formalidades.
b') ADMINISTRACION DE BIENES DEL AUSENTE.
El Côdigo Civil al regular la ausencia, no cal if ica en 
ningûn momento al représentante del ausente como adminis- 
trador, pero lo cierto es que, entre otras funciones, en 
el artîculo 184, le encomienda la administraciôn de los 
bienes. Y en el siguiente, entre otras obligaciones, le 
exige las de inventariar los bienes muebles y describir 
los inmuebles de su representado, conservar y defender el 
patrimonio del ausente, obtener de sus bienes los rendi- 
mientos normales de que fueren susceptibles y ajustarse a 
las normas que en orden a la posesiôn y administraciôn de 
los bienes del ausente se establecen en la Ley Procesal 
Civil; se establece finalmente la necesidad de informe 
del Ministerio Fiscal y la decisiôn del Juez en détermina 
dos casos.
De esta forma, venos como el représentante del ausente de 
be tender a la conservaciôn y administraciôn del patrimo­
nio, y por ello el que sus actos de disposiciôn se some- 
tan a control judicial. Ahora bien aquellos otros actos 
podrSn ser realizados independientemente con distintos am 
plitud, segûn el parentesco que una a la persona ausente 
y a aquél.
El inventario de bienes muebles y descripciôn de los in­
muebles se ha de practicar siempre judicialmente con in­
tervenciôn del Ministerio Fiscal (art. 2.045 LEC); pero
167
si el représentante fuese el cônyuge, un hijo o un ascen- 
diente, tcndrâ las mâs amplias facultades para la adminis 
traciôn de los bienes, sin necesidad de rendir cuentas, y 
sôlo requerirâ autorizaciôn judicial para actos de trans- 
misiôn y gravamen, a menos que el Juez aprecie circunstan 
cias singulares aconsejando imponerle alguna limitaciÔn.
Si el représentante fuese otra persona, el Juez le senala 
râ la clase de fianza que haya de constituer, as! como la 
cuantia de la misma, y le prevendrâ que rinda cuentas al 
Juzgado semestralmente; mas al mismo tieropo de nombrarle, 
fijarâ prudencialmente la cuantia a que pueda ascender 
los actos de administraciôn que le sea llcito ejecutar 
sin necesidad de licencia judicial, teniendo en cuenta la 
importancia del caudal, la naturaleza de los bienes y las 
conveniencias para su eficaz protecciôn (art. 2-046 LEC).
B) ADMINISTRACION SINGULARES.
Se caracrterizan por estar limitadas a determinados bienes 
de una persona, no se extienden a todo su patrimonio, pe­
ro pueden derivar de un proceso de ejecuciôn o de un pro- 
ceso cautelar.
a) ADMINISTRACIONES EJECÜTIVAg.
Se subdividen en dos grupos segûn procedan de la ejecuciôn 
ordinaria, con arreglo a las normas de la ley de enjuicia- 
miento civil, o de la ejecuciôn especial siguiendo a la 
Ley Hipotecaria.
a') ADMINISTRACION ORDINARIA.
Consiste en la entrega de los bienes embargados al acree­
dor para aplicar sus productos al pago de los intereses y 
extinciôn del capital. Es por tanto, una administraciôn 
ejecutiva en tanto que los frutos y rentas se aplican a la 
realizaciôn forzosa.
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Segûn TOME, aunque la ley de enjulciaraiento civil no la 
define, de sus preceptos puede deducirse que la considéra 
como la entrega forzosa de la posesiôn de la finca embar- 
gada al acreedor ejecutante para que la cuide y explote 
durante el tiempo necesario, con el fin de obtener produc 
tos suficientes con que satisfacer su crédite(246).
Para que el administrador pueda realizar ef icazmente sus 
funciones, el Juez mandarâ que se la haga entrega de las 
fincas embargadas, bajo el correspondiente inventario, y 
que se le dé a reconocer a las personas que el mismo ac­
reedor désigné, acreditândolo todo en los autos (art.1.521 
LEC) .
El acreedor yeldeudor podrân establecer por medio de 
acuerdos particulares las condiciones con que el primero 
ha de administrer las fincas embargadas y la forma y épo- 
ca en que ha de rendir cuenta de sus productos. Si no lo 
hicieren asI, se entenderâ que las fincas han de ser admi 
nistradas segûn las costumbres del pals, debiendo el 
acreedorrendir cuenta anual de sus productos. En este ca­
so, si las fincas fuesen rûsticas, podrâ el deudor inter­
venir las operaciones de la recolecciÔn por si o por me­
dio de apoderado (art. 1.522 LEC).
b') ADMINISTRACION HIPOTECARIA.
Cuando se siga él procedimiento judicial sumario de la 
Ley Hipotecaria, también puede originarse una administra­
ciôn parecida a la anterior, al establecerse, en la régla
6- del artîculo 131, que el actor puede pedir que se le 
confiera la administraciôn o posesiôn interina de la fin­
ca, si asl se hubiese pactado en la escritura de constitu 
ciôn de la hipoteca o tuviere reconocido exprésamente ese
(246) J. TOME PAULE. La subasta judicial. Tesis doctoral
presentada en la Facultad de Derecho de la Universi- 
dad de Zaragoza. 1.974. Pâg. 221.
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derecho por alguna ley. El acreedor percibirS en dicho 
caso las rentas vencldas y no satisfechas, si asl se hu­
biese estipulado, y los frutos y rentas posteriores, cu- 
briendo con ellos los gastos de conservaciôn y explota- 
ciôn que la misma finca exija y después su propio cré 
dito. Si los actores fuesen mâs de uno, corresponderâ 
la administraciôn al que sea preferente, segûn el Regis­
tre, y si fueran de la misma prelaciôn podrâ pedirla cua^ 
quiera de ellos en beneficio comûn, aplicando los frutos 
y rentas de todos los actores. Si lo pidieran varios de 
la misma prelaciôn, decidirâ el Juez a su prudente arbi- 
trio.
Segûn el artîculo 16 del Deere to Ley de 5 de febrero de 
1.8 69 por el que se estableciô el procedimiento de ejecu­
ciôn a favor de las sociedades de crédite territorial 
(Banco Hipotecario de Espaha), si el acreedor opta por la 
administraciôn de la finca hipotecada se llevarâ de forma 
anâloga a la regulada en la Ley Hipotecaria, pudiendo con 
servarse en tal estado todo el tiempo preciso para el pa­
go del crédite,
A pesar de ello, habrâ que tener présente que posterior- 
mente, el artîculo 133 de la Ley Hipotecaria estableciô 
que la administraciôn y posesiôn interina, concedida al 
acreedor en virtud de este o de cualquier otra Ley, no ex 
cederâ, como norma general de dos ahos.
También en la Ley de hipoteca mobiliaria y prenda sin des 
plazamiento de 16 de diciembre de 1.954 se dice que el 
acreedor puede pedir que se le confiera la posesiôn inte­
rina o administraciôn de los bienes hipotecados, pero 
aquI, sin que sea necesario, a diferencia de lo que decla 
mos anteriormente, que se pacte en el titulo o que se ten 
ga reconocido ese derecho por alguna ley. Cuando La admi^  
nistraciôn sea pedida por varios acreedores, el Juez re- 
suelve segûn su prudente arbitrio. La administraciôn por
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regia general, no podrâ exceder de un ano.
b) ADMINISTRACION CAUTEXARES.
Se puede agrupar en dos categories estas adminis trac io- 
nes, atendiendo a que los bienes sean improductives o 
bien produzcan frutos, rentas u otros bienes.
a') ADMINISTRACION DE BIENES IMPRODUCTIVOS.
Ibdavfa puede hacerse una nueva subdivisiôn, segûn la na­
turaleza de estes bienes, pues, mientras unos se siguen 
por las normas générales, otros, por unas normas especia 
les.
1® Administraciones comunes.
Son aquellas que se constituyen por la entrega a una 'per­
sona de los bienes muebles embargados, bajo inventario a 
que se refieren los articulos 1.454 de la ley de enjuicia 
miento civil y 600 de la ley de enjuiciamiento criminal- 
El depositario -administrador- se obliga a conservar los 
bienes a disposiciôn del Juez o Tribunal, por tanto no 
tiene funciones propiamente administrativas, ni de dispo­
siciôn .
2° Administraciones especiales.
El legislador ha intentado buscar una forma de mayor segu 
ridad para la conservaciôn de los bienes y asi dispone 
que determinados bienes embargados, como el metâlico, 
efectos pûblicos, valores mercantiles o industriales coti 
zables, alhajas de oro, plata o pedreria se depositarân 
segûn los casos, en la Caja de Depôsitos, en el Banco de 
Espaha o en cualquier otro establecimiento pûblico desti­
nado al efecto (art. 600LEC) (247).
(247) Recuérdese que toda la normative relacionada con es 
ta materia la hemos tratado al examiner el embargo 
en laspâgs. 130 a 136.
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b') ADMINISTRACION DE BIENES PRODüCTIVOS.
Tbdavla aquî podemos hacer una nueva subdivisiôn atendien 
do a la regulaciôn para el caso de un embargo civil, o al 
embargo para el aseguramiento de las responsabilidades 
civiles en un proceso penal.
1° Administraciôn por embargo civil.
Sôlamente se establece por la ley que cuando se embarga- 
ren frutos y rentas se constituirâ una administraciôn ju­
dicial que se confiarâ a la persona que el acreedor desig. 
ne (art. 1.450 LEC).
2° Administraciôn de bienes en el proceso penal.
Esta es la que constituye el centro de nuestro e studio y 
aunque sus normas son escasas estâ regulada con mâs exac- 
titud que la anterior como veremos mâs adelante.
Tiene una serie de rasgos que la diferencian clâramente 
de todas las que hemos estudiado con anterioridad.
Desde el memento en que se extiende a bienes determinados, 
y no a todo un patrimonio, queda perfectamente delimitada 
y distinguida de las administraciones patrimoniales, la 
que no es obstâculo para que, al establecer el artîculo 
614 de la ley de enjuiciamiento criminal que, en todo lo 
que no esté previsto en el titulo que régula esta materia, 
los Jueces y Tribunales aplicarân lo dispuesto en la le- 
gislaciôn civil sobre fianzas y embargos, haya que acudir 
a las normas del abintestato para las cuentas, al decir 
el articule 1.450 de la ley procesal civil que en esta ma 
teria se estarâ a lo prevenido en los articulos 1.010 y 
siguientes de la misma.
La finalidad perseguida con la administraciôn que aqui
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ocupa y la administraciôn del abintestato, es similar, la 
conservaciôn de los bienes hasta el momento en que se pro 
duzca el término de la actividad administradora. No obs­
tante, la causa que da origen la administraciôn es dife­
rente, por ello el que el Juez tenga libertad para nom- 
brar administrador o administradores segûn los casos.
No se dice nada respecto a la correspondencia que pudiera 
haber durante esta administraciôn, sin duda por pensarse 
en que como se extiende a bienes limitados no tiene tras- 
cendencia alguna, pero lo cierto es que, en determinados 
casos si es importante esta materia al poderse administrer 
empresas. Atendiendo, no sôlo al âmbito de los bienes em 
bargados, sino también, a la causa que da lugar a la admi 
nistraciôn puede verse clâramente la diferencia que tiene 
la administraciôn de bienes en el proceso penal con las 
administraciones testamentarias.
Mayor problems présenta la relaciôn que puede tener con 
las administraciones por insolvencia, lo que ha motivado 
que algunos autores mercantilistas hayan llegado a decir 
que estâmes no ante materia procesal, sino raeramente mer­
cantil, y que, cuando se produce la administraciôn de una 
empresa, estâmes ante una situaciôn que puede confundirse 
con la quiebra, suspensiôn de pagos o concurso (248) .
Sin perjuicib de volver con mâs detenimiento sobre esta 
materia, basta senalar que, a nuestro juicio, cuando se 
produce la administraciôn que aqui nos ocupa es siempre 
como consecuencia del ambargo de determinados bienes, pe­
ro sin que ello lleve a suponer que la empresa se encuen­
tra en estado de insolvencia, sino, sImplements, a que no 
quiso prestar la fianza a que se le requiriô y por lo que 
han de asegurarse las consecuencias civiles de un hecho 
délietivo; puede suceder que, pese al embargo y subsi- 
guiente administraciôn, la empresa se encuentre en buena
(248) Ver pâgs.
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situaciôn econômica. Cuestiôn diferente es la posibili- 
dad de que después vaya a un estado de insolvencia motiva 
do por las deficiencias de dicha administraciôn judicial.
La administraciôn de bienes del ausente, ofrece ciertas 
semejanzas al pretenderse la conservaciôn de aquellos ha£ 
ta que éste comparezca o se declare su fallecimiento, pe­
ro no sôlo cabe senalar las diferencias procédantes de 
tratarse una administraciôn patrimonial, sino ademâs por 
la persona que va* a ser administradora correspondiendo el 
cargo, generalmente, al parlante que puede recibir dichos 
bienes, caso de no volver a aparecer el propietario.
Las administraciones ejecutivas tienen como finalidad la 
satisfacciôn coactiva del crédito del acreedor aûn en con 
tra de la voluntad del deudor y a costa de sus bienes. Di 
ce GUTIERREZ DE CABIEDES (249) que el primer acto del pro 
ceso de ejecuciôn (embargo) es un medio (traba de los bie 
nés) para el cumplimiento del fin (pago). Pues bien, la 
administraciôn ejecutiva no es mâs que una forma de cum- 
plirse ese fin de ejecuciôn. Por el contrario, las admi- 
nistraciones tanto del artîculo 1.450 de la ley de enjui­
ciamiento civil, como las de aseguramiento de responsabi- 
lidades civiles en el proceso penal, consisten en garan­
tis de la afecciôn de bienes que se hace en virtud del em 
bargo. Al tener distinto fin también varia la persona 
que ha de administrer los bienes y asl, mientras en la ad 
ministraciôn ejecutiva las fincas se entregan al acreedor 
para que las administre, en las otras, generalmente, se 
entregan a un tercero.
ESi la administraciôn judicial de bienes productives, que- 
dan afectados los propios bienes, y lo que se pretende es 
la conservaciôn de éstos; los frutos o productos son lo
(249) E. GUTIERREZ DE CABIEDES. La enajenaciôn forzosa. 
Universidad de Navarra. 1.966. Pâg. 17.
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accesorio, servirSn fundamentalmente para atender a los 
gastos derivados dé aquélla y, sôlo después, para garan- 
tizar los fines perseguidos con el embargo. En la admi­
nistraciôn forzosa los frutos y productos son lo esen- 
cial, se aplican al pago de los intereses y a la extin­
ciôn del capital.
Finalmente, podenos encontrar varias diferencias entre 
las administraciones de bienes productives del proceso 
civil y del proceso penal:
1“ Por el objeto administrado. En el artîculo 1.450-1 
de la ley de enjuiciamiento civil se hace referenda sô­
lo a la obligatoriedad de constituir una administraciôn 
cuando se embargaren frutos y rentas. En cambio, en el 
proceso penal, ha de existir si se embargasen frutos y 
rentas, pero también al ser semovientes (art. 601 LECr), 
sementeras, pueblas, plantlos y otros bienes semejantes 
(art. 605 LECr.).
2® Por el objeto garantizado que, en el proceso civil, 
es el pago de una cantidad liquida la cual puede ser co- 
nocida y, en el proceso penal, se trata de una deuda cu- 
ya suma se desconoce.
3® Por el nombramiento de administrador. Corresponde la 
administraciôn a la persona que al acreedor désigné en el 
proceso civil (art. 1.450 LEC), mientras que, en el proce 
so penal, serâ el propio Juez quien harâ el nombramiento 
(arts. 601 y 605 LECr.).
4. NATURALEZA JURIDICA CONCRETA DE LA ADMINISTRACION DE 
BIENES EN EL PROCESO PENAL.
Ya hemos observado que esta administraciôn judicial se d_i 
ferencia de las otras al tener caracterlsticas propias, y 
ahora comprobamos que reûne las siguientes notas o elemen
175
tos! Tiende a asegurar la eficacia prâctica de la senten- 
cia que en su dîa se dicte -instrumentalidad-; sus efec­
tos tienen una duraciôn limitada -provisionalidad-; exis­
te el riesgo de que los bienes desaparezcan durante la 
tramitaciôn del proceso -periculum in mora-; se debe cons 
tituir lo antes posible -urgencia-; puede supremirse si 
se afianza suficientemente la cantidad sehalada para res­
ponsabil idades civiles e incluso puede ser motivo de am- 
pliaciôn o reducciôn segûn lo prevenido en los articulos 
611 y 612 de la ley de enjuiciamiento criminal -alterabi- 
lidad-; sus efectos terminarân con la sentencia o su eje­
cuciôn -extinciôn a plazo o a termine-; el procedimiento 
para que queda constituida es de pocos trâraites -procedi­
miento breve-; se constituye en virtud de una resoluciôn 
del Organo Jurisdiccional -jurisdiccionalidad-; el Juez 
détermina en ûltimo caso si deben quedar o no embargados 
los bienes que darân lugar a la administraciôn, e inclu­
so, cuando se embargaren bienes inmuebles, si se existien 
de a sus frutos y rentas -discrecionalidad-; y existe 
homogeneidad entre las medidas que aqui se adoptan y las 
del derecho sustantivo, pero no identidad.
Se da la circunstancia de que esos caractères son los que 
considerâbamos en la primera parte (250) que eran necesa- 
rios para que una medida se considerase cautelar. Ante 
esto podemos preguntarnos: cLa administraciôn que aqui
nos ocupa es una medida de esta clase?. Dice FENECH (251) 
que éstas ûltimas consisten en una imposiciôn del Juez o 
Tribunal, que se traduce en una limitaciôn de la libertad 
de disposiciôn de una persona sobre una parte de sus pa­
trimonio y tienen por fin asegurar las responsabilidades
(250) Pâgs. 64 a 68.
(251) M. FENECH. Derecho Procesal Penal. Vol. 2 Ob. cit. 
Pâg. 119.
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inherentes al hecho punible. Pues bien, ya de aqui pode­
mos sacar una primera conclusiôn. En la administraciôn 
judicial no existe aquélla imposiciôn de una forma inme- 
diata, sino que viene dada ya por el embargo anterior del 
que dimana.
Pero, no nos contentenos con ésto y pasemos a ver las dis 
tintas medidas cautelares de nuestro Derecho, para compa- 
rarlas con la administraciôn objeto de esta tesis.
No existe duda alguna de las diferencias que se dan con 
las medidas cautelares personales, como la citaciôn, de- 
tenciôn, prisiôn provisional, (252) puesto que lo asegura 
do no es un patrimonio, sino la presencia de una persona.
Mâs problenas puede surgir al buscar las diferencias con 
las medidas cautelares reales que recaen sobre la totali- 
dad de un patrimonio o en una parte de él. De todas for­
mas, por su finalidad, se puede distinguir clâramente de 
los actos aseguratorios de la prueba, como son la entrada 
y registro en lugar cerrado y la detenciôn, apertura y 
examen de la correspondencia privada (253) .
Las verdaderas dificultades se presentan con los actos cau­
telares reales asegurativos de bienes cuya finalidad es 
evitar mayores maies que, en su defectos podrian ocasio- 
narse como son el embargo preventive (art. 1.397 y ssLBC), 
el embargo por rebeldla del demandado (arts. 762 y ss LEC 
Y ss LEC), el embargo en un lanzamiento (arts. 1.601 y 
1.602 LEC), el embargo asegurativo de responsabilidades 
civiles y costas (arts, 600 y ss LECr.), el secuestro(arts 
4 99 LEC y 1.785 CC.), la intervenciôn por el aseguramiento 
de los bienes litigiosos (arts. 1.419 y ss LEC), las medi­
das innominadas por obligaciones de hacer, de no hacer o 
de entregar cosas especificas (art. 1.428 LEC), las medi-
(252) M. FENECH. cita estos cuatro actos, como cautelares 
personales. D. Procesal Penal. Vol. 2. Ob. cit. Pâg. 
119.
(253) M .  FENECH. D. Procesal Pénal Vol.2. Ob, cit. Pâg.120
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das por suspensiôn de obra (art. 1,663 LEC) y la anotaciôn 
preventiva de demanda (art. 42 LH).
1. El embargo preventivo puede solicitarse y practicarse 
antes de iniciarse el juicio, siendo necesario que, con 
la solicitud, se presente un documente, del que resuite 
la existencia de la deuda y, ademâs, que el deudor contra 
quien se pida se halle en algunos de los casos que énumé­
ra el artîculo 1.400 de la ley de enjuiciamiento civil 
(que sea extranjero no naturalizado en Espana; que aunque 
sea espanol o extranjero naturalizado, no tenga domicilie 
conocido, o bienes ralces, o un establecimiento agricola, 
industrial o mercantil en el lugar donde corresponde de- 
mandarle en justicia el pago de la deuda; que, aûn tenien 
do las circunstancias que acaban de expresarse, haya desa 
parecido de su domicilio o establecimiento, sin dejar per 
sona alguna al frente de él, y si la hubiere dejado, que 
ésta ignore su residencia; o que se oculte, o exista mot^ 
vo racional para creer que ocultarâ o malbaratarâ sus bie 
nés en dano de sus acreedores). No es necesario que se 
dé este segundo requisite: 1) Si el titulo presentado es 
ejecutivo. 2) Si fuere uno de los relacionados en los nû 
meros 1®, 4®, 5®, y 6® del artîculo 1.429 de la ley de en 
juiciamiento civil y no sobrepasare la cantidad de 10.000 
pesetas siempre que se pida con firma de Letrado. 3) Si 
el tîtulo presentado no fuere ejecutivo sin el reconoci- 
miento de la firma del deudor, pero de cuenta y riesgo 
del que lo pudiere. 4) En el caso de que el deudor no su 
piere firmar y lo hubiese hecho otro a su ruego, podrâ 
igualmente decretarse de cuenta y riesgo del acreedor, 
siempre que, citado por dos veces, con intervalo de vein- 
ticuatro horas, para que declare bajo juramento indeciso- 
rio sobre la certeza del documento en que conste la deuda, 
no compareciere el llamado a la presencia judicial; reco­
nocido el documento, aunque se niega la deuda, podrâ de­
cretarse (art. 1.401 LEC).
178
Se pretende con el embargo preventivo el aseguramiento de 
una entrega de dinero y por ello el que puedan trabarse 
cualquier tipo de bienes del deudor que, en su momento, 
puedan ser realizados, para de esta forma poder pagar al 
acreedor. No obstante, si asl se hubiera acordado, puede 
limitafse a cosas determinadas; en otro caso se seguirâ 
el orden que establece el artîculo 1.447 para el juicio 
ejecutivo (art. 1.407 LEC).
2. En lînea cercana al embargo preventivo estâ el embargo 
en caso de rebeldîa del demandado, pues, segdn el articu­
le 762 de la ley de enjuiciamiento civil, se decretarâ, 
si la parte contraria lo pidiere, la retenciôn de sus bie 
nés muebles de toda clase y el embargo de los inmuebles, 
en cuanto se estimen necesarios para asegurar lo que sea 
objeto del juicio.
3. También tiene un objeto similar el que, con ocasiôn de 
ejecutarse el lanzamiçnto por una sentencia de desahucio, 
se retengan y constituyan en depôsito los bienes mâs réa­
lisables que se encuentren, suficientes a cubrir las cos­
tas del juicio y de las diligencias posteriores que sean 
a cargo del demandado. (art. 1.601 LEC), e incluso que si 
el actor lo solicitare, se retuviesen y embargasen los 
bienes necesarios para cubrir el importe de las rentas o 
alquileres que esté debiendo el demandado, o el de los 
desperfectos que hubiere causado en la finca (art. 1.602 
LEC) .
4. El embargo asegurativo de los articulos 600 y siguien­
tes de la ley de enjuiciamiento criminal, va dirigido, no 
sôlo a cubrir las costas del juicio, como el que acabamos 
de examiner, sino ademâs a asegurar el pago de las respon 
sabilidades civiles.
5. El secuestro se caracteriza por constituir una priva- 
ciôn de la posesiôn del bien a su propietario a fin de
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constituirlo en depôsito, pero no para asegurar el pago 
de una cantidad, sino su misma esencia, ya'que aquî, como 
dice HERCE (254) el objeto del proceso es la cosa misma. 
La normativa que se ocupa de esta materia es escasîsima, 
desoladora segdn FAIREN (255) , aislada en el artîculo 499 
de la ley de enjuiciamiento civil, y en los artîculos 
1.785 y siguientes del Côdigo civil y sus concordantes, 
siendo insuficiente para servir a las necesidades del trâ 
fico moderno cuando se trata de asegurar la esencia de 
bienes.
Las notas fundarentales del secuestro, segdn TOME (256) , 
son las de ser una medida cautelar de carâcter procesal, 
que tiene por finalidad la conservaciôn de la cosa espe- 
cîfica objeto de una reclamaciôn judicial concreta, lo 
que impiica una desposesiôn del poseedor que la tiene y 
la entrega a un tercero a fin de que la custodia y la re£ 
tituya a aquél de los litigantes que resuite vencedor en 
el proceso en que la cosa se discute. Nosotros creemos, 
que, sin embargo, no es necesario siempre la desposesiôn 
al decir el artîculo 499-1 de la ley de enjuiciamiento c£ 
vil, en el supuesto de prepararse el juicio pidiendo la 
exhibiciôn de la cosa mueble que, en su caso, haya de ser 
objeto de la acciôn real o mixta que se trate de entablar 
contra quien tenga la cosa en su poder, si una vez exhibi 
da, "el actor manifestare ser la misma que se propone de­
mander, se resenarâ en los autos por diligencia del actua 
rio y se dejarâ en poder del exhibante, previniéndole que 
la conserve en el mismo estado hasta la resoluciôn del 
pleito".
La obligaciôn de conservar una cosa muéble en el mismo e£ 
tado en que se halla es la forma mâs propia del secuestro
(254) V. HERCE QUEMADA. El proceso cautelar. Revista de 
Derecho Procesal. 1.966. N°IV. Pag. 16.
(255) V. FAIREN GUILLEN. Ob. cit. Pâg. 67.
(256) J. TOME PAULE. El secuestro judicial. Revista de De­
recho Procesal. 1.969. Nûm. 1 Pâg. 251.
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judicial por la facilidad que tienen estos bienes de ser 
dahados, sustraldos, alterados y ocultados. Pero el art^ 
culo 1.786 del Côdigo Civil (257) establece que el secue£ 
tro puede tener por objeto asî los bienes muebles como 
los inmuebles, y segôn CARRERAS (258) el mecanismo es di­
ferente, tratândose de una u otra clase de bienes; en los 
primeros, se évita la sustracciôn fîsica y jurîdica de la 
cosa afectada, en cambio, en los segundos, no puede se­
guirse la misma finalidad por su naturaleza diferente. 
Asî, anade el mismo profesor, un inmueble, en principio, 
no puede desaparecer fîsicamente y, si bien es suscepti­
ble de deterioro, sôlo en una medida insignificante puede 
evitarse éste por medio de la ocupaciôn. Quizâs al hacer 
esa afirmaciôn, se referîa a los bienes inmuebles mâs es- 
pecîficos, como pueden ser las tierras y caminos, pero no 
sotros entendemos que no puede ocultarse que, si no se 
produjera el secuestro, sî podrîa causarse el deterioro 
total de otros como pueden ser las construcciones, los 
edificios, los afboles, las plantas, los frutos pendien- 
te, las estatuas, los relieves, las pinturas u otros obje 
tos de uso u ornamentaciôn, las mâquinas, vasos, instru­
mentes o utensilios destinados por el propietario de la 
finca a la industria o explotaciôn que se realice, los vi 
veros de animales, palomares, colmenas, estanques de pa­
ces o criaderos anâlogos, los abonos y los digues que son 
considerados inmuebles en el artîculo 334 del Côdigo ci­
vil. Lo que si es cierto es que, el secuestro de bienes 
inmuebles, no puede evitar una sustracciôn juridica de é£ 
tos, ya que la fé püblica registral protegerâ al compra-
(257) Serra dice que el artîculo 1.786 del Côdigo Civil 
debe verse en relaciôn con el 1.428 de la Ley de en 
juiciamiento civil que al limiter su alcance, tanto 
en lo que respecta al tîtulo justificativo del de­
recho, cuando a su carâcter necesario para asegurar 
la efectividad de la sentencia, lo deja prâcticamen 
te reducido a una administraciôn judicial de la fin 
ca. M. SERRA DOMINGUEZ y F. RAMOS MENDEZ. Las medi­
das cautelares en el proceso civil, Barcelona 1.974. 
Industries Grâficas M. Pareje. Pâg. 63.
(258) J. CARRERAS. El embargo de bienes. Ob. cit. Pâg.432.
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dor que inscribe su derecho en el Registro, frente al se- 
cuestrante que no hubiere obtenido tal garantie.
Puede suceder que algunos de los bienes secuestrados pro­
duzcan frutos y rentas, caso en el que habrâ que consti­
tuir una administraciôn judicial en forma similar a la 
del artîculo 1.450 de la ley de enjuiciamiento civil(259).
El depositario de bienes secuestrados estâ obligado a cum 
plir respecto de ellos todas las obligaciones de un buen 
padre de familia (art. 1.788 CC). No se contienen mâs 
previsiones de derecho procesal sobre esta materia, pues 
se limita el legislador a establecer algo que no es nada, 
esto es, (260) que, en lo que no se hallare dispuesto en 
el Côdigo Civil, se regirâ por las disposiciones.de la 
ley de enjuiciamiento civil (art. 1.789 CC), pero ésta no 
trata en parte alguna del secuestro judicial de una forma 
especîfica, y sî, ûnicamente, del embargo preventivo que, 
en cierto momento, exige la aprehensiôn de las cosas, lo 
que lleva a su secuestro, seguido del correspondiente de­
pôsito .
También se refiere al secuestro, la ley de hipoteca mobi­
liaria y prenda sin desplazamiento de 16 de diciembre de 
1.954 al disponer que cuando se constituya hipoteca mobi­
liaria sobre vehîculos de motor, se decretarâ el secues­
tro del vehîculo con precinto y prohibiciôn de utilizarlo, 
al presentarse demanda para la ejecuciôn del crédito ga­
rantizado (art. 91).
Finalmente en la ley de organizaciôn del Banco Hipoteca­
rio de Espana de 2 de diciembre de 1.97 2 se denomina se-
(259) J. CARRERAS. Las medidas cautelares del artîculo 
1.428 de la ley de enjuiciamiento civil. M. FENECH 
y J. CARRERAS. Estudios de Derecho Procesal. Ob. 
cit. Pâg. 584.
(260) J. ALMAGRO, M. FENECH y L. PRIETO CASTRO. Derecho 
Procesal II. Unidad Didâctica 2. U.N.E.D. Madrid. 
1.976. Pâg. 60.
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cuestro y posesiôn interina de la finca a lo que en reali 
dad es la entrega de la cosa en administraciôn.
6. El aseguramiento de los bienes litigiosos, que aparece 
regulado en los articulos 1.419 y siguientes de la ley de 
enjuiciamiento civil, consiste en una mera intervenciôn 
judicial que se puede adoptar en todo género de procesos 
civiles en los que se demandare la propiedad de minas, la 
de montes, cuya principal riqueza consiste en arbolado, o 
la de plantaciones o establecimientos industriales y fa- 
briles (art. 1.419). No es, en ningûn caso, un fin en si 
misma considerada, sino un simple medio de conservar un 
patrimonio en forma provisional mientras se decide la 
suerte que dicho patrimonio debe seguir (261). Es por tan 
to, una intervenciôn que tiene una indudable semejanza 
con la intervenciôn judicial de la suspensiôn de pagos (262).
El intervenidb conserva todas sus facultades de conserva­
ciôn, disposiciôn y administraciôn, pero con el inconve- 
niente de tener que abstenerse de ejecutar acto alguno de 
explotaciôn de la finca sin previo conocimiento del inter- 
ventor (art. 1.421 LEC).
No se trata, por tanto, de inmiscuirse en la administra­
ciôn, pero si de comprobar si los actos ejecutados respon 
den al concepto de productividad normal segûn la naturale 
za de los bienes intervenidos. Ahora bien, las caracte­
rlsticas de esta medida no permiten que se extienda a los 
frutos, como tampoco a la disponibilidad que de los mis- 
mos haga su perceptor. La intervenciôn trata de asegurar 
que se conserven los bienes y su nivel de produceiôn a 
fin de que quede salvaguardado el valor inicial de la co-
(261) M. SERRA DOMINGUEZ. Estudios de Derecho Procesal. 
Barcelona. 1.969. Pâq"! 4^5 .
(262) J. TORRES DE CRUELLS. La suspensiôn de pagos. Bar­
celona. 1.957. Pâg. 41.
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sa pero no mâs allâ. Por eso tampoco se extenderâ a las 
siembras, pero si a la conservaciôn de la sustancia mine­
rai, arbolado, maquinarias, edificios, utillaje y en fin 
a todos los elementos que, de cualquier forma, intervie- 
nen en aquélla produceiôn.
Puede haber desacuerdo entre el intervenido, que con­
serva su administraciôn, y el administrador, debiendo ser 
el Juez quien resuelva en este caso, tras oir a las partes 
(art. 1,422 LEC).
7. El ûltimo artîculo que la ley de enjuiciamiento ci 
vil dedica al aseguramiento de los bienes litigiosos -art. 
1.428-, se ocupa de una serie de medidas innominadas que 
deberlan estar separadas de aquêllas, pero no es asl, y 
aparece sin epigrafe alguno distintivo, como si el legis­
lador no hubiese acertado a encontrarlo (263) . No esta- 
mos ya ante un juicio en que se demanda la propiedad, si­
no ante un juicio en el que se présenta algûn documento 
en donde aparezca con claridad una obligaciôn de hacer, 
de no hacer o de entregar cosas especificas. Pero no es 
ésto sôlo, sino que mientras en el artîculo 1.419 no hay 
limitaciôn de documentes, aqui sôlo se puede presenter 
guno de los comprendidos en los très primeros nûmeros del 
artîculo 1.429 de la misma ley.
Algunos autores como GALLEGO MORELL (264) consideran 
que estas medidas pueden pedirse incluso antes de la pre- 
sentaciôn de la demanda, por entender que los términos 
del artîculo 1.428 se refieren, mâs que a la necesidad ac 
tuai del litigio a la posibilidad de existencia futura.
(263) J. ALMAGRO, M. FENECH y L. PRIETO CASTRO. Ob. cit, 
Pâg.61. •
(264) M. GALLEGO MORELL. El artîculo 1.428 de la ley de 
enjuiciamiento civil. Revista de Derecho Procesal 
1.953. Pâg. 222.
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Pero, dada la redaccidn del articule, as! como su encua- 
dramiento sistemâtico nos lleva a estimar que es necesa- 
rio que se présente la demanda al mismo tiempo, o con en­
ter loridad, a la solicltud de estas medidas (265).
Se pueden adoptar las medidas que aqui nos ocupan, 
por el Juez, a instancia del demandante y bajo la respon- 
sabilidad de ëste, pero sin que se especifique por el le- 
gislador cuales pueden ser aquëllas, pues sôlamente hace 
referenda a las que "segün las circunstancias fueren ne- 
cesarias para asegurar en todo caso la efectividad de la 
sentencia que en el juicio recayere".
8. Con ocasiôn de presentarse una demanda de interdic 
to de obra nueva, y con el fin de que no se causen mayo­
rs s maies, el Juez debe dictar providencia, acordando que 
se requiera al dueno de la obra para que la suspenda en 
el estado en que se halle, bajo apercibimiento de demoli- 
ciôn de lo que se edifique (art. 1.663 LEO); el Juez, a 
peticiôn del dueno de la obra, si lo considerase justo, 
concederâ de piano con toda urgencia que se hagan las que 
sean absolGtamente indispensables para la conservaciôn de 
lo edificado (art. 1.665 LEG).
9. La anotacidn preventiva de la demanda, pretende 
dar a conocer mediante la publicidad registral la penden- 
cia de un proceso en el que se demanda la propiedad de 
bienes inmuebles, o la constituciôn, declaraciôn, modifi- 
caciôn o extinciôn de cualquier derecho real (art. 42, 1® 
LH), pudiendo acordarse al admitirse la demanda o después 
de ësta (art. 139 RH).
Se pretende evitar que cualquier persona que inscribe 
un derecho sobre los bienes inmuebles, quede afectado por
(265) En el mismo sentido se pronuncian J. CARRERAS. Las 
medidas cautelares... Ob. cit. Pâg. 587, y J.L. MAN- 
2ANARES SAMANIEGO. El articule 1.428 de la ley de 
enjuiciamiento civil. Revista de Derecho Procesal. 
1.975. Pâg. 85.
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la publicidad que lleva consigo la fé püblica registral.
10. La administracidn judicial de bienes en el proce­
so penal, entenderaos que tiene caracterlsticas propias, 
si bien coincidentes algunas de ellas, con las que hemos 
visto que llevan consigo las demâs medidas cautelares rea 
les estudiadas.
Para que se pueda constituir es necesario que baya 
previamente un embargo asegurativo, es, por lo tanto, una 
consecuencia de ëste y ademës de establecerse traba sobre 
unos bienes, que quedan afectos a lo garantizado, se ado£ 
tan medidas sobre los frutos y rentas que produzcan, los 
cuales también quedarën sujetos a la misma obligaciôn y a 
los gastos que ocasione la propia administraciôn. En lo 
demës sus caractères serSn similares.
Para que se constituya la administraciôn estudiada se 
necesita que ya se baya iniciado el proceso penal, a dife 
rencia de lo que ocurria con el embargo preventive.
No es preciso solicited de persona alguna, ni documen 
to que justifique la cantidad que se debe asegurar, con 
lo que se distingue de todas las medidas que hemos estu- 
diado anteriormente, con excepciôn del embargo asegurati­
vo, si bien bay que tener présente su similitud con la fi^ 
nalidad de garantizar, incluso las cosas, que tiene el em 
bargo en el lanzamiento por ejecucidn de una sentencia de 
desahucio.
El administrador, ha de conservar los bienes, al igual 
que en todas las medidas anteriores, pero debiendo adop­
tar las decisiones oportunas, dentro de los mârgenes que 
le deja la ley, y que ya examinaremos, respecte de los 
frutos y rentas que produzca. El problema puede estar al 
tener que decidir si se ha de limitar a conservar los bie 
nés o a asegurar que mahtengan el mismo estado de produc-
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ci6n, cuestiôn ésta que puede tener gran importancia en 
la administraciôn de empresas y semovientes.
No estamos, por tanto, ante una medida que constituya 
un fin en si misma, sino que depende del resultado del 
proceso, de que haya una sentencia absolutoria o condena- 
toria.
El embargo y la administraciôn, miran el interës del 
acreedor en un proceso civil, o del posible acreedor en 
el proceso penal, el aseguramiento de bienes litigiosos 
atiende principalmente al interés del deudor (266) .
En la administraciôn de bienes, es necesario nombrar 
un administrador que, cuide de los mismos y de sus produc 
tos, pues de ello dependerâ el qué éstos sean mës o menos 
abundantes, sin perjuicio de las medidas que haya que 
adoptar con los propios productos. Por este motivo, no 
puede mantenerse. aqui lo que sostiene SACRERA TIZON para 
el embargo preventivo, de que procura el aseguramiento de 
un capital, representado por el valor de los bienes se- 
cuestrados, que se estima suficiente para cumplir la obl^ 
gaciôn que en el proceso principal se pretende y, debido 
a ello, es indiferente la desposesiôn del deudor, ya que, 
igual si conserva ëste los bienes en su poder, como si se 
entregan en custodia a otro persona, el valor no se alte­
ra (267). Apuntaremos de todos modos, que no compartimos 
la teorla expuesta, porque si puede tener importancia, 
quien sea el poseedor los bienes, ya que no sôlo es posible 
alterar su valor, sino tambiën puede producirse su pérdi- 
da fisica y juridica, como ya hemos dicho en ocasiôn ante 
rior.
(266) En parecido sentido, respecto del proceso civil se 
pronuncia PLAZA. Derecho Procesal Civil Espanol. Vo­
lume n II. 2- ediciôn. Madrid l. é^S. Pâg.91.
(267) J. M§. SACRERA TIZON. Comentarios a la Ley de Sus- 
pensiôn de Pagos. Barcelona 1.974. pâgs. 422-423.
187
5. CONCEPTO Y CARACTERES DE LA ADMINISTRACION DE BIENES 
EN EL PROCESO PENAL.
De lo estudiado hasta aqui podemos deducir que "la ad 
ministraciôn judicial de bienes en el proceso penal es el 
conjunto de operaciones realizadas para la custodia y con 
servaciôn de algunos de aquéllos y para obtener, en su ca 
so, los frutos o beneficios que les corresponde segün su 
naturaleza. Constituye, por tanto, una garantie de la 
afecciôn de determinadas bienes embargados en el proceso 
penal".
Recogemos en este concepto los siguientes caractères:
1° Es una medida para garantizar la afecciôn de unos bie­
nes, en cuanto tiene como finalidad la conservaciôn de 
los mismos hasta que, en su momento, haya que-devolverlos 
o procéder a su realizaciôn en venta pûblicd.
2° Surge como consecuencia de embargarse bienes, a vo­
ces, de dificil conservaciôn o^de naturaleza fructIfera 
para que sigan produciendo frutos y rentasm y no pierdan, 
ni se merme su valor, su produceiôn y, en su caso, su 
capacidad productiva. Segün nuestra normativa vigente sô 
lo se constituye cuando los objetos embargados sean bie­
nes semovientes, seraenteras, pueblas, plantlos, frutos, 
rentas y otros semejantes, alguna erapresa o grupo de em­
presas, acciones o participaciones que representen la ma- 
yorla del capital social, del patrimonio cornun o de los 
bienes o derechos pertenecientes a las mismas o adscritos 
a su explotaciôn'
3° Los bienes deben pertenecer a la persona sobre laque 
recae la responsabilidad civil de la infracciôn criminal, ya 
sea procesada o no, ya tenga responsabilidad directa o 
subsidiaria. No obstante, las dificultades que se presen 
tan en la prâctica del embargo para conocer el verdadero
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propietario de unos bienes determinados, hace que la tra­
ba pueda constituirse sobre los que se estime, fundadSmen 
te, ser propiedad del sujeto contra el que se dirige la 
medida.
4"El embargo que da origen a la administraciôn se prâc 
tica como consecuencia de no prestarse la fianza ordenada 
por el Juez. Realmente aqui en el proceso penal se invier 
ten los térrainos con relaciôn al proceso civil; en ëste 
se acuerda que se practique, siendo la fianza un medio de 
evitarlo, por el contrario, en aquël, lo que se ordena en 
primer lugar es prestar fianza y, si no se hace, es cuan­
do se pasa al embargo como acto sustitutivo de ella,
5® La administraciôn lleva consigo una serie de actos 
humanos que forman un conjunto de actividades y de funcio 
nés que variarën segün la naturaleza de los bienes, pero 
que producen gastos de conservaciôn y administraciôn. Por 
ësto, los frutos y rentas, se destinan, en primer lugar a 
pagar aquellos. De todas formas, si éstos fuesen excesi- 
vos, se haria peligrar la garantia principal que se pers^ 
gue, siendo esta la causa por la que en el artlculo 602 
de la ley de enjuiciamiento criminal se llegue a estable- 
cer que se enajenarân los bienes, aün contra la voluntad 
del procesado y la opiniôn del depositario-administrador, 
siempre que los gastos de administraciôn y conservaciôn 
excedan de los productos que dieren. Siempre se ha de te 
ner présente que el valor real de los bienes embargados 
es el que debe garantizar principalmente lo asegurado. No 
obstante, puede suceder que, tras abonar aquellos gastos 
haya sobrante; ësto se aplicarë, de acuerdo con lo esta- 
blecido en el artlculo 111 del Côdigo Penal, primero a 
asegurar la satisfacciôn coactiva de las responsabilida- 
des civiles y despuës las costas procesales.
6® La multa, no es objeto del aseguramiento que nos 
ocupa; pero a pesar de ello, si hubiese sobrante de los
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frutos y rentas, después de haber atendido a todo lo ex- 
puesto en el apartado anterior, podria aplicarse al pago 
de ella. El no asegurarla se debe al hecho de constituir 
una responsabilidad penal, no civil, y tener establecido 
el legislador que, si se produjera su impago, por no ha- 
ber bienes suficientes, el condenado quedarâ sujeto a una 
responsabilidad personal y subsidiaria, que el Tribunal 
establecerâ segün su prudente arbitrio, sin que en ningün 
caso pueda exceder de seis meses cuando se hubiese proce- 
dido por razôn de delito (art. 91 CP).
7® Todo lo concerniente a esta materia esté escésamen 
te regulado, debiendo acudirse continuamente a otras ins- 
tituciones, para por anâlogia, buscar la norma aplicable. 
Esto nos nueve a recoger el sentir de PRIETO CASTRO (268) 
de que la administraciôn judicial debe ser objeto de pro­
funda revisiôn si «e considéra que conviens mantenerla.






En la administraciôn de bienes intervienen diverses suje­
tos, siendo diferentes sus funciones segün la posiciôn que ten 
gan en ella ya sea actora, pasiva o de actuaciôn material en 
la misma.
A). SUJETOS ACTIVOS.
Cabe hacer otra subdivisiôn, segün se trate de personas 
que integran el Organo Jurisdiccional o de quienes pueden pe- 
dir la realizaciôn de determinadas actividades.
a).- Intégrantes del Organo Jurisdiccional.
Distinguireroos dentro de estos a quien tiene facultad de- 
cisora, de quien ejerce funeiôn colaboradora y de fê püblica.
a'). El Juez.
Debe acordar todo lo necesario para la administraciôn el 
mismo Juez que entiende del proceso en el que se acuerda asegu 
rar las responsabilidades civiles, a cuyo pago pueda condenar- 
se a una persona, y que, por tanto, dicta el auto mandando que 
se preste fianza bastante para su aseguramiento y el embargo 
subsidiario (art. 589 LECr.). Es el ôrgano decisor que resol- 
verâ desde el nombramiento de los ôrganos propiamente dichos 
de la administraciôn, hasta los distintos problemas que puedan 
surgir durante la misma, e incluso a su terninaciôn.
No obstante, en ocasiones, pueden actuar Jueces diferen­
tes, incluso de Distrito o de Paz, cuando por el Instructor se 
les exhorte u ordene, segün los casos, a que le auxilien en la 
prâctica de diligencias determinadas que han de tener lugar, 
fuera del partido, sede o local en que ejercen sus funciones.
192
Por lo tanto, aunque su actividad pueda tener una gran trascen 
dencia para la administraciôn judicial, no son verdaderos ele- 
mentos personales de ella, sino mSs bien unos représentantes, 
para el caso concrete,del Juez que librô el despacho origen de 
sus actos. Lo limitado de esta actividad lleva a que no pue­
dan adoptar las medidas que estimen son convenientes, si no se 
hubiese as! previsto en el exhorto o carta-orden recibido.
Para poderse practicar las actuaciones que se interesen 
es necesario que se hayan cumplido los requisitos procesales 
adecuados. En el procedimiento de urgencia, el Juez de la cau 
sa se entenderâ directamente con el Juez, Autoridad o funciona 
rio encargado de su realizaciôn, aunque el mismo no le esté in 
mediatamente subordinado, debiendo cursarse el despacho que se 
expida por el medio mSs rSpido (art. 784-1® y 2® LECr.). En 
el procedimiento ordinario el Juez que haya ordenado la prâcti 
ca de una diligencia judicial no podrâ dirigirse a Jueces de 
catégorie o grado inferior que no le estuvieren subordinados, 
debiendo entenderse directamente con el superior de estos que 
ejerza la jurisdicciôn en el mismo grado que êl (art. 185-1 
LECr.).
b')- El Secretario Judicial.
Como ôrgano integrants del Organo Jurisdiccional, ya que 
sin su presencia no queda constituido éste, esté el Secretario 
Judicial que tiene en la administraciôn judicial dos funciones 
relevantes: la colaboradora y la de dar fe püblica de determi­
nados actos relacionados con ella.
Debe dar cuenta al Juez de lo que segün las actuaciones 
pueda tener importancia para la administraciôn, e incluso en 
ausencia de aquêl, por motivos de urgencia puede acordar todo 
lo que sea necesario (269) debiendo comunicérselo mâs tarde.
(269).- El articulo 80 del Reglamento Orgânico de Secretaries 
de la Administraciôn de Justicia de 2 de Mayo de 1968
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Sus funciones autenticadoras, se realizan tanto en pre­
sencia del Juez, como fuera de êl en determinados casos, y 
asî, en la administraciôn de empresas, para la enajenaciôn o 
gravamen de participaciones, etc., es necesario celebrar una 
catparecencia en la que estarâ présente el Secretario del Juzga 
do que levantarâ acta, si bien con la obligaciôn de dar inme- 
diatamente cuenta al Instructor (art. 4 DLEE). Por lo tanto, 
el legislador ha previsto que intervenga en la administraciôn, 
como sujeto independiente de los intereses que en ésta exis- 
ten, y con plenas garantias de imparcialidad y rectitud deri- 
vadas de ostentar la fe püblica judicial. Cuando las diligen 
cias a practicar se hayan interesado mediante exhorto o car- 
ta-orden, el Secretario que intervendrâ en las actuaciones co 
misionadas serS el del Organo que haya de cumplimentar el des^  
pacho.
b).- Sujetos activos del proceso.
Todas aquellas personas que actûan en el proceso penal 
como parte actora, pueden tener interés en el aseguramiento 
de las responsabilidades civiles y, por ello, el que, de una 
forma u otra, puedan tener alguna intervenciôn en la misma, 
directa o indirectamente.
dice que en ausencia del Juez, el Secretario tendrâ 
en la prâctica de las diligencias y actuaciones judi- 
ciales en que intervenga por razôn de su cargo, atri- 
buciones para llevarlas a afecto con el orden y solem 
nidad convenientes, adoptando si fuere preciso respec 
to a personas y cosas las determinaciones adecuadas 
con arreglo a derecho, y prevendrâ en caso de delito 
las primeras diligencias en la forma establecida en 
los articules 292, 293 y 294 de la Ley de Enjuicia­
miento Criminal participando al Juez su iniciaciôn in 
mediatamente por el medio mâs râpido y adecuado, si 
pudiera hacerlo sin césar en la prâctica de esas dili 
gencias, entregando a la expresada Autoridad el ates- 
tado que instruya tan pronto termine a no impedirlo 
circunstancias de fuerza mayor.
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a'1• El Mlnlsterlo Fiscal
No podemos entrar en la discusiôn doctrinal de si el Mi- 
nisterio Fiscal es parte o no (270), y por ello nos limitamos 
a considerarle como tal, por cuanto en la Ley de enjuiciamien 
to criminal se le considéra parte en algunos artîculos (271). 
Aunque en otros se habla del Ministerio y las partes (272) 
mâs bien se estâ haciendo una distinciôn méramente gramatical, 
pues como dice FENECH, en casi todos ellos, se indentifica la 
funciÔn y los derechos o deberes que a uno y otros se prescr^ 
ben. Ademâs siempre habrâ que tener présente que el Ministe­
rio Fiscal, es parte imparcial, no parte en sentido material.
La actuaciôn del Ministerio Fiscal es importante ya que, 
aunque carece de interés directo en el litigio, al ser obliga 
da su intervenciôn en las causas por delito püblico o semipû- 
blico, no sôlo tiene que ocuparse de la acciôn penal, sino 
también de la responsabilidad civil, y asi el artlculo 108 de 
la ley de enjuiciamiento criminal dice que la acciôn civil ha 
de entablarse juntamente con la penal por el Ministerio Fis­
cal, haya o no en el proceso acusado particular; pero si el 
ofendido renunciare expreScunente su derecho de restituciôn, 
reparaciôn o indemnizaciôn, el Ministerio Fiscal se limitarâ 
a pedirle el castigo de los culpables.
(270).- Se manifiesta en contra A. DE MIGUEL en El Ministerio 
Fiscal. Magistratura de amparo. Revista de Derecho 
Procesal de 1954. Pâg. 537 y ss. Sustenta el mismo 
criterio J. IRIBAS en El Ministerio Fiscal no es par­
te. Revista de Derecho Procesal 1952. Pâg. 187. 
Entienden que es parte, entre otros, M. FENECH. Dere 
cho Procesal Penal'. Vol. I- Ob. cit. Pâg. 381; E. 
JIMENEZ ASENJO. Derecho Procesal Penal. Ob. cit.Pâg. 
145; E. GOMEZ ORBANEJA y V. HERCE QUEMADA. Derecho 
Procesal Penal, Ob. cit. Pâg. 48. Viada en C. VIADA.
N. GONZALEZ DELEITO y E. SERRANO. Ob. cit. Pâg. 73.
C. VIADA y P. ARAGONESES. Ob. cit. Vol. I. Pâg. 127.
(271).- Se dice "el Fiscal, si fuere parte" (art. 230); el Mi 
nisterio Fiscal y los demâs actores (art.701);"al Fis 
cal si fuera parte en la causa"(art.734);"al Fiscal 
municipal si hubiere sido parte en el juicio" (art.976)
(272).- Artîculos 26, 161, 656 y 854.
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Es lôgico, por tanto, que si entabla la acciôn civil de- 
ba de ocuparse de todo lo relativo a ella y, en consecuencia, 
pueda solicitar "del Juez de la causa que dicte todas aquellas 
resoluciones que hayan de tener relaciôn con la administraciôn 
judicial de bienes.
No se puede olvidar que el Ministerio Fiscal es ünico, 
pero ordenado jerSrquicamente, de tal forma que los funciona- 
rios que intervienen en cada causa lo harân bajo el principio 
de dependencia con sus superiores. De hecho, intervendrâ en 
la administraciôn judicial de bienes el Fiscal de la Audien- 
cia Provincial en que se halle el Juzgado de Instrucciôn co- 
rrespondiente, bien personalmente, bien por medio de otro fun 
cionario de la misma Fiscalla e incluso, en muchas ocasiones, 
representado por el Fiscal de Distrito de la demarcaciôn del 
Juzgado.
b'). Acusador particular.
El acusador particular es quien ejercita las acciones en 
un proceso penal al ser el ofendido por el delito o falta, lo 
que recoge el legislador al establecer que los perjudicados 
por un delito o falta que no hubieren renunciado a su derecho, 
podrân mostrarse parte en la causa, si lo hicieran antes del 
trâmite de calificaciôn del delito, y ejercitar las acciones 
civiles y pénales que procedan, o sôlamente unas u otras, se­
gün les conviniere, sin que por ello se rétrocéda en el curso 
de las actuaciones (art. 110 LECr.).
Aunque el legislador habla de perjudicado en realidad se 
trata de una imprecisiôn terminolôgica, pues se quiere hacer 
referenda en unas ocasiones, al ofendido y en otras al real­
mente perjudicado. Parece que no se viô, al hacer la ley, 
que si bien en muchas ocasiones ofendido y perjudicado son una 
misma persona, en otras no sucede asî (piénsese por ejeraplo en 
un accidente de circulaciôn, por imprudencia temeraria en el 
que sôlo résulta con danos el vehîculo que es propiedad de per
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sona distinta a quien lo conducia).
El acusador particular serâ el ofendido por el delito, 
que es a quien se le deja la posibilidad de ejercitar accio­
nes penales.
Dos requisitos se exigen, por tanto, para ser acusador 
particular: ser ofendido por el delito o falta y personarse
en la causa antes del trâmite de calificaciôn del delito.
La ley le da la posibilidad de ejercitar las acciones 
civiles y penales, o sôlamente unas u otras. En la prâctica 
de nuestros Juzgados, ejercitan las dos clases de acciones, 
pero volcando su Interés en las civiles, sobre las que no ha 
brâ lugar a pronunciarse cuando la sentencia sea absolutoria. 
Es decir, lo que realmente le interesa, en la mayorla de los 
casos,al acusador particular, salvo cuando actûa por motivos 
de resentimiento o venganza, es la satisfacciôn de las res­
ponsabilidades civiles, de ahl que pueda pedir al Juzgado to 
do lo que estime necesario y conveniente para la mejor forma 
de llevarse la administraciôn judicial. Es quien mâs afecta 
do va a quedar, en caso de insolvencia del responsable civil, 
por una déficiente administraciôn. Ante ésto, cabe incluso 
preguntarse, si no habrfa sido conveniente que, de estar per 
sonado en la causa ya en el momento de constituirse aquella, 
fuese él quien propusiera el administrador, en forma similar 
a como puede hacerlo el acreedor en la administraciôn de bie 
nés productives del artlculo 1.450 de la ley de enjuiciamien 
to civil. No obstante, el legislador no diô ninguna norma 
en tal sentido.
c'). Acusador privado.
Se denomina asî a quien ejercita las acciones correspon 
dientes por delitos privados. Indudâblemente que para que 
pueda existir el proceso penal es necesario que se actûe la 
acciôn penal, pero conjuntamente con ella puede conocerse de
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la acciôn civil. No puede renunciarse a aquella, y pretender 
se que continûe el proceso por ésta, pues, la renuncia de la 
acciôn penal, a lo que tiene derecho este acusador, pone fin 
al litigio.
En los procesos penales por delitos privados se sigue 
unas directrices parecidas a los procesos civiles, en cuanto 
a los principios que le rigen, ya que sôlo pueden iniciarse a 
instancia de parte, y se tiene la responsabilidad que antes 
hemos mencionado.
El acusador privado, actûa, generalmente, movido por 
idênticos deseos que el acusador particular,y esto, unido a su 
mayor poder sobre la causa, hace que también sea importantisi 
mo que pueda vigilar la administraciôn judicial y pedir todas 
las actuaciones relacionadas con ella que considéré necesario. 
Aqui, por tanto, podria hacerse con mâs fuerza, si cabe, la 
pregunta que alll nos planteâbamos.
d '). Actor civil.
Es quien ejercita la acciôn civil como sujeto pasivo de 
las consecuencias civiles de la infracciôn criminal. Puede 
intervenir en la causa, al amparo del artlculo 110 de la ley 
de enjuiciamiento criminal que velamos al tratar del acusador 
particular, pero como perjudicado, no como ofendido. Tiene 
importancia la distinciôn, porque debido a ello, sôlo podrâ 
ejercitar acciones civiles, no penales. Indudâblemente que 
lo correcto séria que tuviese que acudir a un proceso civil 
para reclamar lo que pretende; pero razones de economla proce 
sal han aconsejado que pueda, siendo parte civil, ejercitar 
sus acciones en un proceso penal.
Sôlamente le interesa la satisfacciôn de las cantidades 
que reclama; que, en su momento, haya bienes para ello. Deahl
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que pueda solicitar la declaraciôn de responsabilidad de un 
tercero (art. 615 LECr.) y que su calificaciôn deba ser sôla­
mente sobre la cantidad en que se aprecien los danos y perjui 
clos causados por el delito, o la cosa que deba ser restitul- 
da y persona o personas que aparezcan civilmente responsables, 
asI como el hecho en virtud del cual hubiesen contraido dicha 
responsabilidad, (arts. 650 y 651 LECr.) e incluso, al tomar 
parte en el debate, informa después del Ministerio Fiscal y 
demâs acusadores, sobre los puntos concernientes a la respon­
sabilidad civil (art. 735 LECr.). Por todo ello en relaciôn 
con la administraciôn de bienes, cabe repetir lo expuesto al 
estudiar los acusadores, particular y privado.
B). SUJETOS PASIVOS.
Tienen esta conside-raciôn aquellas personas que soportan 
la limitaciôn de su libertad de disposiciôn sobre los bienes 
que hah quedado sujetos a la administraciôn y que, en princi­
pio, serân los responsables civiles, ya sean principales o 
subsidiaries. Pero también pueden serlo otras personas que, 
sin ser parte en el proceso penal, vean sus intereses compro- 
metidos como consecuencia de la nueva situaciôn creada. Los 
estudiaremos dividiêndoles en dos grandes grupos, segün sean 
parte pasiva en el proceso o, afin no siéndolo, se vean afecta 
dos sus intereses como consecuencia de la administraciôn judi 
cial.
a).- Del Proceso (El procesado y otros).
Como ya estudiamos en la primera parte, puede suceder 
que quien deba responder civilmente sea el propio procesado; 
pero hay ocasiones en que son otras personas las que han de ha 
cer frente a esa responsabilidad, en forma directa o subsidia 
ria. En esta tesis, siempre que tengamos que referirnos, en 
lo sucesivo, a ellos lo haremos utilizando la denominaciôn ge 
nérica de responsables civiles, pues a los efectos de la admi
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nistraciôn de los bienes embargados, es indiferente la posi­
ciôn que estas partes tengan en el proceso.
El responsable civil, en este sentido lato, como propie 
tario de los bienes sobre los que se ha constituido la admi­
nistraciôn puede tener mueho interés en que sea bien llevada 
y se conserven los bienes administrados, y todo ello por 
alguno de estos motivos: 1). Por esperar que la sentencia
serâ absolutoria y volverân a integrar su patrimonio libres 
de las limitaciones establecidas. 2). Para evitar que, si 
el valor de aquellos bienes se hubiese devaluado con la admi 
nistraciôn, resultasen insuficientes para el pago de las can 
tidades establecidas en sentencia condenatoria, pudiendo ver 
se privado de nuevos bienes, en virtud del principio de que 
del cumplimiento de las obligaciones responds el deudor con 
todos los de su propiedad, présentes y futures (art. 1.911 
CC) .
El legislador ha tenido presents el interés de estas 
personas permitiendo que, en ocasiones, continûen en pose- 
siôn y administraciôn de los bienes y, en el caso de nombrar 
se un administrador distinto, que aquellos nombren un inter- 
ventor de su confianza para que pueda hacer las observacio- 
nes oportunas e incluso acudir al Juez si estimare que no es 
corrects la actuaciôn del administrador (arts. 605 y 608 
LECr.). Recogiéndose nuevamente todo ésto, aunque con algûn 
mayor detalle, en el Decreto Ley de 20 de Octubre de 1969 so 
bre administraciôn judicial de empresas embargadas, en los 
artîculos 2 y siguientes.
b).- De la Administraciôn.
Incluîmos aquî a todas aquellas personas que, no siendo 
parte en el proceso, pueden ser afectados por la administra­
ciôn, como son: El dueno de los bienes embargados, no respon
sable civil? los propietarios o titulares de participaciones
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no embargadas, los acreedores de la persona embargada y los 
empieados y trabajadores.
a’)• El dueno de los bienes embargados, no res­
ponsable civil.
Cuando se practice el embargo, puede suceder que, por 
error, se dejen trabados bienes que no son propiedad del res 
ponsable civil, y como consecuencia que sobre ellos se cons­
tituya una administraciôn judicial.
El verdadero propietario, no puede intervenir en la ad­
ministraciôn al no ser parte en el proceso, con lo que queda 
en peor situaciôn que el responsable civil propietario. Pa­
ra hacer valer su derecho y librar los bienes, de la adminis 
traciôn y embargo, serâ necesario que acuda al Juzgado compe 
tente de la Jurisdicciôn civil, e interponga una demanda pa­
ra que se siga un juicio de tercerla de dominio. Este, se- 
gûn el artlculo 996 de la ley de enjuiciamiento criminal, se 
sustanciarâ y decidirâ con sujeciôn a los disposiciones esta 
blecidas en la ley de enjuiciamiento civil. Por tanto, no 
se seguirâ aqui la norma del artlculo 9 de aquella ley, que 
dice: "Los Jueces y Tribunales que tengan competencia para
conocer de una causa determinada, la tendrân también para to 
das sus incidencias, para llevar a efecto las providencias 
de tramitaciôn y para la ejecuciôn de las sentencias". No 
obstante, cuando el dueno de los bienes sometidos a interven 
ciôn acuda, particularmente, ante el Juez o Tribunal que en- 
tienda de la causa haciendo ver sus derechos, éste podrâ de- 
jar sin efecto el embargo y la administraciôn inmediatamente. 
En otro caso, tanto si guarda silèneio como si se pronuncia 
en sentido contrario a lo pedido, siempre cabe acudir a la 
jurisdicciôn civil para seguir el juicio de tercerla de domi 
nio a que antes nos hemos referido.
El problema teôrico, que se plantea segün FERNANDEZ LO-
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FEZ (273) es iCômo puede afirmarse que la tercerla de dominio 
supone en todo caso una intervenciôn de un tercero en un pro­
ceso de ejecuciôn pendiente, o que la tercerla es un inciden­
te dentro de otro juicio principal, si en mûltiples ocasiones 
conoce de ella un Juez no solo diferente en cuanto funciona- 
rio, sino incluso perteneciente a una Jurisdicciôn distinta? 
Entendemos, con el autor citado, que es preciso afirmar pala- 
dlnamente que la tercerla de dominio es en todo caso esencial 
y procedimentalmente una reclamaciôn independiente y autônoraa 
cuya repercusiôn en el proceso de ejecuciôn no puede ser con- 
fundida con una intervenciôn procesal o con un incidente.
Desde el momento en que la tercerla va a ser seguida en 
un procedimiento distinto de aquêl en que estâ la administra­
ciôn, y no tiene relaciôn alguna con el hecho delictivo, el 
propietario de los bienes, tendrâ que limitarse a esperar el 
resultado del juicio civil, sin poder tener intervenciôn de 
ninguna clase en aquella.
Las dificultades son tantas y numerosas que creemos nece 
sario la regulaciôn de un procedimiento breve en el que,quien 
no debe responder civilmente en el proceso penal, dueno de 
los bienes que han sido embargados por error, puede ejercitar 
sus derechos sin necesidad de tener que acudir a un Juzgado 
civil para que se siga un juicio de tercerla de dominio.
Con esta normativa se podria llegar a conseguir très fi­
nes principales;
1®. La propiedad privada sobre los bienes queda garantizada 
como exige nuestra vigente Constituciôn.
2°. El perlodo de tiempo que ha de transcurrir hasta poder 
‘obtener una resoluciôn definitiva se acortarâ senslblemente.
(273).- M. A. FERNANDEZ LOPEZ. La tercerla de dominio. Tesis 
doctoral presentada en la Universidad de Barcelona. 
1975-1976. Pâg. 248.
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3*. Dlsminulrân en gran parte los gastos que son necesarios 
para tramitar un nuevo proceso civil.
La forma de conseguir mayor celeridad consiste en conce 
der competencia para que conozca y resuelva, de este nuevo 
procedimiento, al mismo Juez penal que entiende del proceso 
principal. Se puede alegar contra ello, que parece una in- 
congruencia el hecho de que un Juez penal resuelva una reela 
maciôn civil. No obstante, no lo estimamos asi nosotros, 
pues si el Juzgador puede resolver sobre los efectos civiles 
de una infracciôn criminal al dictar sentencia condenatoria, 
por razones de economla procesal, no hay aquî un obstâculo 
insuperable para que entienda de esta nueva cuestiôn plantea 
da.
Deben ser partes :
1).La persona que alega ser propietaria de los bienes 
embargados para que asî, con todas las garanties, pueda ha­
cer valer su derecho. Aunque no podrâ actuar en el proceso 
penal, si debe quedar facultado para nombrar un interventor 
que fiscalice la administraciôn hasta que se acaben las ac­
tuaciones del nuevo procedimiento.
2). El Ministerio Fiscal que deberâ intervenir siempre 
para poder defender los intereses de la colectividad e indu 
so de los perjudicados por la infracciôn criminal si no estu 
vieran personados en el proceso.
Podrân ser parte todos los que estên personados en le=- 
gal forma en los autos principales si as! lo estiman perti­
nente.
La documentaciôn y constancia procesal de todos estos 
trâmites se harân constar en pieza separada, la cual se ini- 
ciarâ con un testimonio de la diligencia de embargo.
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La tramitaciôn, que serâ separada pero paralela al proce 
so penal, debe ser breve,siguiéndose las normas del juicio 
verbal para ello, con el objeto de no causar excesivos perju^ 
cios. El propietario podria verse con grandes inconvenientes 
derivados de un procedimiento largo. El aseguramiento civil 
del proceso penal podria fracasar si, por el largo perlodo de 
tiempo que hubiese de transcurrir hasta obtener la resoluciôn 
final, se diesen facilidades para que los bienes que deberlan 
ser trabados se hagan desaparecer.
La administraciôn debe continuer, con todos sus efectos, 
mientras se sigue el procedimiento que acabamos de describir.
b'). Los propietarios o titulares de participa­
ciones no embargadas.
Puede suceder que al trabarse embargo, sobre determina­
dos bienes, estos pertenezcan proindiviso al responsable ci­
vil en sentido lato y a otra u otras personas. La ley del en 
juiciamiento criminal no ha previsto esta posibilidad y si, 
en parte, el Decreto-Ley sobre administraciôn de empresas. Se 
establece en éste que cuando la traba se haga en alguna empre 
sa o grupo de empresas, acciones o participaciones que repre­
senten la mayorla del capital social, del patrimonio.comûn o 
de los bienes o derechos pertenecientes a las mismas o adscr^ 
tos a su explotaciôn el Juez resolverâ sobre quién debe desem 
penar la administraciôn (art. 2), reservando a los propieta­
rios o titulares de participaciones no embargadas la posibil^ 
dad de nombrar un interventor.
No obstante no resuelve el problema contrario, que lo em 
bargado represents la minorla del capital social. Ante el si 
lencio legal entendemos que la administraciôn serâ desempeha- 
da por quien designen los otros copropietarios, aunque habrla 
sido de desear que se hubiera establecido la posibilidad de
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nombrar el Juez un interventor si lo estiroaba conveniente, por 
el valor de los bienes y la importancia de la participaciôn 
que en ellos tiene la persona embargada.
En los demâs supuestos en gue se produzca el embargo de 
bienes que no pertenecen en propiedad exclusiva al embargado, 
entendemos que, ante la laguna legal, conviene abrir un nuevo 
camino. Dos casos podemos distinguir en primer lugar segün 
que, al practicarse la diligencia, los bienes estén administra 
dos o no por la persona contra quien se practica la medida ase 
guratoria. Pero al mismo tiempo, no se puede olvidar la parti 
cipaciôn que en la propiedad le corresponde. Conjugando ambas 
posibilidades nos encontraremos:
1“) El copropietario embargado desempena el cargo de ad 
rainistrador. Si tiene la mayoria indivisa de la propiedad, el 
Juez puede resolver lo que estime mâs conveniente en la misma 
forma que si el embargado hubiese sido propietario ünico. Pe­
ro deberla establecerse, para cuando se nombre nuevo adminis­
trador, que los restantes copropietarios, si el Juzgador lo e£ 
tima pertinente, puedan nombrar un interventor que actüe en re 
presentaciôn de sus intereses. Si no le corresponde aquella 
mayorfa, debe quedar claro que los copropietarios, no embarga­
dos, son los que pueden o no nombrar nuevo administrador. Tarn 
biên aqui séria de desear que se estableciese la posibilidad 
de que el Juez pudiese nombrar un administrador.
2®) El copropietario embargado no es el administrador. 
Se seguirân en principio los mismos criterios expuestos ante- 
riormente, pero -creemos que- el Juez sôlo deberâ nombrar nue­
vo administrador, cuando le corresponde, si existen circunstan 
cias excepcionales que asi lo aconsejen.
La regulaciôn de nuestra ley de enjuiciamiento criminal 
al guardar silencio sobre los propietarios de participaciones 
-no embargadas les coloca en una situaciôn dificil e incômoda
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que sôlo podrân solucionar acudiendo, particularmente, al 
Juez o al Ministerio Fiscal, segün los casos-
c'). Los acreedores de la persona embargada.
Todos aquellos que ostenten un crédite contra la perso­
na, presunta responsable civil, duena de los bienes sujetos 
a administraciôn judicial, se pueden ver defraudados como 
consecuencia de una mala administraciôn, pero no estableciô 
el legislador en la ley procesal penal norma alguna en que 
les diera la posibilidad de hacer valer sus derechos.
También aqui, tuvo mayor visiôn el Decreto Ley sobre em 
bargo de empresas, que asimismo les,diô la facultad de nom­
brar un interventor (art. 3).
d'}. Los empleados y trabajadores.
Si existe una buena administraciôn, los bienes sujetos 
a ella continuarân en plena produceiôn y, por lo tanto, aque^  
llos tendrân asegurado su puesto de trabajo y el salario co- 
rrespondiente a él. Si, por el contrario, los bienes desapa 
recen, no sôlo tendrân que buscar otro empleo, cosa dificil 
en la situaciôn actual, sino que, ademâs, podrân encontrarse 
con que no se les abone ni siquiera los salaries atrasados.
Entendemos que es sümamente importante, para ellos toda 
esta materia, pero sôlamente en el embargo de empresas se 
les permite nombrar un interventor (art. 3 DLEE), no habién- 
dose previsto nada sobre ellos, para las administraciones de 
otros bienes diferentes.
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C). SUJETOS QUE INTERVIENEN MATERIALMENTE EN LA ADMINISTRA­
CION.
También podrfamos haberlos llamado ôrganos de la admini^ 
traciôn, y son; El administrador que es la persona que va a 
realizar las actividades principales, y el interventor, que 
serâ quien vele para evitar que aquêl sobrepase, en mâs o en 
menos, sus funciones, derechos y obligaciones.
a).- Administrador.
Segün FENECH (274) es la persona, nombrada por el Juez, 
cuya misiôn consiste en conservar los bienés que se pongan ba 
jo su custodia y, en su caso, hacerlés producir el trabajo, 
los frutos o las rentas que, segün su naturaleza, sea perti­
nentes e incluso transformerlos o convertirles en los casos y 
en la medida que lafe necesidades del proceso y la naturaleza 
de la administraciôn lo exijan.
Examinaremos por separado la naturaleza juridica del car 
go, los requisitos que ha de reunir la persona que sea nombre 
dayquien hace el nombramiento.
a’). Naturaleza juridica del cargo.
Para algunos autores el administrador es un mero sustitu 
to del administrado y para otros es un simple auxiliar o cola 
borador del Juez. CARNELUTTI sostiene la primera posiciôn
(275), pero, segün PLAZA (276) con un acusado interés püblico.
(274).- M. FENECH. La administraciôn de bienes. Ob. cit. 
Pâg. 38.
(275).- F. CARNELUTTI. Rappresentanza del sequestratario. R^ 
vista de Diritto Processuale Civile y Rivista di Di- 
ritto Processuale, 1930. II. Pâg. 283 y ss.
(276).- DE LA PLAZA. Ob. cit. Vol. II. Pâg. 89.
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ya que una vez designado e investido de su nombramiento, ejer 
ce una funciôn püblica que tutela intereses ajenos y ello im- 
plica el ejercicio de una funciôn que trasciende del campo o 
del derecho privado. Pero en Italia mismo, hay autores que 
defienden la segunda posiciôn y asi CANDIAN (277) manifiesta 
que el custode o sequestratario ha de considerarse un auxi­
liar de justicia o del Juez con la cualidad de funcionario 
püblico, y DINACI (278) lo califica de auxiliar del Juez, 
puesto que es un sujeto cuya actividad es conexa con el proce­
so, siendo imprescindible que dicho sujeto esté bajo la depen 
dencia de quien le ha nombrado siendo, por tanto, una "longa 
manus" del Juez.
Para CARRERAS (279) .las dos direcciones doctrinales, mâs 
que llegar a conclusiones contradictorias, plantean dos pro­
blemas distintos; la primera se ocupa de la naturaleza del po 
der en virtud del cual el administrador cuida de intereses 
ajenos, mientras que la segunda atiende fundamentalmente al 
origen de este poder del administrador que se halla en una de 
legaciôn de la potestad püblica del Juez, conferida por medio 
del nombramiento.
El Tribunal Supremo cuando se ha pronunciado sobre esta 
materia, ha dicho que el administrador no tiene el câracter 
de comisionista (280), sino que es un auxiliar o colaborador 
del Juez (281) mandatario o apoderado del Juez que le nombra.
(277).- A. CANDIAN. Il sequestro conservativo penale. Padova, 
1955. Pâg. 190.
(278).- U. DINACI. Contribute allo estudio del sequestro 
conservativo nés processo penale. Milano 1972. Pâg. 
175.
(279).- J. CARRERAS. El embargo de bienes. Ob. cit. Pâgs. 
492-493.
(280).- STS. 5 de Junio de 1936.
(281).- STS. 30 de Junio de 1921. En sentencias de 25 de 
Abril de 1933 y 5 de Junio de 1944, del mismo Tribu­
nal se dice que es un mandatario especial dependiente 
del Juez que le nombra.
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y sus crédites, por el resultado de su gestiôn oficial, esto 
es, por las expenses hechas en la custodia, conservaciôn y 
manejo de dichos bienes, son de un orden preferente, como 
siempre lo son los gastos judiciales, y no cabe confundirlos 
con los de otros acreedores particulares que se hallan en ca, 
so muy distinto (282); finalmente le atribuye la condiôion 
de funcionario püblico (283).
El administrador judicial, pues, es un auxiliar o cola­
borador del Juez, y aunque es un particular tiene la conside 
raciôn de funcionario püblico debido al cargo que desempena, 
pero no integra realmente el Organo Jurisdiccional, por no 
tener el sentido de permanencia necesario al nombrârsele pa­
ra un ünico y concrete proceso. Se limita a desempenar las 
funciones administratives que se le encomiendan y no adquie- 
re condiciôn de parte procesal en el juicio. Las primeras 
teorlas no nos explicarian el que pueda ser administrador el 
propio responsable civil, y la situaciôn en que se encuentra 
tras haberse constituido la administraciôn. Por ello quizâs 
sea mejor entender que es un ôrgano que realize determinados 
actos, debido al poder que le ha conferido el Juez, pero den 
tro de los cauces que la ley o el propio Juzgador le senalan.
b'). Requisitos que ha de reunir.
Cuando se nombre administrador a persona diferente del 
responsable civil serâ necesario que cumpla unos requisitos 
determinados, pero no exige la ley de enjuiciamiento crimi­
nal ningün presupuesto especifico para este cargo, limitândo 
se el Decreto Ley sobre administraciôn de empresas a exigir
(282).- STS 31 de Marzo de 1886 citada por M. FENECH en Doc- 
trina Procesal Civil del Tribunal Supremo. Tomo IV. 
Madrid, 1957. Pâg. 7,326.
(283).- STS de 18 de Mayo de 1951.
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"acreditada idoneidad en actividades empresariales" (art. 6). 
Esta escasa norroativa hace que exista plena libertad en la 
eleccidn de la persona, no obstante entendemos que se deben 
exigir unas condiciones mlnimas y, de no ser asi, las partes 
interesadas podrân formuler los recursos correspondientes. In 
cluso se podrâ exigir la responsabilidad a quien haya hecho 
el nombramiento, si durante la tramitaciôn de aquellos, se 
perdiesen los bienes administrados por la escasa idoneidad ma 
nifiesta del nombrado.
Creemos que el administrador debe ser una persona fisica 
y no juridica. Algûn autor (284) dice que nada se opone a 
que el nombramiento de administrador recaiga sobre una perso­
na juridica al ser êsta capaz de derechos y obligaciones. El 
razonamiento no cabe duda de que tiene fuerza, mSxime si re- 
cordamos que hay bienes no fructlferos que pueden quedar depo 
sitados en una persona jurîdica (El metâlico, efectos publi- 
cos, valores mercantiles o industriales cotizables, alhajas 
de oro, Plata o pedrerla se despositarân en la Caja de Depôsi 
tos, en el Banco de Espana o en cualquier otro establecimien- 
to pûblico destinado al efecto). No obstante, en estos casos 
que hemos enumerado, no se han de realizar mâs actividades 
que las mêramente conservativas, el riego de pérdida es mini- 
mo y, en ûltimo caso, la solvencia de quien recibe los bienes 
es notoria. Sôlo en casos muy excepcionales se podria exigir 
responsabilidad penal para la que, generalmente, séria fâcil 
identificar a la persona fisica contra la que seguir el proce 
so consiguiente.
Cuando lo embargado son bienes fructifères y se ha de 
constituir una administraciôn, el administrador no s6lo ha de 
conserver los bienes, sino que Ka de realizar actos de admi-
(284)-- fl. GITRAMA. Ob. cit. Pâg. 134.
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nistraciôn e incluse de disposiciôn en determinadas ocasiones 
excepcionales. Por tanto no sôlo es necesario que a la perso 
na nombrada para el cargo se la pueda exigir responsabilidad 
civil, sino que también debe quedar clâramente delimitada la 
posibilidad de pedirse responsabilidad criminal cuando no 
ejercite sus funciones o no cumpla con sus deberes con la su- 
ficiente diligencia o en el supuesto de que aumente el riesgo
de pérdida o deterioro. Si respondiese una persona jurîdica,
la multiplicidad de actividades diluirla esta responsabilidad 
y proporcionarla al culpable una cierta impunidad. De ahî 
que nos parezca acertada la posiciôn de CARRERAS (285) al ex- 
poner que aunque asI no se diga, debe ser persona fisica y no 
jurîdica, el administrador, ya que la naturaleza de las obli­
gaciones que pesan sobre la designada y la raisma responsabil^ 
dad criminal en que puede incurrir as! lo exigen.
Los restantes requisitos que ha de reunir el administra­
dor, cabrla senalarlos por la analogla con otras administra- 
ciones; pero tampoco asI obtenemos mueha luz.
1"). En el abintestate no habiendo cônyuge sobreylylen­
te con capacidad legal para adminlstrar los bienes, se darS
dicho cargo "a otra persona" (art. 976 LEC) y prestarâ fianza
proporcionada a lo que deba adminlstrar, a satisfaccidn y ba- 
jo la responsabilidad del Juez (art. 967 LEC).
2"). En la testamentarla, si no hay acuerdo en Junta, 
se debe nombrar al viudo o viuda, en su defecto al interesado 
que tuviere mayor parte en la herencia, si reûne, a juicio 
del Juez, "la capacidad necesaria para desempenar el cargo"; 
si no concurriere esta circunstancia en quien tuviere la ma­
yor parte de la herencia, o fuere igual la participacidn de 
todos los interesados o de alguno de ellos, podrâ el Juez nom 
brar a cualquiera de éstos, o "a un extrano"; cualquiera que
(285).- J. CARRERAS. El embargo de bienes. Ob. cit. Pâg.499.
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fuere el administrador, deberâ prestar fianza bastante a res­
ponder de lo que perciba en bienes muebles y de la renta de 
un ano de los inrauebles... (art. 1.069 LEC).
3“). La designaciôn de heredero condicional lleva a nom 
brar administrador al heredero no condicional, e incluso al 
instituîdo bajo condiciôn si presta fianza, segûn los casos, 
pero en defecto de todos ellos, los Tribunales "nombrarân ter 
cera pèrsonà", que se haga cargo de la administraciôn, tam- 
bien bajo fianza (arts. 802 y 803 CC).
4“). Ni siquiera se roza el tema, haciéndose simple re- 
misiôn a otras administraciones, en las que se constituyen 
por designarse a persona que no existe todavîa, por disposi- 
ciones en bénéficié del aima, por ser llamadas varias perso­
nas a la herencia sin designaciôn de nombres, o por la acti- 
tud del heredero.
5“). Nada se puede establecer en el caso de suspensiôn 
de pagos, al quedar los bienes en poder del propio suspense, 
ni en las administraciones ejecutivas, por pasar al acreedor.
6®). El nombramiento de depositarie-administrador del 
concurso de acreedores especifica algo al decirse que debe re 
caer sobre una "persona de crédite, responsabilidad y apti- 
tud", no siendo necesario que preste fianza si el Juez le re­
leva de ella bajo su responsabilidad (art. 1.179 LEC).
7®). El depositario de la quiebra serâ "persona de la 
confianza del Juzgado" (art. 1.044 del C. de C. de 1829).
8®). La representaciôn del ausente, en defecto de cônyu 
ge y parlantes serâ "persona solvents de buenos antecedentes" 
y deberâ prestar la garantis que el Juez prudencialmente fije 
(arts. 134 y 185 CC).
9®). Para la administraciôn del articule 1.450 de la
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ley de enjuiciamlento civil, segûn MANRESA (286), aunque la 
ley no exige requisitos concretos y podrâ desempenarla, por 
tanto, cualquiera que tenga capacidad légal para obligarse, 
interesa al acreedor, por la responsabilidad que contrae, no 
designer sino a persona de arralgo y con la aptitud necesa­
ria para el cargo, segûn la clase de bienes que haya de admi 
nistrar,
Vemos por tanto, que sôlamente hay expresiones genêri- 
cas como "capacidad necesaria para desempenar el cargo" o 
"persona de la confianza del Juzgado", precisândose algo mâs 
al hablarse de "persona solvents de buenos antecedentes", 
que se especifica un poco cuando se dice "persona de crédi­
te, responsabilidad y aptitud".
Entendemos que administrador si no es el propio embarga 
do, deberâ ser aquella persona que reûna los siguientes re- |
quisitos: I
1®). Capacidad legal para obligarse y para realizar 
los diverses actos administratives propios de la clase de 
bienes a administrer. Si examinâmes el articule 1.263 del 
Cédigo Civil vemos que no podrân ser administradores por no 
tener capacidad para prestar consentimiento los menores no 
emancipados, los locos o dementes y los sordomudos que nq se 
pan escribir.
^Podrân ser norabrados los menores emancipados? El art^ 
culo 1.716 del roismo Côdigo al decir: "El menor émaneipado
puede ser mandatario, pero el mandante sôlo tendrâ acciôn 
contra él en conformidad a lo dispuesto respecto a las obli­
gaciones de los menores", parece autorizarlo. Esto no obsta 
para que los Jueces, por la seguridad de su propio patrimo-
(286).- J. Ma. MANRESA. Comentarios a la LEC. 7^ ediciôn.
Tomo VI. Editorial Reus. Madrid, 1957. Pâg. 454.
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nio no nombren esta clase de administradores. Pero es que, 
no podemos olvidar que la emancipaciôn habilita al menor para 
régir su persona y bienes como si fuera mayor; pero hasta que 
llegue a la mayor edad, no podrâ el émaneipado tomar dinero a 
préstamo, gravar ni vender bienes inmuebles sin consentimien- 
to de su padre, en defecto de éste sin el de su madré, y por 
falta de ambos, sin el de un tutor; tampoco podrâ comparecer 
en juicio sin la asistencia de dichas personas (art. 317 CC). 
Todo ello hace que sea imposible su nombramiento como adminis 
trador por las dificultades que continuamente se suscitarîan.
El que estâ sujeto a interdicciôn civil tampoco podrâ 
ser nombrado pues si estâ privado de la administraciôn de bie 
nés y del derecho de disponer de los propios por actos entre 
vivos (art. 43 CP), es lôgico que no se le puede conferir la 
administraciôn de bienes ajenos.
Tampoco podrân asumir este cargo, por analogîa a las in- 
capacidades para ser tutor o protutor: los que hubieren sido 
penados por los delitos de robo, hurto, receptaciôn, estafa, 
falsedad; los condenados a cualquier pena privative de li­
bertad mientras estuviesen sufriendo la condena, los que hu- 
biesen sido removidos de otra administraciôn anterior; las 
personas de mala conducta o que no tuvieren manera de vivir 
conocida; los quebrados y concursados no rehabilitados; los 
que tengan un pleito pendiente distinto del que es objeto de 
esta medida, con el propietario de los bienes y los que le 
adeuden sumas de consideraciôn a menos que, con conocimiento 
de la deuda, hayan sido nombrados (Art.237 n® 2, 3, 4, 5, 6,
7 y 9 CC).
Entre las distintas personas que tengan capacidad legal 
habrâ que designer a la que tenga capacidad para la adminis­
traciôn concrete, pues no es lo mismo administrer, semovien- 
tes, que inmuebles, empresas, etc.
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2°). Ser vecino de la localidad y tener casa abierta 
en ella. La ley de enjuiciamlento criminal, exige este re­
quisite para el depositario de los bienes muebles embargados 
(art. 600-1) y no vemos raz6n para que el administrador, en 
sus funciones de guardador de los bienes deba tener un trato 
diferente. Por otro lado, si bien es cierto que, quizâs, 
fuese conveniente para determinados bienes (por ej. los semo 
vientes) su posible traslado no hay que olvidar los perjui- 
cios que se pueden causar tanto a los propietarios, como a 
los presuntos négocies (p. ej. en las empresas); de ahi que 
consideremos necesario este requisite.
Si los bienes se encontrasen en diverses términos muni­
cipales, la vecindad deberâ ser del lugar en que estén los 
bienes principales o mâs numerosos y, en el caso de empresas, 
de donde se encuentren sus oficinas centrales o el nûcleo de 
sus actividades.
3°). Tener conocimientos suficientes para poder admi- 
nistrar los bienes que se le entregan. Quizâs esto fué lo 
que quiso destacar el legislador al referirse a capacidad ne 
cesaria para desempenar el cargo o aptitud. Si carece de ta * 
les conocimientos, sôlo por un raro azar del destino, se po 
drla llevar bien una administraciôn judicial. Es interesan- 
te destacar este requisite, especialmente en el embargo de 
empresas, pues parece que cualquier persona de "acreditada 
idoneidad en actividades empresariales" puede ser administra 
dor. No es este nuestro criterio; la gama de actividades em 
presariales en el mundo moderno es tan amplia, y variada que 
no puede bastar cualquier experiencia empresarial. Para que 
pueda tener pleno conocimiento de las actividades que se le 
entregan, el administrador debe poseer su idoneidad précisé­
ment e en el reimo y campo de actuaciôn de la empresa; el no 
seguirse este camino motiva que empresas, embargadas por la 
responsabilidad civil de sus principales accionistas, con 
economia floreciente, con una administraciôn judicial, lleva 
da adecuâdamente segûn los môdulos de otras entidades, pro-
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duzca su extinciôn y ruina (el caso de Matesa estâ muy recien 
te, como ejemplo de lo expuesto).
4“). Ser solvente -persona de crédito y responsabili­
dad- para poder responder de sus actos. Cuando hablamos de 
solvencia, no nos referimos a que se deba tener medios econô- 
micos équivalentes a los que se le entregan en administraciôn, 
pues êsto, en caso de grandes empresas, implicarla no encon- 
trar persona que pudiera desempeflar el cargo. La solvencia 
debe ser suficiente para hacer frente a las consecuencias de 
su mala actuaciôn, pero teniêndose présente que los interven- 
tores, los propietarios de los bienes, el Ministerio Fiscal y 
el propio Juez pueden adoptar, dentro de su distinto corneti- 
do, la posiciôn conveniente para impedir que aquellas sean ex 
cesivas. Lo que si serâ necesario tener en cuenta, es la na­
turaleza de los bienes o de la empresa para, en cada caso, 
examinar si hay o no la solvencia necesaria.
5°). Tener buenos antecedentes en la realizaciôn de ac­
tos de administraciôn similares a los que se han de practicar, 
por ser la mayor garantfa de que conoce los deberes y puede 
cumplirlos con pleno éxito.
6®). Ser persona de confianza del Juzgado si es posible. 
Ya hemos dicho que va a convertirse en un auxiliar o colabora 
dor del Juez y êsto obliga a que el Juzgado confie plenamente 
en el nombrado. Cierto es que, en muchisimos casos, no podrâ 
cumplirse este requisite, especialmente en las grandes ciuda- 
des, pero se habrâ de exigir, en su defecto, garantias sufi­
cientes .
No existe inconvénients alguno en que la administraciôn 
pueda corresponder a extranjeros salvo lo que se haya pactado 
en tratados internacionales.
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c’)• Elecclôn de administrador.
En la ley de enjuiciamlento criminal, a diferencia de lo 
que sucede con la ley de enjuiciamlento civil, se silencia 
quiên ha de proponer el administrador, lo que lleva consigo 
dejar al Juez dentro de la mâs omnîmoda libertad para nombrar 
a una persona entre las que reûnan los requisitos necesarios. 
La ley procesal penal ha sido censurada por esta omisiôn, no 
obstante, AGUILERA DE PAZ (287) rompiô una lanza en su favor 
alegando que carece de razôn y de todo fundamento esa censura 
porque las responsabllldades pecuniarias que han de ser asegu 
radas con el embargo no afectan sôlo al interâs privado de 
las partes que pueden intervenir en el procedimiento penal, 
sino que tienen también relaciôn muy importante con el inte- 
rés pûblico, el cual no puede quedar subordinado a la volun- 
tad de aquéllas. Creemos, que es cierta esta argumentaciôn, 
pero, a pesar de ello, se deberîa haber prévisto la obliga-
toriedad de oirse a las partes antes de hacerse el nombraunien 
to. Muchas veces se harâ este trâmite en la prâctica, aunque 
sin refiejo en los autos, e incluso aquellas aducirân lo que 
estimen pertinente en la causa despuês del nombraimiento pu- 
diendo motivar que el Juez révoqué éste, pero todos.éstos in- 
convenientes podrian ser subsanados en la forma propuesta por 
nosotros.
Indudâbleraente que, al asegurarse intereses privados e 
intereses pûblicos, no debe dejarse el nombramiento de admi­
nistrador al presunto perjudicado por la infracciôn criminal 
(lo que si procederla si sôlo existiesen aquéllos , por analo­
gie a lo que hace el actor en el proceso civil). Pero tampo­
co puede irse al extremo contrario de prescindir totalmente 
de él.
Creemos, por todo lo expuesto, que las partes, tanto el 
Ministerio Fiscal, por los intereses pûblicos siempre y por
(287).- E. AGUILERA DE PAZ. Ob. cit. Pâg. 417.
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los privados en ocasiones, como los demâs actuantes en este 
ûltimo concepto, por sus propios intereses, deberlan ser 
oldos, para que, despuês, con pleno conocimiento, el Juez re 
solviese lo que estimase mâs oportuno.
d '). Voluntariedad del cargo.
Hasta aqui hemos visto quiên puede ser nombrado y la 
persona que realize el nombramiento, pero ahora cabe pregun- 
tarse ^El designado queda obligado a desempenar el cargo o 
puede recharzarlo?
La administraciôn judicial de bienes en el proceso pe­
nal es una carga e implica una serie de obligaciones y res- 
ponsabilidades muy pesadas; es mâs, habrâ que dedicar un 
tiempo que puede no estar compensado econômicamente como co­
rresponde, llevando al cansancio al administrador que, en pu 
ra lôgica, no debe desatender su trabajo o sus negocios pro­
pios. La persona nombrada tiene que valorar si prefiere el 
ocio al que tiene derecho, tras su trabajo ordinario, o acep 
tar el cargo que se le ofrece, y, en consecuencia, no puede 
ser obligado a desempenarlo.
Quiên haya sido nombrado administrador, si deberâ expo- 
ner la no aceptaciôn al Juzgado, a la mayor brevedad para 
que pueda ser elegida otra persona inmediâtamente a fin de 
no causar mayores maies con la demora.
La aceptaciôn deberâ también hacerse ante el Juzgado, 




Los administradores judiciales cesan en su cargo al ter- 
minar la administraciôn, pero ademâs pueden hacerlo durante 
êsta por diferentes causas.
La primera de ellas es la reraociôn. Si despuês de nom­
brada una persona êsta se mostrase indigna de la confianza 
que se la tuvo, no ejerciendo debfdamente las funciones del 
cargo, en modo alguno se la puede permitir continuer en el 
mismo. Como no existe ningûn obstSculo legal, siempre que se 
dan esas circunstanclas el Juez libremente procederâ a desti- 
tuir al administrador y a nombrar otro en su lugar.
La renuncia es otra de las causas de cese del administra 
dor judicial. Creemos que serS necesario que haya una justa 
causa pues no parece natural que las funciones de la adminis­
traciôn puedan ser burladas a capricho del que las desempena 
ante cualquier evento que présente dificultades. La justa 
causa deberâ ser apreciada en cada caso por el Juez, pero 
creemos que, por analogîa puede considerarse que existe siem­
pre que se dé uno de los motivos que justifican el renunciar 
al cargo de tutor e incluso la imposibilidad de seguir desem- 
penando la administraciôn sin grave detriment© propio (art.
1.736-11 CC). El renunciante deberâ comunicarlo al Juez del 
proceso, pero continuarâ en el cargo hasta que se pueda nom­
brar a su sutituto (art. 1.737 CC). Si la roasa de bienes ad­
ministrados sufriera perjuicios con la renuncia, deberâ indem 
nizarlos, a no ser que la causa que haya alegado sea tan pode 
rosa que debe dispensârsele de ello.
Puede suceder que el administrador, sin renuncia previa 
o a pesar de no Série admitida abandons el cargo. Como el 
cargo, en principio, es voluntario no podrâ ser obligado a 
continuar en él, no obstante incurrirâ en la responsabilidad 
civil y penal que pueda derivar de su conducta si sufriera 
cualquiera clase de perjuicio, deterioro o pérdida de los
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bienes administrados.
La imposibilidad fisica para el ejercicio del cargo e in 
cluso la muer te del administrador son taunbién causas de posi­
ble cese en la administraciôn. De todas formas, siempre que 
ocurra alguna de estas circunstancias deberâ comunicarse inme 
diâtamente al Juzgado para que se puedan adoptar las medidas 
pertinentes. Hay casos, como los de ausencia a punto lejano 
que dificulte el ejercicio de las funciones, la imposiciôn de 
la pena accesoria de interdicciôn civil, la declaraciôn de 
concurso o quiebra, etc., en los que el propio administrador 
deberâ hacer la comunicaciôn. En otras ocasiones, deberâ ser 
quien se encuentre junto a él, sus herederos, e incluso todo 
aquêl que tenga conocimiento del hecho, como sucederâ, no sô­
lo en los supuestos anteriores, sino también si existe demen- 
cia, declaraciôn de ausencia, e incluso el fallecimiento. Las 
personas que se hagan cargo de sus bienes, también deberân 
procéder a la guarda de los bienes administrados, aunque no 
realizarân actos administrativos, si no fueren indispensables.
b).- Interventor.
Es la persona encargada de la fiscalizaciôn de la fun- 
ciôn del administrador (288). Constituye un ôrgano que debe 
vigilar todo lo relacionado con la administraciôn.
No existe este cargo en la administraciôn de bienes fruc 
tiferos del proceso civil y, quizâs, podemos encontrar analo­
gies sôlamente en determinadas personas que desempenan funcio 
nés, en parte parecidas, como el comisario de la quiebra o 
los interventores de la suspensiôn de pagos o del aseguramien 
to de bienes litigiosos.
(288).- M. FENECH. Derecho Procesal Penal. Vol. 2. Ob. cit.
Pâg. 165.
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De todas formas cabe advertir, que en el proceso penal, 
para la administraciôn de bienes semovientes, no se exige que 
haya interventores, lo que no nos parece correcte; me]or es 
la regulaciôn de las otras administraciones judiciales, de es 
ta clase de procesos, donde siempre existe la posibilidad de 
su nombramiento. Se ha de tener en cuenta que, en ocasiones, 
los semovientes tendrân elevado valor, por ser ejemplares de 
raza y caracterîstlcas muy espéciales o por constituir elemen 
tos intégrantes de una ganaderla, cuadra de caballos, rebano, 
etc.
En todos los supuestos en que la normative vigente esta- 
blece la posibilidad de nombrar Interventores, réserva al 
Juez el nombramiento si continûa la misma administraciôn ante 
rior, o al propietario de los bienes cuando hubiese un nuevo 
administrador nombrado por el Juez. El Decreto-Ley sobre ad­
ministraciôn de empresas embargadas, amplla el nûmero de in­
terventores que pueden ser nombrados, al establecer la posibi^  
lidad de que pueda ser designado uno por los propietarios o 
titulares de participaciones no embargadas, otro por los 
acreedores de la empresa embargada y un tercero por los em- 
pleados o trabajadores de la mismas. Entendemos que êsta regu 
laciôn es mâs perfects y deberîa extenderse al Juez para que, 
en definitiva, atendiendo a la importancia de los bienes y de 
los intereses que sobre ellos tengan aquellas personas, pueda 
resolver si es procedente el nombramiento.
El cargo de interventor tiene distinta naturaleza jurîdi 
ca segûn quien haya efectuado la designaciôn de la persona 
nombrada.
Si el nombramiento lo hubiese realizado un particular de 
los que tienen este derecho, el interventor serâ Un mero man­
datario de quien lo eligiô y tendrâ carâcter privado.
Cuando hubiesen sido nombrados por el Juez, surge el pro 
blema de conocer cuâl es la naturaleza jurîdica de su carao. SERRA
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(289) cree, al estudiar la intervenciôn judicial de bienes li 
tigiosos y la de la ley de suspensiôn de pagos, que el inter­
ventor judicial reûne dos caracterîsticas: su carâcter auxi­
liar del juzgador, supliendo el posible desconocimiento por 
parte de éste de las operaciones propias del comercio, y en 
este sentido el interventor es aslnilable al périto, en cuan- 
to cumple idéntica funciôn, por lo que pueden serle aplica- 
bles gran nûmero de las reglas establecidas para éstos, prin- 
cipalmente las que a la recusaciôn se refieren; y su funciôn 
interventora de alguna o de todas las operaciones comerciales 
que realice la persona sometida a intervenciôn.
De las misma forma, también en la suspensiôn de pagos, 
se ha considerado que los interventores son auxiliares del 
Juez por TORRES DE CRUELLS (290), HERCE QUEMADA (291) , DE LA 
PLAZA (292), FENECH (293) y el Tribunal Supremo (294). Al 
no ocuparse de la materia la ley de enjuiciamlento criminal, 
y ser las funciones de los interventores, en la administra­
ciôn judicial penal, similares a las de los que actûan en el 
aseguramiento de los bienes litigiosos en la suspensiôn de pa 
gos podria seguirse este criterio. Pero la publicaciôn del 
Decreto-Ley sobre administraciôn’de empresas, ha complicado 
el problema al establecer en su articule 4° la posibilidad de
(289).- M. SERRA DOMINGUEZ. Estudios de Derecho Procesal.Ob. 
cit. Pâg. 657.
(290).- J. TORRES DE CRUELLS. Ob. cit. Pâg. 201.
(291).- E. GOMEZ ORBANEJA y V. HERCE QUEMADA. Derecho Proce­
sal Civil. Vol. II. Ob. cit. Pâg. 201.
(292).- M. DE LA PLAZA. Ob. cit. Pâg. 612.
(293).- M. FENECH. La administraciôn de bienes. Ob. cit. 
Pâg. 24.
(294).- STS 8 de Noviembre de 1941.
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que los interventores interpongan recurso de apelaciôn contra 
las resoluciones judiciales relatives a la administraciôn. Po 
drla sostenerse que el legislador se quiso referir ûnicamente 
a los nombrados por los particulares, pero lo cierto es que 
al no hacerse especificaciôn, también deberâ ser admitido el 
que sea interpuesto por el interventor nombrado por el Juez. 
Pues bien &cômo va a ser auxiliar o colaborador del Juez 
quien puede ir contra sus resoluciones? Ante esto tenemos 
que llegar a la conclusiôn de que el interventor ocupa una po 
siciôn intermedia entre el administrador y el Juez que le 
nombrô; pero actûan con independencia de él, en interés de 
los propios bienes administrados y, en su caso, de la persona 
que deba recibirlos en su dla. Realiza, en este sentido, una 
funciôn tuitiva pûblica, velando por los intereses de cual­
quiera que, en su dla, tenga derecho a ellos, ya correspondan 
a un particular, a una instituciôn pûblica e incluso al pro­
pio Estado.
Los requisitos para poder ser nombrado interventor serân 
los mismos que para el nombramiento de administrador, y ade­
mâs no tener parentesco, amistad Intima o enemistad manifies 
ta con el encargado de administrer los bienes. De no ser asl, 
podria darse lugar a que la intervenciôn fuera totalmente fie 
ticia o perjudicial para la administraciôn:
1®). Ficticla en caso de parentesco o amistad Intima ai 
no fiscalizarse debldamente.
2®). Perjudicial si hay enemistad, al poner contlnuamen 
te obstâculos y dificultades a la actuaciôn del administrador.
Sobre la voluntariedad y causas de cese del cargo cabe 




La administraciôn judicial objeto de nuestro estudio, no 
puede recaer sobre todos los bienes, sino, excluslvamente, so 
bre aquéllos que habiendo sido embargados asi lo establece la 
ley y son:
1®). Semovientes. No obstante, el propietario de los 
mismos puede optar porque sean enajenados y no se conserven 
en depôsito y administraciôn (art. 601 LECr.). La necesidad 
de administrer estos bienes, si no fueren vendidos, se debe a 
su naturaleza especial que obliga al buen cuidado de los mis­
mos. No se puede olvidar el diferente valor que tendrâ un ga 
nado fuerte y lustroso comparado con otro en malas condicio­
nes, e incluso como variarân la cantidad y calidad de sus pro 
ductos y crias.
Conviens resaltar el hecho de que al practicarse el em­
bargo de un conjunto de animales se puede haber hecho la tra- 
ba, mâs que sobre éstos, sobre una empresa dedicada a comer- 
ciar con ellos. Deberâ examinarse en cada caso concreto, lo 
que realraente se ha efectuado. Si la traba ha sido sobre ani 
maies, nada mâs, serân de aplicaciôn las normas establecidas 
para la administraciôn de semovientes; en otro caso, deberâ 
acudirse a la normativa sobre la administraciôn de empresas.
2®). Sementeras, pueblas, plantios, frutos, rentas y 
otros bienes semejantes (art. 605 LECr.). Estos conceptos 
son similares, en muchos casos, pero conviens que sean distin 
guidos para mejor entender esta materia.
Sementera es la siembra (295) o tierra sembrada (296).
(295).- G. CABANELLAS. Diccionario enciclopédico de Derecho 
usual. 123 ediciôn revisada actualizada y ampliada
por Luis ALCALA ZAMORA. Buenos Aires. 1979.Tomo VI. 
Pâg. 98.
(296).- Diccionario manual e ilustrado de la Real Academia 
Espanola de la Lengua. 2^  ediciôn. Madrid 1975. 
Pâg. 1.382.
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Se puede aplicar, en general, a los terrenos sembrados de ce- 
reales, o grêunlneas, con los frutos mostrados o sin mostrar
(297).
Puebla es la siembra que hace el hortelano de cada cla- 
se de verduras o legumbres (298).
Plantio es la tierra o sitio plantado de vegetaciôn en 
general o. que se puede plantar (299).
Fruto es todo lo que produce espontâneamente la tierra, 
asl como las crias y demâs productos de los animales -frutos 
naturales-î-, y lo que produce un predio de cualquier especie a 
bénéficie del cultivo o del trabajo -frutos industriales- 
(art- 355-1 y II CC).
Renta es lo que el Côdigo Civil define como fruto civil, 
esto es, el alquiler de los edificios, el precio del arrenda- 
miento de tierras y el importe de las rentas perpétuas vitally 
cias u otras anâlogas (art. 355 III CC). Hay que distinguir 
"renta" y "sueldo", sobre el que no se constituye esta admi­
nistraciôn sino la retenciôn que estudiamos al examinar el em 
bargo, y que se régula por el artlculo 1.451 de la ley de en- 
juiciamiento civil, ,segûn lo establecido en la ley procesal 
penal, para todas sus variedades, salarios, jornales, sueldos 
en sentido estricto y retribuciones (art. 610 LECr.). Dice 
el Tribunal Supremo (300) que las palabras renta y sueldo, 
asi en el lenguaje vulgar como en la aceptaciôn jurîdica, ex- 
presan diferentes conceptos, que merecen diferente considera­
ciôn en los articulos 15, nûmeros 2® y 3®? 1.447, nûmeros 5®y
(297).- E. JIMENEZ ASENJO. El embargo. Ob. cit. Pâg. 48.
(298).- G. CABANELLAS. Diccionario enciclopédico. Ob. cit. 
Tomo V. Pâg. 512. Diccionario manual e ilustrado de 
la Real Academia de la Lengua. Ob. cit. Pâg. 1.255.
E. JIMENEZ ASENJO. El embargo, Ob. cit. Pâg. 48.
(299).- G. CABANELLAS. Diccionario enciclopédico. Ob. cit. 
Tomo V. Pâg.261. Diccionario manual e ilustrado de la 
Real Academia de la lengua. Ob. cit.' Pâg. 1.203. E. J^ 
MENEZ ASENJO. El embargo. Ob. cit. Pâg. 48.
(300).- STS. 14 de Febrero de 1930.
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9“; 1.450 y 1.451 de la ley de enjuiciamlento civil, respecto 
al momento de aplicarlas a la efectividad de la declaraciôn 
en cada caso dentro del concepto comûn de utilidad patrimo­
nial que uno y otro concepto representan. Por ello debe que­
dar claro, que sueldo, a diferencia de la definiciôn que dâba 
mos anteriormente de renta, es cualquier emolumento que se re 
cibe en correspondencia a un trabajo efectuado, ya sea actual, 
ya en tiempo pasado.
Es de destacar que, en cierto modo, queda roto el orden 
del artlculo 1.447 de la ley de enjuiciamlento civil, desde 
el momento en que en éste se deben embargar los frutos y ren­
tas, y posteriormente los bienes inmuebles; por el contrario, 
en la ley de enjuiciamlento criminal se da el caso de que pu- 
dieran haberse embargado bienes inmuebles, pero no sus frutos 
y rentas, al establecerse que cuando se embargaren aquellos 
el Juez determinarâ si el embargo ha de ser o no extensive a 
sus frutos y rentas (art. 603 LECr.). Quizâs el legislador 
civil se quiso referir a los que ya tenian individualidad pro 
pia, mientras el legislador penal, al tratar esta cuestiôn 
tiene présentes los que todavîa estân unidos al bien inmueble, 
no se han producido, o no se han devengado todavîa. De todos 
modos, cuando el Juez amplie el embargo en esta forma, se de­
berâ constituir la administraciôn, que en otro caso no hubie- 
re sido necesaria, pues habrîa sido suficiente la anotaciôn 
prevenida en la Ley Hipotecaria (art. 604 LECr.).
3°). Empresas, grupos de empresas, acciones o participa 
clones que representen la mayorîa del capital social del pa- 
trimonio comûn o de los bienes o derechos pertenecientes a 
las mismas o adscritos a su explotaciôn (art. 2 DLEE). Antes 
de la publicaciôn de la normativa que régula el embargo de em 
presas, se planteaba la doctrina si era posible, realizar és­
te y constituir una administraciôn judicial, diciêndose por 
algûn autor (301) que el Juzgado podîa acordar que existiera
(301).- E. JIMENEZ ASENJO, El embargo. Ob. cit. Pâg. 49.
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ésta para niantener el control o inspecciôn del procesado dueno 
de aquella o bien verifIcarlo al contrario. La realidad so­
cial de 1969 obligé a dictar el Decreto-Ley antes mencionado.
Es poco menos que ocioso el subrayar la importancia de la 
empresa en la vida contemporânea. Aûn siendo las estructuras 
empresariales actuales mâs o menos imperfeetas o, si se prefie 
re, no todo lo perfectas que fuere de desear la empresa en una 
forma social bâsica en las estructuras sociales del mundo mo­
derno. Tiene influencia altamente condicionante en la vida de 
numerosisimos individuos y crece cada dla dicha influencia y 
el nûmero de individuos sometidos a ella.
La dificultad estriba en que los estudios sobre la empre­
sa son relatîvamente recientes, lo que motiva el que no esté 
perfectamente delimitado ni siquiera su concepto. Por eso los 
autores hacen diverses construcciones para llegar a él y acu- 
den a la teorîa de la organizacién, de la persona, del organis 
mo vivo, del patrimonio separado y de la universalidad, entre 
otros.
En la teorîa de la organizaciôn se le ve como una reali­
dad esencialmente humana en la que destaca un elemento espiri- 
tual de ordenaciôn de los factores reales y personales de la 
produceiôn (302) con el fin.de obtener una ganancia ilimitada
(303). Se pone el punto la atenciôn sobre los horabres que corn 
ponen la empresa y no sobre las cosas que la misma produce o 
cambia (304).
Para otros autores los distintos elementos de la empresa 
forman una unidad que adquiere la condiciôn de persona, pero 
esto lleva consigo la creaciÔn de un ente que tiene independen
(302).- J. M. GONZALEZ PARAMO. La empresa y la polîtica so­
cial . Tomo I. Madrid 19661 Pag. 57 3.
(303).- J. GARRIGUES. Ob. cit. Pâg. 154.
(304).- P. DE BRUYNE. Teorîa moderna de la administraciôn de 
empresas. Traducciôn de J. M3 PALLAS NAVARRO. Agui- 
lar. Madrid 1973. Pâg. 79.
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cia de los individuos que lo constituyen y un reconocimiento 
de derechos y obligaciones distintos de los derechos y obli­
gaciones de sus miembros. Para ello necesitarâ que el dere­
cho le atribuya esa personalidad.
También se ha considerado a la empresa como un organis- 
mo vivo, o como una actividad, diciêndose que no es una per­
sona porque carece de tal atribute legal y no es una organi- 
zaciôn porque no necesita todos los elementos que ésta lleva 
consigo. Sôlo es una actividad dirigida a la producciôn, 
que se asegura una rentabilidaâ y unos bénéficies.
Se ha estimado que la empresa forma un patrimonio sepa­
rado; consiste simplemente en un conjunte de bienes que se 
han desligado de las personas que los poseîan y que adquie- 
ren tal situaciôn por la voluntad de estas ûltimas. Tiene 
como objetivo el entregarlo a alguien para que pueda reali­
zar los fines del trâfico mercantil y obtener ganancias.
Finalmente vemos como hay autores que ven a la empresa 
como un conjunto de bienes que aspiran a un tratamiento uni- 
tario pero que no lo consiguen totalmente, es decir, como 
una universalidad de cosas dirigidas a un fin.
4®). Quizâs deberîa haberse extendido la posibilidad 
de administrer a algunos bienes mâs, como puede ser, entre 
otros, el dinero por los elevados tipos de interés que se pa 
gan en el mercado de capitales, pero no se ha recogido esta 
posibilidad por el legislador.
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3.- ELEMENTOS FORMALES.
Examinarexnos a continuacxôn los elementos de lugar, tiem 
po y forma.
A).- LUGAR.
Los bienes objetos de administraciôn, no ofrecen duda, 
en muchas ocasiones, por su propia naturaleza, del lugar en 
que estarân situados, debido a ser imposible su movilidad o 
desplazamiento, como sucede con los inmuebles de cualquier 
clase.
En otras ocasiones, puede surgir el problema de si deben 
dejarse en el mismo lugar que estaban antes de constituirse 
la administraciôn o si, por el contrario, es posible su tras­
lado a otro sitio de la misma poblaciôn e incluso a un térmi- 
no municipal distinto.
Creemos que si se trata de semovientes, frutos o rentas, 
que no estuvieren en lugares cerrados independientes de los 
demâs bienes del propietario, es posible su traslado a donde 
estime mâs pertinente el administrador, dentro de la misma po 
blaciôn. Muchas veces no sôlo serâ pertinente sino aconseja- 
ble, por ser las instalaciohes que estén a disposiciôn de és­
te mâs adecuadas que las que se usaban anteriormente.
No creemos en la posibilidad de que puedan ser llevados 
a otro lugar, salvo en casos excepcionales autorizados por el 
Juez. El interés, pûblico y privado, se garantiza desde el 
momento en que el Juzgado, las partes de la causa y el inter­
ventor saben dônde se encuentran al refiejarse en los autos. 
Pero, en el supuesto de que se cambiasen a poblaciôn distinta, 
serîan mayores los gastos, e incluso los inconvénientss para 
que tanto el propietario de los bienes como los interventores, 
previamente nombrados, puedan vigilarlos. Por otro lado pare 
ce lôgico tener presents que el articule 600 de la ley de en-
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juiciamiento criminal establece la necesidad de nombrar depo 
sitario de bienes muebles embargados a un vecino con casa 
abierta. Ciértamente que no hace referencia al administra­
dor; no obstante, ^1 ejercitar éste no s6lo actos de adminis 
traciôn sino también de conservaciôn como un depositario, e 
incluso, en el caso <3e semovientes, ser llamado depositario- 
administrador por la ley, creemos que es imprescindible se­
guir el mandato legal antes expuesto.
Si lo administrado fuesen empresas, ésta deberâ seguir 
situada en el mismo lugar en que realizaba sus actividades, 
pues serâ lo mâs conveniente no sôlo por los clientes, sino, 
incluso, por la dificultad e imposibilidad que en muchas oca 
siones, se produciria ante el espacio vital de aquéllas.
B ) TIEMPO-
La administraciôn se constituye lo antes que sea posi­
ble tras la prâctica del embargo. Todo retraso puede causar 
perjuicios a los intereses que motivan su constituciôn.
Se extinguirâ cuando desaparezcan los bienes objeto de 
la misma, si se dicta sentencia absolutoria, al acordarse el 
sobreséimiento libre, y en el caso de abonarse las cantidades 
que se hayan establecido en sentencia condenatoria. También 
puede finalizar por prestarse fianza suficiente que haga al- 
zar el embargo del que dimana la administraciôn.
Problema especial surgirâ si se acuerda el sobreseimien 
to de la causa, pues habrâ un conflicto de intereses: por un 
lado estarâ el tener que dejar garantizadas las responsabil^ 
dades civiles para el caso de que el proceso volviera a rea- 
nudarse y, por otro, el interés del propietario de los bie­
nes que puede verse .privado de ellos durante un largo espa­
cio de tiempo, y, en ocasiones, indefinidamente. AquI cree-
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mos, que procederâ la extlnciôn de la administraciôn y el al- 
zamiento de los embargos antes de efectuarse el archivo provi 
sional de la causa. Quienes consideren que sus intereses pue 
den quedar defraudados y, para evitarlo, acudan a la jurisdic 
ciôn civil, deberân pedir en ésta que se tomen las medidas 
asegurativas correspondientes, a fin de que antes de terminer 
se unas se hayan adoptado las otras.
C).- FORMA.
Para que pueda entrer en funcionamiento la administra­
ciôn son necesarios los siguientes requisitos de forma:
1“). Hacer inventario. Sôlamente se establece esta 
obligaciôn, de una manera expresa en el artlculo 601 de la 
ley de enjuiciamlento criminel para la administraciôn de se­
movientes. No se sigue el mismo criterio al regularse la ad 
ministraciôn de otros bienes, donde se guarda silencio; pero 
si se va a exigir posteriormente, al administrador, que rin- 
da cuentas de su gestiôn serâ necesario tener un conocimien­
to exacto de lo que recibiÔ.al empezar su cometido. En este 
sentido CARRERAS (305) dice que la precauciôn de formar in­
ventario es tanto mâs necesaria cuanto que, de su omisiôn, 
pueden surgir controversies al césar el administrador en su 
cargo. Claro que ësto no signifies que, si no se hubiese 
realizado, todo lo que haya podido afectar a los bienes se 
tenga que atribuir al administrador, pues séria necesario 
que hubiese ademâs elementos que indiquen que ha tenido una 
conducto dolosa o culposa.
El Tribunal Supremo (306) tiene declarado que quien re­
clama indemnizaciôn de danos y perjuicios por negligencia en
(305).- J. CARRERAS. El embargo de bienes. Ob. cit. Pâg.501.
(306).- STS. 5 de Junio de 1944.
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la actividad administrative se sitûa en posiciôn procesal que 
le impone la carga probatoria de los elementos normalmente 
constitutivos del derecho que ejercita, esto es, la existen- 
cia de una acciôn u omisiôn culposa en el cumplimiento de los 
deberes propios del administrador, déterminante del dano o 
perjuicio que habrâ de ser indemnizado. El hecho cierto de 
que el administrador no haya hecho constar el estado de una 
finca al hacerse cargo de ella no es por si sôlo déterminante 
de la imputabilidad al mismo de todos los danos que se noten 
en el predio del tiempo de césar la administraciôn.
Es natural, pues, que el administrador en el ejercicio 
de sus funciones deba partir de la base de un inventario fiel 
y complete de los bienes que se le confîan.
Pero cQuë se entiende por inventario? Entendemos que es 
la descripciôn solemne, formai y verîdica de todos los bienes 
que se confîan a una persona para su administraciôn. Es un 
reflejo de la realidad que deberâ estar autenticado por el Se 
cretario del Juzgado. Es imprescindible que conste ademâs la 
tasaciôn pericial de dichos bienes por ser requisite de tras- 
cendencia en la rendiciôn de cuentas.
No obstante, el inventario, en ocasiones, es difîcil y 
costoso de hacer, por ello, el que se practique una vez este 
ya en funcionamiento la administraciôn. Quizâs fuese conve­
niente en estas circunstancias que se hubiere establecido la 
obligaciôn de hacerlo conjuntamente el administrador y los in 
terventores. La dificultad se extrema en las grandes empre­
sas, en las que puede darse lo siguiente:
1).- Numerosos cambios en los sistemas manuales y mecâ- 
nicos de contabilidad.
2),- Alteraciones, algunas de ellas sustanciales, en el 
plan de cuentas.
3).- Distintos criterios de contabilizaciôn, consecuen-
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cia de àambios en la Jefatura del Departamento de Contabilidad 
o en la legislaciôn relacionada con esta materia.
4).- Incomplets informaciôn de las operaciones sociales.
5).- Interferencias y divergencias existantes entre los 
aspectos econômico-financieros y jurldicos de las operaciones 
realizadas por la empresa madré y las sociedades filiales, par 
tlcipes, etc- y sus respectives administradores.
6).- Utilizaciôn de cuentas complementarias que se em- 
plean en la prâctica para dar una versiôn de mâs potencialidad 
y solvencia, frente a terceros.
7).- Uso abusi'.'o de cuentas "a justificar" que obligan a 
rehacer en la prâctica el origen de las operaciones que las mo 
tivaron con dificultades, a veces, insalvables.
8).- Numerosos errores de codificaciôn de perforaciôn en 
los sistemas IBM o similares que pueden apreciarse al pasar a 
la contabilidad.
9).- Rectificaciones masivas de asientos contables que 
se producen dentro del mismo ejercicio o en los siguientes, co 
mo consecuencia de los cambios de criterio del apartado 3) y 
de los errores del apartado 8.
No se dice el orden el que deben describirse los bienes 
que han de figurar en el inventario. No existe problema algu­
no cuando son de la misma naturaleza; pero en otro caso quizâs, 
fuese aconsejable seguir la enumeraciôn del articule 1.066 de 
la ley de enjuicieuniento civil para la herencia es decir. 1®. 
Metâlico. 2®. Efectos pûblicos. 3®. Alhajas. 4®. Semovien­
tes. 5®. Frutos. 6®. Muebles. 7®. Inmuebles. 8®. Derechos 
y acciones.
En el caso de ser embargadas grandes empresas, séria conve 





4. Inversiones y créditos.
5. Deudas.
6. Participaciones en otras empresas.
7. Clientes.
2®). Notificaciôn a las personas nombradas como adminis 
tradoras o interventoras del nombramiento a fin de que mani- 
fiesten si no estân conformes y, en otro caso, para que ante 
el Juez, y en presencia del Secretario Judicial, acepten el 
cargo y presten juramente o promesa de cumplir bien y fielmen 
te con sus obligaciones.
3°). Prestaciôn de fianza. Se establece al regularse 
las administraciones judiciales objeto de nuestro estudio, 
salvo en la de semovientes, que el Juez determinarâ si el ad­
ministrador ha de afianzar el buen cumplimiento del cargo y 
el importe de la fianza en su caso (arts. 606 LECr. y 6-II 
DLEE). La posibilidad y aûn la facilidad de cometerse toda 
clase de abusos y de distracciones dificiles de castigar y re 
parar, en muchas ocasiones, por la habilidad del administra­
dor no podia permanecer oculta al legislador por ello el que 
haya establecido la posibilidad de fijarse fianza, pero con- 
cediendo a la autoridad judicial la potestad discrecional de 
resolver lo que estime mâs pertinente.
Cuando el Juez quiere salvar su responsabilidad propia, 
no sôlo deberâ decretar que se constituya aquella, sino que 
sea en cuantîa suficiente. Pero £cuâl es êsta? Si acudimos, 
por analogîa, a las normas para la prevenciôn del abintestato 
vemos que se exige "que sea propercionada a lo que se deba ad 
ministrar” (art. 967 LEC). Tampoco encontramos mueha luz con 
este precepto, por lo que la regulaciôn de la testamentarla 
quizâs nos ayude mâs al exigir que "sea bastante para respon-
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der de lo que perciba en bienes muebles y de la renta de un 
ano de los Inmuebles" (art. 1.069-5® LEC).
Entendernos/ por tan to, que para la cuantïa suficiente ha 
brâ que estar no sôlo a la solvencla conocida de la persona 
que se nombre, sino tambiên al valor de los bienes muebles y 
a los posibles frutos y rentas que deban percibirse. Lo con­
trario, el ir mâs allâ y exigir fianza por la totalldad del 
valor de los bienes que se entregan en administraciôn, cree- 
mos que es contrario al espîritu y objeto de la ley e imposi- 
bilitarîa, en muehos casos, su cumplimiento por la dificultad 
de encontrar una persona que prestare taies garanties que, 
por otra parte, son innecesarias, toda vez que el administra- 
dor no puede enajenar ni hacer desaparecer, libremente, los 
bienes ralces o de gran valor, segûn los casos; podrS causer 
en ellos perjuicios por malicia o por descuido, alzarse con 
sus productos o rentas, hacer desaparecer parte de los bienes, 
pero nada mâs (307). De todas mèneras, séria deseable que hu 
biese una mayor concreciôn legal.
La fianza podrâ ser prestada, si no dijese otra cosa la 
resoluciôn acordSndola, en cualquiera de las très formas gene 
rales en Derecho, esto es, personal, pignoraticia o hipoteca- 
ria (308).
4®). Inscripclôn del nombramiento de los administrado- 
res en el Registre Mercantil, cuando se tratase del embargo 
de empresas (art. 6 DLEE).
(307).- En el mismo sentido se pronuncia J. iianresA. C o -
mentarios a la LEC. 5® ediciôn. Tomo IV. Ob. cit. 
Pâg. 297.
(308).- Respecto a estas très clases de fianza ver lo expues- 
to en pâgs. 8 2 a 92.
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5°). Una vez nombrado el administrador y cumplidas las 
formalidades anteriores se le pondrâ en poseslôn de su cargo. 
No podrâ realizarse esto ûltirao, de acuerdo con lo que dispo­
ne el artîculo 1.007 de la ley de enjuiciamiento civil, para 
la herencia, en el caso de que se hubiese exigido fianza y és^  
ta no se hubiese constituldo. La toraa de posesiân se deberâ 
hacer constar en la credencial que se entregarâ del nombra­
miento y asî mismo deberâ figurar en la pieza de administra- 
ciôn. Aquella estarâ formada por un testimonio que expedirâ 
el Secretario del Juzgado, con el visto bueno del Juez (art. 
1.007-11 LEC.).
El hecho de poner al administrador en posesiôn del car­
go, no quiere decir que siempre se le hayan de entregar mate- 
rialmente los bienes que va a administrer (309), sino en dar- 
le a conocer a las personas que él mismo désigné y que estên 
relacionadas con el desempeno de sus funciones, acreditândose 
todo ello en los autos (arts. 1.007-1 y 1.521 LEC).
Los interventores deberân cumplir las raismas formalida­
des para poder empezar a ejercer sus funciones salvo las rela 
tivas a prestaciân de fianza e inscripcidn en el Registre Mer 
cantil. La credencial, aceptaciôn del cargo, presencia en la 
elaboraciôn del inventario -si hubiere lugar a ello-, etc., 
serân exactamente iguales para los nombrados judicialmente o 
por particulares.
(309).- Dice J. CARRERAS que el darle posesiôn del cargo no
consistirâ siempre en hacerle entrega o ponerle en po 
sesiôn de los inmuebles, ya que cuando la afecciôn se 
contraiga a rentas, como en la hipôtesis del embargo 
de los de una finca urbana, no tiene necesidad el ad­
ministrador de ostentar la posesiôn del inmueble. El 





Los distintos sujetos que, de una u otra forma, inter- 
vienen en la administraciôn tienen diferentes funciones, 
lo que en determinados casos da lugar a derechos, obliga- 
ciones y responsabilidades especiales; sin embargo no es- 
tudiaremos éstas ültimas cuestiones respecto de los corapo 
nentes del Organo Jurisdiccional, ni del Ministerio Fis­
cal por estar ligados al ejercicio de sus cargos funciona^  
les saliéndose, por ello de los limites de esta tesis. Si 
examinaremos las funciones que les corresponden, concréta 
mente, en la administraciôn judicial de bienes en el pro- 
ceso penal.
Hay que teher présente que no es posible establecer 
una linea fronteriza clara y definida entre las funciones, 
derechos y obligaciones. Junto a cuestiones como la ré­
tribue iôn de los administradores, que es un derecho, y la 
referente a la rendiciôn de cuentas, que es un deber, hay 
otras de las que puede aflrraarse que poseen una doble fa­
cets .
2. EL ORGANO JURISDICCIONAL
Deben estudiarse por separado las funciones que compe- 
ten al Juez y al Secretario Judicial al cumplir distinto 
cometido dentro de la administraciôn asegurativa aqui es- 
tudiada.
A) FUNCIONES DEL JUEZ
Las funciones que se le encomiendan al Juzgador son 
esencialmente juridicas. Los Jueces tienen una cuidada 
formaciôn profesional y juridica, absolûtamente alejada 
de la vida del comercio de la vida empresarial y de todo 
aquello necesario para obtener una buena produceiôn y con 
seguir que ésta se conserve. Sôlo conocen el aspecto le-
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gal por lo que les es dificil atender a los detalles téc- 
nlcos que debe llevar una buena administraciôn (310).
A pesar de lo expuesto, en ocasiones, tendrâ, el Juez, 
que pronunciarse sobre materias administrativas, pero par 
tiendo de lo que le informen quienes le sometan la cues- 
tiôn para que resuelva.
Podemos distinguir, por tanto, dos clases de funciones, 
jurisdiccionales y administrativas. Las primeras serân 
las mâs tlpicas y normales; las segundas las que corres- 
pondan a problemas circunstanciales u ocasionales.
Entre las jurisdiccionales podemos citar las siguien- 
tes :
1-. Nonbramiento de administrador, que puede hacerlo 
en favor del propio dueno de los bienes o del mismo Conse 
jo de administraciôn de la empresa embargada. Pero, si 
no lo estima conveniente, podrâ nombrar para este cargo a 
otras personas diferentes.
2-. Nombramiento de interventores, si el cargo de adm^ 
nistrador se ha entregado al responsable civil. No dicen 
las normas sobre administraciôn de semovientes que, en 
ésta, se tengan que nombrar interventores, pero tampoco 
lo prohibe.
3-. Recibir la aceptaciôn del cargo que han de hacer 
el administrador y los interventores.
4-. Toraar a los anteriores juramento o promesa de rea- 
lizar sus funciones bienes y fielmente.
(310) En sentido parecido se pronuncia J. TORRES DE CRUELLS, 
Ob. cit. Pâg. 18 9.
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5-. Acordar que se les entregue credencial del nombra­
miento con su visto bueno.
6-, Determinar si se ha de prestar fianza y la cuantïa 
de la misma.
7-. Establecer que el administrador puede tener dere­
cho a percibir una cantidad en concepto de apremio, si se 
enajenaren bienes, o no hubiese productos liquides, aten- 
diendo a la contumbre del pueblo en que la administraciôn 
se ejerza (art. 607 LECr).
8-. Examinar si los recursos de apelaciôn que se formu 
len contra sus relaciones han sido presentados en tiempo 
y forma y, en atenciôn a ello, dictar résolueiôn admitién 
dolos o no a trâmite acordando, en el primer supuesto, 
que se realicen los trâmites pertinentes.
9-. Fijar los plazos en que los administradores judi- 
ciales rendirân cuenta de su géstiôn.
10-. Declarer el fin de la administraciôn cuando existe 
motivo para ello.
11-. Resolver el destino que hay que dar a los bienes 
una vez deje de existir la administraciôn.
12-. César o admitir la renuncia del administrador de 
los interventores cuando haya causa justa o legal para 
ello.
Las funciones administrativas que realiza el Juez en 
la administraciôn son:
1-. Mientras no empiece su cometido el administrador 
podrâ tener que atender a alguna de las actividades pro-
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plas de éste que no admitan demora.
2-. Tras la toma de posesiôn del administrador en su
cargo, si no lo hubiese hecho todavla el interventor, de- ^
berâ realizar las funciones que a éste le incumben.
3-. Acordar la enajenaciôn de los bienes semovientes, 
aOn contra la voluntad del procesado y la opiniôn del de- 
positario-administrador, siempre que los gastos de admi- j;
nistraciôn y conservaciôn excedan de los productos que
dieren, a menos que el pago de dicho gastos se asegure
por el procesado u otra persona en su nombre (art. 602- Ij
III LECr.). Ij
li
4-. Determinar la retribuciôn, y el apremio en su caso 
por enajenaciôn de bienes, que deben recibir el adminis­
trador y los interventores.
5-. Resolver lo mâs conveniente en el caso de desacuer 
do entre el administrador y el interventor sobre la real^ 
ciôn de determinados actos administrativos.
6-, Adoptar las medidas que creyere conveniente para 
que se évité todo perjuicio en los casos que el adminis­
trador no diere fianza (art. 609 LECr).
7-. Resolver sobre propuesta de enajenaciôn o gravamen 
de participaciones en la empresa embargada o de ésta en 
otras, de bienes inmuebles o de cuales quiera otros bie­
nes o derechos que por su naturaleza o importancia asi hu 
biera senalado (art. 4 DLEE).
8-. Oir a los administradores, interventores y Ministe 
rio Fiscal sobre las memorias y cuentas que se presenten 
y resolver lo que juzgue pertinente (art. 5 DLEE).
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B) FUNCIONES DEL SECRETARIO
El Secretario como funcionario técnico perteneciente 
al Organo Jurisdiccional, tiene una serie de funciones, 
que si bien son oscuras, presentan una gran importancia 
para la administraciôn judicial;
1-. De daciôn de cuenta al Juez o Tribunal. Esta fun 
ciôn segûn PRIETO CASTRO (311) se puede dividir en dos 
momentos distintos: La daciôn de cuenta formai y la da­
ciôn de cuenta material.
La primera consisté en exponer, de palabra o por es- 
crito todas las pretensiones escritas que se realicen so 
bre la administraciôn, en el mismo dia en que lo fueren 
entregadas, si ésto su cediese antes de las horas de au- 
diencia o durante ella, y al dia siguiente si se le en- 
tregaren después (art. 206-1 LECr.). También tendrâ el 
mismo carâcter la comunicaciôn que harâ al Juez del re- 
sultado de la comparecencia que, para la enajenaciôn o 
gravamen de los bienes a que hemos hecho referenda ante 
riormente -funciôn administrative 7-. del apartado A)-, 
debe realizar previamente el administrador con los inter 
ventores y el Ministerio Fiscal.
La segunda hacer referenda al estudio que el Sécréta 
rio ha de realizar para descubrir, analizar y comen'tar 
con criterio técnico la regularidad procesal de los ac­
tos, comunicando al Juez o Tribunal el resultado del mis 
mo y senalando los defectos u omisiones en que se haya 
podido incurrir (312) .
(311) L. PRIETO CASTRO. Derecho Procesal Civil. Vol. I. 
Nueva ediciôn. Madrid. 1.971. Pâg. 95.
(312) En el mismo sentido M. FERNANDEZ MARTIN-GRANIZO. El 
Secretario Judicial en la nue va Ley Orgânica. Revis^  
ta de Derecho Procesal 1.976. Nûm. 1. Pâg. T3 9.
242
2-, Funciôn docuinentadora y autenticadora. Debe estar 
présente en todos los actos que realice el Organo Juris­
diccional * levantar acta de lo que suceda y dar fé de lo 
que consta en el documente. Ademâs ha de autenticar las 
resoluciones que sobre la administraciôn dicte el Juez 
(salvo que fuera la sentencia). Debe poner al pié de los 
escritos que reciba, en el mismo acto, y a presencia de 
quien se los entregue, una breve nota consignando el dia 
y hora de la entrega, y facilitarâ al interesado que lo 
pidiere documento bastante para acreditarlo (art. 206-11 
LECr.). Asi mismo ha de extender las credenciales de sus 
cargos para los administradores e interventores.
3-. Funciôn comunicadora con las partes y con los ôrga 
nos de la administraciôn a los que harâ saber todas las 
resoluciones que dicte el Juez relacionadas con ésta.
4-. Funciôn sustitutiva del Juez, pues en ausencia de 
éste, si hubiera motives de urgencia deberâ tomar las de- 
cisiones que correspondiesen a aquél, partieipândole pos- 
teriormente lo actuado (art. 80-1-. Reglamento Orgânico 
del Cuerpo de Secretaries de la Administraciôn de Justi- 
cia, Decreto de 2 de mayo de 1.968).
3. LAS PARTES
Estudiaremos la que afecta a los mismos en dos aparta- 
dos, distinguiendo en une las funciones del Ministerio 
Fiscal por sus caracteristicas especiales, y en el otro 
las que corresponden a las restantes partes.
A) FUNCIONES DEL MINISTERIO FISCAL.
El Ministerio Pûblico, como représentante del Estado, 
de los intereses colectivos, e incluso de los privados en 
muehas ocasiones, actûa en la administraciôn judicial, 
realizando las funciones propias para garantizarlos, Pode
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mos destacar las siguientes:
1-. Impugnar los nombramlentos de administrador si es- 
timare que no reûne las caracteristicas de idoneidad nece 
sarias para dicho cargo.
2-. Impugnar el nombramiento de interventores en el 
mismo caso anterior.
3-. Poder asistir a la comparecencia que se convoque
para la enajenaciôn o gravamen de los bienes mencionados 
en la facultad administrativa 7- del Juez, y hacer las ma 
nifestaciones que estime oportunas.
4-. Posibilidad de interponer recurso de apelaciôn 
cuando no se hubiere opuesto a la enajenaciôn o gravamen 
de la funciôn anterior y el Juez resolviese en forma con­
traria a la propuesta.
5-. Impugnar la resoluciôn acordando la enajenaciôn de 
bienes semovientes por estimar el Juez que los gastos de 
administrée iôn y conservaciôn son superiores a los produc 
tos que dieren.
6-. Impugnar la resoluciôn senalando los plazos para 
rendir cuentas los administradores.
7-. Impugnar las cuentas y memorias presentadas por el 
administrador e incluso recurrir en apelaciôn y un sôlo 
efecto contra el auto que dicte el Juez resolviendo lo 
que estime pertinente sobre aquelles.
8-. Recurrir en apelaciôn y un sôlo efecto contra la 
resoluciôn que determine la retribuciôn que el Juez seria­
le a los administradores y a los interventores.
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B) FUNCIONES DE LAS RESTANTES PARTES
No se establece funciones especlficas para éstas en 
nuestra legislaciôn, salvo la que le corresponde al res­
ponsable civil de poder nombrar un interventor cuando se 
hubiere designado como administrador a una tercera perso 
na. No obstante, tendrân la funciôn de informer al Juez, 
Ministerio Fiscal y los Interventores de todo aquello que 
crean conveniento para la administréeiôn; incluso el pro- 
pietario de los bienes, no administrador, debe al nuevo 
administrador de todo aquello que sea conveniente para 
una mejor realizaciôn de su cometido.
El propietario de los bienes tendrâ obligaciôn de en- 
tregarlos al administrador cuando asi se le exigiere, pu- 
diendo incurrir en otro caso en un delito de desobedien- 
cia (art. 237 C.P.), de malversaciôn de caudales pûblicos 
(art. 399 C.P.) o de alzamiento de bienes (art. 519 C.P.), 
segûn los casos.
Sin perjuicio de lo expuesto, podrân impugnar aquellas 
resoluciones que se dicten en la causa y lo permita la le 
gislaciôn vigente.
4. FUNCIONES DE OTRAS PERSONAS QUE NO INTEGRAN LOS ORGA- 
NOS DE LA ADMINISTRACION.
Se limitan a poner en conocimiento de administradores, 
interventores, Organo Jurisdiccional o de las partes, lo 
que estimen necesario para una buena administraciôn, y a 
nombrar interventores en la administraciôn judicial de em 
presas, uno por cada uno de los grupos siguientes: 1) Los 
propietarios o titulares de participaciones no embargadas-
2) Los acreedores de la empresa embargada. 3) Los emplea- 
dos y trabajadores de la misma.
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5. ORGANOS DE LA ADMINISTRACION JUDICIAL.
El administrador y los interventores de la administra 
ciôn son los que llevan en la prSctica las auténticas ac­
tividades administrativas, por lo que aqui el estudio lo 
haremos con mayor detenimiento.
A) ADMINISTRADOR.
La libertad de administrar defiere de los actos con- 
cretos mediante los que se realiza; taies actos pueden 
ser de conservaciôn, de administraciôn o de disposiciôn,
G de ordinaria o extraordinaria administraciôn, segûn los 
casos (313); el administrador escoge los que le parecen 
mâs oportunos o se ve obligado a realizar otros en aten­
ciôn a las circunstancias.
Es dificil que exista una administrée iôn tan regulada 
que, de la normative, se pueda delimiter con claridad las 
funciones correspondientes al administrador y la naturale 
za de todos los actos que pueda y deba realizar. En tér- 
minos générales, cabe decir, que el administrador es li­
bre de escoger entre los diverses actos de administraciôn 
posibles por tener que realizarse con criterios de oportu 
nidad; también debe practicar todos aquellos necesarios 
para la conservaciôn de los bienes administrados, nô sôlo 
para que mantengan su presencia fisica, sino ademâs para 
que sigan teniendo el mismo nivel de produceiôn, cuando 
menos; actos de disposiciôn sôlo se podrân realizar en ca 
SOS excepcionales. Como dice CARRERAS (314), a medida que 
aumenta la importancia econômica del bien dado en adminis 
traciôn, la labor del administrador se hace mâs elevada y 
compleja, ya que hace falta atribuirle mâs poderes de di£ 
posiciôn sobre la cosa o bienes administrados.
(313) Pâgs. 143 a 147.
(314) J. CARRERAS. El embargo de bienes. Ob. cit. Pâg. 502
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Los artîculos que se ocupan de esta materia son poco 
expresivos y aûn, en ciertos casos, pueden inducir a con- 
fusiôn, por ello bien estarâ advertir que aunque las fun­
ciones del administrador, por el silencio de la ley, ha- 
brâ de entenderse que son las que corresponden a cual- 
quier administrador de bienes ajenos; es decir, no limita 
das a la percepciôn de frutos y rentas sino a los actos 
de custodia, gobierno y direcciôn (315) .
Nuestra jurisprudencia no ha llegado todavla a perfi- 
lar la figura de este administrador, encajândole en un t^ 
po definido que permita establecer, con generalidad y pre 
cisiôn, sus facultades, derechos, obligaciones y response 
bilidades.
Ante estas dificultades vamos a intenter abrir un ca- 
mino que pueda aclarar, en parte, toda esta materia.
a) FUNCIONES
Podemos clasificarlas en funciones de informaciôn, 
conservaciôn, administraciôn y disposiciôn.
a') DE INFORMACION
Siempre que se présente una situéeiôn que pueda 
tener trascendencia para la administraciôn, deberâ infor­
mer al Juez, mediante escrito que se unirâ a la causa, pa 
ra conocimiento de todos los que intervengan en ella. As^ 
mismo deberâ informer al interventor, si lo hubiere, de 
los actos administrativos que se proponga ejecutar (art.
(315) En el mismo sentido para la administraciôn del art! 
culo 1.4 50 de la ley de enjuiciamiento civil se pro 
nuncia la STS. de 21 de diciembre de 1.918.
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b ' ) DE CONSERVACION
Se pueden distinguir, dentro de ésta las siguientes:
1-. De custodia. El administrador de los bienes 
fructifères, tiene, en general estas facultades, que se 
derivan: 1) De la posesiôn simbôlica de las llaves, o una 
de ellas, cuando no hubiere dado fianza, del local o area 
en que se guarden los frutos o se deposits el precio de 
su venta (art. 609 LECr.). 2) De la entrega que se le ha 
ce de los muebles o semovientes que no se cierran.
2-. De reparaciôn de los bienes administrados o 
de realizaciôn de cultives u operaciones extraordinarios. 
La gestiôn del administrador le lleva a tener que atender 
una serie de gastos que podemos dividir en ordinarios y 
extraordinarios. Estos ûltimos necesitarân el informe de 
los interventores, si los hubiere o de los responsables 
civiles, en su defecto, y del Ministerio Fiscal, debiendo, 
finalmente,existir aprobaciôn del Juez; por analogie con 
lo establecido en el articule 1.017 de la ley de enjuicia' 
miento civil serâ también necesario un previo reconoci- 
miento pericial y formaciôn del presupuesto, pudiendose 
acordar que se hagan las obras por administraciôn o por 
subasta, segûn se estime mâs conveniente, atendidas las 
circunstancias del caso. Los ordinarios no necesitarân 
autorizaciôn siempre que no sean excesiva la cuantia de 
los mismos atendiendo el valor de los bienes sujetos a la 
administraciôn. Tanto los gastos ordinarios como los ex­
traordinarios, hechos con las formalidades expresadas, no 
pueden menos de reputarse como de conservaciôn, de los 
bienes segûn el Tribunal Supremo (316), por ser inhéren­
tes y propios de la administraciôn de los mismos.
3-. De representaciôn de la administraciôn en jui 
cio y fuera de él, defendiendo sus derechos y ejercitando
(316) En este sentido se pronunciô en un supuesto de admi­
nistraciôn de quiebra. STS. de 16 marzo de 1.897.
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las acciones y excepciones que la competan. No se dice 
nada sobre este extremo en la ley de enjuiciamiento cri­
minal, pero si se preve en el Decreto ley de administra- ' 
ciôn de empresas embargadas la facultad de actuar en jui 
cio (art. 2). Concretando mâs, en una resoluciôn de 26 
de diciembre de 1.969, con ocasiôn de remitirse al Juzga 
do que entendia de la administraciôn judicial por el ca­
so Matesa una relaciôn explicativa de la situaciôn de 
los pleitos contra la entidad embargada, con especifica- 
ciôn de los bienes a su vez embargados en ellos, a fin 
de que se interpusiera tercerla o se actuase en la forma 
que se juzgase mâs conveniente, se dijo que esas actuacio 
nés estaban dentro de las facultades del administraciôn 
judicial.
El Tribunal Supremo ha llegado a pronunciarse en el 
sentido de que el administrador judicial nombrado por el 
Juez o Tribunal, para que conserve un inmueble que ha re- 
cibido por su cargo, procurando los rentas, productos o 
utilidades correspondientes y, en su consecuencia, como 
poseedor transitorio de la cosa, en el concepto de tene- 
dor de la misma y para cumplir los obligaciones que su 
cargo le impone, tiene personalidad para promover el jui­
cio de desahucio (317). Asi mismo dljo que el administra 
dor de los bienes embargados tiene personalidad para ha­
cer efectivos de los colùnos, entablando las acciones co­
rrespondientes, las rentas vencidas y no satisfechas (318)
C') DE ADMINISTRACION
Aqui incluimos todos aquellos actos que son pûramente
(317) STS. de 22 de enero de 1.908.
(318) STS. de 27 de marzo de 1.8 95.
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administrativos, y dejamos para otro lugar los que signi- 
fican realizar disposiciôn. Podemos destacar por tanto;
1-. Recoger frutos y recaudar rentas. Tiene de- 
clarado el Tribunal Supremo, para otro supuesto, que sien- 
do la administraciôn judicial una administraciôn "ad hoc", 
constitutive de una mandate especial, al sôlo efecto de 
garantizar en su moment© el pago de las posibles respon- 
sabilidad civiles que puedan fijarse, cuando lo embargado 
sean frutos y rentas de un inmueble, las facultades del 
que por nombramiento judicial ejerce tal administraciôn, 
no pueden extenderse a mâs que a cobrar las rentas embar­
gadas, atender con ellas a la conservaciôn ordinaria de 
la finca prôductora de las mismas y destinar lo que baste 
del sobrante al pago del crédite -aqui si se establece en 
su dia- (319). Pero ademâs deberâ cobrar todos los béné­
ficiés que produzcan las empresas embargadas y que pudie- 
ren corresponden al responsable civil presunto e incluso 
cobrar los crédites que vencieren y que estuvieren a fa­
vor de aquéllas (320) .
Pero el recaudar los frutos y rentas, debe hacerse im 
pidiendo que la finca, semovientes o empresa desmerezcan 
es decir, no se debe realizar una explitaciôn abusiva que 
ponga en peligro la conservcvciôn de los bienes administra 
dos.
2-. Abrir cuentas corrientes a la vista en un estable 
cimiento bancario o Caja de Ahorros a fin de poder ingre- 
sar y retirar los fondos necesarios para el cuidado de la 
administraciôn. Nunca esta autorizaciôn debe ir mâs allâ, 
por lo que las cantidades que no tengan el limite senala-
(319) STS. de 25 de abril de 1.933.
(320) En el mismo sentido se pronunciô el Tribunal Supremo
en sentencia de 19 de abril de 1.919 respecto del de
positariô de la quiebra.
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do no podrân ser ingresadas en esas cuentas corrientes, 
sino que deberân ponerse a disposiciôn del Juzgado, quien 
deberâ acordar que sean ingresadas en la Caja General de 
Depôsitos. Por esta ûltima razôn, en los Tribunales se 
niega, en ocasiones, el permise para abrir cuentas co­
rrientes, pues, a veces bajo el pretexto de tener abier- 
tas éstas para poder atender a los gastos urgentes, lo 
que se pretende es seguir reteniendo todas las cantidades 
que se recaudan por los administradores. Aunque es mâs 
productive, y tambiên ofrece seguridad, que el dinero men 
cionado se convirtiese en Cêdulas del Estado, o se hicie- 
se el ingreso en una entidad bancaria o de ahorro, a pla- 
20, tampoco ha sido aceptado por nuestros Tribunales que 
mantienen el cierto de que queden aseguradas de la misma 
forma que lo han de ser los restantes bienes embargados, 
de su clase.
3) Comprar todo lo necesario para asegurar la produc- 
ciôn, como abonos, insecticides, etc., las materias pri­
mas y maquinaria para el desarrollo normal de las activi­
dades empresariales, el material para atender las funcio­
nes de contabilidad y oficina en general.
4) Hacer los pagos de nôminas de los empleados; de lo 
comprado, que se resenà en el apartado anterior; de deu- 
das aseguradas con los propios bienes embargados y que, 
en caso contrario, podrian poner en peligro la conserva­
ciôn de los bienes administrados; de gastos de viaje nece 
sarios para la administraciôn; de los gastos generalmente 
entendidos como menores, etc.
5) Contraer crédites, siempre que sean proporcionados 
a la administraciôn, que adquieren un rango especial. Tie 
ne declarado el Tribunal Supremo que el administrador de 
bienes embargados, como mandatario del Juez que le nombra, 
puede realizar expensas en la custodia, conservaciôn y ma
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nejo de los bienes, siendo los créditos que tenga que con 
traer de un orden preferente (321),
6) Firmar actas de constancia de hechos origen de li- 
quidaciones practicadas por determinados Organos adminis­
trativos (322) .
7) Con autorizaciôn del Juzgado, dar en arrendamiento, 
los viviendas o locales de négocie, que quedasen libres 
de anteriores arrendamientos, durante la vigencia da la 
administraciôn, asi como las fincas rûsticas en los mis­
mos casos, y autorizar la continuéeiôn por prôrroga de 
los arrendamientos que estaban vigentes al constituirse 
aquella (323) .
Se exceptûan de esa régla las fincas que el responsa­
ble civil explotase o cultivase por su cuenta, en cuyo ca 
so deberân ser explotadas y cultivadas por la administra­
ciôn, si bien, el administrador, cuando haya razones jus- 
tificadas suficientes, deberâ informer a los intervento­
res y Juzgado en el sentido de que ésto no es lo que mâs 
conviens, a fin de que se autorice su arrendamiento.
En el mismo sentido, a sensu contrario, puede acudir 
se al Juzgado para soliciter que sea la administraciôn la 
que realice aquellas actividades respecto de fincas que
(321) STS. 31 de marzo de 1.886.
(322) En este sentido se pronunciô respecto de una liqui- 
daciôn practicada por una Junta Provincial de Pro- 
tecciôn de Menores el Tribunal Econômica Administra 
tivo Central en acuerdo de 26 de junio de 1.969.
(323) Por analogla a lo establecido en el articule 1.021 
de la ley de enjuiciamiento civil.
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estaban arrendadas y vencen los contratos de arrendamien­
to .
De todas formas habrâ que tener présente lo que en es 
ta materia dispongan, en cada caso, las leyes arrendati.- 
cias rûsticas y urbanas.
Por analogla con lo dispuesto en los articules 1.021, 
1.022 y 1.023 de la ley de enjuiciamiento civil en el su­
puesto de que se dieren en arrendamiento, las casas de ha 
bitaciôn o cuartos en que estén divididas, y las fincas 
rûsticas de poca importancia, no serâ preciso haber subas^  
ta, debiendo acomodarse a los precios y pactos corrientes 
en la localidad. Serâ, por el contrario, necesario la ce 
lebraciôn de subasta pûblica judicial cuando se tratara 
del arrendamiento: 1® De establecimiento fabriles, indus­
triales o de cualquier otra clase. 2® De fincas rûsticas 
cuya renta anual exceda de 2.000 pesetas. 3® De los que 
deban inscribirse en el Registre de la Propiedad conforme 
a lo prevenido de la Ley Hipotecaria. Servirâ de tipo pa 
ra estas subastas el precio medio del arrendamiento de la 
misma finca en los cinco ûltimos anos y, en su defecto, 
el que se fije por avalûo de peritos.
d’) DE DISPOSICION
Pueden considerarse de este tipo las funciones siguien
tes :
1) Poder enajenar todos o algunos de los bienes semo­
vientes, si lo creyeron conveniente, pero pidiendo al Juz 
gado la correspondiente autorizaciôn (art. 602-11 LECr.).
2) Practicar los actos dispositivos en general que 
fueren necesarios o convenientes para la administraciôn 
de empresas embargadas (art. 2-III DLEE).
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3) Vender frutos y productos en determinados casos:
1° Cuando puedan deteriorarse. Hay una serie de 
bienes, como son algunos productos de los animales, cier­
tos frutos agricolas, y determinados productos industria­
les que no pueden conservarse mâs que un corto lapso de 
tiempo, horas en ocasiones, por lo que debe procederse a 
su venta inmediâtamente ya que lo contrario iria contra 
los propios intereses de la misma administraciôn.
2® Las que son de diflcil y costosa conservaciôn. 
Todos aquellos frutos y productos que podrian conservarse 
a cambio de mueho trabajo y esmero, quizâs sin provecho, 
puesto que adn asi suelen perderse o deteriorarse tambiên 
deben ser enajenados.
3® Los frutos al presentarse circunstancias que se 
estimen ventajosas. Aunque existan en la administraciôn 
frutos o productos que puedan conservarse sin grandes gas 
tos y trabajos, sujetos como estân a las alternativas del 
mercado, puede presentarse ocasiôn de enajenarlos a buen 
precio.
En los tres casos deberâ pedir autorizaciôn al Juzga­
do quien acordarâ lo que estime oportuno, tras oir a los 
Interventores, si los hubiere, al Ministerio Fiscal y a 
las partes. Para que haya tiempo a êstos tramites, se 
podrâ soliciter el permise antes de que llegue el momento 
en que haya de efectuarse la venta y, si fuere posible, 
se realizarâ ésta en pûblica subasta, pero teniendo pré­
sente que habrâ determinados bienes que, por sus circuns­
tancias especlficas tendrân que enajenarse de cualquier 
otra forma.
4° Los demâs bienes es necesario procéder a su ena­
jenaciôn para el pago de deudas o para cubrir otras aten- 
ciones. También aqui parece lôgico que, en caso de nece-
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sidad, cuando haya que atender a determinados pagos inmi j
nentes de la propia administraciôn se pueda hacer con i
los bienes de la misma. Debe tenerse en cuenta que lo j
que no se puede hacer con aquellos frutos es atender a i
las deudas del propietario de los bienes. ||
, I
!
En todos estos actos de disposiciôn en que se proce- : ;
de a enajenar bienes de una u otra clase, parece que hay 
un ataque al derecho de propiedad del procesado; en rea- 
lidad sôlo deberîa efectuarse la enajenaciôn de los mis­
mos en ejecuciôn de sentencia condenatoria, ante el impa 
go de las cantidades aseguradas con los bienes adminis- r
trados. Se produce realmente un conflicto entre el dere |
cho del propietario de dichos bienes, y los intereses de \
los perjudicados y de la propia sociedad; ante ésto, se 
ha preferido tutelar los ûltimos que podrân ser burlados 
de no procederse a la venta. Dice AGUILERA PAZ (324) 
que no hay un injustificado ataque a la propiedad del il
procesado con la enajenaciôn necesaria, puesto que pudo ,
evitarse y no se evitô. El razonamiento de este autor |
parece acertado si ademâs tenemos en cuenta que el artï- |
culo 602 de la ley de enjuiciamiento criminal, en su pâ- *
rrafo tercero, tiene establecido que no habrâ lugar a la 
venta cuando se asegure por el procesado, u otra persona 
en su nombre, el pago de los gastos de administraciôn y 
conservaciôn que excedan de los productos que dieren los f
bienes embargados.
Es definitiva, como puede observerse, son escasas las j
atribuciones del administrador para los actos de disposi- i
ciôn, ya que apenas si se le réconocen otras que las de 
proponer al Juez lo que debe realizarse.
(324) E. AGUILERA DE PAZ. Ob. cit. Pâg. 420.
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b) ePUEDE EJERCITARSE EL DERECHO DE VOTO CUANDO SE 
EMBARGAN ACCIONES?
Dice RAMIREZ (325) que como escriben Polo y Ballbé, 
tres son las soluciones propugnadas para resolver la cue£ 
tiôn de a quien corresponde la emisiôn del voto en las 
juntas générales en el supuesto de acciones secuestradas: 
una, la suspensiôn del ejercicio del derecho de voto du­
rante el tiempo que esté vigente la medida cautelar y las 
acciones confiadas al depositario judicial, otra, la atr^ 
buciôn del derecho de voto al depositario judicial de las 
acciones, y una tercera, el mantenimiento de aquel dere­
cho en favor del propietario de las acciones secuestradas.
De estas tres soluciones podemos rechazar la primera 
por estimar errônea la idea que le sirve de base, ésto es, 
la inseparabilidad entre la propiedad de la acciôn y el 
ejercicio de los derechos que de ella derivan. En favor 
de la segunda se aduce por RAMIREZ (326) que el articule 
308 del Côdigo de Comercio dice: Los depositarios de titu 
los, valores, efectos o documentos que devenguen intere­
ses, quedan obligados a realizar el cobro de éstos en las 
épocas de sus vencimientos, asi como también a practicar 
cuantos actos sean necesarios para que los efectos depos^ 
tados conserven el valor y los derechos que les correspon 
dan con arreglo a las disposiciones légales. Lôgicamente, 
si el depositario de las acciones viene obligado a practi 
car cuantos actos se precisen para que las acciones con­
serve su valor y derechos, parece lôgico pensar que habrâ 
de ejercitar también los derechos inherentes a la acciôn.
CARRERAS (327),dice que debe entenderse que el nombra 
do como administrador podrâ ejercitar todos los derechos 
o facultades del socio que se refieran a la obtenciôn de
(325) J.A. RAMIREZ. La quiebra. Tomo II. Barcelona 1.969. 
Pâg. 554.
(326) J.A. RAMIREZ. Ob. cit. Pâgs. 556-557.
(327) J. CARRERAS. El embargo de bienes. Ob. cit. Pâg.509.
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frutos, como cobrar dividendos, intervenir en la fiscali- 
zaciôn y aprobaciôn de balances, etc. En cambio no podrâ 
ejercitarse derechos de carâcter politico exclusivamente, 
que se refieren a la direcciôn y administraciôn de la em­
presa, con actos cuya trascendencia supere la interinidad 
que debe atribuirse a la administraciôn.
Segûn el Tribunal Supremo (328) el cargo de deposita- 
rio-administrador nombrado como consecuencia de embargo 
preventivo sobre acciôn de una Sociedad Anônima no puede 
tener mâs alcance que el que legalmente le corresponde, y 
que segûn el artîculo 1.788 del Côdigo Civil y los articu 
los 597 y siguientes de la ley de enjuiciamiento criminal, 
en relaciôn con los articulos 2 y siguientes del Decreto 
Ley sobre administraciôn de empresas embargadas regulan, 
es ûnicamente el de constituir una medida precautoria que 
sôlo confiere al depositario o secuestratario las faculta 
des inherentes a la obligaciôn de custodia peculiar del 
depôsito, que debe cumplir con la diligencia de un buen 
padre de familia, por lo que no hay que olvidar, que aquél 
nombramiento se limita ûnica y exclusivamente a dicha fun 
ciôn con las limitaciones que la ley establece pero no pa 
ra atribuir otras que sôlo competen al titular del dere­
cho o bien embargado. No hay que olvidar que la condi- 
ciôn de accionista va unida a la titularidad de la acciôn 
y que a diferencia de los derechos patrimoniales del mis­
mo, el de voto constituye un derecho personal que por su 
especial naturaleza no puede ser enajenado con independen 
cia de la acciôn y habrâ de ser ejercitado necesarlamente 
por el propio titular, por si o por medio de représentan­
te .




Para poder realizar las funciones que hemos estudiado 
es necesario que el administrador tenga tambiên una serie 
de facultades que tampoco estân regulados con claridad en 
nuestra legislaciôn.
1-. Una vez que ha prestado fianza, cuando se hubiere 
exigido este requisite, e inmediâtamente al nombramiento 
en los demâs casos, el administrador tiene derecho a que 
se le ponga en posesiôn de su cargo y se le entreguen 
los bienes que procedan, bajo,inventario. Siempre que se 
le entregan bienes es necesario, por la propia seguridad 
del mismo administrador cuando haya de rendir cuentas,que 
examine aquellos.
2-. A cobrar una retribuciôn. De todas formas convie 
ne aclarar que la ley, al hablar del administrador a este 
respecto, no hace distinciôn alguna entre el que sea a la 
vez propietario, y el que no ostente esta cualidad. In- 
dudâblemente que podrîa ser gratuite el cargo constituyen 
do una prueba de la confianza en la honorabilidad de una 
persona, pero lo cierto es que el desempeno del mismo es 
una carga que lleva consigo muehas preocupaciones, traba­
jo y responsabilidad. Si no hubiese retribuciôn es dudo- 
so que, en los momentos actuales, persona alguna aceptara 
el nombramiento. Por todo lo expuesto es natural que 
existe derecho a cobrar unos emolumentos, no siendo la ad 
ministraciôn una funciôn gratulta como la del depositario 
que limita su actividad a la mera custodia o conservaciôn, 
sino que tiene mayor complejidad y requiere una dedica- 
ciôn especial a las tareas encomendadas.
La retribuciôn que corresponde a este administrador 
serâ :
1° Del 1 por 100 sobre el producto liquide de la ven-
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ta de frutos.
2® Del 5 por 100 sobre los productos llquidos de la 
administraciôn que no procedan de la causa expresada en 
el pârrafo anterior (329).
Si no se enajenaren bienes, o no hubiere productos 
llquidos (330), el Juez senalarâ el apremio que haya de 
percibir el administrador, segûn la costumbre del pueblo 
en que la administraciôn se ejerza (art. 607 LECr.).
Si la administraciôn fuese de empresas embargadas, el 
Juez fijarâ la cantidad que discrecionalmente estime se­
gûn la importancia y productividad del capital administra 
do y el grado de dedicaciôn que la administraciôn precise, 
siendo apelable en un efecto, por el Ministerio Fiscal y 
los interventores la resoluciôn en que se acuerde (art. 6 
DLEE) (331).
(329) Esas cantidades coinciden con las senaladas, por 
los mismos conceptos, en el artîculo 1.184 de la 
ley de enjuiciamiento civil para el depositario de 
la quiebra y en el artîculo 1.219 para los slndicos 
del consurso de acreedores.
(330) Siempre que se hace mèneiôn a productos llquidos, 
debe entenderse que son puros o netos (STS de 15 
de febrero de 1.967).
(331) Es curioso destacar que para la administraciôn ci­
vil del artîculo 1.450 de la ley de enjuiciamiento 
civil, ante el silencio del legislador, la doctrina 
juridica en vez de acudir a lo que dice la ley de 
enjuiciamiento criminal ha entendido que para la re 
tribuciôn debe seguirse el criterio del artîculo 
1.033 de la ley de enjuiciamiento civil para el 
abintestato, cuando la administraciôn judicial en 
el proceso penal tiene mâs analogies con aquella. 
Esto no obsta para que sôlamente se puedan aplicar 
los dos ûltimos pârrafos del ûltimo articule por en 
tender que son los ûnicos que contemplan facultades 
propias del administrador DE LA PLAZA. Ob. cit. Pâg. 
90. También MANRESA. Comentarios a al LEC. Tomo VI. 
Pâgs. 455-456.
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También procédé aplicar aqui, por analogîa, el ültimo 
pârrafo del articule 1.033 de la ley de enjuiciamiento c^ 
vil en el sentido de que podrS acordar el Juez, cuando le 
considéré juste, que se abonen al administrador los gas- 
tos de viajes que tenga necesidad de hacer para el desem- 
peno de su cargo.
Los gastos de viaje a que estrictamente alude el pro- 
yecto habrân de ser, no s61o los de locomociôn o transpor 
te, sine tambiên los de manutenciôn y hospedaje, pero su 
importe habrâ de ser justificado por el administrador me- 
diante minuta o facturas, siempre que le sea posible y ex 
céda de una mÔdica cantidad.
Se establece derecho a emolumentos por très conceptos 
distintos; Venta, administréei6n y gastos de viajes. No 
obstante, no se debe cobrar, simultâneamente, por los 
dos conceptos de venta y administraciôn ningûn ingreso(332)
Cuando haya gastos, por actividades en las que séria 
necesario la intervenciôn de un abogado o procurador, si 
no actuase alguno de ellos, por ostentar esa cualidad el 
administrador, tendrâ éste derecho a que se le abonen los 
honorarios de taies profesionales.
Lo que corresponde por estas rémunéréeiones y los gas 
tos o expenses hechas en la custodia, conservaciôn y raane 
jo de los biënes que se confian al administrador, son de 
abono preferente, como lo son siempre los gastos judicia- 
les, sin que quepa confundirlos con los de otros acreedo- 
res particulares que se hallan en caso muy distinto (333). 
El derecho al percibo de esas cantidades se trasmite por
(332) En el mismo sentido se pronuncia F. DE P. RIVES Y 
MARTI, Ob. cit. Tomo 1. Pâg. 207.
(333) STS 6 de octubre de 1.893.
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su muerte a los herederos (334) .
Habrâ de tenerse présenté que el Tribunal Supremo tie 
ne declarado que los porcentajes a abonar al administra­
dor se calcularân después de haberse determinado el alcan 
ce neto de la cuenta liquida, nunca desde la entrada en 
bruto de los fondos (335) .
3® A que se le haga provisiôn de fondos para cubrir 
las atenciones de su cometido. Para cualquier pago inelu 
dible, o si los ingresos se hacen insuficientes, el admi­
nistrador deberâ acudir al Juez, para que tras oir a los 
interventores y a las partes, acuerde lo que considéré 
mâs procedente en cada caso. No obstante, si hubiese an- 
ticipado fondos el administrador y, se estimase que era 
necesario el gasto, deberân reembolsârsele. No obstante, 
no tendrâ derecho a la retenciôn que, por analogie de lo 
dispuesto en los articulos 453 y 1.730 del Côdigo Civil 
para la posesidn y mandato, respectfvamente, podria enten 
derse ya que las circunstancias son diferentes al existir 
aqui la actuacidn del Juez del proceso.
4“ En el caso de que hubiere administréeiones subal­
ternes, antes de constituirse la administraciôn, éstas se 
conservarân, pero el administraciôn judicial tendrâ dere­
cho a exigir que aquellos administradores le rindan cuen- 
tas y le remitan lo que recauden, que a su vez deberâ en- 
tregar en el Juzgado para que sea ingresado en la Caja Ge 
neral de Depôsitos. Incluso, en el caso de quedar vacan­
tes algunas de dichas administrâtiones podrâ proveerlas.
(334) STS 10 de diciembre de 1.887.
(335) STS 6 de julio de 1.918.
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bajo su responsabilidad (arts. 1.034 y 1.035 LEG).
5® Tendrâ derecho a nombrar a las personas que nece- 
site para que le auxilien en el desempeho de sus funcio- 
nes administratives, pero siendo él siempre el responsa­
ble directo de las actividades realizadas por ëstos.
c) DEBERES
Como dice DINACCI (336) tiene el administrador el de 
ber de ejercitar su actividad con la diligencia de un 
buen padre de familia y, en el caso de que viole este de 
ber, ha de responder de los danos ocasionados a las par­
tes. La obligacidn anterior,% de carâcter general, tam- 
bién estâ recogida en el artîculo 1.788 del Côdigo Civil, 
pero lleva a su vez consigo otras mâs particulares que 
examinaremos a continuacidn, dejando para el final de la 
enumeraciôn las que considérâmes mâs importantes:
1® Debe prestar juramento o promesa, tomar posesiôn 
del cargo cuando se le cite para ello y prestar la fian- 
za que se le exigiere.
2® Ha de cumplir su cometido personalmente. No pue- 
de ser de otro modo, todo vez que su designaciôn se rea­
lize teniendo en cuenta las especiales condiciones perso 
nales del nombrado, de no ser asi la finalidad de elegir 
a un individuo determinado quedaria burlada. Creemos 
que ni la amistad, ni la confianza pueden justificar la 
delegaciôn de atribuciones, aunque ello no serâ obstacu- 
lo para que se valga de personal auxiliar, salvo en el 
caso especialismo de que se le haya prohibido la ayuda o 
de que la naturaleza del acto sea tal que se exija la 
realizaciôn por el propio administrador.
(336) U. DINACCI Ob. cit. Pâg. 177
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3“ Debe satisfacer todos aquellos gastos que lleve 
consigo la administraciôn, comprendiéndose entre los mi£ 
mo8 el pago de pleitos, contribueiones (337) y demâs 
atenciones ordinaries, para lo que el Juez podrâ dejar 
en poder del administrador la suma que se créa necesaria 
(art. 1.019 LEC).
4® Todas las cantidades que reciba de ventes, rentes, 
etc. salvo las que deban emplearse en la propia adminis­
traciôn deberân ser puestas a disposiciôn del Juzgado 
que ingresarâ inmediatamente en la Caja General de Depô- 
sitos.
5® Habrâ de pedir al Juzgado la correspondiente auto 
rizaciôn para poder enajenar semovientes (art. 602 LECr.) 
Cuando quisiere enajenar o graver participaciones en la 
embargada o de ésta en otras, o bienes inmuebles o cua- 
lesquiera otros bienes o derechos que, por su naturale­
za o importancia, el Juez hubiere exprésamente senalado, 
deberâ convocar a los interventores a una comparecencia, 
dando cuenta al Ministerio Fiscal, a una comparecencia 
(art. 4 DLEE) y, aunque no lo exija la ley, deberâ adjun 
ter el orden del dla con la convocatoria.
6® Pondrâ en conocimiento del interventor los actos 
administrâtivos que se proponga ejecutar (art. 608 LECr.)
7® Hacer las reparaciones ordinarias que sean necesa 
rias para la conservaciôn de edificios, prestar a los 
animales los cuidados necesarios para su sustento y sani 
dad, y realizar en las fincas rûsticas que no estén arren 
dadas, las labores y abonos que exija su cultivo (338).
(337) Acuerdo del Tribunal EconÔmico Administrative Cen­
tral de 26 de junio de 1.969.
(338) En parte asi se expresa el articule 1.016-11 LEC.
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8® Si se traspasare algdn local de negocio sujeto a 
la administraciôn, debe reclamar la participaciôn en el 
precio que corresponde segûn las normas del artîculo 39 
de la ley de arrendamientos urbanos.
9® No debe practicar operaciones que sean contrarias 
a la administraciôn ni que puedan dar lugar a la compe- 
tencia con ella.
10° No puede asumir el papel de comprador de los bie 
nés administrados en venta, ni siquiera cuando se haga 
mediante püblica subasta. Lo creemos asi por razôn de 
moralidad, evitando, en cuando sea posible, toda ocasiôn 
de fraude, de engano o de perjuicio.
11® Tienq que conserver, sin menoscabo, los bienes e 
incluso ha de intenter su aumento y procurer que se den 
las rentes, productos o utilidades que corresponda con 
arreglo a las circunstancias del pals (arbs. 602 LECr. y 
1.016 LEC). En consecuencia deberâ percibir periôdica- 
mente las rentas que abonen los arrendatarios y usuarios 
de los bienes (339) .
Al referirnos a la obligaciôn de conserver los bie­
nes hay que hacer una distinciôn segûn se trate de bie­
nes muebles o inmuebles. En el primer caso, si son con- 
sumibles por el uso, el administrador estarâ obligado a 
devolver su équivalente en especie, cantidad y calidad 
por analogie a lo que debe hacer el usufructuario (art. 
482 CC); si son fungibles, esto es, si pueden ser susti- 
tuldas por otras del mismo género en calidad y cantidad 
entran en la propiedad del administrador, quien habrâ de 
restituir el équivalente de lo que reciba; tratândose de 
cosas que ûnicamente se deterioran por el uso, serâ pre-
(339) STS de 6 de junio de 1.968
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clso que el administrador las conserve retirândolas del 
uso o usândolas de conformidad con su destino; para los 
restantes bienes deberâ tener la posesiôn de los roismos 
hasta que termine la administraciôn.
Si se trata de bienes inmuebles habrâ de realizar to 
das aquellas actividades capaces de evitar las posibles 
causas de pérdida o détériore.
Pero conservaciôn de los bienes lleva también a su 
defensa jurîdica y asi se habrâ de practicar todos aque­
llos actos que la entranen como la interrupciôn de la 
prescripciôn extintiva, el impedir la caducidad de cier- 
tos derechos, ejercitar acciones, etc.
Junto a la conservaciôn propiamente dicha estâ el de 
ber de intenter que los bienes den rendimientos, para lo 
que ha de ejecutar actividades productives, sin que ello 
signifique se acometan operaciones arriesgadas con ânimo 
de râpidos y grandes lucros, porque ello saldria de los 
rendimientos normales de una buena administraciôn. Si 
nombrârsele se le fije al administrador una cuantia mâxi 
ma a que pueda llegar en sus raanejos administratives, 
cumplirâ con no extralimitarse. De todas formas, quizâs 
séria conveniente que, para su tranquilidad, pidiera au- 
torizaciôn al Juzgado siempre que la operaciôn entranara 
algûn riesgo, eso si, exponiendo clâramente las ventajas 
y los inconvenientes de la misma.
12® Quizâs la obligaciôn mâs importante que tiene el 
administrador, sea la de rendir cuehtas. Es principio 
de derecho, reconocido en todo tiempo y en todos los pue 
blos, que el mandatario estâ obligado a dar cuenta (340)
(340) Los términos dar cuenta y rendir cuentas son expre 
siones équivalentes STS de 24 de mayo de 1.975.
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de sus operaciones y a abonar al mandante cuanto haya re 
cibido en virtud del mandato, aûn cuando no se debiera 
al segundo (art. 1.720 CC) (341).
Como dice GITRAMA (342), pueden definirse las cuentas 
con nuestro Diego del Castillo como la razôn o memoria 
que présenta el administrador de lo que da y de lo que 
recibe.
La rendiciôn de cuentas deberâ hacerse en todo caso, 
al final de la administraciôn (arts. 1.012 LEC y 5 DLEE) 
y siempre que el administrador cese en su cargo, pero 
ademâs, si la administraciôn fuere sobre fincas se reali 
zarâ en la forma y época que se hubiere determinado pre- 
viamente, por analogla a lo que establece el articule 
1.522 de la ley de enjuiciamiento civil y, en los demâs 
casos, en los plazos que el Juez senale (arts. 1.010 y 
1.450-11 LEC y 5 DLEE)'. Estos plazos serân proporciona- 
dos a la importancia y condiciones del caudal, sin que 
en ningûn caso puedan exceder de un ano (art. 1.010 LEC).
La obligaciôn de rendir cuentas ha de cumplirse, en 
su caso, ante el Juzgado que nombrô al administrador y 
de quien es mandatario (343).
Si los plazos de rendiciôn de cuentas son mâs largos 
que los normales de recaudaciôn, el administrador irâ de
(341) En el mismo sentido el Côdigo de comercio en el 
artîculo 263 dice que el comisionista estarâ obli­
gado a rendir, con relaciôn a sus libros, cuenta 
especificada y justificada de las cantidades que 
percibipo para la comisiôn, reintegrando al comi- 
ten'te, en el plazo y forma que éste le prescriba, 
del sobrante que resuite a su favor.
(342) M. GITRAMA. Ob. cit. Pâg. 277.
(343) STS de 30 de junio de 1.921, citada por M. FENECH. 
Doctrina... Ob. cit. Pâg. 7.335.
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positando a disposiciôn del Juzgado las cantidades que 
perciba (art. 1.020 LEC).
Al rendirse cuentas se consignarâ el saldo que de 
las mismas resuite o se presentarâ el resguardo original 
que acredita haberlo depositado en el establecimiento 
destinado al efecto. En el primer caso, el Juez acorda- 
rA inmediStamente el depôsito; y en el segundo, que se 
ponga en los autos diligencia expresiva de la fecha y 
cantidad del mismo (art. 1.010 LEC).
No se establece en la ley la forma de redactarse la 
cuenta, pero en cualquier caso debera contener con todo 
detalle los ingreso y los gastos, basândose en los docu- 
mentos o comprobantes (283 CC).
Con las cuentas del administrador y con los compro­
bantes de las mismas se formarâ un ramo separado. Para 
el efecto de instruirse de las cuentas y a fin de inspec 
cionar la administraciôn o promover cualesquiera medidas 
que versen sobre rectificaciôn o aprobaciôn de aquéllas, 
serân puestas de manifiesto en la Secretaria a la parte 
que en cualquier tiempo lo pidiere (art. 1.011 LEC).
Todas las cuentas del administrador, incluso la fi­
nal, serân puestas de manifiesto a las partes en la Se- 
cretarfa, cuando cese en el desempeno de su cargo, por un 
término comûn, que el Juez senalara segûn la importancia 
de aquéllas (art. 1.013 LEC).
Pasado dicho término sin hacerse oposiciôn a las 
cuentas o al desestimar los reparos que se hubieren ale- 
gado, el Juez dictarâ auto aprobândolas y declarando 
exento de responsabilidad al administrador. En el mismo 
auto, el Juez cancelarâ la hipoteca que el administrador 
hubiese constituido, o mandarâ devolver la fianza que hu
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biere prestado (art. 1.014 LEC).
Si las cuentas fueren impugnadas en tiempo hâbil, se 
sustanciarâ la impugnaciôn con el cuentadante por los 
trâmites establecidos para los incidentes. Es manifies­
to, por consiguiente, que aquél es parte légitima en el 
incidente en que ha de tramitarse dicha oposiciôn y en 
este concepto afectan al mismo y a sus derechos, los pro 
nunciamientos que recaigan en orden a la aprobaciôn de 
las mismas, aprobaciôn que segûn el artîculo 1.014 de la 
ley de enjuiciamiento civil libera al administrador de 
responsabilidad; y, por tanto, no puede vâlidamente sos- 
tenerse que en el incidente de oposiciôn a las cuentas 
dadas por el administrador judicial no litigue el mismo 
derechos propios (344). Contra el auto que ponga térmi­
no al incidente de cuentas, procederâ la apelaciôn en am 
bos efectos; contra el que pronuncie la Audiencia, se da 
rS el recurso de casaciôn (art. 1.015 LEC).
13® Al final de la administraciôn deberâ entregar 
los bienes que tenga en su poder. a la persona que ordene 
el Juez.
iDebe pagar intereses de capitales garantizados con 
hipoteca sobre un inmueble? Tiene el Tribunal Supremo 
declarado (345) que no es posible atribuir al administra 
dor, como propia, la facultad de pagar éstos intereses y, 
menos aûn, suponer que ésto constituya en él una obliga­
ciôn legal, como contenida en la conservaciôn, pues ésta 
le es exigida, no tanto en beneficio del deudor, como en 
utilidad del acreedor, para asegurar la adecuada explota
(344) STS de 6 de octubre de 1.932
(345) STS de 25 de abril de 1.933.
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ciôn del inmueble, bajo la inspecciôn judicial,para que 
dé el rendimiento adecuado a saldar el crédite del ejecu 
tante.
Nos parece que quizâs esté mâs acertado el Tribunal 
EconÔmico Administrative Central (346) al decir que el 
administrador debe realizar el pago de crédites preferen 
tes, ya que, de otro raodp, se llegarla a la ejecuciôn de 
los mismos, incupliéndose por parte del administrador la 
obligaciôn de conservaciôn de dichos bienes. Ademâs, po 
dria darse lugar a que por no pagar los intereses de un 
crédito hipotecario se pasara a la ejecuciôn de éste y 
quede la administraciôn sin contenido al desaparecer de 
la misma los bienes embargados, lo que, en definitive, 
irla en perjuicio de todo lo que se habla querido garan- 
tizar con ella.
6Que sucederâ si el administrador realiza actos por 
si, sin comunicar al interventor, Ministerio Fiscal o 
Juez lo que va a realizar cuando este requisite sea nece 
sario?. No dice nada en concrete la legislaciôn, pero, 
por analogie a lo que dispone el artîculo 6 de la ley de 
suspensiôn de pages creemos que serân nulos todos los 
actos efectuados en esas circunstancias. No obstante 
esa nulidad debe ser relative, es decir, podrâ subsanar- 
se, ex post facto.
d) RESPONSABILIDADES.
Como dice GITRAMA (347) siempre ha venido ejerciendo 
la autoridad püblica una vigilancia extremada sobre la 
gestiôn que realizan en patrimonies ajenos los encarga-
(346) Acuerdo 26 de junio 1964.
(347) M. GITRAMA. Ob. cit. Pâg. 301 y ss.
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dos de su custodia y administraciôn; pero a pesar de ella, 
el administrador puede inteligentemente soslayarla. Por 
eso, en general, habrâ que examiner si el administrador 
rebasa o no los limites de sus poderes. En el segundo ca 
so es decir, cuanto realiza simplemente los actos que le 
han sido encomendados no incurrirâ en responsabilidad, pe 
ro si habrâ lugar a ello en el supuesto contrario. El 
criterio se halla, pues, entre las nociones de actos de 
buena y actos de mala administraciôn, y es al Juzgado o 
Tribunal a quien corresponderâ el examen y determinaciôn 
de tal carâcter.
El administrador judicial por tanto, si no cumple con 
sus obligaciones, o se sale de los limites de sus poderes, 
incurre en responsabilidad, que puede ser penal y civil.
a’) Existirâ responsabilidad criminal en los siguien- 
tes casos;
1“Desobediencia. Se puede cometer una falta de esta 
clase al dejarse de cumplir lévemente las ôrdenes particu 
lares que le dictare el Juez del proceso (art. 570-5®CP). 
Por el contrario, cuando lo hiciere grâvemente incurrirâ 
en un delito de desobediencia (art. 237 CP). Como dice 
el Tribunal Supremo (348) existe este delito cuando, en 
el ejercicio de sus funciones y dentro de los limites de 
sus facultades, el Juez, comunica una orden formai y rei- 
terada y, el obligado a cumplirla, lejos de atenderla, se 
manifiesta en actitud de resuelta y decidida oposiciôn al 
nrandato legitimo, conducts que por su trascendencia menoscabe 
y quebrante sensiblemente el respeto debido al principio que 
encarna aquélla, tan necesario para mantener los presti- 
gios del Poder Pûblico. Por lo tanto, comete este deli­
to quien es citado très veces, en forma legal, por medio 
de cédulas que llegaron a su poder, en virtud de acuerdo 
adoptado por la Autoridad, las dos ûltimas con el aperci-
(348) STS 30 de diciembre de 1.950.
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bimiento de que podia incurrir en dicho delito.
2® La obligaciôn de conserver y devolver los bienes 
administrados también puede originar, con su incumplimien 
to, una infracciôn criminal. Por ello es importantismo 
que se haga constar el estado de los bienes en el raomen- 
to de su entrega; no obstante, el hecho cierto de que el 
administrador no realice ésto al recibirlos, no es por 
si solo déterminante de la imputabilidad al mismo de to­
do los dahos que se notaren en los bienes al tiempo de 
césar la administraciôn (349).
La jurisprudencia antigua consideraba que la apropia 
ciôn o distracelôn de bienes, imputable a los administra 
dores de bienes embargados, como constitutiva de un del^ 
to de estafa (350). Pero la tipificaciôn especifica que 
se diô mâs tarde al Côdigo penal y que sigue vigente, ha 
hecho que se considéré como un delito de malversaciôn de 
caudales pûblicos. Para que exista éste es necesario 
que el depositario tenga consideraciÔn de funciario pd- 
blico, carâcter que ostenta con respecte a los bienes ad­
ministrados en la administraciôn judicial, y que los bie 
nés reciban consideraciôn de caudales pûblicos, lo que 
también sucede (351). Pero ademâs se necesita un empleo 
indebido de Los caudales y su no reintegro en la totali- 
dad (352).
(349) STS de 23 de septiembre de 1.891.
(350) STS de 6 de abril de 1.897, 2 de diciembre de 1.891
y 22 de noviembre de 1.928.
(351) STS de 31 de mayo de 1.927, 6 de julio de 1.940 y
3 de enero de 1.945.
(352) STS de 3 de enero de 1.942.
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Atendiendo a la regulaciôn del Côdigo Penal, nos en- 
contramos que considéra que incurren en el delito de ma^ 
versaciôn de caudales pûblicos los administradores de 
caudales embargados, secuestrados o depositados por auto­
ridad püblica, aunque pertenezcan a particulares (art. 
399) (353) que coraetan alguno de los hechos que se espe­
cif ican tlpicos de dicho delito que son:
1) Sustraer o consentir que otro sustraiga los cauda 
les o efectos pûblicos que tenga a su cargo o a su dispo 
siciôn por razôn de sus funciones, aunque los réintégré 
luego, requerido por las Autoridades compétentes (art. 
394) (354).
(353) El Tribunal Supremo en sentencia de 24 de enero de 
1.940, como consecuencia de haberse enajenado un 
potro rojo embargado por la autoridad judicial, es 
timô que, al contravenirse la orden que le mandaba 
conservarlo y administrarlo hasta tanto se acorda- 
se lo que en derecho procediere, se habia incurri- 
do en un delito de malversaciôn de caudales pûbli­
cos, porque la razôn de esta determinaciôn puniti- 
va obedece a la severidad con que se juzgô el que- 
brantamiento voluntario y doloso de una funciôn de 
garantie conferida por autoridad compétente al de­
positario, que, por serlo y en cuanto lo es, queda 
investido de funciones pûblicas, de la misma mane- 
ra que se estiman como pûblicos los caudales o bie 
nés cuya custodia se les encomiende. La redacciôn 
de la legislaciôn penal, por el sentido amplio de 
sus conceptos cuando dice "...administradores o de 
positarios por autoridad püblica, aunque pertenez­
can a particulares" indica que se quiso abarcar to 
das las particularidades posibles sin excepciôn ni 
distinciôn alguna, no siendo jurldicamente acepta 
bie establecer éstas donde la ley no las establece.
(354) STS de 14 de diciembre de 1.943.
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2) Dar ocasiôn, por abandono o negligencia inexcusa­
bles, a que se efectüe por otra persona la sustracciôn; 
pero si reintegrase antes del juicio dichos caudales o 
efectos, o con sus gestiones se lograre el reintegro se 
aminorarâ la pena (art. 395).
3) Aplicar a usos propios o ajenos los caudales o 
efectos puestos a su cargo, senalândose mayor penalidad 
si resultare dano o enterpecimiento del servieio pûblico, 
que si no resultare (art. 396)
4) Dar a los caudales o efectos que administrare una 
aplicaciôn püblica diferente de aquella a que estuvieren 
destinados, distinguiéndose, también a efectos de penal^ 
dad, que resultare dano o entorpecimiento del servieio a 
que estuvieren consignados o que no se produjere este 
efecto (art. 397) (355).
5) No hacer un pago que debiera realizar, o, requer^ 
do por orden de Autoridad compétente, rehusare hacer en- ji 
trega de una cosa puesto bajo su custodia o administra­
ciôn (art. 398).
Cuando atribuyéndose las funciones que no le corres- 
ponden, los administradores realizan actos para los que 
necesita autorizaciôn judicial, u oir a los intervento­
res, sin que asi suceda, puede incurrir en un delito de 
estafa conforme a los articulos 528 y siguientes del Cô­
digo Penal. No obstante, hay que tener en cuenta que pa 
ra la existencia de este delito es necesario la inten- 
ciôn de enganar de algûn modo, pero cuando falta ésta, y 
no hay malicia, sino que el acto se realiza por la premu 
ra de tiempo o por otras circunstancias, poniéndose des­
pués, por el administrador, lo sucedido en conocimiento
(355) La sentencia del Tribunal Supremo de 3 de enero de 
1.945 entendiô que se habia cometido un delito de 
malversaciôn de caudales pûblicos al cambiarse una 
burra que se ténia en depôsito judicial por otra 
burra que se muriô.
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de quien corresponda, es decir, cuando falta el "animus 
fruendi" al ocultar la verdadera situaciôn mercantil, no 
se intenta sustraer a la administraciôn bienes pertene- 
cientes a la masa por lo que no cabe la imputaciôn de de 
lito alguno (356) .
b') Si el administrador vende los bienes pero no lie 
va a cabo su entrega, sino que los retiene, no incurre 
en responsabilidad criminal, ya que la enajenaciôn, mien 
tras la cosa no se traslade de un modo material y efect^ 
vo al comprador, no desvirtûa la realidad del depôsito 
ni perjudica al favorecido con el embargo (357) .
Cuando el acto dispositivo que haya realizado el ad­
ministrador fuese constitutive de un delito podrâ ejerc^ 
tarse acciôn de restituciôn contra quien hubiere recibi- 
do los bienes.
Si hecha la rendiciôn de cuentas resultare un saldo 
por el que el administrador deba abonar alguna, si no lo 
hiciere, se podrâ procéder contra él por la via de apre- 
mio en la propia ejecuciôn.
c') De todas formas, aûn en los casos en que no haya 
responsabilidad criminal, puede exigirse responsabilidad 
civil cuando por acciôn u omisiôn se hubiere causado da­
no a los bienes administrados interviniendo culpa o neg­
ligencia (art. 1.902 CC).
En lineas générales puede decirse que incurre en res 
ponsabilidad civil el administrador que realiza una mala 
administraciôn, a consecuencia de descuidos que exceden
(356) STS de 2 de julio de 1.947.
(357) STS de 7 de mayo de 1.934.
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de los que normalmente suelen cometer las personas regu- 
larmente cuidadosas de sus intereses. Pero a pesar de 
los términos del artîculo citado, también podrâ incurrir 
se en responsabilidad civil, cuando hubiere dolo civil o 
mora.
La responsabilidad, puede originarse por acciôn y 
por omisiôn. Tanto por el ejercicio de las funciones, 
derechos o deberes del administrador, como por los per- 
juicios o pérdidas por una conducta pasiva.
B) EL INTERVENTOR
La ley de enjuiciamiento criminal trata muy soméra- 
mente esta materia, por lo que, ante la escasez de nor­
mas, también aqui debemos acudir a otros textos légales. 
Pero el caso es que, incluso en éstos, no se encuentran 
disposiciones que regulen sistemâticamente y con cierta 
amplitud este tema, por lo que para estudiarle hay que 
analizar preceptos aislados que se refieren a las funcio 
nés, derechos, deberes y responsabilidades de otros in­
terventores en el ejercicio de sus cargos.
No se dan problemas de actuaciôn cuando exista un sô 
lo interventor o cuando habiendo varios actûan de pleno 
acuerdo; pero si en otro caso. iPara tomar una decisiôn 
serâ necesaria la unaniraidad? ^Bastarâ la mayorla sim­
ple o la absoluta? Creemos que bastarâ la mitad de los 
votos mâs uno, sin perjuicio de que los que no vean 
triunfar su postura puedan acudir al Juez, exponiendo las 
razones que consideren pertinentes para que él resuelva 
lo que créa mâs oportuno. Si se desea interponer recurso 
de apelaciôn, en algûn supuesto, no serâ necesario que 
haya mayorla sino que, por el contrario, podrâ interpo- 




Podemos distinguir las de asesoramiento, inspecciôn, 
defensa de la propia administraciôn y custodia.
a')DE ASESORAMIENTO
1) Una primera funciôn de los interventores consiste 
en hacer observaciones oportunas cuando el administrador 
le ponga en conocimiento los actos administrativos que 
se proponga ejecutar (art. 608 LECr.). Se pretende com­
pléter los conocimientos del componente del otro ôrgano 
de la administraciôn, para que pueda realizar con mâs 
eficacia su cometido.
2) Debe informer al Juez de cuanto importante ocurra 
respecto a la administraciôn y los négocies relacionados 
con ella para que se puedan dictar las resoluciones per- 
timentes en defensa o protecciôn de los intereses asegu- 
rados.
3) Debe también informar al Juez acerca de la proce- 
dencia de las réclaméeiones que el administrador preten- 
da efectuar en defensa o réclaméeiôn de los derechos de 
la administraciôn frente a terceros.
b')DE INSPECCION.
Se desea con ellas contrôler la actividad del admi­
nistrador e impedir que pueda realizar actos perjudica- 
les para la administraciôn. Son :
1) El fiscalizar toda la actividad de dicho adminis­
trador que, saliendo de los actos corrientes y usuales 
realizados normalmente por un buen administrador, signi­
fique actos anormales de la explotaciôn corriente y pu-
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diendo representar un aprovechamiento extraordinario de 
la cosa en si. Estas facultades van dirigidas a adver- 
tir y senalar los abusos en el goce, o las desidias o ma 
quinaciones que redundan en per juicio de los bienes admi^  
nistrados o de su explotaciôn. La misiôn interventora 
articulada sôlo en contemplaciôn de estos abusos o negl^ 
gencias, como dice DE LA PLAZA para el aseguramiento de 
bienes litigiosos (358), no puede interpretarse en sent 
do tan amplio que autorice al interventor para erigirse 
en verdadero administrador de los bienes o en rector de 
la explotaciôn, segûn su criterio peculiar, pues impiica 
ria una peligrosa desviaciôn del medio utilizado para 
conseguirlo.
2) Vigilar para que se exploten y administren pruden 
temente los bienes asegurados, interviniendo todas las 
operaciones que el administrador pueda realizar con arre­
glo a la ley, exigiendole diariamente la verificaciôn del 
balance de caja.
3) Conocer cômo y de qué raanera se administra y ex­
plota la cosa o bien sometido a aseguramiento.
4) Inspeccionar los libros de la administraciôn a
fin de que se consigne en ellos cuantos operaciones really 
cen.
5) Tener vista de las cuentas y memorias hechas por 
los administradores de empresas embargadas, pudiendo im- 
pugnarlas en el plazo de cinco dlas si se tratara de 
cuentas parciales o de treinta dlas para la general (art. 
5 DLEE).
(358) DE LA PLAZA. Ob. cit. Vol. II Pâg. 96
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c ')DE DEFENSA DE LA PROPIA ADMINISTRACION
1) Proponer el ejercicio de las acciones convenientes 
al interés de la administraciôn, a iniciativa propia o de 
sus representâdos, segûn los casos.
2) Oponerse a la realizaciôn de aquellos actos admi­
nistrativos que el administrador se proponga ejecutar, si 
lo estima conveniente; pero si, a pesar de ello, éste in­
siste en llevarlos a efecto el interventor darâ cuenta al 
Juez (art. 608 LECr.). En concordancia con este précep­
te, y ampliSndolo el artîculo 1.422 de la ley de enjui­
ciamiento civil dice que "siempre que hubiere desacuerdo 
entre el interventor y el demandado" -aquî deberâ enten- 
derse, entre el interventor y el administrador-, "sobre 
cualquier acto administrativo que éste intente, el Juez 
convocarâ a las partes a una comparecencia y resolverâ, 
después de oirles, lo que estime procedente".
3) Intervenir en la comparecencia que el administra­
dor ha de convocar, dando cuenta al Ministerio Fiscal, 
para la enajenaciôn o gravamen de participaciones de una 
empresa o de ésta en otras, de bienes inmuebles o de 
cualesquiera otros bienes o derechos que por su naturale 
za o importancia el Juez hubiere exprésamente senalado.
No obstante si después de ello los interventores no estu 
vieren de acuerdo con la decisiôn del Juez, al ser ésta 
contraria a la propuesta de enajenaciôn o gravamen, pue­
da interponer recurso de apelaciôn (art. 4 DLEE).
d') DE CUSTODIA
En el supuesto de que el administrador no hubiere da 
do fianza, en el embargo de sementeras, pueblas, plan- 
tîos, frutos, rentas y otros bienes semejantes, el inter 
ventor tendrâ una de las 1laves del local o area en que
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se custodian los frutos o se deposite el precio de su 
venta, salvo que el Juez haya adoptado otras medidas que 
creyere convenientes para evitar todo perjuicio (art.609 
LECr.).
b) FACULTADES
Los derechos del interventor van ligados con las fun 
clones descritas, en cuanto podrân ejercitar todo aque- 
llo que sea necesario para su realizaciôn. De entre ellos 
podemos distinguir uno que destaca; es el derecho a re- 
tribuciôn. Lôgico es que si van a desempenar un cargo 
que les va a quitar horas de descanso y a proporcionar- 
les trabajo, preocupaciones, etc. haya una remuneraciôn 
para su esfuerzo. No dice nada sobre ésto, una vez mâs, 
la ley de enjuiciamiento criminal, pero el Decreto Ley 
sobre administraciôn de empresas establece exprésamente 
que los interventores nombrados por el Juez, serân retri 
buidos con la cantidad que discrecionalmente se fije se­
gûn la importancia y productividad del capital interven^ 
do y el grado de dedicaciôn que la intervenciôn precise 
(art. 6). Guarda silencio respecto de los demâs inter­
ventores, pero ello no quiere decir que éstos no deban 
cobrar cantidad alguna, sino que como ejercen su cargo 
por un contrato de mandato celebrado con sus mandantes, 
en éste es donde tendrâ que haberse pactado lo que corres 
ponda sobre esta materia.
Entendemos que, aûn en el caso de no existir la nor­
ma antes citada, también podria llegarse a la misma con- 
clusiôn, al considerar.al interventor como un mandatario 
de quien le nombrô. El artîculo 1.711 del Côdigo Civil 
en su pârrafo primero dice que "a falta de pacte en con­
trario, el mandato se supone gratuîto" y, en el segundo 
pârrafo se anade, "ésto no obstante, si el mandatario 
tiene por ocupaciôn el desempeno de servicios de la espe 
cie que se refiere el mandate, se presume la obligaciôn
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de retribuirlo". La administraciôn judicial de bienes 
fructifères lleva consigo la prestaciôn de una serie de 
servicios que ha de realizar el interventor por lo que 
no cabe duda que debe ser objeto de aplicaciôn para él 
lo establecido en el ûltimo pârrafo citado. Cierto es 
que el mandato, en principio y como régla general, es 
gratuîto, al ser un contrato que, por excelencia, se ba 
sa en la amistad yel desinterés (359); pero, cuando se 
nombra un interventor judicial, no hay razôn alguna pa­
ra suponer que deben subsistir dichos principios. De 
ahî el considerar que la obligaciôn retribuir a los in­
terventores existe para cualquier clase de administra­
ciôn judicial del proceso penal (360).
El mismo criterio que aquî sostenemos, y que se pue 
de citar en apoyo de la retribuciôn de los intervento­
res, se ve al examinar la ley de suspensiôn de pagos la 
cual, en su artîculo 7, dice que el Juez, en cada caso.
(359) Principios que se seguîan en el Derecho romano y 
en las legislaciones en él inspiradas, aceptados 
por la jurisprudencia antigua. J. M§. MANRESA. Co 
mentarios al Côdigo Civil Espanol. 6-. ediciôn. To 
mo XI. Ob. cit. Pâg. 616.
(360) No hay unidad de criterios en la doctrina para la 
retribuciôn del interventor en el aseguramiento de 
bienes litigiosos, y asî se expresa por Manresa que, 
si se considéra al interventor como un mandatario, 
segdn el artîculo 1.711*del Côdigo Civil, el manda 
to se supone gratuîto a falta de pacto en contra­
rio y, por consiguiente, no tendrâ derecho a retr^ 
buciôn si no la exige al aceptar el cargo, como 
puede hacerlo, por ser éste voluntario, en cuyo ca 
so la senalarâ el Juez, teniendo en consideraciôn
la importancia del trabajo que aquél ha de prestar. 
J.M=. MANRESA. Comentarios a la ley de enjuiciamien 
to civil. 7^ . ediciôn Tomo VI. Ob. cit. Pâg. 325.
En sentido contrario se sostiene que el interven­
tor necesita, como requisito para su nombramiento, 
el pago de una contribueiôn lo que supone que se 
elija a persona que tenga por ocupaciôn el desempe­
no de servicios propios de los que integran la ocu­
paciôn, y ésto le lleva a concluir que, de aceptar- 
se la teorîa del mandato, el interventor deberîa 
ser retribuîdo.
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debe fijar a los interventores una remuneraciôn segûn la 
importancia del caudal y los trabajos a que dé lugar la 
intervenciôn.
La cantidad que finalmente se fije por el Juez, me­
diante resoluciÔn, podrâ ser apelada en un efecto por el 
Ministerio Fiscal y por los propios interventores (art.6 
DLEE).
Aunque no se establece quien ha de pagar a los inter 
ventores ,ni cual debe ser el procedimiento para la exac- 
ciôn de su retribuciôn, creemos que la cantidad deberâ 
ser incluîda en la tasaciôn de costas que se practique 
en su dla, y se procederâ a su cobro jûntamente con las 
demâs cantidades Incluldas en ésta, aplicando por analo- 
gla lo que dispone el artîculo 465 de la ley de enjuicia 
miento criminal y demâs normas concordantes relatives a 
la retribuciôn de peritos intervinientes en el proceso 
penal,
c) DEBERES
Los mâs especificos que corresponden a los interven­
tores, aparté de las ya citadas al tratar de las funcio­
nes son las de tomar posesiôn de su cargo y cumplir en 
el ejercicio del mismo con la debida diligencia. El he­
cho de retrasar aquélla puede plantear graves problemas, 
desde el momento en que el administrador debe acudir a 
él en muchas ocasiones; quizâs podria subsanarse este 
obstâculo acudiendo al Juez en taies casos, pero no siem­
pre se obtendria la decisiôn necesaria, unas veces debi­
do a la lentitud en que se dictarla la resoluciôn dado 
el exceso de trabajo existante en muchas Juzgados y, en 
otras, por carecerse de los conocimientos adecuados en 
la materia de que se trate.
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d) RESPONSABILIDADES
Los interventores pueden responder civilmente en aque 
llos casos en que, sin haber responsabilidad criminal, 
por culpa o negligencia causaren dano a la administraciôn. 
Pero ademâs pueden incurrir en responsabilidad criminal.
1? Por desobediencia en los mismos casos que hemos 
estudiado para los administradores.
2? Por falso testimonio, siéndoles en este caso de 
aplicaciôn las normas de los articulos 330 a 332 del Cô­
digo Penal respecto a los peritos que declarasen falsa- 
mento en juicio, o, sin faltar sustancialmente a la ver- 
dad, la altéré con reticencias o inexactitudes.
3? Por cohecho, al solicitar o recibir, por si o por 
persona intermedia, dâdiva o présente o aceptare ofreci- 
miento o promesa por ejecutar un acto relativo al ejercJ^  
cio de su cargo que constituya delito, o que sea injusto 
aunque no constituya delito, e inclus», si la dâdiva fue­







Se pueden distinguir diverses criterios de clasifica 
ciôn atendiendo al sujeto, objeto, forma y momento de su 
constitueiôn.
1® Por el sujeto se pueden agrupar segûn quien sea 
el administrador, el dueno de los bienes administrados 
y el nûmero de personas nombradas para el cargo.
1) Atendiendo al administrador, nos encontramos 
con administréeiones en que ejerce estas funciones el 
propio dueno de los bienes, otras veces continûa el mis­
mo consejo de administraciôn existante antes del embargo 
y, finalmente, en otras ocasiones, se nombra a persona
o personas distintas.
2) Segûn quien sea el dueno de los bienes adminis­
trados, puede haber administréeiones de bienes del res­
ponsable civil directo, del responsable civil subsidia- 
rio y de quien no es responsable al embargârsele por 
error.
3) Si miramos el nûmero de personas nombradas para 
el cargo de administrador, se pueden distinguir aquellas 
en que sôlo hay una, de las que pueden tener varias e in 
cluso un consejo de administraciôn.
2? Si nos basamos en el objeto las dividiremos segûn 
recaigan sobre bienes fructifères o no fructifères. Prescindiendo de 
estas ûltima, por habernos cuidado de ellas al estudiar 
el embargo, las primeras pueden ser de bienes semovien­
tes, de sementeras, pueblas, plantios, frutos, rentas y 
otros bienes semejantes y de empresas.
3? La forma de ser llevada hace que podemos distin-
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guir, las que no necesitan interventores -de seraovientes-, 
las que pueden tener varios -de emrpesas- y las que s61o 
pueden tener uno -las restantes-.
4? Finalmente hay administraciones que deben consti- 
tuirse inmediâtamente de trabarse el embargo, pero exis- 
ten otras en que se puede realizar mâs tarde, como en el 
caso de que, tras embargarse bienes inmuebles se haga ex­
tensive por el Juez a sus frutos y rentas (art. 603 LBCr.).
Nosotros seguiremos en este estudio la clasificaciôn 
realizada atendiendo al objeto.
2. ADMINISTRACION PE BIENES SEMOVIENTES
La ley de enjuiciamiento criminal dedica los articu­
les 601 y 603 a esta materia, pero no resuelven los mul­
tiples problemas que pueden plantearse. Dice PRIETO CAS 
TRO (361) que les principales que pueden surgir y deben 
resolverse legislativamente atanen a la alimentaciôn, 
guarda y conservaciôn.
Es necesario, cuando se envbarguen bienes semovientes 
requérir al dueno de los bienes para que manifieste si 
opta porque se enajenen o porque se conserven en depôsi- 
to y administraciôn. Se hace depender de la voluntad de 
éste el que se causen o no los gastos y molestias de una 
administraciôn judicial. No se nos aclara nada sobre es^  
te requerimiento, si ha de ser personal, se puede rea­
lizar mediante cédula -caso de no ser habido en su domi­
cilie al ir a efectuarlo-, o basta con que se realice por 
medio de su Procurador -caso de estar personado en la 
causa-. Pero es que la dificultad se agrava si tenemos 
présente que la ley de enjuiciamiento criminal, en el ti 
tulo VII del libro I, al regular los actos de comunica- 
ci6n con los particulares, tampoco hace. mèneidn alguna a
t
I JI (361) L. PRIETO CASTRO. Temas de Derecho actual y su prâc- 
tica. Ob. cit. Pâg. 432.
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los requerimientos. Ante el silencio de la ley procesal 
penal parece que, a tenor de lo establecido en el articu 
lo 614 de la misma ley, los Jueces y Tribunales deben 
acudir a lo dispuesto en la legislacidn civil sobre fian 
zas y embargos; pero, examinados los articules relatives 
a esta materia, no encontramos ninguno que haga referen- 
cia a este requerimiento.
Debemos -segûn nuestra opinion-, acudir a las normas 
sobre notificaciones, citaciones, emplazamientos y reque 
rimientos, comprendidos en la seccidn III del titulo VI 
del libro I de la ley de enjuiciamiento civil, donde se 
dice que los ûltimos se ban de practicar notificando al 
requerido, en la forma prevenida para las notificaciones, 
la providencia en que se mande, expresando el actuario 
en la diligencia haberle hecho el requerimiento en aque- 
11a ordenado (arts. 270 y 275 LEC). Se diferencia de 
los otros actos de comunicaciôn de la misma secciôn en 
que, mientras en éstos no se admitirâ ni consignarâ res- 
puesta alguna del interesado, a no ser que se hubiere 
mandado en la providencia, en los requerimientos se reco 
gerâ la respuesta que diere el requerido, y se consigna- 
rS sucintamente en la diligencia (art. 276 LEC).
Las notificaciones, citaciones y emplazamiento se 
realizan en el proceso penal por el Oficial de Sala o el 
alguacil a quien se encargare se cumplimiento (art. 168 
LECr. ) , pero e.l silencio sobre los requerimientos y el 
que, al poder hacer manifestaciones el requerido, sea ne 
césario que el funcionario actuante ostente la fé pdbli- 
ca judicial hace suponer que s61o podrân ser realizados 
por el Secretario Judicial o el Oficial en quien délégué, 
por analogia a lo establecido en la ley rituaria civil 
(art. 275).
Cuando a la primera deligencia en busca no fuere ha-
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llado en su habitaciôn el que haya de ser requerido, cualquie 
ra que fuere la causa y el tiempo de su ausencia, se harâ el 
requerimiento mediante cêdula que se entregarâ al pariente, 
familiar o criado, mayor de catorce anos, que se halle en di- 
cha habitaciôn, y, si no hubiere nadie, se harâ la entrega a 
uno de los vecinos mâs prôximos (art. 172 LECr. en relaciôn 
con el art. 270 LECr.) en la diligencia que se extienda, se 
harâ constar la obligaciôn del que recibiere la copia de la 
cédula de dârsela al que debe ser requerido inmediâtamente 
que regrese a su domicilie, bajo la multa de 25 a 200 pesetas 
si deja de hacerlo (art. 173 LECr.).
En el caso de que quien haya de ser requerido no tuviere 
domlcilio conocido, se mandarâ insertar la cédula en el Bole- 
tln Oficial de la provincia de su ûltima residencia y en la 
"Gaceta de Madrid", si se considerase necesario (art. 178-11 
LECr.).
Al efectuarse el requerimiento se deberâ emplazar el re­
querido para que, en el espacio de tiempo que el Juez o Tribu 
nal senale, pueda formuler la respuesta, a fin de no dilater 
indefinîdamente las actuaciones.
£Es posible hacer el requerimiento por medio del Procura­
dor del responsable civil personado en el proceso?
La ley de enjuiciamiento civil dice en el articule 6 que 
el Procurador oirâ y firmarâ los emplazamientos, citaciones, 
requerimientos y notificaciones de todas clases incluso las 
de sentencia que deban hacerse a su parte durante el curso 
del pleito y hasta que quede ejecutada la sentencia, teniendo 
estas actuaciones la misma fuerza que si interviniere en 
ellas directamente el poderdante, s in qiie le sea 1 ici to pedir 
que se entiendan con éste.
Se exceptûan:
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1“. Los emplazamientos, citaciones y requerimientos que 
la ley disponga se practiquen a los mismos interesados en 
persona.
2°Las citaciones que tengan por objeto la comparecencia 
obligatoria del citado.
Regulacidn que, en forma mâs resumida, viene a ser reco 
gida en la ley de enjuiciamiento criminal al establecer que 
las notificaciones, citaciones y emplazamiento podrân hacer 
se a los Procuradores de las partes, exceptuândose las cita 
ciones que por disposicidn expresa de la ley deban realizar 
se a los mismos interesados en persona y las citaciones que 
tengan por objeto la comparecencia obligatoria de éstos 
(art. 182).
De la normativa expuesta puede deducirse que es obliga- 
torio efectuar el requerimiento al propio responsable civil, 
en persona o mediante cédula, sin perjuicio de que el Procu 
rador tambiên quede enterado del contenido de aquél al not 
ficârsele la providencia acordando su prâctica. Al decir 
la ley que se requerirâ al procesado, en un asunto que pue­
de dar lugar a una especie de apropiaciôn forzosa, al pri- 
varse temporalmente de unos bienes a sus propietarios, no 
cabe duda de que debe entenderse el sentido mâs favorable 
para el presunto perjudicado por dicha medida.
El responsable civil puede no contestar al requerimien­
to, rehusar elegir, o pronunciarse en algûn sentido.
En los dos primeros supuestos, ante el silencio legal, 
creemos que, el Juez tras oir al Ministerio Fiscal, y a las 
partes restantes podrâ adoptar la postura que estime mâs con 
veniente para que los intereses que se aseguran queden bien 
garantizados.
Cuando manifieste que desea la enejenaciôn de los bienes, 
se procederâ a la venta en pûblica subasta, previa tasaciôn, 
hasta cubrir la cantidad senalada, que se depositarâ en el es^  
tabléeimiento pûblico destinado al efecto (art. 601-11 LECr.)
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La tasaciôn se efectuarâ por uno o dos peritos segûn se 
trate de procedimiento ordinarîo o de urgencia. ,
Para la subasta, una vez justipreciados los bienes se de 
berân publicar edictos, por têrmino de ocho dlas, fijândose 
en los sitios pûblicos de costumbre e insertândolos en el 
"Diario de Avisos", si lo hubiere en el pueblo, con expre- 
siûn del dia, hora y sitio en que haya de celebrarse el acto 
(art. 1.488 LEC). El problema surge con la menor postura 
que debe ser admîtida al no decir nada sobre ello la ley pro 
cesal penal. Si acudimos, por analogia a las normas del 
aprèxnio no se pueden admitir posturas que no cubran las dos 
berceras partes del avalûo (art. 1.499). En el abintestato 
o la testamentarla, por el contrario, no se admitirâ postura 
inferior al tipo senalado (art. 1.023). La remisiûn genéri- 
ca que hace el articule 614 de la ley de enjuiciamiento cri­
minal es a lo dispuesto sobre fianzas y embargos, por lo que 
en principio pudiera parecer que las normas del apremio son 
las que deben ser aplicadas. No obstante, entendemos que, 
en sentido estricto no es asl; es mâs la finalidad pretendi- 
da con la subasta estâ mâs cerca de lo que se persigue en el 
abintestato o la testamentarla. Se desea conserver un valor 
que ha sido garantizado con el embargo, pero no ejecutar -a 
lo que tal vez no se llegue por dictarse sentencia absoluto- 
ria o acordarse el sobreseimiento- y, en el supuesto de te­
ner que devolverse los bienes a su propietario, debe reali- 
zarse en la forma que menos perjuicio se le haya podido cau­
ser. Por todo ello estimamos que en la subasta que nos ocu- 
pa las posturas no deben ser inferiores al tipo senalado.
En el supuesto de no presentarse postura admisible y hu 
biera que realizar una segunda subasta, tambiên entendemos 
que debe seguirse lo previsto para los abintestatos y testa- 
mentarlas, y sacar nuêvamente a subasta los bienes, rebajan- 
do el tipo que haya servido para ésta de un 10 a un 15 por 
100, que fijarâ el Juez segûn estime conveniente (art. 1.027 
LEC). Si tampoco se hiciere proposiciôn admisible, el Juez,
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oyendo previaniente al dueno de los bienes y a las partes, re 
solverâ lo que estime mâs conveniente (art. 1.028 LEC).
Como declamos anteriormente (362), a pesar de la expre- 
siôn "hasta cubrir la cantidad senalada", solamente debe ga- 
rantizarse aquella parte de la cantidad establecida para res 
ponsabilidades civiles que no esté asegurada anteriormente, 
ya por el embargo de alguno de los bienes que son preferen- 
tes segûn el orden que corresponds.
Con el importe que se obtenga, con las subastas, se pro­
cederâ en igual forma que cuando se embarga metâlico (363).
Si el dueno de los bienes optare por el depôsito y admi- 
nistracién, se nombrarâ por el Juez un depositario-adminis- 
trador, es decir, una persona que va a realizar dos funcio- 
nes: tener en su poder los bienes y administrarlos.
Los bienes se le han de entregar bajo inventario, y debe 
obligarse a rendir al Juzgado cuenta justificada de sus gas­
tos y productos, cuando se le mande (art. 601-III LECr.).
Por tanto, la rendiciôn de cuentas deberâ hacerse al final 
de la administraciôn, y en aquellos plazos o fechas que el 
Juez establezca. Una vez lo haya efectuado, el saldo, no ne 
césario para atender a los gastos de conservaciôn y cuidado 
de los bienes, deberâ ingresarse en la Caja General de Depô- 
sitos, llevândose testimonio del resguardo a la pieza y que- 
dando el original en poder del Secretario del Juzgado.
(362) . - pSg. 132.
(363).- Pâg. 130.
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El depositario-adnlnistrador culdarâ de que los semovien 
tes den los productos propios de su clase con arreglo a las 
circunstanclas del pals, y procurarâ su conservaciôn y aumen 
to (art. 602-1 LECr.). Deberâ, por lo tanto, tener una con- 
ducta similar a la de los demâs ganaderos del lugar, pero so 
metiéndose a las indicaciones e instrucciones que le haga el 
Juez del proceso.
Si el depositario-administrador creyere conveniente la 
enajenaciôn de todos o algunos de los semovientes, pedirâ al 
Juzgado la correspondiente autorizaciôn (art. 602-11 LECr.). 
No puede, por si, enajenar los bienes administrados, pero, 
aûn en el caso de que el Juez dé su autorizaciôn, parece que 
se produce un atentado contra el derecho de propiedad del 
responsable civil. Indudâbleraente que el Juzgador, cuando 
reciba la solicitud, debe oir a las partes y al dueno de los 
bienes acerca de la conveniencia de la medida. Entendemos 
que en un caso de fuerza mayor, como enfermedad o epidemia, 
o por los gastos excesivos en su atenciôn, puede autorizarse 
la venta, pues, aunque realraente pueda verse perjudicado el 
propietario de los bienes administrados, hay un conflicto de 
intereses en el que deben salir vencedores los que han dado 
lugar al aseguramiento. No debe concéderse la autorizaciôn 
en otro caso para no causar maies innecesarios.
Se enajenarân los bienes emovientes tambiên, aunque no 
sôlo no lo haya pedido el depositario-administrador sino que 
incluso se haya opuesto y, aûn contra la voluntad del respon 
sable civil, siempre que los gastos de administraciôn y con-  ^
servaciôn excedan de los productos que dieren, a menos^que 
el pago de dichos gastos se asegure por éste ûltiirto u otra 
persona en su nombre (art. 602-III LECr.). Aqui no cabe du­
da la prioridad de los intereses asegurados, porque en otro 
caso, podria resultar ineficaz el embargo y la administra­
ciôn.
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3.“ ADMINISTRACION DE SEMENTERAS, PUEBLAS, PLANTIOS, FRUTOS,
RENTAS Y OTROS BIENES SEMEJANTES.
Se encuentra la regulaciôn de esta administraciôn en los 
articules 605 a 609 de la ley de enjuiciamiento criminal.
El Juez puede decretar, si atendidas las circunstancias 
lo creyere conveniente, que continue administrândolos el pro 
cesado, por si o pot medio de la persona que désigné, en cu- 
yo caso nombrarâ un interventor (art. 605-1 LECr.). Lo mâs 
importante es la conservaciôn de los bienes y que con ella 
se asegure plénamente las cantidades senaladas por el Juzga­
do. Ante ello, el Juez debe buscar la soluciôn mâs conve­
niente que, en muchos casos, puede consistir en la continua- 
ciôn del propietario administrando sus bienes embargados. La 
traba no se ha practicado por insolvencia, ni por la mala ad 
ministraciôn del responsable civil, sino que, aûn siendo ês- 
ta buena, se realiza para asegurar el pago que en su dia ha­
ya de efectuarse de las responsabilidades civiles si asi se 
acuerda. Por esto, si no hay motivos de duda sobre su fide- 
lidad, es lôgico pensar que el dueno de los bienes es quien 
mejor ha de cuidarlos al ser el mâs interesado en que haya 
sobrante o, por lo menos, en que se conserve el nivel de pro 
ducciôn cuando se alce el embargo. Claro es que tambiên hay 
ocasiones en que el propietario de loS'bienes no los adminis 
tra dirêctamenteï rslnô''p6r mèdio'de otra persona de su con- 
flanza, y ésto ha querido recogerlo el legislador en el sen­
tido de que el responsable civil puede administrer bien mate 
rialmente por si, o bien por otra persona. No es posible, a 
pesar de ello, confiar plénamente en el administrador y de 
ahi que para vigilar su actividad el Juez deba nombrar un in 
terventor.
Anade la ley de enjuiciamiento criminal que en el caso 
de que el propietario manifestare no querer administrer por 
si, o de que el Juez no estimare conveniente confiarle la ad 
ministraciôn, se nombrarâ persona que se encargue de ella, 
pudiendo en este caso designar el procesado un interventor
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de su confianza (art. 605-11). Por tanto, no coinciden exac 
tamente los supuestos aqui enumerados con los que hemos vis- 
to anteriormente, del pârrafo primero del mismo articule. Se 
recoge que el procesado no quiera administrer por si y que 
el Juez no estime conveniente confiarle la administraciôn, 
pero no que la administraciôn pueda continuar por medio de 
la persona de confianza, designada por el procesado. Cree­
mos que el legislador quiso recoger aqui el supuesto que no 
menciona pues, en una interpretaciôn sistemâtica, hay que 
examiner el articulo en conjunto y parece que hubo una omi- 
siôn involuntaria en el segundo pârrafo.
Cuando el Juzgado nombre administrador, quedan asegura- 
das las cantidades que senalô, pero el dueno de los bienes 
tiene interês en que se mantenga el nivel de producciôn y la 
capacidad productiva, de ahi que tambiên se le concéda el de 
recho a nombrar un interventor de su confianza para que fis- 
calice la actuaciôn de aquél.
El Juez determinarâ bajo su responsabilidad si el admi­
nistrador ha de afianzar el buen cumplimiento del cargo y el 
importe de la fianza en su caso. No obstante, para que en 
su dia no le èxija aquella tendrâ buen cuidado en pedir esta 
cauciôn en todo caso en qpe no esté suficientemente acredita 
da la solvencia del nombrado.
Cuando el administrador no hubiere dado fianza, el inter
ventor tendrâ una de las Haves del local o area en que se
custodian los frutos o se deposite el precio de su venta o 
adoptarâ el Juez las medidas que creyere convenientes para 
evitar todo perjuicio (art. 609 LECr.).
El administrador pondrâ en conocimiento del interventor los
actos administrativos que se proponga ejecutar; y si éste no 
los creyere convenientes le harâ las observaciones oportunas, 
pero si aquél insistiere en llevar a efecto dichos actos an­
te la oposiciôn del interventor, darâ este cuenta al Juez,
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quien resolverS lo mâs conveniente (art. 608 LECr.).
Una vez que se hayan obtenido los frutos o las rentas ha 
brâ que procéder segûn la naturaleza de los mismos, e inclu­
so a su venta (364).
4.- ADMINISTRACION DE EMPRESAS.
El Decreto-Ley de 20 de Octubre de 1969 régula la admi­
nistraciôn de empresas, pero no soluciona todas las cuestio- 
nes que se pueden plantear.
Al no distinguir parece que podrâ aplicarse para cual- 
quier clase de estas entidades, ya sean individuales, fami- 
liares, o cooperativas, ya constituyan sociedades de cual- 
quier clase, colectivas, comandiatrias, anônimas o de respon 
sabilidad limitada.
No creemos necesario que la empresa tenga personalidad 
jurldica para cumplirse los requisites précisés. Lo que se 
pretende es la conservaciôn de lo asegurado para hacer tren­
te a las responsabilidades civiles y a tal efecto no cabe ha 
cer distinciôn alguna.
La administraciôn judicial de empresas en el proceso pe­
nal surge como consecuencia del embargo realizado cuando no 
se presta la fianza exigida por el Juez, pero êsto no quiere 
decir, en modo alguno, que la empresa esté en crisis (365).
(364).- Sobre la venta de frutos ver pâgs.253 y 254 y sobre 
el destine del metâlico pâg. 93 -97.
(365).- Criterio contrario sustenta VERGEZ al expresar que 
"a tenor del D.L. de 20 de Octubre de 1969 puede de- 
cirse que la administraciôn judicial de empresas em- 
bargadas supone una intervenciôn judicial de oficio 
a fin de evitar, en determinadas circunstancias, la 
paralizaciôn de la actividad de la empresa en crisis. 
M. VERGEZ SANCHEZ. La administraciôn judicial de 
empresas embargadas. Revista de Derecho Mercantil.
N® 149. Julio-Septiembre 1978. Pâg. 303.
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Lo que si puede suceder es que las medidas del Decreto- 
Ley citado afecten a un expediente de suspensiôn de pagos de 
dos maneras:
1“. Porque se embarque alguna empresa o grupo de empresas, 
propiedad del comerciante que insta la suspension de pagos, 
o bien acciones o particlpaciones que representen la mayorla 
del capital social.
2®. Porque se estime que el hecho mismo de la suspension y 
consiguiente intervenciôn de las operaciones mercantiles, la 
cuasi ocupaciôn, como algûn autor la llama por analogia con 
la ocupaciôn de la quiebra, es asimilable al embargo de una 
empresa (366).
El que una empresa esté en franco auge no es obstâculo 
para ser embargada al tener que responder penalmente su due­
no o quienes posean acciones o participaciones que represen­
ten la mayorla del capital social, segûn los casos. El em­
bargo y consiguiente administraciôn surgirSn asl, no por la 
crisis de la empresa, sino para evitar la posible insolven­
cia de los particulares que en su dia puedan resultar conde- 
nados.
La administraciôn judicial de empresas se constituye, 
bien de oficio, bien a instancia del Ministerio Fiscal, por 
su carâcter cautelar. Prevalece en todo caso, debido a éste 
carâcter, el interês pûblico y el del perjudicado por la in- 
fraciôn criminal sobre el real de la empresa, de sus accio- 
nistas e incluso de sus acreedores y trabajadores. Todo 
ello puede hacer necesario que se cambie el administrador o
(366).- J. ALMAGRO NOSETE. Discurso sobre los aspectos pro- 
cesales de la ley de suspensiôn de pagos dado en la 
conmemoraciôn del cincuentenario de esta ley en~el 
Ilustre Colegio de Abogados de Madrid. Revista de De 
recho Procesal. Ndm. A. Ano 1972. Pâg. 1.013.
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administradores ante los poslbles conflictos de intereses
(367) .
Por todo lo expuesto no se puede confundir la administra 
ci6n judicial de empresas embargadas, con la quiebra, la sus 
pensiôn de pagos o el concurso de acreedores que surgen como 
consecuencia de una insolvencia o falta de liquidez. La ad­
ministraciôn de empresas embargadas nace con independencia 
de que la situaciôn econômica de la propia empresa y, por 
tanto, puede existir aunque la empresa sea solvents y tenga 
liquidez (368).
En los casos de quiebra, suspensiôn de pagos o concurso 
de acreedores se pretende salvar, en lo que se pueda, el de­
recho de los acreedores y se intenta evitar que se benefi- 
cien los que sean mâs râpidos en ir contra el deudor, y por 
ello se va a una comunidad de cobros y pérdidas- En la adml 
nistraciôn judicial de empresas, el administrador tendrâ que 
hacer trente a las deudas segûn se reclamen, e intentarâ que 
continûe el no irma 1 desenvol vimiento de la empresa; cuando se 
traba el embargo, ya existen crêditos y deudas de ésta y lo 
que realmente se garantiza es la conservaciôn del saldo, pa­
ra con él pagar las posibles indemnizaciones; la actividad 
de los administradores irân destinada a aquel fin fundamen­
tal por lo que no podrân realizar operaciones que lleven 
riesgo.
(367).- No piensa asi Mercedes VERGEZ. Ob. cit. Pâg. 304, 
al decir que; "La administraciôn judicial de empre­
sas en nuestro Derecho responde a la visiôn excesiva 
mente simpliste de que la crisis econômica de la em­
presa se resuelve por un simple cambio de gestores y 
se ha elaborado sobre presupuestos cconômicos y jur^ 
dicos que no han permitido una regulaciôn jurldica 
deseable.
(368).- Opiniôn contraria defiende F. SANCHEZ CALERO. Insti- 
tuciones de Derecho Mercantil.Valladolid 1976, pâg. 
509, para quien la administraciôn judicial de empre­
sas embargadas sôlo es admisible cuando los interesa 
dos hayan renunciado a la quiebra o a la suspensiôn 
de pagos.
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La suspension de pagos parte de un estado o situaciôn eco 
nômica de desequilibrio patrimonial del deudor, o, mejor aûn, 
de un estado de insolvencia. Si no existlera la instituciôn 
procesal de la suspensiôn de pagos, la empresa deudora séria
(369).- Esto.es lo que viene a decir J. TORRES DE CRUELLS. La 
suspensiôn de pagos. Barcelona. 1957. Pâg. 103.
(370).- En STS de 19 de Marzo de 1936 se dice que el estado 
de suspensiôn de pagos no puede ser equiparable al de 
embargo.
(371).- BROSETA, Manual de Derecho Mercantil. Madrid. 1974. 
Pâg. 682, sostiene que la administraciôn judicial no 
afecta al derecho que asiste al empresario o a los 
acreedores a solicitar la declaraciôn de quiebra, pe­
ro si que es impeditiva del derecho a solicitar la de 
claraciôn de suspensiôn de pagos.
! !
ejecutada inmediâtamente que cesara en sus pagos. Su patrimo ||
nio se dispersarla en ejecuciones Individuales, o séria obje- | '
to de la quiebra, como ejecuciôn colectiva. Por esta ûltima 
via, se llegarla a la liquidaciôn y fin de la empresa (369).
Creemos que la suspensiôn de pagos nunca puede ser equipa 
rable al embargo ni a la administraciôn judicial de bienes
(370).
En consecuencia, podemos decir que la suspensiôn de pagos
tiene un notorio carâcter de bénéficie para el deudor, y la
\
administraciôn de bienes en el proceso penal busca el bénéfi­
cie de quienes resultan acreedores por responsabilidad civil 
en sentencia.
Problema que podria plantearse es si, después de estar 
constitulda la administraciôn judicial de una empresa embarga 
da, puede procéder la declaraciôn de quiebra o suspensiôn de 
pagos de êsta. Siendo los fines perseguidos diferentes, cree 
mos que no existe obstâculo insalvable para ello, aunque al 
no haber sido previsto el hecho por el legislador en el D.L. 
especial, serâ muy dificil solucionar las mûltiples complica- 
ciones que pueden surgir (371).
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Si la empresas administrada.llega a un estado de suspen­
siôn de pagos, desde que se tenga êsta por solicitada, queda 
râ la administraciôn judicial en suspense y sustituîda por 
la actuaciôn de los interventores de la suspensiôn de pagos 
mientras ésta subsista (Art. 9 LSP).
En la Exposiciôn de Motivos del D.L. se hace referenda 
en su pârrafo 1®. a las determinadas soluciones en que pue­
dan encontrarse quienes tiene a su cargo la direcciôn de las 
empresas, y ello, poniéndolo en relaciôn con el pârrafo 2®., 
en el que se habla de la salvaciôn de los intereses généra­
les que el Estado estâ llamado a protéger cuando en un proce 
dimiento judicial se hubiera embargado alguna empresa, nos 
demuestra que al irse contra determinadas personas no se es­
tâ pensando en una empresa en crisis, sino en una empresa em 
bargada. Eso es lo querido expresar por el legislador al ha 
blar de "las personas que tienen a su cargo la direcciôn de 
las empresas" y, por tanto, con el Decreto-Ley citado, se ha 
querido reforzar el carâcter conservative de lo embargado y 
a ello se dirige su nomrmativa (372).
El art. 1 del D.L. dice que "las disposiciones conteni- 
das en este Decreto-Ley se aplicarân... atendidas las cir­
cunstancias en que puedan encontrarse los titulares de los 
bienes embargados y la naturaleza de éstos... en salvaguarda 
del interês general...". Queda claro que al alegarse, en la 
Exposiciôn de Motivos, las repercusiones de carâcter general, 
sobre la economla, el trabajo y el crêdito se estâ hablando 
de las consecuencias que se pudieran derivar la administra­
ciôn en la misma forma que antes del embargo, pues, de otro 
modo pudiera hacerse desaparecer todo lo que tuviera un va­
lor econômico positive. No se debe olvidar que la empresa 
tiene posibilidad de existir aunque no posea bienes. Indudâ
(372).- M. VERGEZ. Ob. cit. Pâg. 309, opina que la finali­
dad es reorganizativa de la empresa en crisis mâs 
que conservative.
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blemente que las situaciones personales en que pueden encon |
trarse quienes tengan a su cargo la direcciôn de las empre­
sas no es necesario que afecten a la economla, al crêdito o |
al trabajo (373), pero si existe el riesgo de que asl sea y ;
êsto es lo que se ha querido evitar salvando los intereses |
que se han considerado primordiales. El interês general |
existe en el caso de embargo de bienes en el proceso penal, j
pues no sôlo se garantiza el pago de indemnizaciones sino |
tambiên el pago de costas procesales. 1
De los administradores depende que una empresa alcance >
sus objetivos o fracase y de ahl la gran importancia que de !
ba tener el nombramiento de aquellos. Las empresas pueden |
tener sucursales en muchos puntos del pals .e incluso del ex 
tranjero, complicêiidose el problema cuando lo embargado es |
un grupo de empresas. Si no se tiene mueho cuidado en el •
nombramiento de administrador la situaciôn puede desembocar |
en una situaciôn fatal que producirâ la quiebra, la pêrdida j
de prestigio mercantil, e incluso el cierre de mercados» Si 
ademSs se tiene en cuenta que quienes ejerzan el cargo, con |
anterioridad al embargo, pueden ser personas eficientes y |
totalmente desligadas del proceso, parece lôgico que el le- j
gislador haya reservado al Juez el poder establecer que con j
tinûe la administraciôn existante. j
En el caso de que se nombre por el Juez, persona o per­
sonas que se encarguen de la administraciôn, distintas de 
quienes desempehaban hasta ese momento dichas funciones, de 
berâ hacerlo en quien tenga capacidad para el comercio, por 
lo que no podrân serlo menores, incapaces, interdictos, que 
brados y concursados no rehabilitados, inhabilitados para 
cargos pûblicos, condenados por grave incumplimiento de las
(373).- Segûn sostiene M. VERGEZ. Ob. cit. Pâgs. 310-311.
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leyes o disposiciones sociales, personas que por su cargo no 
puedan ejercer el comercio, ni los funcionarios que tengan 
sus funciones relacionadas con las actividades propias de la 
sociedad. Pero ademâs un administrador debe saber acerca de 
las habilidades técnicas de la empresa, no s6lo de su empre­
sa particular sino de todo lo que esté relacionado con ella; 
debe tener conocimientos para saber si las personas que tra­
ba j an para la empresa estân en el puesto mejor para sus habi 
lidades, y si el sistema de producciôn es el mâs correcto, 
para que los asesoramientos précises pueda saber lo que mâs 
conviens en cada momento (374).
Los administradores podrân ser designados con o sin rele 
vaciôn de fianza y su nombramiento serâ inscrite, cuando pro. 
céda en el Registre Mercantil.
Si continuase la Administraciôn existante, cl Juez desi£ 
narâ uno o varios Interventores (art. 2-II DLEE). Pero tan­
to si existen éstos, como si no hubiesen sido nombrados, al 
sustituirse la administraciôn de la empresa por otra nueva, 
nombrada por el Juez, se puede nombrar un interventor por ca 
da uno de los grupos siguientes:
a). Los propietarios o titulares de los bienes y dere- 
chos embargados.
b). Los propietarios o titulares de participaciones no 
embargadas.
c). Los acreedores de la empresa embargada.
d). Los empleados y trabajadores de la misma.
(374).- H. KOONTZ y C. O'DONNELL. Elementos de administra­
ciôn moderna. Bogotâ 1975. Pâgs. 33 y 34.
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La designaclôn se harâ de acuerdo de los componentes de 
cada uno de los grupos y, a falta de acuerdo, por mayorla de 
participaciones o crédites en los grupos a), b) y c), y en 
el grupo d), por mayorla de los interesados o, en su caso, 
por acuerdo del Jurado de Empresa (art- 3 DLEE)-
Es de destacar que con los dos ûltimos grupos se quiere 
satisfacer, en lo posible, los legltlmos intereses de sus in 
tegrantes. Pero los acreedores no quedan en una situaciôn 
équivalente a la quiebra o a la suspensiôn de pagos, de tal 
forma que si tienen créditos preferentes al embargo de la em 
presa, éste no les afectarâ en modo alguno.
Tanto los acreedores como los empleados y trabajadores * 
pueden obtener preferencla de sus crédites cuando consigan 
embargar bienes de la empresa y hacer las anotaciones oportu 
nas antes de que sea realizado por la administraciôn judi­
cial o por el Juzgado que la constltuyô en su caso.
Los administradores, una vez nombrados, aceptado ypresta 
do juramento o promesa de realizar bien y fielmente su cargo, 
y tomado posesiôn del mismo, estarân facultados para actuar 
en juicio, asl como, atendida la naturaleza del negocio y 
sus circunstancias, para realizar, conforme a los usos mer­
cantiles, los actos de direcciôn, administraciôn y disposi- 
ciôn que fueren convenientes (art. 3 DLEE).
Por lo tanto, deben practicar todas las actividades que 
afecten a la vida interna de la empresa y sea necesario para 
la realizaciôn del objeto social. Es de destacar la obliga- 
ciôn de llevar debîdamente la contabilidad, pues serâ uno de 
los instrumentos mâs ûtiles, tanto para la rendiciôn de cuen 
tas como para ir viendo la evoluciôn econômica de la enti- 
dad. Existen relaciones contabilidad-derecho mercantil, que 
tienen que ser tenidas présentes por un buen administrador.
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Estas relaciones como dice BLANCO (375)dan lugar a condicio- 
namientos recîprocos; las normas juridico-mercantiles, al im 
poner requisites formales de lleVanza y la presentaciôn de 
estados contables, o al referirse al valor jurldico de los 
asientos y de los documentes contables, condicionan la misma 
técnica contable. En sentido inverso la misma técnica conta 
ble impone la forma documentai de hechos y actos jurldicos, 
dando lugar a una serie de documentes, presupuesto o efecto 
de asientos contables, y aslmismo da lugar a determinados mo 
dos de documentaciôn de la expresiôn, elevados, segûn los ca 
SOS a la categorla de forma, fôrmula o formalidad, con dife- 
rente significaciôn en orden a su valor jurldico.
El problema real estâ en que como dice el mismo autor
(376) los Jueces y Tribunales tienen falta de especializaciôn 
en esta materia, aunque a partir de la reforma legislativa 
producida en 1973 al aprobarse el 2 2 de Febrero el Plan Gene 
ral de Contabilidad ninguna duda puede existir respecte del 
importante papel que se les atribuye en orden al reconoci- 
miento y valoraciôn de las mûltiples manifestaciones jurldi- 
cas de la contabilidad.
Pero ademâs tienen otras funciones importantlsimas, como 
las de actuar en juicio y realizar no sôlo actos de adminis­
traciôn sino tambiên de disposiciôn en determinadas ocasio­
nes. Pero ninguna administraciôn judicial puede sustituir 
ûtilmente y de modo integral la libre actividad del empresa­
rio (377) pues deben prevalecer los intereses garantizados y 
no se puede dejar libre el riesgo de que se hagan operacio­
nes indebidas (37 8) .
(375).- J. BLANCO CAMPANA. Régimen jurldico de la contabi­
lidad de los empresarios. Madrid 1980. Pâgs. 6 y 7.
(376).- J. BLANCO CAMPANA. Ob. cit. Pâg. 151.
(377).- AZZOLINA. Il Fallimento e le altre procedure con- 
cursale. Torino 1961. III. Pâg. 1.611.
(378).- En el mismo sentido M. VERGEZ SANCHEZ. Ob. cit. 
Pâg. 315. •
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Cuestiôn diferente es si las limitaciones que se imponen 
son o no excesivas. Generalmente, al carecer el Juez, el Mi 
nisterio Fiscal, los interventores, e incluso muchos adminis 
tradores judiciales, de la suficiente visiôn comercial, las 
trabas son tantas que dificultan el buen funcionamiento de 
la empresa.
Para la enajenaciôn o gravamen de participaciones de di­
cha empresa o de ésta en otras, de bienes inmuebles o de
cualquiera otros bienes o derechos que, por su naturaleza o 
importancia, el Juez hubiere exprêsamente senalado, el admi­
nistrador judicial convocarS a los interventores, dando cuen 
ta al Ministerio Fiscal, a una comparecencia de la que levan 
taré acta el Secretario del Juzgado. Del resultado de esta 
comparecencia se darâ seguîdamente cuenta al Juez, el cual 
resolverâ en el plazo de veinticuatro horas. Cuando la deci 
siôn fuera contraria a la propuesta de enajenaciôn o grava- 
men que no hubiera sido objeto de oposiciôn por el Ministe- |
rio Fiscal o los interventores, podrân, aquél y éstos, inter i
poner recurso de apelaciôn; en otro caso, no se darâ recurso !
alguno (art. 4 DLEE). Creemos que, por consiguiente, con 
los trâmites expuestos se pueden enajenar cualquier clase de 
bienes a tenor del texto legal, aunque no se entendiô de la
misma forma en el caso Matesa y el 18 de Mayo de 1970 no se
aceptô la proposiciôn de una liquidaciôn ordenada y pacifica 
de una entidad filial, bajo la responsabilidad del adminis­
trador y de los interventores y con rendiciôn de cuentas, 
por estimarse que el supuesto no estaba previsto.
Los administradores judiciales rendirân cuenta de su ges 
tiôn en los plazos que el Juez fije y cuenta general cuando 
termine la administraciôn y presentarân, con unas y otras,
Memoria justificativa de las medidas adoptadas y de las ope­
raciones realizadas. De las cuentas y Memorias se darâ vis­
ta a los interventores y al Ministerio Fiscal, quienes po­
drân impugnarlas en el plazo de cinco dlas para las cuentas 
parciales y treinta para la general. El Juez, oldos los Ad-
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mlnistradores, resolverâ lo que juzgue pertinente. Contra el 
auto que se dicte podrâ interponerse el recurso de apelaciôn 
en un efecto (art. 5 DLEE).
Los administradores y los interventores nombrados por el 
Juez serân retribuîdos con la cantidad que discrecionalmente 
se fije segûn la importancia y productividad del capital in- 
tervenido y el grado de dedicaciôn que la administraciôn o in 
tervenciôn precisen. La resoluciôn del Juez sobre este parti 




P R I M E R A
La administraciôn judicial de bienes en el proceso 
penal es el conjunto de operaciones realizadas para la 
custodia y conservaciôn de algunos de aquéllos y para 
obtener, en su caso, los frutos o bénéficies que les co 
rresponds segûn su naturaleza. Constituye, por tanto, 
una garnatia de la afècciôn de determinados bienes em­
bargados en el proceso penal.
Son de destacar en ella los siguientes caractères:
1® Es una medida para garantizar la afècciôn de de­
terminados bienes que han sido objeto de embargo.
2® Surge como consecuencia de ser éstos, a veces, 
de dificil conservaciln o de naturaleza fructlfera. Se 
persigue con ello el no ver mermados su valor, su pro­
ducciôn y su capacidad productiva en su caso.
3® Lo administrado debe pertenecer a la persona con 
tra la que se dirigiô el embargo, mas, por las dificul- 
tades en la prâctica de éste, puede extenderse a los 
bienes que, en principio, se estima fundâdamente ser 
propiedad de aquélla.
4® El embargo que da origen a la administraciôn es 
un acto sustitutivo de la fianza exigida para asegurar 
las responsabilidades civiles y costas.
5® Con los frutos y rentas se atendrâ por este or­
den: 1) Al pago de los gastos de conservaciôn y adminis 
traciôn. 2) Al aseguramiento de la satisfacciôn coact^ 
va de las responsabilidades civiles. 3) A garantizar 
que las costas procesales sean abonadas.
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S E G U N D A
En el caso de embargarse, por error, bienes propie­
dad de quien no debe responder civilmente en el proceso 
penal, habrâ de acudir éste a un Juzgado civil para que 
se siga un juicio de terceria de dominio donde hacer va 
1er su derecho. Creemos necesario, ante ello, que se 
debe establecer un proceso breve a seguir ante el Juez 
penal que conoce del proceso principal.
Se pretende de esta forma una triple finalidad;
1® Garantizar la propiedad privada sobre los bienes; 
derecho reconocido constitucionalmente.
2® Reducir el tiempo para obtener una resoluciôn de 
finitiva.
3® Disminuir los gastos ocasionados al tener que se 
guirse un nuevo proceso ante un Juzgado civil.
La competencia debe corresponder al mismo Juez penal 
que entiende del proceso principal, pues, de la misma 
forma que puede resolver sobre los efectos civiles de 
una infracciôn criminal en sentencia condenatoria, no 
hay aqui ningûn obstâculo insuperable para que pueda co- 
nocer y resolver este proceso.
' Serân partes, aquella persona que comparezca alegan- 
do ser propietario de los bienes embargados, el Ministe­
rio Fiscal y todos los que se hayan personado, mediante 
Abogado y Procurador, en los autos principales, si lo es 
timan pertinente. El primero nunca podrâ actuar en el 
proceso penal, pero si tendrâ derecho a nombrar un inter 
ventor para que fiscalice la administraciôn durante es­
tas actuaciones.
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Se formarâ una pieza separada, que se encabezarâ con 
testimonio del embargado, en la que constarân las dili- 
gencias que se practiquen y résolueiones que se dicten 
sobre lo solicitado.
La tramitaciôn debe ser breve, siguiëndose para ello 
las normas del juicio verbal, con el objeto de no causar 
excesivos perjuicios al verdadero propietario e incluso 
en interês del mismo aseguramiento del proceso penal. De 
otra manera se podrian producir perjuicios irréparables 
tanto a aquél, como a los intereses que se quieren tute­
lar, pues, en.este ûltimo caso, de ser cierto lo alegado 
por el tercero, convendrâ procéder râpidamente a la prâc 
tica de un nuevo embargo antes que desaparezcan los bie­
nes que han de ser trabados.
En el intervalo comprendido entre el escrito promo- 
viendo el proceso que proponemos y la resoluciôn que le 
ponga fin, la administraciôn debe continuar con todos 
sus efectos.
T E R C E R A
No ha previsto el legislador a quien corresponde el 
nombramiento de administrador cuando se embarguen bienes 
que pertenecen proindivise al responsable civil en senti 
do lato y a otra u otras personas. Sôlamente en el Dé­
crète Ley sobre administraciôn de empresas embargadas se 
recoge la posibilidad de hacer traba en alguna empresa o 
grupo de empresas, acciones o participaciones que repre­
senten la mayorla del capital social, del patrimonio co- 
mûn o de los bienes o derechos pertenecientes a las mis­
ma s o adscritos a su explotaciôn.
Ante la laguna legal creemos necesario que se conju-
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gen dos criterios; El de atender a la persona que osten- 
ta la administraciôn en el momento del embargo y el de 
considerar quien tiene la mayorla indivise. De esta for 
ma podemos indicar que séria aconsejable llegar a las so 
luciones siguientes:
1-. El copropietario embargado desempena el cargo de 
administrador;
1) Si tiene la mayorla indivise de los bienes, 
el Juez podrâ resolver lo que estime mâs conveniente en 
la misma forma que si aquél hubiese tenido la propiedad 
exclusive. De nombrarse nuevo administrador, los restan 
tes copropietarios, si el Juzgado lo estima pertinente, 
podrân nombrar un interVentor que représente sus intere­
ses.
2) En el caso de no tener la propiedad de la ma­
yorla indivise, serân los restantes copropietarios los 
que deberân pronunciarse por nombrar nuevo administrador 
o no. Tanto en un caso como en el otro, el Juez deberâ 
nombrar un interventor.
2-. El copropietario embargado no es el administra­
dor. Puede seguirse aqui los mismos criterios, pero 
cuando el nombramiento de administrador corresponds al 
Juez, salvo casos excepcionales, deberâ optar porque no 
haya cambio de persona.
C U A R T A
El administrador judicial es un auxiliar o colabora- 
dor del Juez y, aunque es un particular, tiene la consi- 
deraciôn de funcionario pûblico, pero no integra el Orga 
no Jurisdiccional.
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Decimos que es un auxiliar o colaborador del Juez 
por ser su activldad conexa con el proceso, siendo im- 
prescindible que esté bajo la dependencia de quien le 
nombré y debe cumplir, en todo momento, las instruccio- 
nes que éste le dé.
Entendemos que aunque no es funcionario püblico, 
tiene la consideracién de tal debido al cargo que desera 
pena y del que dlmanan funciones de esa naturaleza. Reû 
ne los requisites que exige el pârrafo 3®. del articu­
le 119 del Cédigo Penal al decir; "Se considerarâ fun­
cionario püblico todo el que por disposicién inmediata 
de la Ley o por eleccién o por nombramiento de autori- 
dad compétente participe del ejercicio de funciones pü- 
blicas”.
No integra el Organe Jurisdiccional al no tener el 
sentido de permanéncia necesario, pues es nombrado por 
un ûnico y concrete proceso, limitSndose a desempenar 
las funciones administratives que se le encomiendan.
Q U I N T A
Para ser administrador judicial se necesita reunir 
los siguientes requisites:
1®, Ser persona fisica, pues al llevar el ejercicio 
del cargo la realizaciôn de una serie de actividades se 
précisa, comprobar la diligencia o el riesgo puesto en 
la prâctica y, en su case, exigir responsabilidad penal. 
Nunca podria pedirse ésta a una persona jurldica y séria 
un obstacûlo dificil de superar, muchas veces, conocer 
la persona fisica culpable quien gozarla de plena iitipun^  
dad.
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2®. Tener capacidad legal para obligarse y realizar 
los diverses actes administratives propies de la clase 
de bienes a administrar.
3®. Ser vecino de la localidad y tener casa abierta 
en ella, por analogla con lo exigido para ser deposita- 
rio de bienes muebles embargados en el articule 600 de 
la ley de enjuiciamiento criminal.
4®. Poseer conocimientos suficientes para poder ad­
ministrar los bienes que se le entregan. La idoneidad 
no basta con ser general, sino que ha de referirse a 
los bienes concretes que se adrainistran, y, de ser una 
empresa, al ramo y campe de actuacidn de la misma.
5®. Ser solvente para hacer frente a las consecuen- 
cias de una mala adrainistraciôn.
6°. Gozar de buenos antecedentes en la realizaciôn 
de actes de administraciôn similares a los que se habrân 
de practicar.
7®. Tener la confianza del Juzgado, si es posible, 
debido a su carâcter de auxiliar o colaborador del Juez.
S E X T A
Para el nombramiento de administrador, el Juez tiene 
la mâs omnimoda libertad. Creemos que deberla estable- 
cerse preceptIvamente un trâmite de audiencia de las pa^ 
tes.
Indudâblemente que, al asegurarse intereses privados 
e intereses püblicos, no debe dejarse el nombramiento de 
administrador al presunto perjudicado por la infracciôn
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criminal -por analogla a la designaciôn que hace el ac­
tor en el proceso civil-. Pero tampoco puede irse al 
extreme contrario de prescindir totalmente de ël. Cree 
mos que las partes, tanto el Ministerio Fiscal, por los 
intereses pûblicos siempre y por los privados en ocasio 
nes, como los demâs actuantes en este ûltimo concepto 
por sus propios intereses, deberlan ser oldos, para que, 
despuës, con pleno conocimiento, el Juez resolviese lo 
que estimase mâs oportuno.
S E P T I M A
Deberla establecerse en la ley la posibilidad de que 
se nombre un interventor por el dueno de los bienes semo 
vientes embargados. Desde el momento en que existe posi^  
bilidad de que, en cualquier otra clase de bienes traba- 
dos, cuando el dueno de los mismos es privado de la adm^ 
nistraciôn, tiene el derecho de nombrarlo, no vemos la 
razôn por la que no se regulô de igual manera el caso es 
tudiado. Entendemos que se trata de una laguna legal.
No se puede olvidar el hecho de que los bienes semo- 
vientes, si bien tienen escaso valor en ocasiones, otras 
veces no es asl, por tratarse de un ejemplar de raza y 
caracterlsticas muy especiales o por haberse embargado 
los animales que componen unâ ganaderla, cuadra de caba- 
llos, rebano, etc.
O C T A V A
La posibilidad que en el Decreto Ley de administra­
ciôn de empresas se establece de poder nombrar interven- 
tores los duenos de participaciones no embargados, los 
acreedores y los empleados o trabajadores, debe extender
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se tamblén a las administraciones de otros bienes. Si 
bien, para evitar abusos, se facultarâ al Juez para que, 
en definitive, atendiendo a la iraportancia de los bienes 
y de los intereses que sobre ellos tengan aquelles perso 
nas, pueda resolver si es procedente el nombramiento.
N 0 V E N A
Los interventores nombrados por el Juez eran conside 
rados, por la doctrine cientlfica, como auxiliares o cola- 
boradores del mismo, pero la modificaciôn que introdujo 
el Decreto Ley de administraciôn de empresas, al conce- 
derles la posibilidad de interponer recurso de apelaciôn 
contra las resoluciones judiciales, nos lleva a no acep- 
tar ese criterio. Entendemos que ocupan una posiciôn in 
termedia entre el administrador y el Juez que les nombrô; 
pero actûan con independencia de ël, en interës de los 
propios bienes administrados y, en su caso, de la perso­
na que deba recibirlos en su dla. Realizan, en este sen 
tido, una funciôn tuitiva pûblica al velar por cuales- 
quiera Intereses que deban ser satisfechos al fin de la 
administraciôn, ya correspondan a un particular, a una 
instituciôn pûblica o al propio Estado.
D E C I M A
Para ser nombrado interventor se deben reunir los 
mismos requisitos que para el nombramiento de administra 
dor y, ademâs, no tener parentesco, amistad Intima o ene 
mistad manifiesta con ëste ûltimo.
Consideramos que si no se cumplé el requisite espec^ 
fico mencionado, podria suceder que la funciôn interven- 
tora fuese ficticia o perjudicial para la administraciôn:
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1. Ficticia en caso de parentesco o amistad intima 
al no fiscalizarse debidamente.
2. Perjudicial si hay enemistad, al poner continua- 
mente obstâculos y dificultades a la actuaciôn del admi­
nistrador .
U N D E C I M A
Se rompe el orden que, para el embargo de bienes, es 
tablece el articulo 1.447 de la ley de enjuiciamiento ci 
vil al existir la posibilidad de trabar primero bienes 
inmuebles y, despuës, al amparo del articulo 603 de la 
ley de enjuiciamiento criminal, extenderlo a sus frutos 
y rentas.
Creemos que el legislador penal ha entendido que los 
frutos y rentas son partes del bien inmueble que los pro 
duce, hasta que. no se desprenden de ël y, por ello, para 
que no pierda valor lo asegurado con su individualiza- 
ciôn, el que pueda extenderse el embargo. El legislador 
civil partiô de un criterio diferente y se refiriô a cua^  
quier clase de frutos y rentas, tanto los que tenian in- 
dividualidad propia y estaban separados del bien matriz 
al practicarse el embargo, como los que estaban unidos a 
ël.
D U O D E C I M A
Los bienes administrados pueden ser cambiados de lu- 
gar, con conocimiento del Juez, de las partes y de los 
interventores en su caso, pero sin ser llevados a pobla- 
ciôn distinta.
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El hecho de que se trasladen, dentro de una misma 
poblaciôn, serS incluso aconsejable cuando las nuevas 
instalaciones fueran mâs adecuadas para la administra­
ciôn, Pero no creemos en la posibilidad de que puedan 
ser llevados a otro lugar, salvo en casos excepciona- 
les autorizados por el Juez. Por un lado, tanto el 
propietario de los bienes como los interventores, pre- 
viamente nombrados, pueden vigilarlos mejor. Por otro, 
parece lôgico tener présente que el articulo 600 de la 
ley de enjuiciamiento criminal establece la necesidad 
de nombrar depositario de bienes muebles embargados a 
un vecino con casa abierta. Ciértamente que no hace 
referenda al administrador; no obstante, al ejercitar 
este no sôlo actos de administréeiôn sino también de 
conservaciôn como un depositario, e incluso, en el ca­
so de semovientes, ser llamado depositario-administra- 
dor por la ley, creemos que es iraprescindible seguir 
el mandato legal antes expuesto.
D E C I M O T E R C E R A
La fianza que se puede exigir a los administradores, 
para el ejercicio de su cargo, debe estar en funciôn, 
no de los bienes que recibe, sino de los frutos o ren­
tas que ha de administrar.
No ha de extenderse al valor total de los bienes ad 
ministrados. En caso contrario no se hallaria un admi­
nistrador, a veces, que pudiese y quisiese prestar la 
cauciôn exigidâ que, por otra parte, es innecesaria al 
no ser posible enajenar ni hacèr desaparëcer llbremente 
los bienes administrados.
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D E C  I M O C U A R T A
Si es posible, el administrador ha de pagar los crê- 
ditos preferentes que hay sobre los bienes administrados 
con los propios productos de estos mismos bienes. Cree­
mos que, de no hacerse asi, se incumplirla el deber de 
conserverlos, pues el irapago puede conducir a su desapa- 
riciôn jurldica y al fracaso del aseguramiento.
D E C I M O Q U I N T A
El administrador de cualquier clase de bienes debe 
ser retribuldo. Se deben compenser las preocupaciones, 
trabajo y responsabilidad que lleva consigo el cargo.
El interventor, por las mismas razones también debe 
percibir una remuneraciôn.
Lo expuesto encuentra su base legal:
1) En el pârrafo 2® del articulo 1.711 del Côdigo C^ 
vil al decir que "si el mandatario tiene por ocupaciôn 
el desempeno de servieios de la especie a que se refiere 
el mandate, se presume la obligaciôn de retribuirlo".
2) El articulo 607 de la ley de enjuiciamiento crimi 
nal al establecer que: "El administrador tendrâ derecho 
a una retribuciôn:
1°. Del 1 por 100 sobre el producto llquido de la 
venta de frutos.
2°. Del 5 por 100 sobre los productos liquides de 
la administraciôn que no procedan de la causa expresada 
en el pârrafo anterior.
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Si no se enajenaren bienes, o no hubiere pro­
ductos liquides, el Juez senalarâ el aprèmio que haya de 
percibir el administrador, segûn la costumbre del pueblo 
en que la administraciôn se ejerza.
3) En el pârrafo 2® del articulo 6® del Decreto Ley 
sobre administraciôn de empresas se expresa que "los ad- 
ministradores podrân ser designados con o sin relevaciôn 
de fianza y serân retribuldos, asl como los intervento­
res nombrados por el Juez, con la cantidad que discrecio 
nalmente se fije segÛn la importancia y productividad 
del capital administrado o ihtervenido y el grade de de- 
dicaciôn que la administraciôn o intervenciôn precisen".
Aunque las normas expuestas, se refieren a casos con 
cretos -la primera para el supuesto de considerar al ad­
ministrador y al interventor mandatarios; la segunda pa­
ra el embargo de sementeras, pueblas, plantlos, frutos, 
rentas y otras bienes semejantes; y la tercera para el 
embargo de empresas- deben generalizarse, por analogla a 
todas las ocasiones en que haya un administrador o un in 
terventor judicial de bienes en el proceso penal.
D E C I M O S E X T A
El requerimiento que se ha de hacer al dueno de los 
bienes semovientes embargados, para que manifleste si 
opta porque se enajenen o porque se conserven en depôsi- 
to y administraciôn debe ser hecho por el Secretario Ju­
dicial, ya que es el poseedor de la fé pûblica. El re- 
querido puede efectuar manifestaciones en el momento de 
la prâctica de la diligencia y, por ello, es necesario 
que sean transcritas por un fedatario pûblico.
Guarda silencio en ese punto la ley de enjuiciamien-
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to criminal, pero en apoyo de nuestro razonamiento tam­
bién podemos citar, por analogla,el articulo 275 de 
la ley de enjuiciamiento civil: "Los requerimientos se 
harân notificado al requerido, en la forma prevenida, 
la providencia en que se mande, expresando el actuario 
en la diligencia haberle hecho el requerimiento en 
aquélla ordenado".
Creemos que no serâ suficiente realizar el requeri- 
miento al Procurador personado en el proceso en repre- 
sentaciôn de su cliente, sino que serâ necesario pract^ 
cârselo a este personalmente si fuere posible, y, en su 
defecto, mediante cédula o edictos, por poderse derivar 
una especie de expropiaciôn forzosa temporal de sus bie 
nes.
D E C I M O S E P T I M A
El silencio del requerido, a quien hemos citado en 
la conclusiôn anterior, o su negative a elegir, creemos, 
ante la falta de regulaciôn expresa, producirâ el hecho 
de que el Juez, tras oir al Ministerio Fiscal y a las 
partes restantes, dicte la resoluciôn que estime mâs con 
veniente a fin de que los intereses que se aseguran que- 
dan mejor garantizados.
De no hacerse asl, ante la laguna legal, podria bur- 
larse indefinldamente la acciôn de la justicia.
D E C I M O Q C T A V A
Al venderse bienes administrados, en pûblica subas- 
ta, la menor postura que debe admitirse serâ igual al ti 
po senalado. Si no se presentare postura admisible y hu
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biera que realizar una segunda licitaciôn se rebajarâ el 
tipo de un 10 a un 15 por 100, que fijarâ el Juez segûn 
estime conveniente. Si tampoco se hiciere proposiciôn 
admisible, el Juez, oyendo previamente al dueno de los 
bienes, a las partes y a los interventores si los hubie­
re, resolverâ lo que estime mâs conveniente.
Las normas que adoptamos, son las que se establecen 
en la ley de enjuiciamiento civil, en los articules 1.027 
y 1.028, para los abintestates y testamentarlas. Hemos 
acudido a ellas, ante el silencio del legislador penal, 
por estimar que el fin aqui pretendido es el mismo que 
en los dos procesos citados, es decir, la conservaciôn 
de un patrimonio. Lo mâs importante es mantener el va­
lor asegurado, objetivo distinto de las normas dictadas 
para el apremio en que lo deseado es obtener pronto metâ 
lico para abonar al ejecutante.
D E C I M O N O V E N A
La administraciôn judicial de empresas se producirâ 
aunque ésta no tenga personalidad jurldica y sin que ello 
signifique, en caso alguno, que la entidad estâ en cri­
sis .
No se hace mèneiôn alguna en el Decreto Ley regula- 
dor de esta materia a la necesidad de que la empresa sea 
una persona jurldica, por lo que no se puede ir mâs allâ 
de lo querido por el legislador. Los intereses que han 
de asegurarse tienen la misma necesidad de tutela si se 
da ese requisite que si no existe.
El embargo y posterior administrée iôn judicial de 
una empresa en el proceso penal surge como consecuencia 
de que el dueno o quienes posean acciones o participacio
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nes que representen la mayorla del capital social, segûn 
los casos, no hayan prestado la fianza a que fueron re­
quer idos previamente para cubrir las posibles responsabi^ 
lidades civiles. Esto no quiere decir, en modo alguno, 
que la empresa esté en crisis, pues si bien puede darse 
esa posibilidad, también es posible que, aunque esté en 
pleno auge, no se haya querido afianzar por estimarlo 
asl conveniente el requerido.
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ADDENDA
Con posLcrioridad a la redacciôn de esta tesis hi desapa- 
recido el problema que planteàbmaoa en el folio 40 aobre los 
accidentes de circulacidn causados por ciclotnobores que no 
exoeden de 50 centlmetros ciibicos,
El Real Deereto de 4 de julio de 1,980 (B.O.E, de 15 de 
agosto siguiente) que mofiifica el Re^lamento del Ceguro Obli- 
gatorio de Responsabllidad Civil dorivada del uso y circula­
cidn de vehlculos de motor ha dispues bo en el art. 69, apar- 
tado a) que tendrd. la consideracidn de véhicules de motor a 
los efectos de estar asegurado, todo,arbe" cto o uparato que 
circule por las vlas pdblicas accionado mediante un mecanismo 
motor, para cuya conduccidn se requiera permiso o licencia, 
Begun la legislacidn vigente, asl c mo sus remolques o semi- 
remolques,
Mds tarde son citados expresarnente, los ciclomotores, tan­
te en la Orden del Ministerio de Hacienda de 30 de ju]i o de 
1,980 (B,0,E de 26 de agosto siguiente) aprobando las tarifas 
del Seguro Obligatorio de Vehlculos le fu^ tor, cvino en la Réso­
lue idn de la Direccidn General de G^guros de 4 de noviembre 
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